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- I -  

INTRODUCCIÓN 

 

A modo de comienzo, considero indispensable acudir a las bases que sedimentan 

todo un régimen que se ha ido transformando a lo largo del tiempo –con mayor o menor 

celeridad. Me refiero al Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional, 

materia que impulsa mi investigación y lo producido en estas páginas. Y con él, debo 

referir indefectible y casi obligadamente, a su fundamento y razón de ser.  

Un Estado, está llamado a satisfacer necesidades del bienestar general, hacia ese 

fin se orienta constantemente. En ese propósito, el contrato es una herramienta central. 

Lógicamente, esa vocación al bien común que integra las más reconocidas teorías que 

explican su existencia y permanencia, también da impulso en la práctica, a los 

mecanismos y herramientas que acompañan su funcionamiento. Es decir, la finalidad 

que persigue un Estado, la persecución de esos más altos fines de interés público 

superior, suponen poner en marcha mecanismos para alcanzarlos en concreto.  

 Desde el pensamiento de Aristóteles, “[…] el Estado constituye una asociación 

política natural  y necesaria, cuya esencia radica en la propia naturaleza humana. Tal 

alianza o asociación es necesaria para la perfección del hombre y no constituye una 

unión transitoria en búsqueda de un fin individual sino la asociación estable, orgánica y 

perfecta cuya finalidad es la realización de la virtud y de la felicidad humanas”
1
. Por su 

parte, enseñan destacados profesores: “En lo que concierne a la causa final o fin del 

Estado, ella es el bien común, razón de ser del Estado. Ahora bien, ese concepto natural 

del bien común que persigue el Estado es omnicomprensivo y totalizador de toda su 

actividad que ha de hallarse orientada hacia aquél, para proporcionar a los individuos 

las condiciones para la plenitud de su vida espiritual y los recursos suficientes para 

vivir una vida humana digna y completa”
2
. Resalto con singular énfasis, esta última 

frase que redunda en una claridad suprema. Ciertamente, el modo de adquirir los bienes 

u obtener los servicios que un Estado necesita, con el fin de acercar a los individuos los 

recursos suficientes para su vida humana digna, forma parte de toda aquella actividad 

                                                           
1
 COMADIRA, Julio R. - ESCOLA, Héctor J. - COMADIRA, Julio P, Curso de Derecho Administrativo, Título 

primero, Capitulo I El Estado en el orden constitucional y administrativo (Realidad, normatividad y 

justicia), Ed. Abeledo Perrot, Buenos Aires, 2012, pág. 7.  
2
 Ibidem, págs. 10-11.  
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del Estado.  Como derivación de lo expuesto, “[…] cabe concluir que en el Estado 

existe un fin ordenador, que es el bien común, que se convierte en su “causa causarum” 

que justifica su poder y le señala sus límites y alcances […]”
3
. 

 Pareciera que repentinamente he girado mi foco de estudio del Régimen de 

Contrataciones, al bien común como objetivo independiente. Sin embargo, ambos 

conceptos que en la cotidianeidad de las urgencias, demandas y prácticas de la 

burocracia administrativa parecen completamente separables y transitando por carriles 

intangibles, resultan sin embargo inescindibles, dos caras de la misma moneda. Resulta 

que “[…] la aproximación al bien común no es tan costosa, ni su predicación tan 

abstracta como se postula”
4
. Puede verse que “[…] en muchos aspectos el bien común 

de un pueblo se presenta como evidente. Así, la conservación de la salud de su 

población, su educación, el respeto de los valores espirituales de sus miembros, el 

respeto por los mayores, el auxilio a los desprotegidos, la solidaridad social, entre otros, 

constituyen sin duda elementos integrativos del bien común, que por ello califican al fin 

del Estado. Es cierto que en esa aproximación al bien común no podrá obtenerse una 

definición absoluta y de aplicación universal y permanente, pero no lo es menos que 

ello sucede con todas las afirmaciones del conocimiento que sólo puede adquirirse […], 

admitiendo […] que debemos empezar con los hechos que son conocidos […]”
5
. A 

través de tan valiosos fragmentos, quiero mostrar que el bien común supone una 

instancia de concretización, de aplicación a través de diferentes instrumentos formales, 

entre los que se puede identificar, a la figura del contrato. Porque aunque no podamos 

ver en conceptos tan rígidos, procedimentales y teóricos como “licitación pública”, 

“adjudicación” o “garantías”, rastros de la sustancia del bien común, ellos lo encarnan y 

materializan, son la condición de posibilidad de aquél objetivo material.  

En ese entendimiento, es necesario “repensar y reformular el porqué del poder, 

es decir el contenido del interés público”
6
. Porque, ¿Acaso para velar por la salud de los 

habitantes del país no debemos adquirir jeringas para aplicar las vacunas que pueden 

                                                           
3
 BARRA, Rodolfo,  Tratado de Derecho Administrativo, Tomo I, Ed. Abaco de Rodolfo Depalma, 

Buenos Aires, 1998, págs. 67 y ss, en GARCÍA PULLÉS, Fernando, Tratado de lo Contencioso 

Administrativo, Tomo I, Ed. Hammurabi, Buenos Aires, 2004, pág. 7. 
4
 GARCÍA PULLÉS, op. cit. Tratado de…,  pág. 7. 

5
 ARISTÓTELES, Ética, Ed. Biblioteca Clásica Gredos, Libro I, Libro I, pág. 426, en GARCÍA PULLÉS, op. 

cit. Tratado de…, pág. 7. 
6
 BALBÍN, Carlos F., Curso de Derecho Administrativo, Tomo I, 1ª ed. 1ª reimp., La Ley, Buenos Aires, 

2008, pág. 96. 
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prevenirnos de enfermedades, limpiar los hospitales, etc., etc.?, ¿Acaso para brindar 

educación a los niños, niñas y adolescentes, no es preciso pintar las escuelas, comprar 

bancos, sillas, pizarrones, estufas, ventiladores, etc., etc.?, ¿Acaso para garantizar la 

seguridad no es preciso alistar las señales de tránsito, proveer uniformes a los policías, 

etc., etc.?, ¿Acaso para asegurar la justicia no hace falta mantener y reparar los 

tribunales, implementar y mejorar los sistemas informáticos, etc., etc.? Sí, claro que sí, 

estos y tantos otros recursos y servicios son requeridos para alcanzar ese bien común, 

que por su intermedio, resulta más cercano. La cantidad, variedad, y extensión de cada 

uno de esos recursos y servicios variará a lo largo del tiempo y dependerá de las 

políticas públicas fijadas en cada área en concreto, pero de todos modos, “[…] el 

derecho administrativo facilita y precisa la actuación del Estado, para que llegue al 

logro práctico y efectivo de esas finalidades”
7
. Queda presentado entonces, que el 

derecho administrativo en su vertiente que se ocupa del derecho de las contrataciones, 

es aquello que me convoca, recordando que “[…] todas las funciones del Estado 

persiguen el bien común o interés público pues, […] aquel es su causa final y única 

razón de ser […]”
8
. 

El llamamiento al bien común que el régimen contractual está vinculado a 

plasmar en concreto, se recepta en la normativa que le da origen. Y en este sentido, se 

propugna: “Que el incremento de la eficiencia en la gestión de las contrataciones 

estatales reviste un carácter estratégico por su impacto en el empleo, en la promoción 

del desarrollo de las empresas privadas y en la competitividad sistémica”
9
. De este 

modo, y con la terminología elegida en ese marco, el contrato se erige en un instituto 

esencial para el desarrollo de un país, un instrumento del mundo jurídico que permite 

satisfacer las necesidades humanas, a través de la adquisición de bienes y servicios. 

A lo largo de este trabajo, se emprende un camino de profundo descubrimiento y 

análisis de la normativa que rige las contrataciones de bienes y servicios en la 

Administración Pública Nacional actualmente, desde la atalaya de la satisfacción de las 

necesidades de interés general. En dirección al norte que me he planteado, resultará que 

el régimen que opera de marco legal a las contrataciones, pareciera encontrarse 

                                                           
7
 COMADIRA, Julio R. - ESCOLA, Héctor J. - COMADIRA, Julio P., op. cit. Curso de…, pág. 82. 

8
 COMADIRA, Fernando G., “Apuntes sobre la función administrativa y los criterios para delimitarla”,  El 

Derecho Administrativo (08/06/2016), pág. 3. 
9
 Cfr. uno de los Considerandos del Decreto N° 1.023/2001 que aprueba el “Régimen de Contrataciones 

de la Administración Nacional”. 
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desvirtuado en ocasión de su reglamentación en ciertos aspectos de detalle, reiterados 

incluso en sucesivas reglamentaciones a lo largo del tiempo. Aunque no quisiera 

adelantarme. Hay mucho camino por andar aún.  

Para que el proyecto fuera más manejable, elegí concentrarme solo en algunos 

aspectos, si bien no descarto la posibilidad que existan otros. Seleccioné aquellos que 

considero a priori -centraré mi esfuerzo en verificarlo, intentar comprobarlo, o en su 

defecto, refutarlo– más lesivos a los principios constitucionales que garantizan ese 

bienestar general que, casualmente, estaban llamados a proteger. Por ello, en el sendero 

propuesto me detendré en las siguientes paradas: sistema de compras electrónicas en 

contraste con los principios de publicidad y transparencia, ínsitos en el principio del 

“[…] carácter público de los actos de un gobierno republicano […]”
10

, adoptado por la 

misma Constitución Nacional, y que enseñará, entre otros aspectos, que “de la 

publicidad del llamado dependerá que la licitación sea realmente pública”
11

; facultades 

modificatorias de la Administración en vinculación al principio de igualdad que “[…] 

ha de respetarse tanto en el acceso
12

 a la contratación administrativa como durante la 

ejecución del contrato”
13

, lo que se erige en el presupuesto de la concurrencia y 

competencia entre oferentes y potenciales. Este análisis, se apoya en “[…] el principio 

de igualdad que proclaman los arts. 16 y 75, inc. 23, CN […], también en otro principio 

[…] relativo al deber del Estado de proveer “a la defensa de la competencia contra toda 

forma de distorsión de los mercados” (art. 42, segunda parte, CN)”
14

; y garantías, 

particularmente en su especie de impugnación, que reedita el estudio sobre el principio 

de igualdad en el acceso a la impugnación y adiciona, el contraste sobre el derecho de 

peticionar a las autoridades contenido en el Artículo 14 de la Constitución Nacional, en 

observancia de principios estandartes del procedimiento administrativo, la tutela 

administrativa efectiva, en condiciones de gratuidad, legalidad objetiva y verdad 

material. Y todas las paradas, serán analizadas desde el principio de la juridicidad y 

jerarquía normativa, que con anclaje en los Artículos 31, 76 y 99 inciso 2 de la 

                                                           
10

 CASSAGNE, Juan Carlos, Los grandes principios del Derecho Público. Constitucional y Administrativo, 

1ª ed., La Ley, Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 2015, pág. 404. 
11

 PEREZ HUALDE,  Alejandro, “El llamado a Licitación”, en AA.VV., FARRANDO (h), Ismael (dir.), 

Contratos Administrativos, Cap. VII, 1ª ed., Lexis Nexis - Abeledo Perrot, Buenos Aires, 2002. 
12

 CASSAGNE, Juan Carlos, “La igualdad en la contratación administrativa”, Cuestiones de Derecho 

Administrativo, Depalma, Buenos Aires, 1987, págs.  98 y ss. en CASSAGNE, op. cit. Los grandes …, pág. 

398.  
13

 CASSAGNE, op. cit. Los grandes…, pág. 398. 
14

 Ibidem, pág. 399.  
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Constitución Nacional, recuerdan que “[…] la Administración satisface los fines de 

interés público con arreglo al principio de legalidad. Ello significa que toda su actividad 

se debe sustentar en previsiones normativas regularmente emitidas”
15

. En definitiva, 

todos los principios se convierten en condiciones ineludibles que integran el bien 

común, reforzando que “Prácticamente, el derecho fundamental a la buena 

administración se integra con la totalidad de los principios generales del Derecho 

Administrativo […]”
16

. 

El desarrollo que sigue, se estructura en dos partes, una primera compuesta por 

cuatro capítulos que brindan la base para avanzar en el análisis, mediante un repaso de 

los antecedentes normativos del régimen, su estructura actual, y la relación jerárquica 

entre dichas normas. En una segunda parte, se abordarán cada uno de los institutos 

escogidos, para luego dar lugar a una reflexión final. Espero, a lo largo de estas líneas, 

poder dar cuenta de la significación de esta temática, sembrando  un aporte 

enriquecedor. 

 

- II - 

PRIMERA PARTE 

 

        CAPÍTULO I: BREVE RESEÑA DE ANTECEDENTES NORMATIVOS 

En una breve reseña de los antecedentes normativos de regulación del Régimen 

de Contrataciones de la Administración, cabe puntualizar que la historia demuestra que 

los avances han sido lentos y espaciados. La recepción normativa que reclamaban los 

cambios ya operados en los hechos, ha llegado -en más de una ocasión- con retardo. De 

modo que la norma no siempre se constituyó en reflejo fiel de la realidad, que en estos 

tiempos modernos y de evolución creciente de la tecnología, así como de cambios en el 

contexto político, económico y social, se encuentra en constante dinamismo. De hecho, 

                                                           
15

 SAMMARTINO, Patricio Marcelo E., Amparo y Administración. En el Estado Constitucional Social de 

Derecho, Tomo I, 1a. ed., Abeledo Perrot, Buenos Aires, 2012, pág. 144. 
16

 RODRIGUEZ-ARANA, Jaime, El ciudadano y el poder público: el principio y el derecho al buen 

gobierno y a la buena administración, Reus, Madrid, 2012, págs. 155-156 en CASSAGNE, op. cit. Los 

grandes…, pág. 430.  
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ello ha sido puesto de resalto de manera recurrente, como causa esencial en oportunidad 

de las sucesivas reformas del régimen
17

. 

 Originalmente, las contrataciones estatales se encontraban reguladas en  los 

Artículos 55 al 64 del Capítulo VI de la Ley de Contabilidad aprobada por Decreto-Ley 

N° 23.354 de fecha 31 de diciembre de 1956, ratificado por la Ley N° 14.467, vigente 

en función de lo establecido por el inciso a) del Artículo 137 de la Ley N° 24.156. 

Dicho régimen, fue reglamentado por el Decreto Nº 5.720 de fecha 28 de agosto de 

1972 como "Reglamento de las Contrataciones del Estado", luego reemplazado por el 

Decreto Nº 1547 de fecha 7 de diciembre de 1999, denominado “Reglamento para la 

Contratación de Suministros y Servicios del Estado Nacional”. En el año 2000, este 

último es reemplazado por el "Reglamento para la Adquisición, Enajenación y 

Contratación de Bienes y Servicios del Estado Nacional" aprobado por el Decreto N° 

436 de fecha 30 de mayo del citado año.  

 Posteriormente, en ejercicio de las facultades delegadas por el Artículo 1° inciso 

II, apartado e) de la Ley N° 25.414, se reemplazo el “Régimen de Contrataciones de la 

Administración Nacional” mediante el dictado del Decreto, de la especie Delegado, N° 

1.023 de fecha 13 de agosto de 2001. Por el Artículo 39 del tal Decreto, se estableció 

que el Poder Ejecutivo Nacional debía dictar la reglamentación de ese cuerpo normativo 

en un plazo máximo originario de SESENTA (60) días corridos contados desde su 

publicación en el Boletín Oficial (plazo prorrogado con posterioridad), disponiendo que 

hasta entonces regirían las reglamentaciones vigentes. De hecho, eso fue lo que sucedió 

por el largo tiempo que demoro en concretizarse la manda legal, resultando de 

aplicación en consecuencia, el reglamento aprobado por el Decreto Nº 436/2000. Este 

marco normativo algo extraño, con una reglamentación de fecha anterior al régimen 

reglamentado, subsistió hasta el 7 de junio de 2012, fecha en la que finalmente fue 

dictado el Decreto N° 893 que aprobó el “Reglamento del Régimen de Contrataciones 

                                                           
17

 Puede leerse entre los considerandos del Decreto N° 1.023/2001: “Que durante los CUARENTA Y 

CINCO (45) AÑOS sucedidos desde el dictado de la Ley de Contabilidad se fue poniendo de manifiesto, 

en forma creciente, su falta de adecuación a las cambiantes condiciones del contexto, siendo las 

circunstancias actuales sustancialmente diferentes a las existentes en la época de su entrada en vigencia”. 

De igual modo, los considerandos del actualmente derogado Decreto reglamentario N° 893/12,  dejaban 

entrever: “Que la reglamentación que se dicta tiende a superar la situación normativa actual constituyendo 

un avance hacia la seguridad jurídica y la transparencia en las acciones de la Administración Pública 

Nacional”. En igual tenor expresan los considerandos del actual Decreto reglamentario N° 1030/2016: 

“[…] resulta necesario modificar la normativa en materia de contrataciones públicas adecuándola a los 

nuevos desafíos y metas del Estado moderno”. 
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de la Administración Nacional”. Algunos años más tarde, mediante Disposición ONC 

Nº 58 del 12 de agosto de 2014, se aprobó el Pliego Único de Bases y Condiciones 

Generales. 

 Y abonando al retardo de las reglamentaciones, el Decreto N° 1.030 del 15 de 

septiembre de 2016 trajo en su texto, el nuevo “Reglamento del Régimen de 

Contrataciones de la Administración Nacional” que reemplazó el precitado Decreto N° 

893/12 y derogó una gran cantidad de normas complementarias del hasta entonces 

vigente régimen
18

.  

 

CAPÍTULO II: MARCO NORMATIVO VIGENTE 

 En la actualidad, el Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional, 

está integrado por el Decreto Delegado N° 1.023 de fecha 13 de agosto de 2001, en 

adelante, “RCAN”, y su reglamentación por medio del Decreto N° 1.030 del 15 de 

septiembre de 2016
19

, en adelante, “RRCAN”. Sin embargo, en una técnica legislativa, 

que a mi entender no es casual, éste último es sensiblemente más acotado en extensión 

que su antecesor, Decreto N° 893/12. Aunque, esa aparente brevedad es 

complementada por una sucesión de normas de rango inferior, dictadas por el órgano 

que el régimen mismo establece como autoridad de aplicación, la Oficina Nacional de 

Contrataciones, en adelante, la “ONC” por la abreviatura de sus siglas. Así, deben 

mencionarse, la Disposición ONC N° 62 que a modo de Anexo I aprueba el “Manual de 

procedimiento del Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional”, la 

Disposición ONC N° 63
20

, que como Anexo I aprueba el “Pliego Único de Bases y 

Condiciones Generales” y como Anexo II, los “Requisitos mínimos que deben contener 

los Pliegos De Bases y Condiciones Particulares”, la Disposición ONC N° 64, que como 

Anexo I aprueba el “Manual de procedimiento para la incorporación y actualización de 

datos en el SIPRO” y la Disposición ONC N° 65, que como Anexo I aprueba el 

“Manual de procedimiento del COMPR.AR”, como Anexo II, las “Políticas, términos y 

condiciones de uso del sistema (PTCUS) comunes a todos los usuarios”, como Anexo 

                                                           
18

 Por Artículo 6° del Decreto N° 1.030/2016 se derogan los Decretos N° 893/2012 y sus modificatorios, 

1.188/2012, 1.190/2012 y los artículos 2° y 3° del Decreto N° 690/2016. 
19

 Mediante su Artículo 7°, se dispuso su propia entrada en vigencia a los QUINCE (15) días corridos de 

su publicación en el Boletín Oficial (B.O. 16-sep-2016). 
20

 Mediante su Artículo 4° deroga la Disposición ONC N° 58/2014, que aprobó el texto, hasta el 

momento vigente, del Pliego Único de Bases y Condiciones Generales. 
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III, el “Procedimiento de registro y autenticación de los usuarios de los proveedores”, 

como Anexo IV, el “Procedimiento de registro y autenticación de los usuarios de la  

Administración” y como Anexo V, la “Matriz de asignación de perfiles de usuarios 

ambiente comprador”. Cabe señalar que todas las Disposiciones fueron emitidas en 

fecha 27 de septiembre de 2016. 

El compendio disperso de normas que acabo de enumerar, conforman el marco 

normativo básico del régimen contractual en el ámbito público, su núcleo duro, por así 

decirlo. Aunque no puede soslayarse que existe otra serie de normas que complementan 

y atraviesan el régimen, profundizando algún aspecto sustantivo o adjetivo en 

particular
21

. También integran las normas complementarias, las Disposiciones y 

Comunicaciones que la ONC, como autoridad de aplicación e interpretación en la 

materia, dicta continuamente. Del mismo modo, resultan directamente aplicables, 

normas elementales del Derecho Administrativo que el contrato, como otros institutos, 

las receptan en su génesis
22

. En resumen, contamos con un marco normativo abundante, 

compuesto por normas elementales de Derecho Administrativo sobre las que se 

construye todo instituto, un núcleo básico de normas contractuales específicas, y una 

dispersión de normas complementarias que van moldeando el régimen en su totalidad.  

  En cuanto al ámbito de aplicación subjetivo, el régimen jurídico reseñado, rige 

obligatoriamente a los procedimientos de contratación en los que sean parte las 

jurisdicciones y entidades comprendidas en el inciso a) del Artículo 8º de la Ley Nº 

24.156 y sus modificaciones, es decir, la Administración Nacional, conformada por la 

Administración Central y los Organismos Descentralizados, incluidas las Universidades 

                                                           
21

 Puede nombrarse, a modo de ejemplo, normativa sobre: lucha contra la Corrupción (la Convención de 

las Naciones Unidas contra la Corrupción aprobada por Ley Nº 26.097, la Convención Interamericana 

contra la Corrupción aprobada por Ley N° 24.759); el Sistema de protección integral de los 

discapacitados (Decreto Nº 312/2010); Certificado Fiscal para Contratar (Resolución General AFIP N° E 

4164/2017); Precio testigo (Resolución SIGEN N° 36/2017); fomento a las Micro, Pequeñas y Medianas 

Empresas (Ley N° 25300, Decreto N° 1075/2001 y complementarios); Compre Nacional (sucesivos 

Compre Argentino Decreto Ley  N° 5340/1963, Contrate Nacional Ley N° 18.875, Compre Trabajo 

Argentino Ley N° 25.551 y sus reglamentarios y modificatorios); estándares en las contrataciones de 

Bienes y Servicios Informáticos (Decreto N° 856/98 y modificatorios y complementarios, Disposición 

ONTI N° 1/2017); pago de haberes mediante el Banco de la Nación Argentina (Decreto N° 1187/2012); 

provisión de Combustible y Lubricante con YPF S.A. (Decreto N° 1189/2012); adquisición de pasajes a 

Aerolíneas Argentinas S.A. y Austral Líneas Aéreas Cielos del Sur S.A. (Decreto N° 1191/2012). 
22

 Me refiero aquí a las normas sobre Ética en el ejercicio de la Función Pública (Ley Nº 25.188 y su 

Decreto reglamentario N° 164/1999), normativa sobre Procedimiento Administrativo (Ley N° 19.549 y su 

Decreto reglamentario  N° 1.759/72 T.O. 2017), normativa sobre Administración financiera y de los 

Sistemas de Control del Sector Público Nacional (Ley Nº 24.156 y su Decreto reglamentario N° 

1.344/2007). 
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Nacionales y las instituciones de Seguridad Social, siempre que tengan por objeto el 

perfeccionamiento de los contratos comprendidos en el inciso a) del artículo 4° del 

Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios. 

 Al referir al ámbito de aplicación material u objetivo, debe mencionarse que 

quedan comprendidos los siguientes contratos: Compraventa, suministros, servicios, 

locaciones, consultoría, alquileres con opción a compra, permutas, concesiones de uso 

de los bienes del dominio público y privado del Estado Nacional, que celebren las 

jurisdicciones y entidades comprendidas en su ámbito de aplicación subjetivo y todos 

aquellos contratos no excluidos expresamente
23

. 

 

CAPÍTULO III: UN PANORAMA ALGO DIFUSO DE NORMAS 

Efectuada la breve reseña que antecede, y a los fines de dar comienzo a los 

aspectos particulares que se tratarán infra, resulta conveniente detenerse en una 

consideración preliminar que puede identificarse como de técnica legislativa, aunque 

sin lugar a dudas -desde mi perspectiva- con efectos de mayor trascendencia.  

En primer lugar, es de notar que en la transición de la reglamentación del 

Decreto Nº 893/2012 al Decreto Nº 1.030/2016, se desgranó su contenido en diferentes 

cuerpos normativos que en su conjunto regulan la materia en su totalidad. Así, este 

cuerpo de normas reglamentarias se compone por el Decreto Nº 1030/2016, que 

constituye el Reglamento en sí, y una serie de normas de inferior jerarquía dictadas por 

el Órgano Rector, la ONC, que lo complementan, como ya se vio más arriba.   

Como puede observarse, ha habido una proliferación normativa que desagrega 

en cinco cuerpos toda la reglamentación del régimen (un Decreto reglamentario y cuatro 

Disposiciones complementarias). En la búsqueda de los motivos que pudieron inducir 

esa técnica regulatoria, podría pensarse que estuvo, facilitar la consulta de textos más 

breves seccionados en unidades temáticas dentro del amplio campo reglamentario. 

Quizás esa meta puede verse concretizada con las Disposiciones N° 64 y 65 antes 

referidas, que respectivamente regulan la operatoria del SIPRO y del COMPR.AR, y 

que ciertamente hubiesen extendido innecesariamente la norma reglamentaria con 

requisitos y procedimientos específicos. Ahora bien, en lo que respecta al Decreto N° 

1.030/2016 en conjunción con las Disposiciones N° 62 y 63 previamente mencionadas, 

                                                           
23

 Cfr. Artículo 4° inciso a) del Decreto N° 1.023/2001, en interpretación armónica con el Artículo 3° del 

Decreto N° 1.030/2016.  
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el objetivo no parece haberse alcanzado acabadamente. En lugar de facilitar la consulta, 

el conjunto de aquellas la complejiza, ya que abundan las remisiones en diversos 

aspectos, incurriendo incluso en reiteraciones innecesarias. De modo que, la regulación 

integral de cualquier instituto suele presentarse fragmentada, y reiterada en diversos 

puntos. 

Aunque en cierto modo, podría pensarse que esta forma de reglamentar el 

régimen no resulta inocente. No se escapa que las Disposiciones son normas de 

jerarquía inferior, las que resultan más fácilmente modificables, es decir, sin necesidad 

de la intervención de instancias superiores, y circunscribiendo el ámbito de decisión al 

órgano técnico que las dicta. Lo antedicho, no necesariamente se supone reprochable en 

sí mismo, aunque sí digno de alerta en tanto no vulnere los términos de los Decretos 

delegado y reglamentario que deben indicar su cauce.  

Una lógica similar fue utilizada en lo que respecta al “Módulo” de contratación, 

que se constituye en una unidad de medida convencionalmente fija en un monto 

equivalente en PESOS
24

, que multiplicada por una cantidad determinada en cada caso, 

resulta el parámetro para encuadrar la modalidad de contratación respectiva y las 

competencias de los funcionarios en ese marco. En este contexto, el Decreto 

reglamentario, delega en el Jefe de Gabinete de Ministros, la facultad de aprobar 

mediante Decisión Administrativa la modificación del valor del módulo
25

, lo que resulta 

una potestad de vital relevancia, ya que redunda nada menos que en la determinación 

del procedimiento de contratación a seguir y habilitación de los funcionarios firmantes. 

Puede consentirse la posibilidad de pensar que tal delegación incluida en la norma 

reglamentaria, respondió a la necesidad de no acudir a la cabeza del Poder Ejecutivo 

para actualizar el valor, lo que a criterio de ese órgano, debía revestir mayor flexibilidad 

o dinamismo en la práctica. 

En este panorama de dispersión normativa, el reciente Decreto N° 891 del 01 de 

noviembre de 2017 que aprueba las “Buenas Prácticas en Materia de Simplificación”
26

 

                                                           
24

 Actualmente el valor del módulo (M) es de PESOS UN MIL ($ 1.000), conforme Artículo 28 del 

Anexo al Decreto N° 1.030/2016. 
25

 Cfr. Artículo 29 del Anexo al Decreto N° 1.030/2016. 
26

 En su Artículo 3° denominado “Simplificación Normativa” se establece que: “Las normas y 

regulaciones que se dicten deberán ser simples, claras, precisas y de fácil comprensión. El Sector Público 

Nacional deberá confeccionar textos actualizados de sus normas regulatorias y de las guías de los trámites 

a su cargo. Deberá evaluarse su inventario normativo eliminando las que resulten una carga innecesaria. 

En el mismo sentido el dictado de nuevas regulaciones que impongan cargas deberán a su vez reducir el 
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abre un horizonte que pone el foco en los mecanismos de regulación normativa del 

Sector Público Nacional, y cuyo impacto, habrá que evaluar en un futuro. 

 

CAPÍTULO IV: BREVE REPASO POR LA ESENCIA DE LAS NORMAS 

REGLAMENTARIAS 

Como se advirtió en los capítulos precedentes, la normativa que crea el régimen, 

consta de una estructura compuesta en torno al principio de jerarquía, donde, mediante 

un Decreto delegado (Decreto Nº 1.023/2001), de sustancia legislativa, se constituye el 

RCAN, acompañado luego por su reglamentación (Decreto Nª 1.030/2016), que define 

los aspectos de detalle, conjuntamente con una serie de Disposiciones de rango inferior. 

En cuanto a la naturaleza de los Decretos sometidos a estudio, puede verse que 

el primero de ellos, el Decreto Nº 1.023/2001 es un reglamento dictado por el Poder 

Ejecutivo en ejercicio de las facultades que emergen del Artículo 76 de la Constitución 

Nacional. Este Decreto que regula los aspectos sustantivos de las relaciones jurídicas 

contractuales entre los particulares y la Administración Pública y sus órganos, goza de 

rango legislativo. Este reglamento delegado, “[….] se convierte así en un programa o 

guía conductora inteligible, [….], que siempre obligará al Ejecutivo pues en cada caso la 

validez del reglamento de ejecución (RE) se valorará en comparación con la ley 

reglamentada [….] los RE mantienen una ligazón directa con la norma que reglamentan 

[….]”
27

.
 

Por su parte, el Decreto reglamentario Nº 1.030/2016, podría calificarse como 

reglamento ejecutivo en ejercicio de facultades propias, permanentes otorgadas al 

Presidente directamente por la Constitución Nacional en su Artículo 99 inciso 2. Sobre 

la materia en particular de los Reglamentos ejecutivos, se ha enseñado
28

 que los mismos 

tienen carácter “materialmente” legislativo y tienen jerarquía normativa inferior a la ley, 

es decir, el reglamento ejecutivo está subordinado a la ley que reglamenta. En esa 

inteligencia, el autor citado explica que los reglamentos ejecutivos son normas 

                                                                                                                                                                          
inventario existente”. Normas de este tipo, se encuentran en consonancia con las recomendaciones de la 

Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) respecto a la aplicación de 

buenas prácticas regulatorias, las que desarrolló en sucesivos documentos de trabajo y que ha dado 

sustento a la normativa en cuestión, conforme se desprende de sus considerandos.  
27

 BARRA, Rodolfo C., “Reglamentos administrativos”,  La Ley (1999-F), pág. 1039. 
28

 SANTIAGO, Alfonso, “Régimen constitucional de los reglamentos ejecutivos”, I.E.D.A., Estudios de 

Derecho Administrativo Vol. XIII: Fuentes del Derecho Administrativo (2007), Lexis-Nexis, Buenos 

Aires, pág. 23-26. 
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complementarias de las leyes que reglamentan y no tienen vida propia. Son normas 

secundarias que rigen “iuxta legem et secundum legem” (anexas a la ley y según la ley).  

El reglamento ejecutivo, interpreta, aclara, integra, llena vacíos, concreta, 

determina, especifica, detalla, precisa, define, desarrolla, despliega, instrumenta, da 

operatividad y eficacia a lo que se dispone en la ley reglamentada. De modo que el 

contenido del reglamento se relaciona con los medios necesarios para llevar adelante lo 

decidido en la ley. Es decir, para que la ley tenga una ejecución material efectiva debe 

haber una ejecución y desarrollo normativo previo por medio de la norma 

reglamentaria. El contenido de la misma puede estar referido tanto a pautas relacionadas 

con la organización y actividad de la propia Administración Pública, a aspectos 

complementarios y menores de la regulación de las relaciones jurídicas sustantivas, 

como a aspectos de la conducta de los administrados beneficiados u obligados por la 

ley, desagregado de supuestos contemplados genéricamente en la ley. Del modo 

reseñado, se espera que el RRCAN regule qué procedimientos debe perseguir la 

Administración para dar difusión a un llamado a convocatoria, como así también, qué 

comportamiento se demanda de los administrados interesados en participar en un 

procedimiento para inscribirse en el Registro de Proveedores, a modo de simples 

ejemplos que nos ofrece el caso particular en estudio. Así, el decreto reglamentario 

integra la ley reglamentada, completando el régimen creado por ella
29

.  

Luego de identificados los caracteres esenciales de un reglamento de este tipo, 

especie que el Decreto Nº 1.030/2016 integra, es imperativo inferir que dicho decreto ha 

sido dictado “a fin de reglar los pormenores y detalles necesarios para la ejecución”
30

 

del RCAN y de las relaciones jurídicas a que él da nacimiento para dar ejecución a las 

Contrataciones estatales.  

Las exigencias de un reglamento ejecutivo, son inmutables frente a la situación, 

como en el caso sub examine, de un reglamento ejecutivo (Dto. 1.030/16) de un 

reglamento delegado (Dto. 1.023/01). Recientemente, en el caso “Cámara Argentina del 

Libro”, la Corte Suprema, remitiéndose al dictamen del Procurador General, señala: “si 

bien tanto la norma reglamentaria como la reglamentada fueron dictadas -aunque en 

                                                           
29

 LAPIERRE, José Augusto, “Los reglamentos ejecutivos”, en obra colectiva Acto administrativo y 

reglamento, Jornadas organizadas por la Universidad Austral, 30-31 de mayo y 1º de junio de 2001, 

Ediciones RAP, Buenos Aires, 2002, pág. 569. 
30

 CSJN, 1927, “A.M. Delfino & Cía.”, Fallos 148:430. 
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ejercicio de funciones estatales diferentes- por un mismo órgano de gobierno, lo cual 

podría conducir igualmente a suponer que promedió un criterio único en cuanto al 

sentido y alcances verdaderos de la franquicia en debate, la delegación legislativa 

operada a través de la ley 25.414 rodea a la norma emitida en su consecuencia de una 

serie de formalidades especiales, tales como […] el seguimiento por parte de la 

Comisión Bicameral creada al efecto (art. 5º). Prescindir de esta diferenciación [...], 

implica -además de la violación del principio de legalidad- desconocer la letra de la ley 

25.414 y burlar el sistema de control establecido por el Congreso [...], con grave 

menoscabo del principio republicano de división de poderes”
31

. 

En esta cuestión de jerarquía normativa, anida entonces, el lazo fuerte que une el 

poder reglamentario de la Administración con la ley en materia de contrataciones, y por 

su intermedio con la norma suprema, la Constitución Nacional y los principios 

generales del derecho que toda norma alberga en su seno. 

  

                                                      - III – 

                                           SEGUNDA PARTE 

 

CAPÍTULO V: COMPRAS ELECTRÓNICAS 

 Los pilares de transparencia en los procedimientos y publicidad y difusión de las 

actuaciones
32

 resultan esenciales en la contratación pública, en tanto suponen la 

concretización de un principio de raigambre constitucional, que prescribe “la forma 

representativa republicana federal”
33

 de gobierno, con el lógico corolario de la 

publicidad de sus actos que implica tal declaración. La amplia y completa publicidad y 

difusión del llamado y de las condiciones que regirán el procedimiento de selección, 

realizados en tiempo y forma oportuna, contribuyen a asegurar la vigencia de los 

principios que rigen el procedimiento de selección
34

. 

 Siendo que en los tiempos modernos, el avance de la tecnología y de los 

desarrollos cibernéticos y electrónicos se abren paso en todos los campos de acción, la 

                                                           
31

  SANTIAGO, op. cit. “Régimen constitucional…”, pág. 22. 
32

 Cfr. incisos c) y d) del Artículo 3° del Decreto N° 1.023/01. 
33

 Cfr. Artículo 1º de la Constitución de la Nación Argentina.  
34

 REJTMAN FARAH, Mario – SANTORO, Silvana Marisa, “Régimen de Contrataciones de la 

Administración Nacional”, en CICERO, Nidia Karina (Directora) ,  Legislación usual comentada. Derecho 

Administrativo, Tomo III, 1ª ed., La  Ley, Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 2015, pág. 397. 



Página 14 de 204 

 

transparencia y publicidad deben necesariamente habitar terreno en dichos espacios y 

consolidar su fuerza, en tanto garantías de la buena administración. En este horizonte, se 

busca, “transparentar, agilizar y poner al día una administración pública que estaba 

atrasada en el tiempo y carente de orden y control” lo que resulta ser “el punto de 

partida para un modelo de gobierno electrónico sostenido, que se centre aun más en las 

necesidades de los ciudadanos y evolucione a medida que avanza el siglo XXI”
35

. 

 Tal como describe el propio RCAN
36

, la utilización de las tecnologías 

informáticas permite aumentar la eficiencia de los procesos, facilita el acceso de la 

sociedad a la información relativa a la gestión del Estado en materia de contrataciones y 

en la participación real y efectiva de la comunidad, lo cual posibilita a su vez el control 

social sobre las contrataciones públicas. Al informar a la ciudadanía sobre el destino de 

los recursos públicos, estas iniciativas hacen cada vez más difícil que los abusos en el 

proceso de contrataciones estatales permanezcan en un cono de sombra
37

.  

 Se ha expresado que: “[…] una verdadera gestión documental digital, 

imprescindible para acercarse al gobierno electrónico, implica, además de 

“despapelizar”, establecer sistemas de información actualizados que permitan hacer uso 

de las herramientas informáticas para acelerar procesos, bajar costos, mejorar servicios, 

aumentar la eficiencia y mostrar una mayor transparencia”
38

. Ciertamente muchos son 

los beneficios a la transparencia, publicidad y acceso a la información pública que la 

tecnología puede brindar, aunque mayor es el cuidado que debe existir en las 

regulaciones al respecto, para no tornar la pretendida apertura en accesos restringidos u 

obstaculizados.   

 Ya en 2001, el Decreto delegado Nº 1.023 destinó el Capítulo II
39

 de su cuerpo, 

para incluir una incipiente normativa sobre lo que denominó “Contrataciones Publicas 

Electrónicas”. Allí, se establece que las contrataciones del régimen podrán realizarse en 

                                                           
35

 CLUSELLAS, Pablo – MARTELLI, Eduardo – MARTELO, María José, “Nueva realidad , nuevos desafíos” 

en CLUSELLAS, Pablo – MARTELLI, Eduardo – MARTELO, María José, GESTIÓN DOCUMENTAL 

ELECTRÓNICA: Una transformación de raíz hacia el gobierno electrónico en la ciudad de Buenos Aires 

2009-2014, Capitulo 8, 1ª ed., Secretaría de Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, Ciudad Autónoma 

de Buenos Aires, 2014, pág. 162 en http://www.buenosaires.gob.ar/noticias/gestion-documental-

electronica (disponible al 20/11/2017). 
36

 En su Artículo 9°, Decreto Nº 1.023/01. 
37

 Cfr. REJTMAN FARAH, Mario, Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional, 1ª ed., Ed. 

Abeledo Perrot, Buenos Aires, 2010, pág. 137. 
38

 CLUSELLAS – MARTELLI – MARTELO, “La Ciudad ante el desafío del gobierno electrónico” en 

CLUSELLAS – MARTELLI – MARTELO, GESTIÓN DOCUMENTAL…, Capitulo 1, pág. 22. 
39

 Compuesto por los Artículos 21 y 22. 

http://www.buenosaires.gob.ar/noticias/gestion-documental-electronica
http://www.buenosaires.gob.ar/noticias/gestion-documental-electronica
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formato digital firmado digitalmente y se difiere a la reglamentación, la regulación 

integral de los aspectos de detalle en la gestión de las contrataciones de este tipo. 

También se establece preliminarmente que los documentos digitales firmados 

digitalmente tendrán el mismo valor legal que los documentos en soporte papel con 

firma manuscrita, aspecto que más tarde sería complementado por otras normas
40

 de 

carácter transversal en materia de gestión electrónica. 

 En efecto, por el Decreto DNU N° 13 de fecha 10 de diciembre de 2015 se 

sustituyó el artículo 1° de la Ley de Ministerios N° 22.520, (texto ordenado por Decreto 

N° 438/92) y sus modificatorias y, en consecuencia, se creó el MINISTERIO DE 

MODERNIZACIÓN, para impulsar, entre otras políticas, el desarrollo de tecnologías 

aplicadas a la administración pública central y descentralizada que acerquen al 

ciudadano a la gestión del Gobierno Nacional, así como diseñar, coordinar e 

implementar la incorporación y mejoramiento de los procesos, tecnologías, 

infraestructura informática y sistemas y tecnologías de gestión de la Administración. A 

través del Artículo Nº 23 octies de la precitada Ley Nº 22.520, se le asignó a dicho 

Ministerio, competencia en todo lo inherente “al régimen de compras” entre otras 

atribuciones. Particularmente, se le asignó las facultades de: “Entender en lo relativo a 

las políticas, normas y sistemas de compras del sector público nacional”
41

. En efecto, el 

Decreto N° 13 de fecha 05 de enero de 2016 transfirió la ONC, con sus unidades 

organizativas dependientes, de la órbita de la JEFATURA DE GABINETE DE 

MINISTROS, a la órbita del MINISTERIO DE MODERNIZACIÓN. 

 En esta inteligencia, el nuevo RRCAN avanza en la iniciativa de habilitar 

procedimientos y herramientas para la gestión de las compras públicas electrónicas, 

instruyendo a la ONC, a dictar los manuales y normas de aplicación e interpretación 

necesarias. Toda la implementación en materia de procedimientos contractuales 

electrónicos se efectúa bajo los principios rectores de neutralidad, seguridad, 

confidencialidad e identidad de los usuarios, basándose en estándares que permitan el 

respaldo de la información y el registro de operaciones, permitiendo operar e integrar a 

                                                           
40

 A modo ilustrativo pueden nombrarse: Decreto N° 561/2016 que aprueba la implementación del 

sistema de Gestión Documental Electrónica —GDE— como sistema integrado de caratulación, 

numeración, seguimiento y registración de movimientos de todas las actuaciones y expedientes del Sector 

Público Nacional y que actúa como plataforma para la implementación de gestión de expedientes 

electrónicos; Ley de Firma Digital N° 25.506, entre otras normas de gran relevancia. 
41

 Cfr. inciso 18 del Artículo 23 octies de la Ley Nº 22.520 y sus modificatorias. 
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otros sistemas de información. Así lo prescribe el Artículo 31 del Capítulo II del 

Decreto en comentario. 

 En este derrotero, se inserta el dictado de la Disposición ONC N° 65/2016 que 

en su Artículo 1° habilita el “Sistema Electrónico de Contrataciones de la 

Administración Nacional”, denominado “COMPR.AR” y cuyo sitio de internet es 

https://www.comprar.gob.ar, como medio para efectuar en forma electrónica todos los 

procedimientos prescriptos en el RRCAN.  La propia Disposición en sus considerandos 

define al Sistema Electrónico de Contrataciones de la Administración Nacional, como 

una aplicación que permite efectuar la gestión de las contrataciones públicas 

íntegramente a través de internet, posibilitando el seguimiento del estado de avance de 

los procedimientos en tiempo real. En su Artículo 2º, la Disposición no hace más que 

plasmar una obviedad, en tanto pregona que: “Los procedimientos de selección, 

cualquiera sea la clase o modalidad elegida, que se realicen por “COMPR.AR”, deberán 

cumplir con las disposiciones del Decreto Delegado Nº 1023 […], del reglamento […] 

aprobado por el Decreto Nº 1030/16, y con las del Manual que por la presente se 

aprueba”. Circunstancia esta última que va de suyo, desde el momento en que el 

Decreto delegado N° 1.023/01 es una norma de sustancia legislativa que junto al 

Decreto reglamentario N° 1.030/16 conforman el plexo normativo en la materia, que 

por principios de jerarquía normativa ninguna Disposición, en tanto norma 

complementaria emanada de una autoridad de rango inferior, podría contradecir.  

 Sin embargo, el Artículo 1º del Anexo I de la Disposición sub examine, que 

aprueba el “Manual de Procedimiento del COMPR.AR”, deja deslizar -casi 

ocultándolo- al final de párrafo, una frase inesperada: “Los procedimientos de selección, 

cualquiera sea la clase o modalidad elegida, que se realicen por COMPR.AR, deberán 

cumplir con las disposiciones del Decreto Delegado Nº 1023 […], del Reglamento […] 

aprobado por el Decreto Nº 1030 de fecha 15 de septiembre de 2016, siempre que no se 

disponga de otra manera en las normas específicas contenidas en el presente Manual” 

(el resaltado no pertenece al original).  

 De modo que, sobre el final del primer Artículo del Anexo de una Disposición 

complementaria del RCAN – recuérdase, formado por normas de rango legal y 

reglamentario - se propone un comienzo algo opaco del COMPR.AR. Constituye una 

verdad de Perogrullo, que los procedimientos de selección que se realicen por 

https://www.comprar.gob.ar/
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COMPR.AR, deberán cumplir con las disposiciones del Decreto Delegado Nº 1.023/01 

y del Decreto Nº 1.030/16, siempre. No puede contemplarse de otro modo, ya que lo 

contrario, sería admitir que una norma de rango inferior, o procedimiento por ella 

instaurado, pueden vulnerar los principios y disposiciones sustanciales del régimen 

contractual. 

 Siendo que el procedimiento electrónico supone una herramienta de gestión, que 

solo brinda apoyatura, sostén, andamio a un procedimiento reglado por principios y  

requisitos formales y sustanciales, resulta de particular relevancia explorar los 

principales hitos de tal recorrido desde el prisma de la gestión digital, en particular, 

aquellos que hacen a la publicidad y difusión. Sin agotar los extensos y enriquecedores 

vestigios que la era digital tiene para ofrecer en su encuentro con los procedimientos, 

trámites, requerimientos y actuaciones, detendré mi atención brevemente en el instituto 

de los mecanismos de invitación y comunicación.  

 En el esencial universo de la publicidad y difusión, el RCAN
42

 dispone que la 

convocatoria a presentar ofertas en las licitaciones y concursos públicos que no se 

realicen en formato digital, deberá efectuarse mediante la publicación de avisos en el 

órgano oficial de publicación de los actos de gobierno -actualmente, el Boletín Oficial- 

por el término de DOS (2) días, con un mínimo de VEINTE (20) días corridos de 

antelación
43

 a la fecha fijada para la apertura, computados a partir del día siguiente a la 

última publicación. 

 Asimismo, a modo general, todas las convocatorias, cualquiera sea el 

procedimiento de selección que se utilice, se deben difundir en el sitio de internet u otro 

medio electrónico de igual alcance que lo reemplace, en el sitio del Órgano Rector, en 

forma simultánea, desde el día en que se les comience a dar publicidad por el medio 

específico que se establezca, o desde que se cursen invitaciones, hasta el día de la 

apertura. 

 Ahora bien, de centrarse en el procedimiento de mayor publicidad, la licitación 

pública, el régimen exige una difusión mínima que contenga: publicación en el Boletín 

Oficial por el término de DOS (2) días, con una antelación de VEINTE (20) días 

                                                           
42

 Mediante Artículo 32 del Decreto N° 1.023/01. 
43

 Sin perjuicio de los plazos mayores fijados para licitaciones o concursos internacionales (mínimo de 40 

días corridos). 
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corridos a la fecha de apertura, sumado a la difusión en el sitio de internet del Órgano 

Rector –en la actualidad, la ONC- e invitaciones.  

 A rigor de verdad, se efectúa la salvedad que la publicidad en el Boletín Oficial, 

con la antelación prescripta, solo regirá  para aquellos procedimientos que no se 

realicen en formato digital. De modo que, forzoso es colegir que aquellas licitaciones y 

concursos públicos que se persigan en medios digitales, no quedan atados a esa regla de 

difusión. Aunque prima facie, a ninguna otra de similar tenor, ya que si bien la norma 

las excluye, nada regula al respecto. Incluso es de notar, que no se efectúa una 

distinción semejante en lo tocante a la licitación y concurso privado.  

 Este nuevo mundo digital abierto por la norma del régimen, se completa con la 

reglamentación, que al respecto extiende su virtualidad sobre el régimen de 

transparencia, publicidad y difusión
44

. Primeramente, se reitera el requisito de 

publicación de avisos en el órgano oficial de publicación de los actos de gobierno, por el 

término de DOS (2) días de la convocatoria a presentar ofertas en las licitaciones y 

concursos públicos. También se reedita el requerimiento del mínimo de VEINTE (20) 

días corridos de antelación en las convocatorias que no se realicen en formato digital, 

tal como lo establece el Decreto N° 1.023/01.  Luego se agrega una definición respecto 

a la difusión de las convocatorias que se realicen en formato digital, las que deberán 

efectuarse con un mínimo de SIETE (7) días corridos de antelación, aspecto sobre el 

que nada decía el Decreto N° 1.023/01. 

 También se aclara, que en ambos casos, los respectivos plazos de 20 ó 7 días 

comenzarán a regir desde el día hábil inmediato siguiente al de la última publicación, 

hasta la fecha de apertura de las ofertas, o la fecha de vencimiento del plazo establecido 

para la presentación de las ofertas inclusive, o para el retiro o compra del pliego 

inclusive, o para la presentación de muestras inclusive, la que operare primero, cuando 

esa fecha sea anterior a la fecha de apertura de las ofertas, opciones estas últimas que 

difieren de lo establecido en el régimen, en tanto se fija como término la fecha fijada 

para la apertura. 

A modo de complemento, durante el término de publicación de la convocatoria 

en el órgano oficial de publicación de los actos de gobierno, se deberán enviar 

comunicaciones a las asociaciones que nuclean a los proveedores, productores, 

                                                           
44

  Así se denomina el Capítulo IV del Decreto N° 1.030/16, que abarca del Artículo 40 al 47. 
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fabricantes y comerciantes del rubro, a las asociaciones del lugar donde deban 

efectuarse las provisiones, e invitaciones a por lo menos CINCO (5) proveedores del 

rubro. Y en lo relativo a la convocatoria de las licitaciones y concursos privados y 

contrataciones directas, se reproducen prácticamente todos los requisitos de difusión 

con excepción del atinente a la publicidad en el Boletín Oficial y alguna otra 

modulación que responda a las particularidades del procedimiento
45

. 

Sin perjuicio de lo hasta aquí expuesto respecto a la difusión de  la convocatoria, 

también se exige la difusión en el sitio de la ONC, de los pliegos de bases y 

condiciones, las circulares, el acta de apertura, el dictamen de evaluación de las ofertas, 

entre otras etapas sobre las que recae la exigencia. 

Cabe mencionar que en lo que atañe a los medios de notificación, el Decreto N° 

1.030/01 en su Artículo 7° habilita un amplio espectro de mecanismos entre la 

jurisdicción o entidad contratante y los interesados, oferentes, adjudicatarios o 

cocontratantes
46

. Luego, la Disposición N° 65/2016 en su Anexo I, Artículo 4º escoge 

un único medio de notificación electrónica. Y en consonancia proyecta que todas las 

notificaciones entre la jurisdicción o entidad contratante y los interesados, oferentes, 

adjudicatarios o cocontratantes, se realizarán válidamente a través de la difusión en el 

sitio de internet de COMPR.AR, cuya dirección es https://comprar.gob.ar o la que en un 

futuro la reemplace y se entenderán realizadas el día hábil siguiente al de su difusión. 

Aclara también que el envío de mensajería mediante COMPR.AR en forma automática, 

sólo constituye un medio de aviso. En el mismo sentido, la Disposición N° 65/2016 en 

su Anexo II, Artículo 5° establece que los usuarios proveedores “aceptan recibir 

permanentemente correos electrónicos relativos a procedimientos de selección y demás 

información relevante, a la dirección de correo informada por ellos en el SIPRO. El sitio 

https://comprar.gob.ar […] es el medio obligatorio de difusión de las convocatorias y de 

las restantes etapas de los procedimientos de selección, sin perjuicio de las demás 

formas de difusión y publicidad que la reglamentación vigente determina. […] Se 

recomienda a los proveedores, revisar periódicamente el COMPR.AR –en particular 

                                                           
45

 A modo de ejemplo, en las Contrataciones Directas quedan exceptuadas de la obligación de difusión en 

todas las etapas del procedimiento, las que se encuadren en el apartado 6 -secreta la operación contractual 

por razones de seguridad o defensa nacional- y de difusión de la convocatoria la de los apartados 5 —para 

los casos de emergencia—, y 8 –interadministrativas- (Cfr. inciso d) del Artículo 44 del Decreto N° 

1.030/16).  
46

 Similar abanico de posibilidades ofrece el Artículo 2° de la Disposición N° 62/2016 y el Artículo 6º del 

Anexo I de la Disposición N° 63/2016. 

https://comprar.gob.ar/


Página 20 de 204 

 

Escritorio del Proveedor– para informarse de las novedades […]”. Sumado a la 

prescripción transcripta, se incorpora una clausula de liberación de responsabilidad, en 

la que los usuarios proveedores del Sistema COMPR.AR eximen al Gobierno Nacional 

de cualquier responsabilidad derivada de la dilación o no envío oportuno de correos 

electrónicos de alerta, declarando conocer que el medio de notificación es la difusión 

que cada Usuario Comprador efectúa en el portal. Se deja constancia asimismo que la 

no recepción oportuna de correos electrónicos de alerta que envía el COMPR.AR, no 

justificará, ni se considerará como causal suficiente para eximir a los proponentes de sus 

cargas y responsabilidades. 

La duda que surge en este aspecto, radica en analizar si el único medio de 

notificación electrónica adoptado resulta suficiente para dar cumplimiento a la difusión 

de cada una de las etapas en la forma prescripta por la reglamentación al respecto. Es 

decir, ¿qué sucede en los casos en los cuales la reglamentación prevé un interjuego de 

varios medios de comunicación abriendo un mayor margen de publicidad, que se 

conjuga con la notificación personal a los oferentes y difusión pública y general 

paralelamente en sitios web u otros medios electrónicos? ¿Puede suponerse cumplido 

solo con las difusión en el sitio de internet de COMPR.AR? Ya se ha advertido que, si 

el régimen de contrataciones ha previsto determinados modos de publicidad, en miras a 

los más altos fines de transparencia y apertura, el sistema de gestión electrónica de 

contrataciones no tendrá más opción que respetarlos e incorporarlos. Véanse algunos 

ejemplos a continuación. 

o En la publicidad de la convocatoria, en su máxima expresión –la licitación y 

concurso público- se prevé la difusión en el Boletín Oficial, en el Sitio de Internet de 

la ONC, y el envío de invitaciones a proveedores del rubro y asociaciones que 

nuclean a los mismos. Ahora, si el envío de invitaciones a proveedores y 

asociaciones solo se reduce a la difusión en el COMPR.AR, ¿qué diferencia operaría 

con la mentada difusión en el sitio de internet de la ONC? Al respecto, se plantea que 

con la difusión de la convocatoria en COMPR.AR, éste enviará automáticamente 

correos electrónicos a los proveedores inscriptos en el Sistema de Información de 

Proveedores según su rubro, clase u objeto de la contratación, señalando 

expresamente que con ello, se dará por cumplido el requisito de publicidad de la 
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convocatoria referente al envío de invitaciones
47

. De modo que el planteo queda 

zanjado en lo que a esta etapa concierne. 

o En la publicidad de la adjudicación, el Decreto N° 1.030/16 en su Artículo 74, 

ordena su notificación al adjudicatario o adjudicatarios y al resto de los oferentes, 

dentro de los TRES (3) días de dictado el acto respectivo. Ello sin perjuicio de la 

difusión genérica exigida de difusión de esta etapa en el sitio de internet del Órgano 

Rector. En este punto, debe traerse a colación la regulación de la norma de 

habilitación del COMPR.AR, en tanto propone que la adjudicación será notificada al 

adjudicatario o adjudicatarios y al resto de los oferentes, dentro de los TRES (3) días 

de dictado el acto respectivo –hasta aquí ninguna diferencia con el Decreto N° 

1.030/16- mediante la difusión en el sitio COMPR.AR, enviándose avisos mediante 

mensajería
48

, que como ya se ha mencionado, solo constituye un medio de aviso. 

Así, lo que podría intuirse que buscó la normativa de fondo, fue procurar la 

notificación de los participantes del procedimiento, oferentes y oferentes devenidos 

en adjudicatarios, en conjunto con la difusión amplia al público en general, entre los 

que podrían encontrarse potenciales afectados. Aunque, la difusión en COMPR.AR 

parece reducir o conjugar en la mera “difusión COMPR.AR” la notificación y 

publicación.  

o En la publicidad de las circulares, el Decreto Reglamentario prevé que las circulares 

aclaratorias deberán ser comunicadas a todas las personas que hubiesen retirado, 

comprado o descargado el pliego y al que hubiere efectuado la consulta si la circular 

se emitiera como consecuencia de ello y difundirlas en el sitio de internet de la ONC 

o en el sitio del sistema electrónico de contrataciones
49

.  

Aunque, en una previsión algo similar a la etapa anterior, la norma de habilitación 

del COMPR.AR indica que la Unidad Operativa de Contrataciones, además de la 

publicidad que corresponda según la normativa general, debe difundir en el 

COMPR.AR las circulares aclaratorias y las modificatorias que se emitan
50

. 

Se impone la inquietud acerca de cómo se cumplimenta la notificación a quienes han 

retirado, comprado o descargado el pliego y quien hubiere efectuado una consulta, ya 

                                                           
47

 Cfr. Artículo 8º del Anexo I de la Disposición N° 65/2016. 
48

 Cfr. Artículo 14 del Anexo I a la Disposición N° 65/2016. 
49

 Cfr. Artículo 50 del Decreto N° 1.030/2016. 
50

 Cfr. Artículo 7º del Anexo I a la Disposición N° 65/2016. 
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que la norma manda a comunicarles directa y personalmente la aclaración efectuada 

en el marco del procedimiento, lo que la mera difusión en el sitio no parece agotar. 

Debería procurarse que la Disposición y la casuística que le es consecuencia, no 

echen al olvido las prescripciones íntegras de la norma reglamentaria.   

Del análisis de las normas, y retornando a las preguntas iniciales, pareciera que 

en algún punto se produce una mezcla de mecanismos de difusión, en la que se borra la 

barrera entre la notificación y publicación, que tanto la doctrina como la  jurisprudencia 

han destinado esfuerzos en diferenciar. Se ha expresado con atino, que crear el derecho 

secretamente carecería de sentido, de lo que se infiere que la eficacia de los actos, 

depende, en los de carácter general, del requisito de la publicación, y en los de carácter 

concreto, de la notificación. Por ello, no resulta lícito a la Administración, intentar 

suplir la notificación, en los casos en que sea obligatoria, con la publicación. La 

publicación, en sentido estricto, es una forma solemne, especial, de dar a conocer la 

voluntad de la Administración a los particulares interesados. La notificación, es una 

comunicación individual; la publicación, una comunicación general e impersonal. Es de 

notar, que las distintas formas de manifestación se fundan en la propia finalidad y 

naturaleza del acto
51

. 

Por último, resultaría prudente advertir, previo a abandonar esta sección, 

similares reparos en lo atinente a diversos hitos del procedimiento de contratación que 

se ven atravesados por las nuevas herramientas digitales. Si bien no existe regulación 

específica que recepte procedimientos electrónicos de impugnación, apertura de ofertas 

y vista, resultan concretos exponentes del debido procedimiento administrativo que 

deberán garantizarse a ultranza, sin permitir que el componente digital, varíe su esencia. 

Con solo pensar en un ciudadano externo a los presentantes en un procedimiento 

licitatorio, que no se encontrare “registrado” o “autenticado” como usuario en el sistema 

electrónico, y que quisiese impugnar el Dictamen de Evaluación del mismo, o 

simplemente tomar vista de los actuados, ¿podrá impedírsele el acceso? La respuesta 

negativa se impone. Serán pequeñas batallas que habrá que ir dando, largos senderos a ir 

                                                           
51

 Según explica el Dr. Tomás Hutchinson en HUTCHINSON, Tomás, Régimen de Procedimientos 

Administrativos, 9ª ed. actualizada y ampliada, 2ª reimpresión, Ed. Astrea, Buenos Aires, 2014, págs. 

108-110. 
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desandando, hasta llegar a una armoniosa convivencia entre la legalidad del 

procedimiento contractual, y las nuevas herramientas de soporte digital. 

V.1. Notas de Derecho Comparado Local 

Al respecto, la legislación de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Ley de 

Compras y Contrataciones de dicha Ciudad N° 2095
52

 del año 2006, posee normativa a 

destacar. El Artículo 7° incorpora entre los “Principios generales que rigen las 

contrataciones y adquisiciones”, al “Principio de la vía electrónica
53

”, el cual ordena que 

los procedimientos deberán ejecutarse por la vía electrónica conforme los requisitos e 

instrumentos previstos en la Ley Nº 3.304, que pone en marcha el Plan de 

Modernización de la Administración Pública del Gobierno de la Ciudad de Buenos 

Aires. Por otra parte, el Artículo 85 de la mencionada ley, profundiza sobre la 

informatización de las contrataciones y asegura que todos los procesos de compras, 

ventas y contrataciones que efectúen los órganos contratantes, deben realizarse 

utilizando los sistemas electrónicos o digitales que establezca el Órgano Rector, 

abarcando todas las instancias y actos administrativos del proceso.  

En este sentido, la reglamentación a este último artículo citado que efectúa el 

Decreto Nº 326/17
54

 prevé la utilización del Sistema Buenos Aires Compras, conocido 

como “BAC” por la abreviatura de sus siglas, que funciona en la plataforma web del 

sitio www.buenosairescompras.gob.ar, para la gestión de las contrataciones. Como 

predecesor del COMPR.AR, su modo de operar resulta muy similar, y contiene, al igual 

que este último, prescripciones respecto a notificaciones electrónicas y envío de 

mensajería en forma automática
55

.  

 

CAPÍTULO VI: FACULTADES MODIFICATORIAS 

Uno de los aspectos que resulta de mayor relevancia profundizar en el régimen 

contractual de la Administración, es su facultad modificatoria, no solo por lo que 

intrínsecamente supone la facultad en su seno, sino por la técnica legislativa utilizada 

                                                           
52

 Cfr. texto consolidado por Ley N° 5.666 (BOCBA N° 5014 del 24-11-2016). 
53

 Conforme inciso 10 del mencionado Artículo. 
54

 Boletín Oficial de la Ciudad de Buenos Aires (BOCBA) N° 5202 del 31-08-2017. 
55

 Mediante la Resolución N° 424/MHGC/13, se estableció que a partir del 1/8/2013, las adquisiciones y 

contrataciones regidas por la Ley N° 2095 que realicen todas las jurisdicciones dependientes del Poder 

Ejecutivo de la C.A.B.A., deberán realizarse por medio del Sistema BAC (Cfr. Dictamen N° IF-2014-

15424192-PG de fecha 20 de octubre de 2014 en “Tesauro de sumarios de dictámenes de la Procuración 

General” en http://www.buenosaires.gob.ar/noticias/compendio-de-sumarios-de-dictamenes-de-la-pg-

caba-20132015 (disponible al 20/11/2017)). 

http://www.buenosairescompras.gob.ar/
http://www.buenosaires.gob.ar/noticias/compendio-de-sumarios-de-dictamenes-de-la-pg-caba-20132015
http://www.buenosaires.gob.ar/noticias/compendio-de-sumarios-de-dictamenes-de-la-pg-caba-20132015
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para su despliegue. Además, constituye una de las cláusulas exorbitantes. Clausulas que 

exorbitan, que se expanden fuera de la órbita del derecho privado. Es decir, que insertas 

en un contrato de derecho privado lo tornarían inconstitucional o como mínimo, 

inválido en lo que respecta a la cláusula respectiva. Se ha destacado que “[…] la 

prerrogativa modificatoria se halla ínsita en todo tipo de contratos y constituye una 

cláusula exorbitante del derecho común; asimismo, no requiere texto expreso que la 

consagre ya que existe por sí como principio”
56

. A continuación se verá porqué. 

En el contexto del RCAN aprobado por Decreto N° 1.023/01, se establecen dos 

técnicas de modificación, por un lado, la ampliación y disminución, por el otro, la 

prórroga. A su vez, puede entreverse una genérica facultad sobre los contratos en el 

inciso a) del Artículo 12 del RCAN, que dice: “modificarlos por razones de interés 

público”. Atento el estrecho sendero de actuación de la Administración, sobre el 

pavimento demarcado por el Decreto Nº 1.023/2001, no puede entenderse la facultad 

señalada en el inciso a) desapegada de las introducidas en los restantes incisos, 

particularmente, en lo que aquí respecta, incisos b) y g)
57

. En cualquier caso, es 

importante que no se alteren la esencia y los fines originariamente tenidos en cuenta y 

que las razones que inducen a modificar las condiciones originales obedezcan a causas 

generales
58

. 

La potestad modificatoria, “tal como lo precisa la doctrina española, 

técnicamente no es un derecho (ius) sino una potestad (potestas) que, como tal, es 

irrenunciable para la administración y configura un principio general de la contratación 
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 MARIENHOFF, Miguel Santiago, Tratado de Derecho Administrativo, t. III-A, 4a. ed. act., Abeledo 

Perrot, Buenos Aires, 1994, págs. 396-397 en SACRISTÁN, Estela B., “Ius variandi y modificación de 

precios en los contratos administrativos”, Revista Argentina del Régimen de la Administración Pública 

219 (Diciembre 1996 – Año XIX), pág. 3. 
57

 Aunque no puede dejar de  mencionarse que para cierta doctrina, la potestad modificatoria de la 

Administración debe ser amplia y sin limitaciones. A modo de ejemplo, Gaspar Ariño Ortiz, para quien la 

Administración no puede renunciar a sus potestades ni cercenar su libertad en la gestión del interés 

general, y por lo que no puede verse condicionada por los contratos que vaya celebrando (Cfr. ARIÑO 

ORTIZ, Gaspar, “El enigma del contrato administrativo”, Revista de Administración Pública 172, Madrid, 

2007 en REJTMAN FARAH, op. cit. Régimen de Contrataciones…, pàg. 207, nota nº 79). También debe 

mencionarse la advertencia realizada por Héctor Mairal respecto a las dudas interpretativas que pueden 

plantearse sobre una supuesta ilimitada y genérica facultad de modificación unilateral de un contrato por 

razones de interés público, que pareciera emanar del inciso a) del Artículo 12 del Decreto N° 1.023/01.  

Señala el autor, que si esa fuera la interpretación, podría alterarse el objeto de la prestación, la forma de 

pago o la fecha de entrega o el plazo de ésta (Cfr. MAIRAL, Hèctor A., “La teoría del contrato 

administrativo a la luz de recientes normativas”, en AA.VV., GORDILLO, Agustin (dir.), El contrato 

administrativo en la actualidad, La Ley, Buenos Aires, 2004, págs. 3 y ss., en CICERO (Directora), op. cit.  

Legislación usual…, págs.131-133).  
58

 Cfr. REJTMAN FARAH, op. cit. Régimen de Contrataciones…, pág. 209. 
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administrativa que integra el régimen jurídico exorbitante. Esto es así porque mientras 

en el derecho privado no se concibe que una sola de las partes introduzca 

modificaciones en el contrato, en derecho administrativo sí se admite que la 

Administración pueda hacerlo para adaptar el contrato a las conveniencias generales”
59

. 

En un recorrido por las expresiones de destacados juristas de la doctrina, es 

forzoso señalar que “[…] la potestas variandi debe ser compatibilizada con el principio 

de inalterabilidad, tal que la Administración pueda "introducir modificaciones a los 

contratos ante el cambio en las circunstancias para cumplir con la finalidad perseguida, 

lo que será lícito y justo en cuanto las modificaciones fueran objetivamente necesarias 

[…]””
60

. En resumen, resulta que “[…] el principio de mutabilidad aparece en el campo 

de los contratos administrativos como una instrumentación adecuada para introducir los 

permanentes cambios […] en la etapa de ejecución de los contratos para mejor 

satisfacción del bien común que persigue el obrar estatal”
61

. De modo, que, como señala 

un reconocido jurista, “Casi no se discute, en el campo del derecho administrativo, que 

la regla de la inalterabilidad de los contratos se encuentra paralelamente acotada por el 

“ius variandi” y que el equilibrio entre el ejercicio de esta última prerrogativa y el 

derecho a la estabilidad del contrato se vincula tanto con la seguridad jurídica como con 

el principio general de la buena fe, el interés público y los derechos patrimoniales del 

contratista, protegidos por la garantía de la propiedad establecida en el art. 17 de la 

CN”
62

.  

El interés general debe ser el lubricante que alimenta los engranajes del motor 

del contrato administrativo, y en miras a su consecución es que ha sido otorgada a la 

Administración, la facultad de modificarlos y adaptarlos en el curso de su ejecución. La 

posibilidad reconocida a la Administración para alterar los términos del contrato en 

                                                           
59

 PIAGGIO, Lucas A., Naturaleza jurídica del empréstito público e incidencias en su régimen de 

ejecución, RAP, Bs. As., 2009, pág. 110 y ss en PONTORIERO, María Paula (dir.) - MERTEHIKIAN, 

Eduardo (coord.) – SALVATELLI, Ana (coord.), Reglamento del Régimen de Contrataciones de la 

Administración Nacional, 2da. Edición, Infojus, Editorial Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de 

la Nación, Dirección Nacional del Sistema Argentino de Información Jurídica, Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires, 2014, pàg. 168, nota nº 111 en http://www.saij.gob.ar/docs-

f/ediciones/libros/Reglamento_del_Regimen_2da_ed.pdf (disponible al 20/11/2017). 
60

 CASSAGNE, Juan Carlos, "La Sustantividad del Contrato Administrativo y sus Principales 

Consecuencias Jurídicas", Revista de Derecho Administrativo 15/16 (1994), Buenos Aires, pág. 165 en 

SACRISTÁN, Estela B., op. cit. “Ius variandi…”, pág. 3. 
61

 Cfr. SACRISTÁN, Estela B., op. cit. “Ius variandi…”, pág. 2. 
62

 CASSAGNE, Juan Carlos, “La caracterización legal de las contrataciones de la Administración nacional”, 

Revista Derecho Administrativo ed. Lexis Nexis 49 (2004) pág. 701, pág. 14. 

http://www.saij.gob.ar/docs-f/ediciones/libros/Reglamento_del_Regimen_2da_ed.pdf
http://www.saij.gob.ar/docs-f/ediciones/libros/Reglamento_del_Regimen_2da_ed.pdf
http://www.cassagne.com.ar/publicaciones/La_caracterizacion_legal_de_las_contrataciones_de_la_Administracion_nacional.pdf
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función de esta facultad, puede admitirse cuando surge un interés público posterior al 

tenido en cuenta al momento de celebrar el contrato y en el que razonablemente se 

funde dicho derecho
63

. “En ausencia de esas razones de interés público, que no basta 

simplemente invocar y que deben justificarse debidamente, la Administración no puede 

apartarse de lo pactado”
64

. Y así lo ha entendido la Corte Suprema de Justicia de la 

Nación en la causa “Marocco”
65

 al destacar que no puede propugnarse que “la 

posibilidad reconocida a la Administración Pública de poder alterar los términos del 

contrato en función de “ius variandi” pueda extenderse a supuestos en que no se ha 

alegado y menos aún ha sido materia de demostración, cual es el interés público que 

resultaría comprometido en caso de no accederse a la pretensión de la comitente de 

hacer prevalecer su voluntad por sobre la clara manifestación en contrario puesta de 

manifiesto por la adjudicataria”. 

Debe distinguirse esa situación de la que resultaría de variar las previsiones de 

los pliegos, de definir cuestiones en los pliegos que hubieran podido o debido preverse, 

de realizar un posterior desarrollo contractual de “contenido innovador”
66

 lo que podría 

suponer la existencia de vicios en el proyecto original, y la violación del principio de 

igualdad entre todos los oferentes, a quienes les es exigido por su parte, un deber de 

diligencia extremo en su resguardo. Y en esa inteligencia, es que “debe existir, […] un 

adecuado control de legalidad respecto a su ejercicio […]”
67

.  

VI.1. Ampliación y Disminución 

En lo que refiere a la ampliación y disminución, el mencionado régimen prevé 

en su parte pertinente: “La autoridad administrativa tendrá las facultades y obligaciones 

establecidas en este régimen, […] b) La facultad de aumentar o disminuir hasta un 

                                                           
63

 Cfr. REJTMAN FARAH  – SANTORO, op. cit. “Régimen de…”, en CICERO (Directora), op. cit. Legislación 

usual…, págs. 135-136. 
64

 Cfr. Dictamen del Consejo de Estado del 24/7/1985, 26/1/1986 y 10/1/1991, entre otros, citados por 

GARCIA DE ENTERRÍA, Eduardo – FERNANDEZ, Tomas R., Curso de Derecho Administrativo, t.I, con 

notas de Agustin Gordillo, 1ª ed. Argentina, Thomson – Civitas – La Ley, Madrid – Buenos Aires, 2006, 

págs. 744 y ss.  
65

 CSJN, 9/2/1989, “Marocco y Cìa. SACIFICA c. Dirección Nacional de Vialidad s/ordinario”, Fallos 

312:84. 
66

 COMADIRA, Julio, La licitación pública, Nociones, principios, cuestiones, LexisNexis, Buenos Aires, 

2006, págs. 89 y ss. 
67

 ESCOLA, Héctor Jorge, El interés público como fundamento del Derecho Administrativo, Depalma, 

Buenos Aires, 1989, págs. 171-173 en REJTMAN FARAH  – SANTORO, op. cit. “Régimen de…”, en CICERO 

(Directora), op. cit. Legislación usual…, págs. 135-136. 
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VEINTE POR CIENTO (20%) el monto total del contrato, en las condiciones y precios 

pactados y con la adecuación de los plazos respectivos”
68

. 

Como se desprende de la transcripción efectuada, la normativa en análisis fija un 

límite cuantitativo y un límite cualitativo para el ejercicio de la prerrogativa. En lo que 

respecta a los bordes cualitativos del contrato, puede observarse que deberán respetarse 

las condiciones y precios pactados. Es decir, no podrá introducirse variación en la 

sustancia de la prestación así como tampoco en los precios originariamente pactados. 

Ello se erige en la principal garantía de igualdad ante los oferentes y potenciales 

oferentes de la contratación, que ante bases del llamado diversas, hubiesen podido o 

querido participar. 

En lo atinente a los límites cuantitativos, pueden mencionarse dos aspectos 

complementarios, o si se quiere, consecuentes uno del otro. Uno, refiere al tope máximo 

del VEINTE POR CIENTO (20 %) de aumento o disminución del contrato, fijado por la 

preposición “hasta” que precede al valor del porcentaje. Se trata aquí, de un límite en el 

precio y en la cantidad de prestación. En consecuencia, el aumento o disminución en el 

monto y volumen de prestación, traerá aparejada la adecuación de los plazos 

respectivos, es decir, de la variable temporal, que deberá ajustarse a las nuevas 

condiciones contractuales. Para mayor claridad, la modificación del contrato opera 

como una regla de tres simple en la que la adecuación de una variable conlleva el ajuste 

de otra. Ante iguales condiciones, cuanto mayor sea la prestación, mayor el precio que 

deberá pagarse por ella en proporción a ese aumento, y consecuentemente, mayor el 

plazo en el que deberá llevarse a cabo, respetando los plazos de producción, entrega, 

etc. Un camino similar, en sentido contrario, correría la disminución.  

Ahora bien, en un sentido similar a su predecesor, Decreto N° 893/12
69

, el 

Decreto N° 1.030/16
70

, concretiza las previsiones genéricas del régimen. Primeramente, 

reitera que las modificaciones autorizadas por el RCAN, deberán realizarse sin variar 

las condiciones y los precios unitarios adjudicados y con la adecuación de los plazos 

respectivos. En definiciones de detalle, la reglamentación prevé que los aumentos o las 

disminuciones podrán incidir sobre, uno, varios o el total de los renglones de la orden de 

compra o contrato. Se estima que esta previsión tuvo el objetivo de recoger la necesidad 

                                                           
68

 Cfr. Artículo 12 del Decreto N° 1023/01. 
69

 La reglamentación a este Artículo era efectuada por el Artículo 124 inciso a) del Decreto N° 893/12.   
70

 Cfr. Artículo 100 inciso a) del Decreto N° 1.030/16.  
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de la Administración respecto del total del contrato o de una parte de él. Aunque, debe 

remarcarse que en ningún caso (de ese modo negativo comienza el inciso), el aumento o 

la disminución pueden exceder los porcentajes previstos, el 20 % en primera medida, 

del importe de los renglones sobre los cuales recaiga el aumento o la disminución. Así, 

tanto en una ampliación o disminución parcial, como si la variación se previera para el 

contrato in totum, debe respetarse el límite cuantitativo prefijado, lo que no deja lugar a 

dudas o elección discrecional de los porcentajes. La ampliación / disminución, debe 

respetar un doble límite, esto es, no exceder, el porcentaje que se pretende modificar en 

cada uno de los renglones, así como tampoco debe superar el citado porcentaje en el 

monto total de la Orden de Compra que se pretende modificar
71

. Luego continúa el 

Artículo 100 del Decreto N° 1.030/16 con una serie de pautas en el ejercicio del 

aumento y disminución.  

En el lenguaje del RRCAN subyace un distingo en el límite cuantitativo de la 

ampliación / disminución. Hasta el límite del VEINTE POR CIENTO (20%) 

establecido en el inciso b) del citado artículo 12, se establece que el aumento o la 

disminución del monto total del contrato será una facultad unilateral de la jurisdicción o 

entidad contratante. “[…] la ampliación de un contrato administrativo hasta el límite 

material del 20% (veinte por ciento) es una prerrogativa a favor de la Administración, 

enmarcada en una clausula exorbitante que es propia del Estado y cuyo ejercicio no 

depende del consentimiento el cocontratante y le genera a éste, como contrapartida, la 

obligación de su cumplimiento”
72

. 

Mientras que la reglamentación abre la posibilidad a la existencia de casos en 

que resulte imprescindible para la jurisdicción o entidad contratante, el aumento o la 

disminución en un porcentaje mayor. En consecuencia, plantea que la modificación 

podrá exceder el VEINTE POR CIENTO (20%), debiendo requerir la conformidad del 

cocontratante, pero siempre hasta el límite del TREINTA Y CINCO POR CIENTO 

(35%) del monto total del contrato. Bajo las previsiones del reglamento, si el aumento o 

disminución en más del VEINTE POR CIENTO (20%) no fuera aceptado, no generará 

ningún tipo de responsabilidad al proveedor ni será pasible de ningún tipo de penalidad 

                                                           
71

 Ese ha sido el criterio en Dictamen ONC Nº 60 del 27-feb-2015. 
72

 Cfr. Dictamen PTN N° IF-2017-07636959-APN-PTN del 28-abril-2017, que si bien analiza el Artículo 

124 del Anexo al Decreto N° 893/12, vigente al momento de los hechos allí llevados a estudio, destaca 

que sus “disposiciones, en lo aquí interesa, se mantienen en términos similares en el actual Anexo al 

Decreto N° 1030/16”. 
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o sanción. Lo que, aun sin explicitarlo, conlleva a concluir que, “[…] en los casos en 

que, el aumento o la disminución sea igual o inferior al 20%, de no ser aceptada tal 

circunstancia por el co-contratante, el mismo será pasible de penalidad”
73

, lo que resulta 

lógico corolario de la definición como facultad unilateral. En idéntico sentido se da 

tratamiento al instituto en el Pliego Único de Bases y Condiciones Generales del 

RCAN. 

En consecuencia, la primera conclusión que suscita lo expuesto, parece estribar 

en que el Decreto N° 1.030/16 ha incurrido en un exceso reglamentario del RCAN. Sin 

embargo, corresponde ahondar en la cuestión para verificar o refutar tal hipótesis inicial. 

Primeramente, no resulta ocioso destacar, que el Decreto Nª 1.023/01, en su 

redacción originaria, previa a las modificaciones introducidas mediante el Decreto DNU 

Nº 666/2003, establecía en su parte pertinente: “La autoridad administrativa tendrá las 

facultades y obligaciones establecidas en este régimen, […]. Especialmente tendrá: a) 

La prerrogativa de interpretar los contratos, […], modificarlos por razones de interés 

público, […]. La facultad de modificación deberá ser utilizada en forma razonable; 

cuando la modificación exceda en un VEINTE POR CIENTO (20%) en más o en 

menos del monto total del contrato, y la misma no sea aceptada por el cocontratante, el 

contrato deberá ser declarado extinguido sin culpa de las partes. Las ampliaciones no 

podrán exceder del TREINTA Y CINCO POR CIENTO (35%) del monto total del 

contrato, aun con consentimiento del cocontratante”. Como puede observarse, el RCAN 

aprobado por el Decreto Nª 1.023/01 contemplaba la prerrogativa de aumento o 

disminución del contrato hasta un VEINTE POR CIENTO (20 %) unilateralmente por 

la Administración y hasta un TREINTA Y CINCO POR CIENTO (35 %) con 

consentimiento de la contraparte. 

Sin embargo, el Decreto Nº 666/2003
74

 suprime la facultad modificatoria 

excedente del VEINTE POR CIENTO (20%) y hasta el TREINTA Y CINCO POR 

CIENTO (35%), bajo el siguiente considerando: “Que […] en la norma citada 

precedentemente (se refiere al Decreto Delegado Nº 1.023/01) se establece que las 

ampliaciones de los contratos no podrán exceder del TREINTA Y CINCO POR 

                                                           
73

 REJTMAN FARAH  – SANTORO, op. cit. “Régimen de…”, en CICERO (Directora), op. cit. Legislación 

usual…, pág. 142. 
74

 El Decreto Nº 666 del 20 de marzo de 2003 (B.O. 25-mar-2003) se dicta en uso de las atribuciones 

conferidas por el Artículo 99 inciso 3º de la Constitución Nacional e introduce modificaciones en el 

Decreto Nº 1.023/01. 
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CIENTO (35%) del monto total del mismo, aún con consentimiento del cocontratante, 

disposición que resulta necesario eliminar dado que ello afecta a la transparencia en las 

contrataciones”.  

Desde esta atalaya, resulta evidente que en resguardo a uno de los principios 

rectores de las contrataciones públicas, la transparencia, se optó por una política 

legislativa que limitase las facultades modificatorias de la Administración, a un 

parámetro cuantitativo razonable (que en términos de la “ley” se fija en un 20%). En 

este entendimiento, no se encuentran cuales han sido los fundamento que impulsaron a 

que el Poder Ejecutivo, nueve años después, emitiera el Decreto Nº 893/12 ampliando 

las prerrogativas de modificación a favor de la Administración, y más aún, cuatro años 

más tarde, con su sucesor Decreto Nº 1.030/16, vuelva a insistir en otorgar amplias 

facultades a la Administración. Resulta, cuanto menos, extraño, el “olvido” del poder 

administrador, en dos ocasiones, al hacer caso omiso de la letra y espíritu del régimen 

legal.   

Y la circunstancia que el aumento o disminución superior al 20% e inferior al 

35% deba operar con la conditio sine qua non de la conformidad del cocontratante no 

estatal, no despeja ni sanea la cuestión de fondo. No casualmente, una facultad prima 

facie no prevista a favor de la Administración –no prevista en tanto no integra el 

régimen instituido por ley- ha sido otorgada por su reglamentación –llamada a delinear 

aspectos de detalle- bajo el manto de piedad del consentimiento de la otra parte, que si 

se quiere suaviza el imperium de la Administración al disponer unilateralmente 

modificaciones contractuales. Sin embargo, esta apariencia de “acuerdo mutuo” en la 

instancia de modificación, no logra desviar el foco de la flagrante violación a la 

supremacía normativa. La variación cuantitativa del contrato estatal más allá del 20% 

no se erige en el resultado del debate y definición de la política legislativa en la materia. 

Y en consecuencia, la reglamentación no resultaba la vía habilitada para incluirla. Es de 

destacar que la definición misma de potestad, en el caso, reglamentaria, advierte la 

medida de su actuar. “La potestad [….] es lo que da el actuar válido a la 

Administración”
75

. En respeto a la norma fundamental en la materia, una extensión de la 

facultad como la planteada, debiera ser objeto de nuevos y acalorados debates 

parlamentarios.   

                                                           
75

 VILLAR PALASÍ, José Luis, Apuntes de Derecho Administrativo. Parte General, Tomo I, Madrid, 1997. 

pág. 159. 
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No se escapa que en el trasfondo de una, llamémosle quizás “excesiva 

reglamentación”, pudo haber habido buenas intenciones, en su caso, de eficacia, 

economía y celeridad en la ejecución de contratos que muchas veces deben amoldarse a 

un dinamismo que responda a necesidades inmediatas y cambiantes y que los 

procedimientos de selección en la actualidad no llegan siempre a atender. Pero, el fin no 

justifica los medios, desde siempre nos han enseñado. Y en esa lectura, en nuestro 

sistema constitucional es la norma legal la que debe definir los lineamientos 

contractuales, más aún si de prerrogativas y garantías se trata, y en su caso dirimir el 

interjuego entre la transparencia, eficacia, economía y celeridad, todos ellos principios 

de supremo valor, sin duda. La reglamentación no puede arrogarse esa facultad, sino 

continuar el pulso de lo escrito por la norma. Resulta evidente que la reglamentación 

desvirtúa la letra y el espíritu del Decreto delegado 1023/2001, que impone –sin hacer 

distinción alguna- como límite para las disminuciones o aumentos de contrato, el 20%
76

.  

La seguridad de un régimen jurídico, sin distingo de la materia que venga a 

regular, está dada sobre todo, y ante todo, por el respeto a la supremacía constitucional y 

al ordenamiento jurídico vigente. Aún cuando una medida pueda estar rodeada de 

buenos propósitos, o incluso resultar beneficiosa para el bienestar general, su mayor 

garantía, radica en haber sido dictada por los órganos competentes, en la medida de su 

competencia, a través de los procedimientos previstos al efecto, y bajo criterios de 

razonabilidad. Ninguno de los extremos parece haber tenido lugar en el punto 

examinado. Menos aún pueden apartarse estas consideraciones bajo excusas de 

conformidad, sometimiento al régimen o probabilidades reducidas de impugnación.  

Así se han pronunciado autores prestigiosos en la materia: “Desde ya que el 

límite del 35%, aun con la conformidad del cocontratante, excede la pauta del 20% que 

proporciona el marco legal. Trátase de un exceso reglamentario inadmisible […]”
77

. 

Otro escollo, se erige en la oportunidad de utilización de la prerrogativa. Si se 

focaliza en el momento de su ejercicio, el RRCAN dispone que tanto el aumento como 

la disminución pueden tener lugar al tiempo de dictarse el acto de adjudicación o 

                                                           
76

 REJTMAN FARAH  – SANTORO, op. cit. “Régimen de…”, en CICERO (Directora), op. cit. Legislación 

usual…, pág. 143. 
77

 RODRÍGUEZ, María José, Reglamento de contrataciones de la Administración Nacional. Aprobado por 

el decreto 893/12. Comentado y armonizado con el marco legal y la jurisprudencia administrativa de la 

Procuración del Tesoro de la Nación, 1ª ed., Editorial Ábaco de Rodolfo Depalma, Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires, 2013, pág. 127. 
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durante la ejecución del contrato, incluida la prórroga en su caso o, como máximo, hasta 

TRES (3) meses después de cumplido el plazo del contrato. En este punto, tres son los 

momentos que el Decreto Nº 1.030/16 habilita para ampliar o disminuir un contrato: 1. 

con el acto de adjudicación, 2. durante la ejecución del contrato (incluida la prórroga en 

su caso) o, 3. hasta TRES (3) meses después de cumplido el plazo del contrato. 

Aquí resuena otra pauta vertida a lo largo del Régimen contractual. Nótese que 

el Artículo 20 del Decreto Nº 1.023/01, reza en su parte pertinente: “Los contratos 

quedarán perfeccionados en el momento de notificarse la orden de compra o de 

suscribirse el instrumento respectivo, en los plazos y con las modalidades que determine 

la reglamentación”. De modo que, a tenor de lo dispuesto en el régimen, no cabe duda 

que existe contrato con la notificación de la orden de compra o la suscripción del 

instrumento respectivo en su caso. Ni antes, ni después. Ergo, “[…], se entiende, prima 

facie, que el mismo debe encontrarse perfeccionado para proceder a su ejercicio”
78

. 

Desde esta óptica, forzoso es concluir que el primer y tercer supuesto arriba señalados, 

quedan excluidos. Véase a continuación. 

En primer lugar, con el acto de adjudicación la jurisdicción contratante 

manifiesta su voluntad de perfeccionar la contratación, y hacia tal etapa dirige su 

accionar. En contrapartida, aumenta para el contratista adjudicado, su derecho a 

participar del procedimiento de selección hasta la etapa conclusiva. Pero aún no se 

encuentra perfeccionado el contrato, siendo que incluso “las jurisdicciones o entidades 

podrán dejar sin efecto el procedimiento de contratación en cualquier momento anterior 

al perfeccionamiento del contrato, sin lugar a indemnización alguna en favor de los 

interesados u oferentes”
79

. De esta afirmación pueden derivarse dos consideraciones. 

Por un lado, no se vislumbra la posibilidad de disponer un aumento en esta instancia. En 

rigor, a dicho momento tampoco existe contrato, el que se perfecciona con la 

notificación de la orden de compra o el instrumento que haga sus veces
80

.  

Por otra parte, en lo que atañe a la disminución, no puede propiciarse igual 

conclusión. Ya que, si en la última de las instancias, la Administración puede dejar sin 

efecto el procedimiento de selección en cualquier momento anterior al 

                                                           
78

 REJTMAN FARAH  – SANTORO, op. cit. “Régimen de…”, en CICERO (Directora), op. cit. Legislación 

usual…, pág. 144. 
79

 Cfr. Artículo 20 del Decreto Nº 1.023/01, segundo párrafo. 
80

 REJTMAN FARAH  – SANTORO, op. cit. “Régimen de…”, en CICERO (Directora), op. cit. Legislación 

usual…, pág. 146. 
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perfeccionamiento del contrato -solución de ultima ratio en el sendero de truncar la 

contratación incoada-, también válidamente podría disminuir la prestación hasta el 

máximo permitido por ley. En los siguientes términos se ha admitido: “[…] si la 

Administración puede dejar sin efecto el contrato antes de su perfeccionamiento, podría, 

a su vez, disminuir el requerimiento de las prestaciones hasta el porcentaje admitido por 

la norma en comentario”
81

. De modo que, en definitiva, la disminución no sería más que 

una prerrogativa ínsita en la voluntad de “no contratar” propia de la Administración.  

Es dable destacar también, que “si la modificación se incluye en el acto de 

adjudicación, significa que la decisión de `alterar` la prestación se adoptó con 

anterioridad, es decir durante el procedimiento de licitación pública, circunstancia que 

lleva a plantear la posible afectación a dichos principios [la autora se refiere a los 

principios de igualdad y concurrencia], en la medida que de preverse las circunstancias 

modificantes podían haberse presentado otros oferentes –máxime si tenemos en cuenta 

que la alteración puede ser superior al 20% (hasta el límite del 35%)”
82

. 

Por otro lado, se propugna la chance de ampliar o disminuir un contrato hasta 

TRES (3) meses después de cumplido el plazo del contrato
83

. En este supuesto, no 

puede soslayarse que una vez cumplido el contrato, el mismo se extingue, por lo que se 

extinguiría en consecuencia la posibilidad de modificación alguna. Se han expresado las 

voces autorizadas: “[…] dicha facultad no podría llevarse adelante […], toda vez que el 

acuerdo se encuentra extinguido, debiendo ser la disminución o el aumento respecto de 

un contrato en vigencia”
84

. Así pues, el organismo contratante podría hacer uso de 

aquella facultad en los contratos de ejecución instantánea –aquéllos en los que el 

cumplimiento de la prestación se agota en una única entrega–, hecho que resulta 

                                                           
81

 Ibidem, pág. 147. 
82

 Cfr. IVANEGA, Miriam, “Reglamento de Contratos Administrativos. Alcance de la potestad 

modificatoria”, La Ley (14/8/2013) en, REJTMAN FARAH  – SANTORO, op. cit. “Régimen de…”, en 

CICERO (Directora), op. cit. Legislación usual…, pág. 147, nota nº 288. 
83

 La ONC ha interpretado que: “[…] el plazo en cuestión corre en forma independiente para cada 

Renglón, en concordancia con lo dispuesto para el tope cuantitativo de aumento o disminución” (Cfr. 

Dictamen ONC Nº 214 de fecha 2- junio-2014 en “Compendio de dictámenes de la Oficina Nacional de 

Contrataciones 2012 – 2015”, Dirección De Elaboración e Interpretación Normativa, Coordinación de 

Dictámenes y Sanciones, ONC, pág. 22 en 

https://www.argentinacompra.gov.ar/prod/onc/sitio/Paginas/Contenido/FrontEnd/documentos/COMPEN

DIO_DICTAMENES_ONC_2012_2015.pdf (disponible al 20/11/2017)). 
84

 REJTMAN FARAH  – SANTORO, op. cit. “Régimen de…”, en CICERO (Directora), op. cit. Legislación 

usual…, pág. 145. 

https://www.argentinacompra.gov.ar/prod/onc/sitio/Paginas/Contenido/FrontEnd/documentos/COMPENDIO_DICTAMENES_ONC_2012_2015.pdf
https://www.argentinacompra.gov.ar/prod/onc/sitio/Paginas/Contenido/FrontEnd/documentos/COMPENDIO_DICTAMENES_ONC_2012_2015.pdf
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jurídicamente inviable por cuanto se estaría ampliando un contrato ya finiquitado
85

. 

Desde otro ángulo, la posibilidad de reducir o disminuir un contrato ya cumplido resulta 

de difícil  intelección
86

. 

La doctrina administrativa ha señalado en un Dictamen: “Sentado lo que 

antecede, no existen dudas de que se ha cumplido el contrato entre la cocontratante y el 

Ministerio licitante, por el agotamiento íntegro de su objeto. Quiere decir, entonces, 

que, por haberse extinguido el vínculo jurídico que unió a las partes, no resulta viable, 

sin sustento contractual y tal como lo hizo la Administración […] emitir una nueva 

Orden de Compra y, así, ampliar un contrato ya finiquitado. […]; en consecuencia, no 

se generó una nueva relación contractual con el organismo licitante […]”
87

. 

Es preciso resaltar, que la anterior reglamentación
88

, preveía la posibilidad hasta 

TRES (3) meses después de “cumplido el contrato original”, lo que suscitó la necesidad 

de determinar en qué momento se consideraba cumplido un contrato, si con la 

finalización conforme de la prestación debida por el cocontratante, si operado el plazo 

contractual, si con el pago debido por el contratista, o incluso la combinación de dos o 

más de los supuestos
89

. 

El Decreto Nº 1.030/16 viene a poner fin a la discusión, y opta por prolongar la 

prerrogativa modificatoria luego de cumplido el plazo del contrato, suprimiendo 

asimismo la mención de “contrato original”, quizás con el propósito de incluir el 

periodo de contrato prorrogado, si fuera el caso. En una lectura lineal, parecería que 

igualmente al cumplimiento del plazo del contrato (en su totalidad, incluso de la 

prorroga) operaría la caducidad de aquel. Lógicamente, entre los modos de extinción 

normal de un contrato, suelen mencionarse el cumplimiento de la prestaciones 

                                                           
85

 SPINELLI, Alberto Ignacio, "Principales innovaciones del Reglamento aprobado por el Decreto N° 

893/12 y su impacto en el Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional", Revista Argentina 

del Régimen de la Administración Pública (RAP) 446 (noviembre de 2015), pág. 67. 
86

 RODRÍGUEZ, María José, op. cit. Reglamento de…, pág. 129. 
87

 Cfr. Dictámenes PTN N°150 de fecha 26-jun-2012, (Dictámenes 281: 322). Es de notar que el 

Dictamen en comentario fue emitido luego del dictado del Decreto Nº 893/12, aunque el mismo no se 

encontraba vigente a la fecha. 
88

 Cfr. Articulo 124 inciso a), apartado 4º del Decreto Nº 893/12. 
89

 El Dictamen PTN N° IF-2017-07636959-APN-PTN del 28-abril- 2017 tomando la doctrina de 

Dictamen ONC N° 321/14 señala al respecto: “Con relación al límite temporal para hacer uso de dicha 

prerrogativa, es de hasta tres meses después de cumplido el contrato original. Es decir, desde que se 

emitió la conformidad de los bienes o servicios prestados por el cocontratante, otorgada por la Comisión 

de Recepción, o desde que se haya producido la aceptación tácita por el cumplimiento de los plazos para 

que opere la recepción”. Este criterio fue sostenido en sucesivos Dictámenes ONC  N° 112/2013, 

254/2013, 165/2014, 212/2014, 214/2014, 340/2014, 13/2015, 14/2015, 6/2016, 47/2016. 
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reciprocas debidas o el vencimiento del plazo contractual, supuesto este último que aquí 

se plantea. Siendo éste el panorama, una vez más podría afirmarse que no sería posible 

aumentar o disminuir un contrato que ya no existe, que ya no forma parte del mundo 

jurídico. 

Ahora bien, aún queda la incertidumbre acerca de si existe algún supuesto en el 

que aún cumplido el plazo del contrato, puede considerarse que el mismo mantiene su 

vigencia. Piénsese en el caso que hubiese transcurrido el plazo contractual, sin haber 

sido entregados los bienes o servicios comprometidos, y que la Comisión de Recepción 

este ejecutando el procedimiento de intimación correspondiente. O en el caso que aún 

finalizado el término contractual, e incluso entregados los bienes o servicios requeridos, 

la Administración no hubiere liquidado y pagado el precio del contrato. En ambos casos 

podría afirmarse la existencia de contrato vigente aun “después de cumplido el plazo del 

contrato” entendido en su estricto sentido gramatical. Sin embargo, no existen 

argumentos suficientes que permitan sostener la tesitura esbozada, atento que si tal 

hubiera sido la intención del Administrador al reglamentar la norma, quedaría 

subsumida en el supuesto de “ejecución del contrato”, por lo que perdería sentido su 

diferenciación.  

En virtud de lo expuesto, no puede arribarse a otra conclusión que, solo durante 

la ejecución del contrato, incluida la prórroga en caso de corresponder, podrá ejercerse 

la prerrogativa a favor de la Administración, porque solo durante aquél interregno, 

desde el perfeccionamiento y hasta la extinción, existe el contrato. 

Probablemente la posibilidad de aumentar o disminuir el contrato al momento de 

la adjudicación o hasta tres meses luego de cumplido el mismo, responda a razones de 

orden práctico y de economía procedimental, flexibles a las necesidades dinámicas y 

cambiantes de la Administración. Empero, no resulta posible adoptar interpretaciones 

reglamentarias desapegadas de las previsiones del régimen y desprovistas de coherencia 

con las demás cláusulas, que en su conjunto deben conformar un todo armónico e 

integral. 

Asimismo, no en vano, las “Opciones a favor de la Administración”, título que 

integra a las facultades modificatorias, se inserta dentro del Capítulo IV  denominado 
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“Circunstancias Accidentales”
90

 dentro del Título IV “Ejecución y Extinción del 

Contrato”, extremo éste último que resulta clave. Los institutos que se describen a lo 

largo del presente, operan sobre un contrato, que en la definición del propio régimen, no 

existe sino hasta la notificación de la Orden de Compra. 

A modo comparativo, puede invocarse la experiencia del Gobierno de la Ciudad 

de Buenos Aires, en oportunidad de señalarse que: “toda vez que aún no ha finalizado el 

ciclo lectivo del año 2016, cabe inferir que la ampliación del contrato que tramita por 

los presentes obrados fue planteada por la administración activa durante la vigencia 

contractual […]”
91

. 

Entre los apartados que ofrece la reglamentación, se esboza que cuando a tenor 

de la naturaleza de la prestación, exista imposibilidad de fraccionar las unidades para 

entregar la cantidad exacta contratada, las entregas podrán ser aceptadas en más o en 

menos, según lo permita el mínimo fraccionable. Estas diferencias serán aumentadas o 

disminuidas del monto de la facturación correspondiente, sin otro requisito. 

En este punto, debe señalarse que, de optar por entregas en más del porcentaje 

calculado, podría excederse el límite máximo de aumento o disminución fijado en la 

normativa, por lo que su uso debe efectuarse de modo restringido. Es decir, si se 

calculase el 20 % sobre una cantidad de productos entregables, y atento su 

fraccionamiento indeterminado, se optase por aumentar la cantidad a entregar, se estaría 

asumiendo que el porcentaje de aumento  indefectiblemente superara el 20 % permitido, 

e “incluso hasta podría superarse del propio 35% habilitado por esa norma 

reglamentaria”
92

, solución que no puede propiciarse. 

Por último, entre las innovaciones que introduce el Decreto N° 1.030/16, se 

encuentra el apartado 6 del inciso a) del Articulo 6°, que expresamente prevé: “La 

prerrogativa de aumentar o disminuir el monto total del contrato no podrá en ningún 

caso ser utilizada para aumentar o disminuir el plazo de duración del mismo”. Quizás 

                                                           
90

 “[…] La ampliación no configura un nuevo vinculo contractual sino que se trata de una circunstancia 

accidental del mismo contrato […]” (Cfr. Dictámenes ONC N° 137/06, 205/13, 214/14, 14/2015, 6/2016 

y 47/2016  y Dictamen PTN N° IF-2017-07636959-APN-PTN del 28-abril-2017). 
91

 Cfr. Dictamen de la Procuración General del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires Nº IF-2016-

27289621- PG (19-12-2016) a través del cual se analiza la solicitud de ampliación de un Servicio de 

Elaboración de Comidas y Distribución en Mesa, destinado a alumnos becados y personal autorizado de 

los establecimientos educativos dependientes del Ministerio de Educación del Gobierno de la C.A.B.A., 

cuya prestación es desde el primer día hábil del ciclo lectivo del año 2014 hasta la finalización del ciclo 

electivo 2016. 
92

 REJTMAN FARAH  – SANTORO, op. cit. “Régimen de…”, en CICERO (Directora), op. cit. Legislación 

usual…, pág. 144. 
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esta previsión ha brindado claridad donde no la había, poniendo fin a una práctica que 

consuetudinariamente venía operando en las jurisdicciones contratantes. Se trataba del 

supuesto en el cual la prerrogativa en análisis se utilizaba a modo de extensión o 

reducción del plazo contractual originariamente previsto para dar cumplimiento a la 

prestación inicialmente contratada. Este supuesto, se encuadra sin embargo en los 

cauces del Artículo 93 del Decreto N° 1.030/16, que bajo el título “Extensión del plazo 

de cumplimiento de la prestación”, prevé un procedimiento para el caso de adecuación 

del plazo contractual, incluso con aplicación de las penalidades correspondientes, y que 

nada tiene que ver con la alteración de los contornos del contrato. 

VI.2. Prórroga 

El Decreto N° 1.023/01 contempla en su Artículo 12, inciso g), “La facultad de 

prorrogar, cuando así se hubiere previsto en el Pliego de Bases y Condiciones 

Particulares, los contratos de suministros de cumplimiento sucesivo o de prestación de 

servicios. La misma no procederá si se ha hecho uso de la prerrogativa establecida en el 

inciso b) del presente artículo. […]”. 

Debe señalarse, que el inciso reseñado ha sido introducido por el Artículo 5° del 

Decreto N° 666/2003, “[…] ya que tal facultad contribuye en muchas ocasiones a evitar 

que las jurisdicciones y entidades incurran nuevamente en los gastos que demanda 

llevar a cabo un nuevo procedimiento de selección para contratar el mismo bien o 

servicio, lo que se evitaría haciendo uso de dicha facultad”
93

. 

En esta inteligencia, se procede a efectuar una breve reseña de los requisitos para 

la viabilidad de la facultad de prórroga de un contrato de la Administración. En primera 

medida, solo resulta procedente respecto de  los contratos de suministros o de prestación 

de servicios de tracto sucesivo o de ejecución continuada
94

. Ello resulta lógico en la 

medida que la prórroga opera sobre la dimensión temporal del contrato, por lo que solo 

podrá extenderse, prolongarse, aquello que se continua ejecutando a lo largo de 

determinado tiempo.  

Luego se prevé un recaudo positivo y otro negativo. El positivo redunda en la 

necesidad de que la facultad de prorrogar, se hubiere previsto expresamente en el Pliego 
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 Cfr. uno de los considerandos del Decreto N° 666/2003 que introduce modificaciones al Régimen 

General establecido mediante el Decreto Nº 1023/2001. 
94

 En ese sentido ha sido interpretado por la ONC en Dictamen Nº 74 de fecha 26-feb-2014 en 

“Compendio….”, pág. 337.  
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de Bases y Condiciones Particulares. De no incluirse en las bases, no podrá ser 

utilizada, lo que supone una capacidad de previsión del organismo contratante a ese 

respecto. Un requisito negativo radica en la prohibición de utilización de la prerrogativa 

en caso de haberse hecho uso de la establecida en el inciso b) del Artículo 12 del mismo 

Decreto, es decir, la facultad de aumentar o disminuir. 

Dentro de otros condicionamientos de definición del instituto, se mencionan la 

potestad de hacer uso de esta opción por única vez y por un plazo igual o menor al del 

contrato inicial, mientras que cuando éste fuere plurianual, no podrá prorrogarse más 

allá de UN (1) año adicional. Así lo reitera la reglamentación del instituto. 

En ocasión de la reglamentación de la prerrogativa en los aspectos de detalle, el 

Decreto Nº 1.030/16 utiliza una técnica similar a su predecesor. En un comienzo, se 

reiteran las pautas básicas de procedencia de tal facultad. Así, podrán prorrogarse  

contratos de suministros o de prestación de servicios de cumplimiento sucesivo, atento 

que lo que se extiende es la ejecución continuada en el tiempo. En este sentido, y 

abonando al lineamiento precitado, la reglamentación aclara que: “Los contratos de 

bienes en los que el cumplimiento de la prestación se agotara en una única entrega, no 

podrán prorrogarse”. 

La reglamentación retoma esta necesidad de previsión de los Organismos 

Contratantes de la posible utilización de la facultad de prorrogar en los pliegos de bases 

y condiciones particulares que rijan el procedimiento de selección. Este punto, es 

coincidente con las previsiones del Artículo 9° del Decreto Nº 1.030/16,  que en lo que 

aquí interesa, establece: “A los fines de determinar la autoridad competente, el monto 

estimado a considerar, será el importe total en que se estimen las adjudicaciones, 

incluidas las opciones de prórroga previstas”. De este modo, la previsión debida por el 

Organismo Contratante se extiende a la eventual utilización de la prórroga, que sin 

excusa afecta el monto total del contrato
95

. Este es un dato relevante, a los fines de 

determinar la autoridad competente para aprobar las diferentes etapas del procedimiento 

contractual (que según el Anexo al Artículo mencionado, depende de parámetros 

monetarios). Del mismo modo, el monto total del contrato será determinante del 
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 El monto estimado del contrato en el requerimiento inicial, estará comprendido por el monto en el que 

se estime será la adjudicación total del mismo, sumado al monto que eventualmente representaría el 

periodo de prórroga del contrato original, en caso de haberse previsto (independientemente de su efectiva 

utilización posterior). En esa instancia, se manejan montos estimados en base a valores aproximados 

calculados por las áreas competentes.  
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procedimiento de selección a utilizar. Así, el Artículo 27 del Decreto Nº 1.030/16 

dispone: “Cuando el monto estimado del contrato sea el parámetro que se utilice para 

elegir el procedimiento de selección, se deberá considerar el importe total en que se 

estimen las adjudicaciones, incluidas las opciones de prórroga previstas”, concluyendo 

que: “El procedimiento de selección elegido será válido cuando el total de las 

adjudicaciones, incluidas las opciones de prórroga previstas, no superen el monto 

máximo fijado para encuadrar a cada tipo de procedimiento de selección”.  

El tema presenta algunas aristas. Por un lado, se destaca la obligación puesta en 

cabeza de la Administración en punto a prever la eventual posibilidad de utilizar la 

facultad de prorrogar un contrato, contribuyendo a aminorar el impacto de una 

prerrogativa, por esencia unilateral, en los potenciales oferentes e interesados en un 

procedimiento de selección. Siendo que la prórroga integra las bases del llamado, 

conforma las reglas de juego para todos sus participantes, tanto oferentes (y potenciales) 

como la propia Administración. Para los proveedores interesados, coadyuva a conocer 

acabadamente uno de los elementos esenciales del contrato, como ser, el plazo y por 

ende proyectar una cotización adecuada. “[…] la ley de la licitación o ley del contrato 

no es otra que el pliego donde se especifican el objeto de la contratación y los derechos 

y obligaciones del licitante, de los oferentes y de los adjudicatarios […]”
96

.  

En lo atinente a la Administración, opera como autolimitante, siendo que su 

utilización quedará vinculada a su previsión positiva y expresa. Y no solo eso, el 

procedimiento de selección escogido, así como la autoridad que deberá autorizarlo será 

determinada por el monto global del contrato, comprensivo del monto estimado del 

mismo, y su eventual prórroga, conforme fuera puntualizado ut supra.  

Esta previsión no ha sido incorporada sin embargo respecto a la ampliación, lo 

que podría dar lugar por ejemplo, a que un contrato que por su monto total final (de 

origen mas ampliación) debió encuadrarse por un procedimiento de Licitación Pública, 

haya tramitado por una Licitación Privada en origen (sin contemplar la eventual 

ampliación) y al momento de ejecutar una ampliación, excede el monto límite para 

encuadrar dicho procedimiento y en esencia, los parámetros fijados por la normativa 
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 Cfr. Cám. Nac. Apel. CAF, Sala III, 14/08/2.012, “Construcciones Tadia SA c/Banco Nación Argentina 

(Licitación P 3-147/99) s/ Daños y Perjuicios” (causa 12960/2004), Sala III, 24/08/2007, “Prosul S.A. c/ 

M° de Defensa (Dirección General de Fabricaciones Militares) s/ Proceso de conocimiento” (causa 

9.433/96), ídem Sala II, in re, 18/10/94, “Fundación Hermandad Internacional de Escorpiones c/ EN-M° 

de Trabajo y otra s/ varios”, Sala V (Expte. 8296/97) del 29/11/00. 
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para encuadrar los procedimientos de selección.  Al respecto, la ONC ha expresado que: 

“[…] no surge impedimento legal alguno para llevar a cabo una ampliación […] para 

una Licitación Privada Nacional de Etapa Única cuya adjudicación original fuera por un 

importe tal que la suma de aquella más la ampliación que se pretende tramitar supere el 

monto establecido en el artículo 34 inciso b) del citado Reglamento”
97

. 

Desde otra óptica, surge que todas las opciones a favor de la Administración, 

tanto la ampliación, como la disminución, como la prórroga, forman parte de un género 

que integra las prerrogativas de la Administración para modificar un contrato en curso 

de ejecución. Todas ellas operan analógicamente. Es decir, tanto la ampliación como la 

prorroga, salvando su contexto de aplicación, suponen un aumento en el monto total del 

contrato, al igual que la disminución en sentido contrario. Asimismo, todas las 

prerrogativas, son de utilización contingente y eventual, por lo que su previsión es 

hipotética. Suponiendo que en esta comparación se dejara afuera la disminución, ya que 

en lo atinente a montos limites de gastos que determinan la competencia de la autoridad 

responsable y parámetro de procedimiento de selección, se encontraría cubierto, ya que 

en definitiva, quien puede lo más, puede lo menos, lo que se cuestiona es, ¿Qué 

diferencia la ampliación de la prórroga en este escenario? ¿Por qué no se ha establecido, 

respecto de la ampliación, igual obligación de inclusión en los pliegos y de previsión a 

los fines de estimar el monto del contrato? Los interrogantes no suponen destacar una 

solución sobre la otra, aunque sí buscar razones para comprender porqué se ha hecho 

distingo donde en esencia, no lo hay. Quizás, debió unificarse el tratamiento o cuanto 

menos, haberse explicitado los motivos que a él condujeron. 

En otra línea de definición, la reglamentación realiza una interpretación sobre la 

limitación en los casos que se hubiera hecho uso de la prerrogativa establecida en el 

inciso b) del mismo Artículo 12, es decir, ampliación o disminución. Por el uso del 

singular en la redacción “la prerrogativa” y por gozar de igual sustancia, puede 

interpretarte que allí el legislador se refirió en sentido estricto a la facultad de 

ampliación.    

Al respecto, en el pulso del administrador redactor del Decreto Nº 1.030/16, la 

limitación a ejercer prórroga del contrato a la que hace referencia el Artículo 12 del 

RCAN, resulta aplicable sólo en los casos en que el aumento del contrato hubiese 

                                                           
97

 Dictamen ONC Nº 230/2014 del 9- junio- 2014 en “Compendio…”, pág. 24. 
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superado el límite del VEINTE POR CIENTO (20%) establecido en el citado artículo. 

Debe destacarse sin embargo, que ni de la lectura ni del espíritu del citado Artículo 12 

RCAN puede extraerse tamaña interpretación. La limitación de la norma es clara y 

contundente en cuanto la facultad de prorrogar  “no procederá si se ha hecho uso de la 

prerrogativa establecida en el inciso b) del presente artículo” (el destacado es propio) en 

cuya remisión se encuentra “la facultad de aumentar o disminuir hasta un VEINTE POR 

CIENTO (20%) el monto total del contrato”. La norma no deja intersticios para anclar 

la limitación solo a los casos de aumentos que superen el 20 %, como la reglamentación 

pretende, siendo que ese es un baremo que la propia norma nunca habilitó. Esta 

imposibilidad de prorrogar un contrato previamente aumentado a un porcentual que 

además contradice el límite del ius variandi previsto por el Artículo 12 del RCAN 

resulta difícil de conciliar con el marco legal
98

. No puede concebirse una hermenéutica 

orientada en ese sentido, porque ello conllevaría violentar flagrantemente la norma en 

su forma y en su fondo. En este intento, la reglamentación amplia sus alcances a limites 

impensados, que deben rechazarse. 

En otro sendero de análisis de la reglamentación, se advierte que la prórroga 

debe realizarse en las condiciones pactadas originariamente. Aunque, existe una puerta 

de escape en el caso que los precios de mercado hubieren variado, supuesto que habilita 

a la jurisdicción o entidad contratante a realizar una propuesta al proveedor, a los fines 

de adecuar los precios estipulados durante el plazo original del contrato. De todos 

modos, en caso de no llegar a un acuerdo, no podrá hacerse uso de la opción de prórroga 

y tampoco corresponderá la aplicación de penalidades. 

Lejos de juzgar las bondades o desatinos de este mecanismo, debe notarse un 

grado de indeterminación en sus alcances, poco esperable de una norma reglamentaria, 

que en este punto opera de legislador, debido a que el Decreto Nº 1.023/01 nada prevé 

al respecto. A modo de ejemplo, ¿cuál es el parámetro para considerar que los precios 

de mercado han variado?; ¿Cuál es el procedimiento esperado para conocer los precios 

del mercado por las jurisdicciones contratantes?; ¿Podría el proveedor realizar una 

propuesta a la jurisdicción contratante inicialmente?; ¿Y a modo de contraoferta?; la 

adecuación de los precios estipulados durante el plazo original del contrato ¿regirá solo 

durante el periodo de prórroga o se prevé un reconocimiento retroactivo del 
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 Cfr. RODRÍGUEZ,  op. cit. Reglamento de…, pág. 129. 
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desequilibrio de los precios del contrato originario a valores de mercado?. En rigor de 

verdad, todos interrogantes vacíos de respuestas desde la normativa, que se llenan de 

significación desde la práctica cotidiana y aislada de los organismos de la 

Administración Nacional.  

En el intento de echar un poco de claridad, el Órgano Rector en la materia ha 

brindado algunas pautas
99

 para ejecutar el mecanismo previsto en la norma 

reglamentaria aprobada por Decreto Nº 893/2012, aunque resulta plenamente aplicable 

al marco del Decreto Nº 1.030/2016. Así, expuso que las áreas con competencia 

específica del organismo de origen deberán, como primera medida, elaborar un informe 

técnico que permita apreciar si se produjo –y en su caso, en qué medida– la variación de 

los precios de mercado, extremo que resulta ser ni más ni menos que el presupuesto 

habilitante de la adecuación pretendida al amparo de la normativa. En segundo término, 

una vez constatada la mentada variación, tratándose de un aumento en los precios de 

mercado, deberá determinarse el grado de incidencia y sus consecuencias en la 

economía del contrato en ejecución. Luego, se requiere someter a consideración del 

proveedor una propuesta de adecuación de precios que, en forma razonable, tienda a 

evitar la distorsión o ruptura de la ecuación económica financiera del contrato que se 

proyecta prorrogar. En la búsqueda del restablecimiento de un adecuado equilibrio de 

las prestaciones y a la luz del principio de razonabilidad, la ONC entiende que, en el 

supuesto en que el organismo efectúe al proveedor una propuesta de adecuación de los 

precios del contrato, la misma deberá calcularse bajo el principio de sacrificio 

compartido, por cuanto resulta contrario al principio de equidad que un eventual 

aumento en los precios del mercado sea soportado por uno sólo de los cocontratantes
100

. 

En otra ocasión, y siguiendo el criterio antes expuesto, el Órgano Rector ha esbozado 

que el organismo de origen deberá acompañar al expediente los informes y demás 

extremos documentales que den cuenta de la existencia y magnitud de la variación de 

los respectivos precios de insumos, costos salariales, etc., invocados por la 

contratista
101

. 

                                                           
99

 Cfr. Dictamen ONC Nº 74 de fecha 26-feb-2014 en “Compendio…”, pág. 337. 
100

 Puede verse en sentido concordante: Dictámenes ONC Nº 1048/12, Nº 1049/12, Nº 1050/12, 1051/12, 

Nº 176/13, Nº 446/13 y Nº 36/2014. 
101

 Dictamen ONC Nº 453 de fecha 1-dic-2014 en “Compendio…”, pág. 339. 
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En lo que hace a la oportunidad del ejercicio de la prórroga, se establece que la 

jurisdicción o entidad contratante deberá emitir la orden de compra antes del 

vencimiento del plazo originario del contrato, lo que abona a la necesidad de su 

previsión ab initio. En un ejercicio de comparación con el régimen de ampliación, debe 

recordarse, que ella puede realizarse al momento de dictarse el acto de adjudicación, 

durante la ejecución del contrato o luego de operado el cumplimiento del plazo del 

contrato. Otra vez, no se vislumbra cual ha sido el criterio para la previsión de 

respuestas tan disimiles. Sobre todo, cuando la solución propiciada para la prorroga 

podría haber desvanecido las disquisiciones que se han efectuado ut supra respecto a la 

no existencia de contrato en dos de los supuestos de oportunidad de la ampliación.  

A modo de conclusión, cabe hacer una diferenciación terminológica. La 

prorroga aquí enseñada, forma parte de las facultades modificatorias de la 

Administración, que como inherente a dicha competencia, supone una variación, 

cambio o alteración que adiciona algo al contrato celebrado en su génesis. Esta 

circunstancia, nada tiene que ver con la extensión del plazo de cumplimiento de la 

prestación pactada originariamente, lo que supone brindar mayor tiempo para el 

cumplimiento de lo que debió darse en tiempo oportuno. Este último supuesto, se 

encuentra regulado en el Artículo 93 del RRCAN, bajo el título “Extensión del plazo de 

cumplimiento de la prestación” para los casos en que “[…] el co-contratante estatal no 

ha podido cumplir el contrato en tiempo oportuno y solicita y/o le es concedida una 

extensión del plazo original para poder satisfacer la obligación a su cargo”
102

. 

VI.3. Algunos apuntes en común para las prerrogativas de ampliación y 

prórroga  

VI.3.1. Desdoblamiento  

Resulta menester ocuparse de los institutos modificatorios bajo examen, en 

relación a otro contemplado en la normativa vigente, el desdoblamiento, categoría 

autocreada por el régimen contractual y funcional a sus objetivos. 

Al igual que las reglamentaciones anteriores, el Decreto Nº 1.030/16 contempla 

en su Artículo 30, la “Prohibición de desdoblamiento”, como aquella prescripción que: 

“[…] no significa una restricción lisa y llana de fraccionar procedimientos, sino en la 

medida en que su finalidad sea eludir los montos máximos permitidos para encuadrar 

                                                           
102

 REJTMAN FARAH  – SANTORO, op. cit. “Régimen de…”, en CICERO (Directora), op. cit. Legislación 

usual…, pág.154. 
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determinados procedimientos de selección, o bien para eludir la intervención de alguna 

autoridad administrativa, en cuanto hace a las competencias para autorizar o aprobar los 

procedimientos, y con ello los controles a los que estaría sujeta la instrumentación de su 

firma”
103

. El fenómeno que la norma intenta disuadir, supone la maniobra de fragmentar 

un procedimiento de selección que refiera a bienes o servicios de igual característica, 

para eludir el proceso correspondiente o la autoridad competente, que atento los montos 

de ambos procedimientos en su conjunto, aplicaría.  

Siendo que tanto la ampliación como la prórroga contemplan aumentos del 

monto del contrato (particularmente la ampliación, imprevistos ab initio), respecto de 

bienes o servicios idénticos a los contratados originariamente, ¿podría pensarse que 

constituyen mecanismos de evasión del desdoblamiento? De alguna manera, lo son, son 

procedimientos, lícitos –porque se encuentran previstos normativamente (sin perjuicio 

de las salvedades que a lo largo del presente se han visibilizado)- de lograr los efectos 

del desdoblamiento. 

Piénsese a modo ilustrativo, el caso de un contrato originario, llevado a cabo por 

un procedimiento de selección determinado y adjudicado por autoridad competente de 

acuerdo a su monto total, que más tarde decide ampliarse dentro de los porcentajes 

autorizados, y cuyo monto de ampliación, en conjunto con el monto originario del 

contrato hubiese indicado la prosecución de un procedimiento de selección más abierto 

y la adjudicación por una autoridad competente de rango superior. Puede que resulte un 

caso hipotético de difícil configuración en la realidad, pero ocurre, y preliminarmente 

no parece distar mucho de la circunstancia que la prohibición de desdoblamiento 

plantea. Máxime si decidiese ejercitarse el aumento dentro de los tres meses de 

concluido el contrato, justo el mismo lapso en el que se configura la presunción de 

desdoblamiento
104

. No solo se vulneraría la prohibición de desdoblamiento en este caso, 

sino también la competencia del funcionario, quien adjudicaría por sobre el monto que 

habilita su facultad. Cualquier similitud con la realidad, es pura coincidencia. 

                                                           
103

 Cfr. Dictamen ONC Nº 59 de fecha 18-marzo-2013. En la misma línea, Dictámenes ONC Nº 217 de 

fecha 19-julio-2013, 412 de fecha 18-noviembre-2013, 298 de fecha 8-agosto-2014. 427 de fecha 4-nov-

2014, todos ellos en “Compendio…”, págs. 326-335.  
104

 Cfr. Artículo 30, Decreto Nº 1.030/16: “[…] Se presumirá que existe desdoblamiento, del que serán 

responsables los funcionarios que hubieran autorizado y aprobado los respectivos procedimientos de 

selección, cuando dentro de un lapso de TRES (3) meses contados a partir del primer día de una 

convocatoria se realice otra o varias convocatorias para adquirir los mismos bienes o servicios, sin que 

previamente se documenten las razones que lo justifiquen”.  
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De modo que el aumento, e incluso la prórroga, aunque con algún cuidado 

mayor (ya que puede recordarse que se encuentra prevista), se tornan en mecanismos 

autorizados por la propia norma, para saltear la prohibición que ella misma alerta. 

Aunque no debe olvidarse, que el principal resguardo que las prerrogativas deben 

considerar, es la igualdad en la participación de los oferentes y potenciales.  

Debe advertirse que el no contemplar la eventual ampliación en el monto 

estimado total del contrato ab initio, también podría dar lugar a eludir el Régimen del 

Sistema de Precios Testigo instaurado mediante Resolución de la Sindicatura General 

de la Nación Nº 36/2017 y de aplicación obligatoria cuando el monto estimado de la 

compra o contratación sea igual o superior a CUATRO MIL MÓDULOS (4.000 M), sin 

distinción del procedimiento de selección empleado por el contratante, actualmente 

equivalente a la suma de PESOS CUATRO MILLONES ($ 4.000.000.-)
105

. 

VI.3.2. Interjuego entre prórroga y ampliación  

Otro punto relevante, es la relación mutua entre la prorroga y ampliación. Debe 

partirse de la base que todo contrato de prestación de servicios de cumplimiento 

sucesivo o de ejecución continuada, podrá ser pasible de ambos, aumento y prórroga. 

Con claridad, las prerrogativas de la Administración de carácter unilateral, deben ser de 

uso restrictivo, por lo que su uso combinado debe revestirse de extremo cuidado. En lo 

que hace a la prórroga, el inciso g) primer párrafo del Artículo 12 del Decreto Nº 

1.023/01, limita expresamente su utilización cuando se hubiere utilizado la prerrogativa 

del inciso b) de igual artículo, trátase éste de la ampliación y/o disminución. La 

reglamentación por su parte, restringe la limitación a los casos de ampliación, 

extendiendo su alcance a los límites superiores al 20%. Sin perjuicio del rechazo a la 

extensión que efectúa la reglamentación, que se ha expuesto anteriormente, resulta 

razonable que la limitación introducida en el Decreto delegado Nº 1.023/2001 haya sido 

pensada para los casos de ampliación, ya que en tal supuesto podría encontrarse una 

colisión inaceptable, al operar una suerte de “doble aumento” propiciando burlar todos 

los limites tolerados para la prerrogativa. Aún así, de rigor es advertir que la distinción 

no surge expresamente de la norma. Prima facie entonces, aumentada una prestación, 

no será pasible de prórroga. 

                                                           
105

 Cfr. el valor del MÓDULO fijado por el Artículo 28° del Decreto N° 1.030/ 2016 en PESOS UN MIL 

($ 1.000). 
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Al reverso no existe igual previsión. Es de notar, que la prestación prorrogada 

podría ser ampliada. Así lo dispone el inciso a) en su apartado 4º, del Artículo 100 del 

Decreto Nº 1.030/16. La lógica conduciría en el camino de pensar que, de vedar la 

acumulación de prerrogativas en un sentido, también debió efectuarse en otro. Se 

hubiese esperado igual trato respecto del aumento. Desde un examen preliminar, y aun 

en mayor profundidad, no puede esbozarse divorcio entre una y otra circunstancia. 

Aunque sin embargo, el 1.023/01 guarda silencio al respecto. Recién la reglamentación 

del Decreto Nº 1.030/16, introduce al periodo de contrato prorrogado dentro de los 

supuestos de ampliación. ¿En exceso, por defecto? No surge con claridad. Aunque el 

principio de vinculación positiva de la Administración al ordenamiento jurídico, exige 

que toda prerrogativa, como el límite a ella, se encuentre expresamente prevista en la 

norma. 

Se ha entendido que: “[…] la importancia de esta distinción radica en que, en el 

marco de lo que dispone el dec. 1023/2001, es claro que el contrato nunca debería 

ampliarse en más de un 20%. En efecto, si primero procede la prorroga y luego la 

ampliación (y no a la inversa, porque el ejercicio de una potestad invalida la otra), el 

contrato nunca podría aumentarse en más del límite señalado”
106

. 

En un ejercicio de análisis más profundo del entramado de ambos institutos, 

autores destacados en la materia
107

 han planteado el interrogante respecto a si un 

contrato ampliado en hasta un 20%, prorrogado posteriormente, podría volver a 

ampliarse durante la ejecución de la prorroga y, en su caso, qué porcentaje de aumento 

contractual aplicaría. Al respecto, en línea con el planteo de los autores, me remito a las 

observaciones ya efectuadas, en punto a que, en respeto al régimen contractual 

instituido por el Decreto delegado, no resulta conducente una ampliación de hasta un 

35%, así como tampoco resulta posible prorrogar un contrato ya ampliado (o 

disminuido). Sin embargo, en el hipotético caso que se hubiesen verificado alguno de 

los extremos, mal podría propugnarse la rehabilitación de los porcentajes 

modificatorios, sobre el contrato prorrogado, ya que, en definitiva, significaría 

reconocer un aumento del 40 %, 55 % o superior.   

 

                                                           
106

 REJTMAN FARAH  – SANTORO, op. cit. “Régimen de…”, en CICERO (Directora), op. cit. Legislación 

usual…, pág. 156. 
107

 Ibidem, pág. 157. 
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VI.3.3. Acto administrativo y autoridad competente 

Sin desconocer que la próxima aclaración puede suponerse que corresponde al 

terreno de  la obviedad, debe resaltarse que tanto la prórroga como la ampliación y 

disminución deben disponerse por acto administrativo integrado por todos sus 

elementos y caracteres y efectos. Vale la aclaración, en tanto las prerrogativas 

señaladas, no forman parte de la enumeración del Artículo 11 del RCAN que en una 

enunciación no taxativa, lista aquellas actuaciones que deberán adoptarse mediante la 

formalidad de un Acto Administrativo.  

Sin embargo, la utilización de las prerrogativas de modificación, tienen efectos 

directos e inmediatos en los administrados, por lo que no cabe duda que integran 

aquellas actuaciones que “por su importancia así lo hicieren necesario”
108

, en efecto, el 

dictado de Acto Administrativo. La prerrogativas aquí abordadas, se encuentran 

configuradas como de unilateral ejercicio por el Estado (a excepción de aquella que 

supera el porcentaje del 20%), sin perjuicio de lo cual, a los fines de que exteriorice su 

voluntad, se presenta como ineludible la emisión de un Acto Administrativo orientado 

en tal sentido, cuya validez y eficacia, en la esfera nacional, se encuentran regidas 

principalmente por la Ley Nº 19.549
109

. Es una exigencia en nuestro ordenamiento 

jurídico que toda actuación material que practique la Administración, en la medida en 

que incida en la esfera de los particulares, deba estar precedida de una declaración 

formalizada a través de un acto administrativo
110

. 

En lo que respecta a la autoridad competente para disponer la prórroga, 

ampliación o disminución en su caso, el Artículo 9° del Decreto Nº 1.030/16, no hace 

más que corroborar lo expuesto precedentemente, y confirmar que “[…] La autoridad 

con competencia para dictar los actos administrativos de aprobación de ampliaciones, 

disminuciones, prórrogas, […], será la que haya dictado el acto administrativo de 

adjudicación o la autoridad en la que se hubiese delegado tal facultad”. En esencia, el 

RRCAN ha adoptado la tesis que propugna el paralelismo de competencias para este 

                                                           
108

 Cfr. Artículo 11 del Decreto Nº 1.023/2001. 
109

 Cfr. Dictamen ONC Nº 212 de fecha 30-mayo-2014 en “Compendio…”, págs. 20- 24. 
110

 Cfr. Dictamen ONC Nº 214 de fecha 2-jun-2014 en “Compendio…”, pág. 24. Posteriormente recogido 

en Dictamen ONC Nº 41 de fecha 19-abril-2016. 
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tipo de disposiciones, al igual que lo preveía la anterior reglamentación, distanciándose 

de la solución que adoptaba su antecesor Decreto Nº 436/00
111

. 

VI.3.4. Garantías 

Otro aspecto poco tratado en relación a las facultades modificatorias reside en 

las Garantías. En su especie, surge el interrogante respecto a si la garantía de 

mantenimiento de oferta, prevista en el Articulo 78 inciso a) del Decreto N° 1.030/16 en 

un CINCO POR CIENTO (5%) del monto total de la oferta, debe calcularse sobre el 

plazo del contrato inicial o además debe considerarse el periodo de prórroga. A este 

respecto, no puede interrogarse en el mismo sentido el caso de la ampliación, atento 

que, como se expuso previamente, no es pasible de previsión en el Pliego de Bases y 

Condiciones de la contratación. De hecho, el Articulo citado contempla específicamente 

los casos de cotizaciones con descuentos, alternativas o variantes, en el que arriba a la 

solución de constituir garantía “sobre el mayor monto propuesto”, mientras que nada 

dice acerca de los supuestos de prórroga o ampliación.  

En vigencia del reglamento aprobado por Decreto Nº 893/2012, el Órgano 

Rector en la materia emitió la Comunicación General ONC Nº 12 del 16 de julio de 

2014
112

, en la que concluyo que: “el CINCO POR CIENTO (5%) del monto total de la 

oferta […] debe calcularse únicamente sobre el plazo original del contrato”, solución 

que sería reeditable bajo la vigencia del actual Decreto N° 1.030/2016. 

Otra de las especies garantía se prevé en el inciso b) del Artículo 78 del Decreto 

reglamentario antes citado. Allí se erige la denominada garantía de cumplimiento del 

contrato, por el DIEZ POR CIENTO (10%) del monto total del contrato. Otra vez, nada 

se aclara respecto a las situaciones de eventual prórroga, ampliación o disminución, en 

las cuales, una interpretación armónica  y razonable, indicaría adecuar el monto 

garantizado en proporción a la modificación contractual efectuada. En este sentido, en 

miras a atender la prescripción de que “Todas las garantías deberán cubrir el total 

cumplimiento de las obligaciones contraídas, debiendo constituirse en forma 

                                                           
111

  El Artículo 99 del Decreto Nº 436/2000 preveía que la autoridad facultada para aprobar alguna de las 

opciones a favor de la Administración, sería aquella competente de acuerdo con el monto de la diferencia 

de aumento, disminución o prórroga.  
112

 Puede consultarse en “Compendio Normativo sobre el régimen de contrataciones de la Administración 

Nacional” elaborado por la ONC, Año 2015, pág. 219 en 

https://www.argentinacompra.gov.ar/prod/onc/sitio/Paginas/Contenido/FrontEnd/documentos/Compendio

_Normativo_2015.pdf (disponible al 20/11/2017). 

https://www.argentinacompra.gov.ar/prod/onc/sitio/Paginas/Contenido/FrontEnd/documentos/Compendio_Normativo_2015.pdf
https://www.argentinacompra.gov.ar/prod/onc/sitio/Paginas/Contenido/FrontEnd/documentos/Compendio_Normativo_2015.pdf


Página 49 de 204 

 

independiente para cada procedimiento de selección”
113

, podría entenderse que el 

Artículo 77 del Decreto N° 1.030/16, que establece el modo de integración de la 

garantía de cumplimiento de contrato, resulta plenamente aplicable al caso de una 

modificación contractual. Es decir, si el cocontratante debe integrar la garantía de 

cumplimiento del contrato dentro del plazo de CINCO (5) días de recibida la orden de 

compra o de la firma del contrato, por el monto resultante de la aplicación del DIEZ 

POR CIENTO (10%) de aquellos instrumentos, también deberá integrarla por igual 

porcentaje, en el mismo término desde recibida la orden de compra o firmado el 

contrato de ampliación o prórroga. De igual modo, el cocontratante se convertiría en 

acreedor de la Administración por el monto proporcional de la disminución, en su caso.  

VI.4. Notas de Derecho Comparado local 

Si de prerrogativas se trata, en el ámbito de la jurisdicción de la Ciudad 

Autónoma, el Artículo 119 de la Ley Nº 2095, en su parte pertinente, establece la 

facultad del organismo contratante de: “I) Aumentar o disminuir el total adjudicado 

hasta un veinte por ciento (20%) de su valor original […]. En los casos en que resulte 

imprescindible para el organismo contratante el aumento o la disminución podrán 

exceder el veinte por ciento (20%), y se deberá requerir la conformidad del co-

contratante. […] En ningún caso las ampliaciones o disminuciones podrán exceder del 

cincuenta por ciento (50%) del monto total del contrato, aun con consentimiento del co-

contratante”. Al mismo tiempo, erige la facultad de: “Prorrogar cuando así se hubiese 

previsto en el Pliego de Bases y Condiciones Particulares, los contratos de suministros 

de cumplimiento sucesivo o de prestación de servicios, a su vencimiento, por un plazo 

igual o menor del contrato inicial, no pudiendo el plazo de la prórroga superar al plazo 

de vigencia original del contrato”. 

Nótese que al igual que el régimen a nivel nacional, y aun con mayor amplitud 

en los porcentajes, se brinda potestad a la Administración contratante de ampliar, 

disminuir y prorrogar los contratos. Sin embargo, la observación efectuada a lo largo del 

presente respecto del mecanismo instaurado a nivel nacional en punto a ampliar el 

contrato por sobre el porcentaje del 20% previsto en la norma, pierde sustento de cara a 

la normativa de la Ciudad de Buenos Aires. No resulta un dato de menor envergadura, 

el hecho que las facultades modificatorias en todo su alcance, en su vertiente unilateral 
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 Cfr. Artículo 39 del Pliego Único de Bases y Condiciones Generales del RCAN. 
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y con conformidad del cocontratante, hasta el máximo del porcentaje permitido, se 

encuentran contempladas en una norma de rango legal, por lo que todas las 

competencias allí previstas se encuentran habilitadas respecto del órgano contratante. 

Lo que en apariencia podría resultar una mera distinción instrumental, de técnica 

legislativa, supone en verdad la columna vertebral que valida el régimen, que lo 

sustenta, le da sentido y un marco apropiado de juridicidad.  

En lo que hace a la oportunidad del ejercicio de las prerrogativas mencionadas –

otro de los puntos controversiales a nivel nacional-, no caben dudas que las potestades 

del organismo contratante pueden ejercerse “Una vez perfeccionado el contrato”
114

. No 

se encuentra replicada la posibilidad de efectuar modificaciones ni antes del 

perfeccionamiento del contrato, ni extinguido, como si podría pensarse a nivel nacional.   

 

CAPÍTULO VII: GARANTÍAS DE IMPUGNACIÓN 

Existe otro instituto incorporado por el nuevo RRCAN
115

, que trasluce una 

discusión más profunda de fondo. Las garantías, en particular, la del tipo garantía de 

impugnación. El Decreto N° 1023/2001 reza en su Artículo 31: “Para garantizar el 

cumplimiento de sus obligaciones los oferentes y adjudicatarios deberán constituir 

garantías o contra-garantías por anticipos otorgados por la Administración Nacional, en 

las formas y por los montos que establezca la reglamentación o los pliegos, con las 

excepciones que aquélla determine”. Va de suyo que el artículo transcripto difiere la 

definición de los tipos, formas de constitución, montos de garantía y excepciones a su 

constitución, a la reglamentación que se dicte al respecto y a las normas 

complementarias que de él se deriven. Aunque no quedan dudas respecto a que las 

garantías se afectan al cumplimiento de las obligaciones de oferentes y adjudicatarios.  

                                                           
114

 Cfr. Artículo 119 de la Ley N° 2.095 de la CABA. 
115

 A rigor de verdad, el instituto ya se encontraba regulado en el anterior RRCAN, aprobado por Decreto 

N° 893/2012 en sus Artículos 93, 94, 100 incisos d) y e), 152. Aunque en lo respectivo a la garantía de 

impugnación, establecía ciertos requisitos para la procedencia de su constitución, a diferencia de lo que 

sucede actualmente, como se verá. El reglamento que precedió esta norma, Decreto Nº 436/2000, no 

contenía similar previsión. Sin embargo, cabe mencionar que este instituto había tenido aplicación en el 

marco de la reglamentación de la Ley de Reforma del Estado Nº 23.696, aprobada por Decreto Nº 

1105/1989 para los procesos de privatización.    
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Así, en cumplimiento de la manda impuesta por la norma de fondo, el RRCAN 

determina las clases y los modos de constitución
116

 de las garantías de mantenimiento 

de oferta, cumplimiento de contrato, contragarantía y en lo que aquí interesa, 

impugnación. En los lineamientos de definición de esta figura, se establece que los 

oferentes podrán impugnar el dictamen de evaluación dentro del plazo de TRES (3) días 

de su comunicación. En el caso de aquellos que no revistan tal calidad, tienen la 

facultad de impugnarlo dentro del mismo plazo de TRES (3) días, pero de su difusión 

en el sitio de internet de la ONC o en el sitio de internet del sistema electrónico de 

contrataciones. En ambos casos, aclara la cláusula, previa integración de la garantía 

regulada en el artículo 78, inciso d) del presente reglamento
117

. 

Así, el Artículo 78 citado comienza cargando a los participantes de 

procedimientos de contratación de la siguiente obligación: “Los oferentes o los 

cocontratantes deberán constituir garantías […]” encontrando en los incisos d) y e) las 

de impugnación al dictamen de evaluación de las ofertas y de preselección, 

respectivamente. La primera se fija en un TRES POR CIENTO (3%) del monto de la 

oferta del renglón o los renglones en cuyo favor se hubiere aconsejado adjudicar el 

contrato. En el caso de la garantía de impugnación al dictamen de preselección en los 

procedimientos de etapa múltiple, se constituye por el monto determinado por la 

jurisdicción o entidad contratante en el Pliego de Bases y Condiciones Particulares. A 

modo complementario, el Pliego Único de Bases y Condiciones Generales, brinda las 

pautas de constitución de la garantía en su Artículo 32, concluyendo que será 

reintegrada al impugnante sólo en caso de que la impugnación sea resuelta 

favorablemente. 

Luego del breve análisis del marco normativo existente sobre la materia, resulta 

oportuno volver al comienzo. Allí en el cual el RCAN plantea: “Para garantizar el 

cumplimiento de sus obligaciones los oferentes y adjudicatarios deberán constituir 

garantías […]”
118

. Esa frase introductoria dispara un análisis algo más profundo y 

complejo. Porque acaso, ¿puede considerarse a la “impugnación” técnicamente una 

obligación? No ofrece reparos pensar que el mantenimiento de la oferta por el plazo 

                                                           
116

 Ello a través del Título III, en su Capítulo único, “Garantías” Decreto N° 1.030/2016.  
117

 Cfr. Artículo 73 del Decreto N° 1.030/2016. En esta sintonía,  Disposiciones ONC N° 62/2016, 

63/2016 y 65/2016. 
118

 Cfr. Artículo 31  del Decreto Nº 1.023/2001. 



Página 52 de 204 

 

normativamente exigido es una obligación del oferente que voluntariamente decide 

participar de un procedimiento de selección en pleno conocimiento de sus reglas
119

, y 

coligado con la obligación de mantener inmodificada la oferta al vencimiento del plazo 

para presentarla
120

. Tampoco los ofrece el cumplimiento del contrato, que es en esencia 

la principal obligación del cocontratante o adjudicatario y que resulta inherente al 

perfeccionamiento del mismo en el marco de este régimen (o de cualquier otro en el que 

se celebren acuerdos de cualquier carácter). Así lo plasma el Decreto N° 1.023/2001 en 

su Artículo 13 “Facultades y obligaciones de los cocontratantes”, a modo de declaración 

sobreabundante: “[…] el cocontratante tendrá: […] b) La obligación de ejecutar el 

contrato por sí […], c) La obligación de cumplir las prestaciones por sí en todas las 

circunstancias […]”. De este modo puede confirmarse, “Resultarían inútiles todas las 

previsiones adoptadas en el marco del procedimiento para la selección del contratista 

estatal, de riguroso cumplimiento […] si el contratista pudiera luego eximirse del 

cumplimiento de sus obligaciones cediéndoselas a un tercero”
121

. La jurisprudencia ha 

esbozado que esta garantía “[…] cumple aquella esencial y autónoma finalidad de 

compulsión al cumplimiento para cautelar enérgicamente el interés económico general 

en que el contrato se cumpla tal como exactamente se previó en sus cláusulas”
122

. A 

modo comparativo, también lo ha entendido de ese modo, el máximo organismo asesor 

del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, al expresar que: “La garantía de 

adjudicación tiene por objeto precaver a la Administración de posibles incumplimientos 

durante la ejecución del contrato. Sirve a una finalidad estrictamente compulsiva del 

contratante para asegurar, antes que cualquier indemnización de daños por 

incumplimiento, la estricta ejecución de las obligaciones asumidas”
123

. 

Los supuestos antes referenciados conforman obligaciones de los oferentes y/o 

aquellos luego devenidos en adjudicatarios en el marco de su participación en un 

                                                           
119

 Cfr. Artículo 54 del Decreto N° 1.030/2016. 
120

 Cfr. Artículo 53 del Decreto Nº 1030/2016. 
121

 REJTMAN FARAH  – SANTORO, op. cit. “Régimen de…”, en CICERO (Directora), op. cit. Legislación 

usual…, pág. 163. 
122

 CNCom., Sala E, 6/4/1984, “Industrias Llave , S.A. y Agraria –en liquidación- c. Contreras y Cía., 

Víctor M.S.A.” (del voto del doctor Boggiano), La Ley, AR/JUR/876/1984.  
123

 Cfr. DROMI, José Roberto, Licitación Pública,  Editorial Ciudad Argentina, Buenos Aires, 1999, pág. 

349 citado en Dictamen PG  C.A.B.A.  Nº IF-2016-10855027-DPGAAPYF de fecha 15-abril-2016 en  

“Compendio Temático de Dictámenes de la Procuración General de Buenos Aires. Año 2016. Sumarios 

de Doctrinas”, pág. 23 en 

http://www.buenosaires.gob.ar/sites/gcaba/files/compendio_dictamenes_pg_gcba_2016.pdf (disponible al 

20/11/2017). 
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procedimiento de selección reglado normativamente y con carácter recíproco a las 

obligaciones que por su parte también se encuentran a cargo de la autoridad 

administrativa. En ese contexto, la exigencia de las respectivas garantías de 

mantenimiento de oferta y cumplimiento de contrato, vienen a brindar seguridad y un 

compromiso de cumplimiento efectivo, que en caso contrario, podrá acarrear las 

consecuentes penalidades y sanciones que el régimen prevé. Igual análisis puede 

aplicarse al caso de las contragarantías por pago adelantado, ya que suponen un 

compromiso de cumplimiento del contrato, aun al mayor riesgo de anticipar la 

contraprestación de pago por parte de la Administración.  

Ahora bien, el caso de la impugnación, presenta otro panorama. Resulta más 

complejo sostener, en la inteligencia que se viene desarrollando, que la impugnación es 

una obligación que debe ser garantizada para aminorar el riesgo en el procedimiento de 

selección, cuyo natural corolario resulta la elección de un cocontratante y 

perfeccionamiento del contrato. Es que aquí no se trata de proteger el curso del 

procedimiento o el contrato en sentido estricto. La impugnación parece pertenecer más 

bien a la naturaleza de los derechos. ¿O acaso no supone el reconocimiento del debido 

procedimiento administrativo, y en él, la protección misma del derecho a ser oído? En 

este giro inesperado de interpretación, más podría afirmarse que la facultad de impugnar 

conforma el universo de las “garantías del administrado”, que en su caso, la 

Administración es quien está llamada a garantizar. 

Prima facie entonces, esta clase de garantía instaurada por el Decreto Nº 

1.030/2016, no parece tener fuente en el Régimen previsto en el Decreto Nº 1.023/2001. 

Tampoco resulta correcto acogerla con beneplácito a la luz de las previsiones del 

Artículo 30 del régimen mencionado, que dice: “La reglamentación deberá prever 

cuáles actuaciones podrán ser susceptibles de observaciones o impugnaciones, el trámite 

que se dará a ellas y los requisitos para su procedencia formal. Toda observación, 

impugnación, reclamo o presentación similar que se efectúe fuera de lo previsto en la 

reglamentación no tendrá efectos suspensivos y se tramitará de acuerdo a lo que 

determine dicha reglamentación”. El requisito de afianzar la impugnación al dictamen 

de evaluación o preselección de ofertas, etapa prevista en la reglamentación, bajo 

ninguna circunstancia podrá considerarse un requisito formal. Más bien resulta un 

obstáculo económico que incide directamente sobre los principios sustanciales de todo 
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procedimiento administrativo -como seguidamente se verá- retaceando o recortando en 

definitiva, el acceso mismo a la impugnación, que en efecto, no suspende el trámite del 

procedimiento de contratación. Abona a esta posición, el hecho que el acto de 

adjudicación, acto definitivo y conclusivo del iter contractual, cuya impugnación va por 

los cauces de la Ley de Procedimiento Administrativo Nº 19.549, no está sujeta a pago 

previo de ningún tipo; mientras que el dictamen de evaluación, que se inscribe dentro 

del género de actos preparatorios de la voluntad administrativa, si lo requiere. Algo de 

la lógica y praxis jurídica, hace ruido aquí.  

Tampoco puede brindar sustento la llamada “teoría del sometimiento 

voluntario”, ya que “[…] la presentación de la oferta –aun cuando exista una cláusula 

que disponga que ello supone aceptar la totalidad del régimen jurídico aplicable– no 

subsana o purga la ilegitimidad determinante de una nulidad absoluta o 

inconstitucionalidad intrínseca de la reglamentación o la ley. Y prueba de ello es que la 

ilegitimidad del reglamento o inconstitucionalidad de la ley debería ser declarada de 

oficio por la Administración o el juez […], a pesar del silencio de las partes”
124

. 

Por su parte, la instauración de la figura de la garantía de impugnación en el 

marco de las contrataciones, pone en jaque el libre ejercicio de peticionar las 

autoridades, el principio de gratuidad
125

, estandarte del procedimiento administrativo, y 

atenta asimismo con el reconocimiento del Administrado como colaborador de la 

Administración, en este caso, en su faz de contratista del Estado
126

. La inclusión de la 

exigencia de estas garantías viola también, principios formadores del procedimiento 

administrativo, entre ellos el de legalidad objetiva y verdad material, consecuencia de 

los cuales, vale la pena recordar, se debe considerar al impugnante como un colaborador 

                                                           
124

 COMADIRA, Julio Pablo, “Reflexiones sobre la teoría del sometimiento voluntario a un régimen 

jurídico como límite al control judicial de constitucionalidad o juridicidad”, en AA. VV., Cuestiones de 

control de la Administración pública, Jornadas organizadas por la Universidad Austral, Facultad de 

Derecho, Ediciones Rap, Buenos Aires, 2010, pág. 125. 
125

 Así lo entendió la PTN conforme Dictámenes 257:151, virando el criterio que venía sosteniendo, en el 

que avalaba la inclusión de las garantías de este tipo (cfr. Dictámenes 202:151). Se plantea allí mismo 

también, que en definitiva, el reintegro del depósito al impugnante quedaría sujeto, a la voluntad y 

decisión del órgano cuyo acto se impugna. 
126

 Cfr. Dictámenes PTN 251:557, entre otros. 
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de la Administración
127

. Esta situación ha sido calificada -no en vano- como “paradojal  

y anómala”
128

. 

A través del procedimiento recursivo se pretende proteger no solo a quien 

impugna sino sobre todo mantener el imperio de la legalidad. De allí que exista un 

interés público en que se proceda a su sustanciación
129

. Desde esta óptica, el 

procedimiento administrativo, en el caso, en su especie contractual, opera como 

garantía. Siendo así, ¿Cómo puede admitirse que aquel instrumento pergeñado para 

garantizar los derechos de los administrados, en especie, contratistas – entendiendo la 

impugnación un aspecto natural de aquellos- pueda revertirse y volverse contra ellos, 

incluso hasta el extremo de exigirles garantizar ese derecho? Atinado es advertir 

entonces, que: “El procedimiento administrativo no puede constituir una carrera de 

obstáculos, pues la Administración no defiende su interés particular ni el de los 

funcionarios, sino el comunitario”
130

.   

La doctrina no ha sido pacifica respecto a este tema. Algunos autores se 

pronuncian a favor, entendiendo, entre otros motivos, que “[…] su imposición 

resguarda la seriedad de las presentaciones evitando dilaciones innecesarias del trámite, 

derivadas de impugnaciones inoportunas, imprudentes, irreflexivas o directamente 

temerarias”
131

. Para otros autores, exigir garantías de impugnación no resulta 

compatible con la transparencia que debe signar la actuación estatal
132

, atenta contra la 

garantía de defensa en juicio o el principio de gratuidad. En este sentido, resulta posible 

vislumbrar su incompatibilidad con los principios generales que informan el 

                                                           
127

 REJTMAN FARAH  – SANTORO, op. cit. “Régimen de…”, en CICERO (Directora), op. cit. Legislación 

usual…, pág. 387. En el mismo sentido, CSJN, 24/04/1986, “Durusse de Fernandez, Graciela B. c/ 

Provincia de Santa Fe s/ recurso contencioso administrativo de plena Jurisdicción". 
128

 REJTMAN FARAH, op. cit. Régimen de…, pág. 153. 
129

 GORDILLO, Agustín A., Tratado de derecho administrativo y obras selectas, t. 2, 1ª ed., F.D.A., 

Buenos Aires, 2014, Cap. IX, apartado 14, pág. IX-41 en http://www.gordillo.com/tomo2.php (disponible 

al 20/11/2017). 
130

 SCMendoza, Sala I, 12/3/91, “Sejanovich”, LL, 1991-D-37 citado en HUTCHINSON, op. cit. Régimen 

de…, pág. 45. 
131

 MONTI, Laura M., “Las categorías jurídicas de la preadjudicación y la precalificación en el ámbito de 

la licitación pública”, La Ley 2000-C, pág. 112, comentario al fallo “Finmeccánica  Spa Aérea Alenia 

Difesa c. Ministerio de Defensa” (La Ley, 2000-C, 113). En esta misma línea, se enrola Alfredo S. 

GUSMAN, entre otros.   
132

 Cfr. lo señala COMADIRA, Julio Rodolfo, “Algunos aspectos de la licitación pública”, en AA.VV., 

Contratos Administrativos, Jornadas organizadas por la Universidad Austral, Facultad de Derecho, 

Ciencias de la Administración, Buenos Aires, 2000, pág. 325.   

http://www.gordillo.com/tomo2.php
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procedimiento administrativo, al que el régimen de contrataciones del sector público se 

debe sujetar
133

 sin matices. 

Otro de los principios basilares que podría encontrar afectación en el instituto 

bajo estudio, es la tutela administrativa efectiva. En este sentido, la jurisprudencia de la 

Corte Suprema de Justicia de la Nación ha receptado en un fallo paradigmático 

“Astorga Bracht, Sergio y otro c. Comité Federal de Radiodifusión”
134

, el fundamento 

de la tutela, entre otros, en el consid. 7mo: “[….] la garantía [….] que requiere, por 

sobre todas las cosas, que no se prive a nadie arbitrariamente de la adecuada y oportuna 

tutela de los derechos que pudieren eventualmente asistirle sino por medio de un 

proceso -o procedimiento- conducido en legal forma y que concluya con el dictado de 

una sentencia -o decisión- fundada”. De modo que se propende a eliminar todos 

aquellos obstáculos, ya sean culturales, materiales, económicos que impidan ejercer la 

debida defensa de los derechos, como garantía ante la Administración, obstáculo del que 

la garantía en estudio, parece constituir un claro exponente. 

En este escenario, sin perjuicio de advertir que la obligatoriedad de este tipo de 

garantías avasalla principios constitucionales y administrativos elementales, debe 

concluirse además, que esta figura, que aporta un obstáculo para el ejercicio de los 

derechos del Administrado cocontratante, no ha sido habilitada por el marco legal 

instaurado por el Decreto delegado N° 1023/2001
135

. 

VII.1. Notas de Derecho Comparado local 

Ahondando en la regulación que a este respecto brinda la legislación de la 

C.A.B.A., debe mencionarse que la Ley N° 2095, prevé en su Capítulo V, Artículo 101, 

además de la constitución de garantías de mantenimiento de oferta, cumplimiento del 

contrato y contra garantía, las de: impugnación al Pliego de Bases y Condiciones, 

impugnación a la preselección/precalificación para el caso de licitaciones de etapa 

múltiple e impugnación a la preadjudicación de las ofertas. Asimismo, agrega que “Los 

Pliegos de Bases y Condiciones Particulares podrán fijar otras garantías tomando en 

cuenta las características y naturaleza de las obligaciones que emanen de la respectiva 
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 DRUETTA, Ricarto T., “Garantía de impugnación en los procesos de selección del cocontratante. Su 

incompatibilidad con los principios fundamentales del procedimiento administrativo”, en AA.VV., 

Procedimiento Administrativo, Jornadas organizadas por la Universidad Austral, Facultad de Derecho, 

Ciencias de la Administración, Buenos Aires, 1998, págs. 23-28. 
134

 CSJN, 14/10/2004, “Astorga Bracht, Sergio y otro c. Comité Federal de Radiodifusión”. 
135

 Resulta interesante ver al respecto Dictámenes PTN 257:251. 
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contratación”. Como puede vislumbrarse, el régimen local recoge en su seno las 

garantías de impugnación, al igual que el régimen nacional. Incluso innova en lo 

relativo a la garantía para los casos de “impugnación al Pliego de Bases y Condiciones”, 

que –afortunadamente, si se me permite el juicio a tenor de lo ya expuesto- hasta el 

momento no ha sido reproducida en el régimen a nivel nacional. 

Sin perjuicio, cabe realizar dos consideraciones. Por un lado, debe recordarse 

que el instituto en tratamiento ha sido incorporado al régimen de la Ciudad a través de la 

Ley que regula la materia, lo que en este punto, descarga el reproche respecto a los 

excesos reglamentarios endilgados al Decreto N° 1.030/2016 sobre el RCAN en el 

ámbito nacional. De todos modos, ello no empece a que se mantengan en un todo las 

observaciones realizadas sobre el fenómeno mismo de la garantía de impugnación en 

flagrante contradicción con los principios generales y específicos de Derecho 

administrativo, que aquí se dan por reproducidos. 

 

- IV - 

REFLEXIONES A MODO DE CIERRE 

 

En un acercamiento a la conclusión de este trabajo, quisiera retomar los 

lineamientos vertidos al iniciar este trayecto, en el que centré al bien común como aquél 

horizonte que el régimen de contrataciones perseguía, aquello que mediante las 

herramientas desplegadas en la norma, pretendía alcanzar para satisfacer las necesidades 

del pueblo.  Desde esa perspectiva inicial, se sostuvo que el interés público “gobierna la 

índole práctica, continua y permanente de la actividad que, en cada caso, la 

Administración está llamada a adoptar en el marco vinculante de la juridicidad”
136

.  

En ese propósito, me propuse adentrar en la normativa que instaura el RCAN, 

contemplando en su conjunto toda la dispersión normativa en la materia. 

Particularmente, en lo que refiere al análisis de la reglamentación, debe recordarse que 

la misma esta llamada a “establecer condiciones, requisitos, limitaciones o distinciones 

que respeten el espíritu de la norma, sirvan razonablemente a su finalidad, y no rebasen 

el ámbito en que la interpretación es opinable y posible la solución entre varias 
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 SAMMARTINO, op. cit. Amparo y …, pág. 65.  



Página 58 de 204 

 

alternativas”
137

. Si bien esperaba que el régimen se erigiera en el reflejo palmario de los 

términos recién esbozados, encontré no obstante, algunas opacidades en él. Examinando 

el Decreto N° 1.030/2016 a través del prisma de los institutos abordados a lo largo del 

presente, advertí que alberga aspectos que desvirtúan el régimen. En claras palabras, las 

facultades modificatorias se presentan ampliadas cuantitativa y cualitativamente, al 

tiempo que extendidas en el tiempo; las compras electrónicas alteran el régimen de 

publicidad haciendo estragos incluso en la prelación normativa al respecto; y se 

adiciona la exigencia de afianzar el libre acceso a la impugnación. Utilicé los institutos 

seleccionados a modo de lupa para acercar la dinámica entre el RCAN y su reglamento, 

y descubrí que este último altera el régimen en puntos neurálgicos. Utilizando palabras 

del Dr. Sagüés, existe aquí una posible colisión entre un reglamento ejecutivo y la ley 

reglamentada que podrían encontrarse en la situación de desnaturalización de la ley 

(violación del espíritu y finalidad de la ley) o exceso reglamentario strictu sensu 

(invasión por medio del reglamento ejecutivo de áreas asignadas constitucionalmente al 

Poder Legislativo), los que constituyen los dos vicios constitucionales específicos de los 

reglamentos ejecutivos
138

. 

La esencia de la ley es su carácter soberano en la creación de Derecho; pero tal 

soberanía  no puede reconocerse a una norma de rango inferior, como es el reglamento. 

La ley se legitima por el hecho de ser producto de la voluntad directa de la comunidad, 

expresión de la soberanía popular, formada como resultado de un debate y votación 

mayoritaria, con intervención de los representantes de las distintas expresiones políticas 

del pueblo. El Reglamento no puede presentarse como voluntad de la comunidad, 

porque la Administración no es su representante directo
139

, lo que resulta un escollo 

insalvable. 

Las figuras tratadas, son apenas una vidriera, una muestra que visibiliza los 

síntomas de los que padece la norma, pero que en un examen profundo suponen un 

exceso en el ejercicio de la potestad atribuida al Poder Administrador, que desvirtuando 
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 CSJN, 10/4/90, “Juárez, Ruben F. y otro c. Ministerio de Trabajo y Seguridad Social-Dirección 

Nacional de Asociaciones Sindicales s/ accion de amparo”, J.63.XXII, (DT, 1990-A, 1170) citado en 

LYALL, Douglas H., “La potestad reglamentaria de la Administración”, La Ley-Suplemento de 

Jurisprudencia de Derecho Administrativo 748 (1999-E), del 29/10/99, comentario del Fallo Corte 

Suprema de Justicia de la Nacion (CS), 1999/08/19, “Franco, Ruben O. y otros c. Ministerio de Defensa”. 
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 SANTIAGO, op. cit. “Régimen constitucional…”, pág. 39. 
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 USLENGHI, Alejandro Juan, “Régimen jurídico de la potestad reglamentaria” en Acto administrativo y 

reglamentario, Ediciones RAP. Buenos Aires, 2002., págs. 487-488. 
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la norma delegada, hiere por su intermedio a la Norma Suprema, porque vale recordar 

que la potestad reglamentaria “se encuentra en el enclave mismo entre la Constitución y 

la Administración”
140

. Las facultades modificatorias, compras electrónicas y garantías 

de impugnación, resultan exponentes palmarios de la desvirtuación de la finalidad 

querida por el legislador (aun por conducto de la norma delegante), aunque demuestran 

al propio tiempo, el avasallamiento de principios generales del derecho, que quiebran 

ese preciado lazo entre la Constitución y la Administración.  

En el Estado Constitucional la actividad administrativa, sea ella de índole formal 

o material, está íntegramente vinculada a una pluralidad de fuentes, en cuyo vértice es 

dable situar a los principios generales del derecho
141

. En esa inteligencia, es de notar 

que cada uno de los institutos en los que me detuve a lo largo del desarrollo, deja 

huellas de algún principio –primariamente- a su paso –aunque secundariamente arrasa 

otros-. Y todos ellos, el principio de legalidad, el “bloque de legalidad”
142

. El Estado, 

actúe como fuere, siempre estará sujeto a la legalidad más estricta. Jamás la 

Administración podrá actuar extramuros de dicho principio
143

. No existe un correlato de 

cada instituto con algún principio, porque, en definitiva cualquier avasallamiento al 

régimen en materia de contratos públicos –como lo fuera al respecto de cualquier 

actividad desplegada por la Administración- supone la degradación de todos los 

principios constitucionales y administrativos que lo sustentan. Los principios generales 

del derecho operan también como límites al poder reglamentario por parte de la 

Administración cuyo ejercicio debe ajustarse a ellos, ya que un reglamento que 

conculca un principio configura el mismo tipo de invalidez que la violación de la ley
144

. 

Existe otro punto central. Se presenta como curioso, que habiendo sido 

recientemente modificada la reglamentación, lo que ciertamente constituyó una 

oportunidad de otorgarle “un nuevo comienzo”, se hayan reproducido y revitalizado los 

excesos que contenían las reglamentaciones previas. Resulta sumamente difícil atribuir 
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 BIANCHI, Alberto B., “Constitución y  Administración (una relación tensa y compleja)”, El Derecho 

(2004) 208-990, pág. 992. 
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 SAMMARTINO, op. cit. Amparo y …, pág. 163. 
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 Cfr. COVIELLO, Pedro José Jorge, “El criterio determinante del carácter administrativo de los 

Contratos”, en A.A.V.V., “La contratación administrativa en España e Iberoamérica”, Junta de Castilla y 

León, Londres, 2008, pág. 114. 
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pág. 296 en CASSAGNE, op. cit. Los grandes…, pág. 89-90.  
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esta situación al descuido, olvido o desconocimiento, sino más bien pareciera demostrar 

expresa voluntad de perpetuar la vigencia ilegítima de la norma reglamentaria. Porque 

mientras se dan aisladamente estos debates sobre la fundamentación de estas normas, en 

la dinámica diaria de la Administración Pública, se retienen prácticas como las 

señaladas, sin siquiera dudar acerca de su procedencia. “Lo importante pasa a ser la 

adhesión estrecha al reglamento y todo lo demás es secundario”
145

. Pero en apariencia, 

no ha logrado recogerse esa experiencia, lo que redunda en cierto desconcierto. 

En sólo algunas líneas, se ha intentado correr algunos velos, para que en el 

entendimiento que los principios constitucionales aplicados al Derecho Administrativo 

son en sí mismos, “objetivos de insoslayable respeto y, por ende, componentes del bien 

común”
146

, se persiga la gestión eficiente de los contratos públicos con apego a ellos. 

Porque la buena administración, supone entre otras cosas, contratar bien.  

Toda reflexión transita en el valioso ámbito de las ideas, aunque todos aquellos 

que, -como en mi caso y desde mi pequeño lugar- experimentamos la posibilidad de 

plasmarlo en palabras escritas, conservamos la aspiración de que esa reflexión tenga la 

virtualidad de despertar inquietudes de mejora. Un primer paso es visibilizar la realidad, 

echar luz sobre aquellas prácticas naturalizadas producto de normas internalizadas, 

abandonar por un momento las rutinas para comprender sus raíces, que es el modo de 

conocer y formar conciencia de la fisonomía del contrato hoy. Concluyo con la 

sensación que siempre pueden plantearse más y mejores desafíos, para acercar a 

institutos como el tratado en este trabajo, a su verdadera esencia. Paradójicamente, este 

es un mero despertar en un cierre final. Y en ese camino, me animo a esbozar que en 

miras al interés público –que no es sino la savia que recorre a la función 

administrativa
147

- se reclama una reforma normativa que permita elevar al contrato 

administrativo –preciada herramienta de gestión-  a “un auténtico derecho constitucional 

concretizado”
148

. 
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- V - 

ANEXO NORMATIVO 

 

REGIMEN DE CONTRATACIONES DE LA ADMINISTRACION NACIONAL 

Decreto 1023/2001 

Régimen General. Contrataciones Públicas Electrónicas. Contrataciones de Bienes y Servicios. Obras 

Públicas. Disposiciones Finales y Transitorias. 

Bs. As., 13/8/2001  

Publicada en el Boletín Oficial del 16-ago-2001 

 

VISTO el expediente N° 004/2001 del Registro de la SUBSECRETARIA DE LA GESTION PUBLICA 

dependiente de la SECRETARIA PARA LA MODERNIZACION DEL ESTADO de la JEFATURA DE 

GABINETE DE MINISTROS, por el cual tramita la aprobación del Régimen de Contrataciones de la 

Administración Nacional y la Ley N° 25.414, y 

CONSIDERANDO: 

Que por la ley citada en el VISTO el HONORABLE CONGRESO DE LA NACION delegó en el 

PODER EJECUTIVO NACIONAL, hasta el 1° de marzo del año 2002, el ejercicio de atribuciones 

legislativas en materias determinadas de su ámbito de administración y resultantes de la emergencia 

pública. 

Que, en todos los casos, las facultades delegadas tienden a fortalecer la competitividad de la economía o a 

mejorar la eficiencia de la Administración Nacional. 

Que, conforme surge del artículo 1° apartado II inciso e) de dicha ley, ésta, entre otros aspectos, tiene por 

objeto dar continuidad a la desregulación económica, derogando o modificando normas de rango 

legislativo de orden nacional que perjudiquen la competitividad de la economía. 

Que el incremento de la eficiencia en la gestión de las contrataciones estatales reviste un carácter 

estratégico por su impacto en el empleo, en la promoción del desarrollo de las empresas privadas y en la 

competitividad sistémica. 

Que el crecimiento competitivo en el actual contexto económico requiere que, tanto el sector público 

como el privado, adquieran, internalicen y utilicen de manera intensiva los nuevos conocimientos, 

metodologías y tecnologías. 

Que durante los CUARENTA Y CINCO (45) AÑOS sucedidos desde el dictado de la Ley de 

Contabilidad se fue poniendo de manifiesto, en forma creciente, su falta de adecuación a las cambiantes 

condiciones del contexto, siendo las circunstancias actuales sustancialmente diferentes a las existentes en 

la época de su entrada en vigencia. 

Que, en este orden de ideas, resulta pertinente sustituir los artículos 55 al 63 del Decreto Ley N° 23.354 

de fecha 31 de diciembre de 1956, ratificado por la Ley N° 14.467, vigente en función de lo establecido 

por el inciso a) del Artículo 137 de la Ley 24.156. 
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Que, tanto la evolución operada en dicho contexto, cuanto en las funciones propias del Poder 

Administrador llevaron, en su momento, al dictado de la Ley de Administración Financiera N° 24.156, en 

la cual se dispuso que el PODER EJECUTIVO NACIONAL debía presentar al Congreso un proyecto de 

Ley de Contrataciones del Estado, habiéndose presentado sucesivos proyectos de ley para regular las 

contrataciones públicas, no alcanzando ninguno de ellos sanción legislativa. 

Que dado el tiempo transcurrido sin que se alcanzara el objetivo propuesto y habida cuenta de los 

propósitos que inspiraron el dictado de la Ley N° 25.414, resulta procedente el dictado de una norma 

superadora del texto contenido en el del Capítulo VI de la Ley de Contabilidad adecuando, asimismo, el 

régimen de la Ley Nacional de Obras Públicas N° 13.064. 

Que los artículos 55 a 63 del Capítulo VI de la Ley de Contabilidad, relativos a las contrataciones 

estatales, vigentes en función de lo dispuesto por el artículo 137 inciso a) de la Ley N° 24.156, resultan en 

diversos casos contrarios al objeto que deben cumplir dichas contrataciones en relación con el propósito 

de incrementar la competitividad global de la economía nacional. 

Que las diversas previsiones del artículo 56 de la Ley de Contabilidad no posibilitan la utilización de 

métodos competitivos, afectando la transparencia de los procedimientos de selección. 

Que los plazos de anticipación fijados por el artículo 62 de la Ley resultan harto exiguos e impiden una 

adecuada concurrencia y competencia. 

Que a los efectos de dotar a la norma que se dicta de una amplia base consensual la JEFATURA DE 

GABINETE DE MINISTROS, a través de la SECRETARIA DE COORDINACION GENERAL, con el 

apoyo de la OFICINA ANTICORRUPCION dependiente del MINISTERIO DE JUSTICIA Y 

DERECHOS HUMANOS, y de la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES organizó una serie 

de consultas tanto en el ámbito de la Administración como en el del sector privado de la economía, así 

como también con los organismos internacionales con los que la Nación mantiene vínculos. 

Que, con el propósito de adecuar la normativa a las posibilidades del desarrollo científico y tecnológico 

operado en materia de comunicaciones e informática, se ha incluido un capítulo destinado a posibilitar las 

transacciones electrónicas, abriendo el camino hacia la previsible evolución que tendrán dichas materias 

en un futuro cercano. 

Que resulta necesaria la supresión de regímenes especiales aprobados por ley, a los efectos de dar 

uniformidad a los procedimientos de selección que emplean los distintos organismos, eliminándose así la 

limitación que significa, para la concurrencia de oferentes, la necesidad de conocer cada uno de los 

regímenes previo a la presentación de las ofertas, lo que encarece los costos de presentación y, en 

consecuencia, los precios que paga el Estado por los bienes y servicios que recibe. 

Que dicha uniformidad debe comprender, también, a los sistemas de identificación de bienes y servicios 

utilizados por los diversos organismos, de manera que la misma información sea utilizada por los 

proveedores y todas las jurisdicciones y entidades, e incorporada de una única manera en el sistema 

integrado de información financiera. 

Que el presente régimen de contrataciones tiene como meta acompañar la política de Estado en materia de 

transparencia y de lucha contra la corrupción. 
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Que el Servicio Jurídico Permanente de la JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS y la 

PROCURACION DEL TESORO DE LA NACION han tomado la intervención que les compete. 

Que la presente medida se dicta en virtud de las atribuciones conferidas por el artículo 1° inciso II, 

apartado e) de la Ley N° 25.414. 

 

Por ello, 

EL PRESIDENTE DE LA NACION ARGENTINA 

DECRETA: 

TITULO I 

DISPOSICIONES COMUNES 

CAPITULO I 

REGIMEN GENERAL 

Artículo 1° — OBJETO. El Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional, tendrá por objeto 

que las obras, bienes y servicios sean obtenidos con la mejor tecnología proporcionada a las necesidades, 

en el momento oportuno y al menor costo posible, como así también la venta de bienes al mejor postor, 

coadyuvando al desempeño eficiente de la Administración y al logro de los resultados requeridos por la 

sociedad. Toda contratación de la Administración Nacional se presumirá de índole administrativa, salvo 

que de ella o de sus antecedentes surja que está sometida a un régimen jurídico de derecho privado. 

Art. 2° — AMBITO DE APLICACION. El presente régimen será de aplicación obligatoria a los 

procedimientos de contratación en los que sean parte las jurisdicciones y entidades comprendidas en el 

inciso a) del artículo 8º de la Ley Nº 24.156 y sus modificaciones. 

(Nota Infoleg: Por art. 26 del Decreto N°486/2002 B.O. 13/03/2002, se exceptúa al INSTITUTO 

NACIONAL DE SERVICIOS SOCIALES PARA JUBILADOS Y PENSIONADOS, del cumplimiento 

de las disposiciones del presente Decreto.) 

(Artículo sustituido por art. 1° del Decreto N° 666/2003 B.O. 25/3/2003. Vigencia: desde el día siguiente 

al de su publicación en el Boletín Oficial, y será de aplicación a las contrataciones que, aunque 

autorizadas con anterioridad, tengan pendiente la convocatoria.) 

Art. 3° — PRINCIPIOS GENERALES. Los principios generales a los que deberá ajustarse la gestión de 

las contrataciones, teniendo en cuenta las particularidades de cada una de ellas, serán: 

a) Razonabilidad del proyecto y eficiencia de la contratación para cumplir con el interés público 

comprometido y el resultado esperado. 

b) Promoción de la concurrencia de interesados y de la competencia entre oferentes. 

c) Transparencia en los procedimientos. 

d) Publicidad y difusión de las actuaciones. 

e) Responsabilidad de los agentes y funcionarios públicos que autoricen, aprueben o gestionen las 

contrataciones. 

f) Igualdad de tratamiento para interesados y para oferentes 
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Desde el inicio de las actuaciones hasta la finalización de la ejecución del contrato, toda cuestión 

vinculada con la contratación deberá interpretarse sobre la base de una rigurosa observancia de los 

principios que anteceden. 

Art. 4° — CONTRATOS COMPRENDIDOS. Este régimen se aplicará a los siguientes contratos: 

a) Compraventa, suministros, servicios, locaciones, consultoría, alquileres con opción a compra, 

permutas, concesiones de uso de los bienes del dominio público y privado del Estado Nacional, que 

celebren las jurisdicciones y entidades comprendidas en su ámbito de aplicación y a todos aquellos 

contratos no excluidos expresamente. 

b) Obras públicas, concesiones de obras públicas, concesiones de servicios públicos y licencias. 

Art. 5° — CONTRATOS EXCLUIDOS. Quedarán excluidos los siguientes contratos: 

a) Los de empleo público. 

b) Las compras por caja chica. 

c) Los que se celebren con estados extranjeros, con entidades de derecho público internacional, con 

instituciones multilaterales de crédito, los que se financien total o parcialmente con recursos provenientes 

de esos organismos, sin perjuicio de la aplicación de las disposiciones del presente Régimen cuando ello 

así se establezca de común acuerdo por las partes en el respectivo instrumentó que acredite la relación 

contractual, y las facultades de fiscalización sobre ese tipo contratos que la Ley Nº 24.156 y sus 

modificaciones confiere a los Organismos de Control. (Inciso sustituido por art. 2° del Decreto N° 

666/2003 B.O. 25/3/2003. Vigencia: desde el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial, y 

será de aplicación a las contrataciones que, aunque autorizadas con anterioridad, tengan pendiente la 

convocatoria.) 

d) Los comprendidos en operaciones de crédito público. 

e) Los comprendidos para operaciones relacionadas con los activos integrantes de la cartera del Fondo de 

Garantía de Sustentabilidad del Sistema Previsional Argentino. (Inciso incorporado por art. 153 del 

Decreto N° 27/2018 B.O. 11/1/2018. Vigencia: a partir del día siguiente al de su publicación en el 

BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA) 

Art. 6° — PROGRAMACION DE LAS CONTRATACIONES. Cada jurisdicción o entidad formulará su 

programa de contrataciones ajustado a la naturaleza sus actividades y a los créditos asignados en Ley de 

Presupuesto de la Administración Nacional. 

(Artículo sustituido por art. 3° del Decreto N° 666/2003 B.O. 25/3/2003. Vigencia: desde el día siguiente 

al de su publicación en el Boletín Oficial, y será de aplicación a las contrataciones que, aunque 

autorizadas con anterioridad, tengan pendiente la convocatoria.) 

Art. 7° — NORMATIVA APLICABLE. Las contrataciones se regirán por las disposiciones de este 

régimen, por su reglamentación, por las normas que se dicten en su consecuencia, por los Pliegos de 

Bases y Condiciones y por el contrato o la orden de compra según corresponda. 

Art. 8° — OBSERVACIONES AL PROYECTO DE PLIEGO. Cuando la complejidad o el monto de la 

contratación lo justifique, a juicio de la autoridad competente, el llamado deberá prever un plazo previo a 

la publicación de la convocatoria, para que los interesados formulen observaciones al proyecto de pliego 

de bases y condiciones particulares, conforme lo determine la reglamentación. 
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Art. 9° — TRANSPARENCIA. La contratación pública se desarrollará en todas sus etapas en un contexto 

de transparencia que se basará en la publicidad y difusión de las actuaciones emergentes de la aplicación 

de este régimen, la utilización de las tecnologías informáticas que permitan aumentar la eficiencia de los 

procesos y facilitar el acceso de la sociedad a la información relativa a la gestión del Estado en materia de 

contrataciones y en la participación real y efectiva de la comunidad, lo cual posibilitará el control social 

sobre las contrataciones públicas. 

Asimismo, teniendo como base el principio de transparencia, la apertura de las ofertas siempre realizará 

en acto público, siendo ello también aplicable a las contrataciones públicas electrónicas (Párrafo 

incorporado por art. 4° del Decreto N° 666/2003 B.O. 25/3/2003 Vigencia: desde el día siguiente al de su 

publicación en el Boletín Oficial, y será de aplicación a las contrataciones que, aunque autorizadas con 

anterioridad, tengan pendiente la convocatoria.) 

Art. 10. — ANTICORRUPCION. Será causal determinante del rechazo sin más trámite de la propuesta u 

oferta en cualquier estado de la licitación o de la rescisión de pleno derecho del contrato dar u ofrecer 

dinero o cualquier dádiva a fin de que: 

a) Funcionarios o empleados públicos con competencia referida a una licitación o contrato hagan o dejen 

de hacer algo relativo a sus funciones. 

b) O para que hagan valer la influencia de su cargo ante otro funcionario o empleado público con la 

competencia descripta, a fin de que éstos hagan o dejen de hacer algo relativo a sus funciones. 

c) Cualquier persona haga valer su relación o influencia sobre un funcionario o empleado público con la 

competencia descripta, a fin de que éstos hagan o dejen de hacer algo relativo a sus funciones. 

Serán considerados sujetos activos de esta conducta quienes hayan cometido tales actos en interés del 

contratista directa o indirectamente, ya sea como representantes administradores, socios, mandatarios, 

gerentes, factores, empleados, contratados, gestores de negocios, síndicos, o cualquier otra persona física 

o jurídica. 

Las consecuencias de estas conductas ilícitas se producirán aun cuando se hubiesen consumado en grado 

de tentativa. 

Art. 11. — FORMALIDADES DE LAS ACTUACIONES. Deberán realizarse mediante el dictado del 

acto administrativo respectivo, con los requisitos establecidos en el artículo 7° de la Ley N° 19.549 y sus 

modificatorias, como mínimo las siguientes actuaciones, sin perjuicio de otras que por su importancia así 

lo hicieren necesario: 

a) La convocatoria y la elección del procedimiento de selección. 

b) La aprobación de los Pliegos de Bases y Condiciones Particulares. 

c) La declaración de que el llamado hubiere resultado desierto o fracasado. 

d) La preselección de los oferentes en la licitación con etapa múltiple. 

e) La aplicación de penalidades y sanciones a los oferentes o cocontratantes. 

f) La aprobación del procedimiento de selección y la adjudicación 

g) La determinación de dejar sin efecto el procedimiento. 

h) La revocación de los actos administrativos del procedimiento de contratación. 

i) La suspensión, resolución, rescisión, rescate o declaración de caducidad del contrato 
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Art. 12. — FACULTADES Y OBLIGACIONES DE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA. La 

autoridad administrativa tendrá las facultades y obligaciones establecidas en este régimen, sin perjuicio de 

las que estuvieren previstas en la legislación específica, en sus reglamentos, en los pliegos de bases 

condiciones, o en la restante documentación contractual. 

Especialmente tendrá: 

a) La prerrogativa de interpretar los contratos, resolver, las dudas que ofrezca su cumplimiento, 

modificarlos por razones de interés público, decretar su caducidad, rescisión o resolución y determinar los 

efectos de éstas. Los actos administrativos que se dicten en consecuencia tendrán caracteres y cualidades 

otorgados por el artículo 12 de la Ley Nº 19.549 y sus modificatorias. 

b) La facultad de aumentar o disminuir hasta un VEINTE POR CIENTO (20%) el monto total del 

contrato, en las condiciones y precios pactados y con la adecuación de los plazos respectivos. 

La revocación, modificación o sustitución de los contratos por razones de oportunidad, mérito o 

conveniencia, no generará derecho a indemnización en concepto de lucro cesante. 

c) El poder de control, inspección y dirección de la respectiva contratación. 

d) La facultad de imponer penalidades de las previstas en el presente Régimen a los oferentes y a los 

cocontratantes, cuando éstos incumplieren sus obligaciones. 

e) La prerrogativa de proceder a la ejecución directa del objeto del contrato, cuando el cocontratante no lo 

hiciere dentro de plazos razonables, pudiendo disponer para ello de los bienes y medios del cocontratante 

incumplidor. 

f) La facultad de inspeccionar las oficinas y los libros que estén obligados a llevar los cocontratantes. 

g) La facultad de prorrogar, cuando así se hubiere previsto en el Pliego de Bases y Condiciones 

Particulares, los contratos de suministros de cumplimiento sucesivo o de prestación de servicios. La 

misma no procederá si se ha hecho uso de la prerrogativa establecida en el inciso b) del presente artículo. 

Se podrá hacer uso de esta opción por única vez y por un plazo igual o menor al del contrato inicial. 

Cuando éste fuere plurianual, no podrá prorrogarse más allá de UN (1) año adicional, en las condiciones 

que se determinen en las normas complementarias. 

(Artículo sustituido por art. 5° del Decreto N° 666/2003 B.O. 25/3/2003. Vigencia: desde el día siguiente 

al de su publicación en el Boletín Oficial, y será de aplicación a las contrataciones que, aunque 

autorizadas con anterioridad, tengan pendiente la convocatoria.) 

Art. 13. — FACULTADES Y OBLIGACIONES DE LOS COCONTRATANTES. Sin perjuicio de las 

facultades y obligaciones previstas en la legislación específica, en sus reglamentos, en los pliegos de 

bases y condiciones, o en la restante documentación contractual, el cocontratante tendrá: 

a) El derecho a la recomposición del contrato, cuando acontecimientos extraordinarios o impre visibles de 

origen natural, tornen excesivamente onerosas las prestaciones a su cargo. 

b) La obligación de ejecutar el contrato por sí, quedando prohibida la cesión o subcontratación, salvo 

consentimiento expreso de la autoridad administrativa, en cuyo caso el cocontratante cedente continuará 

obligado solidariamente con el cesionario por los compromisos emergentes del contrato. 

Para ello se deberá verificar que el cesionario cumpla con todos los requisitos de la convocatoria al 

momento de la cesión. 
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c) La obligación de cumplir las prestaciones por sí en todas las circunstancias, salvo caso fortuito o fuerza 

mayor, ambos de carácter natural, o actos o incumplimientos de autoridades públicas nacionales o de la 

contraparte pública, de tal gravedad que tornen imposible la ejecución del contrato. 

Art. 14. — RESPONSABILIDAD. Los funcionarios que autoricen, aprueben o gestionen las 

contrataciones serán responsables por los daños que por su dolo, culpa o negligencia causaren al Estado 

Nacional con motivo de las mismas. 

Art. 15. — CRITERIO DE SELECCION. La adjudicación deberá realizarse en favor de la oferta más 

conveniente para el organismo contratante, teniendo en cuenta el precio, la calidad, la idoneidad del 

oferente y demás condiciones de la oferta. 

Cuando se trate de la compra de un bien o de la contratación de un servicio estandarizado o de uso común 

cuyas características técnicas puedan ser inequívocamente especificadas e identificadas, se entenderá, en 

principio, como oferta más conveniente, la de menor precio. 

En materia de preferencias se estará a lo que disponga la normativa vigente en cada caso. 

Art. 16. — ELEGIBILIDAD. La información obrante en bases de datos de organismos públicos sobre 

antecedentes de las personas físicas o jurídicas que presenten ofertas será considerada a fin de determinar 

la elegibilidad de las mismas. Se desestimarán, con causa, las presentaciones u ofertas de aquellas que 

exhiban reiterados incumplimientos de sus obligaciones, en las condiciones que establezca la 

reglamentación. 

Art. 17. — SUBSANACION DE DEFICIENCIAS. El principio de concurrencia de ofertas no deberá ser 

restringido por medio de recaudos excesivos, severidad en la admisión de ofertas o exclusión de éstas por 

omisiones intranscendentes, debiéndose requerir a los oferentes incursos en falta las aclaraciones que sean 

necesarias, dándoseles la oportunidad de subsanar deficiencias insustanciales, no pudiendo alterar los 

principios de igualdad y transparencia establecidos en el artículo 3° de este régimen, de acuerdo a lo que 

establezca la reglamentación. 

Art. 18. — REVOCACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS DEL PROCEDIMIENTO DE 

CONTRATACION. La comprobación de que en un llamado a contratación se hubieran omitido los 

requisitos de publicidad y difusión previa, en los casos en que la norma lo exija, o formulado 

especificaciones o incluido cláusulas cuyo cumplimiento sólo fuera factible por determinado interesado u 

oferente, de manera que el mismo esté dirigido a favorecer situaciones particulares, dará lugar a la 

revocación inmediata del procedimiento, cualquiera fuere el estado de trámite en que se encuentre, y a la 

iniciación de las actuaciones sumariales pertinentes. 

Art. 19. — CONTROL DEL PROCEDIMIENTO CONTRACTUAL. Toda persona que acredite 

fehacientemente algún interés, podrá en cualquier momento tomar vista de las actuaciones referidas a la 

contratación, con excepción de la información que se encuentre amparada bajo normas de 

confidencialidad, desde la iniciación de las actuaciones hasta la extinción del contrato, exceptuando la 

etapa de evaluación de las ofertas. La negativa infundada a dar vista de las actuaciones se considerará 

falta grave por parte del funcionario o agente al que corresponda otorgarla. La vista del expediente no 

interrumpirá los plazos. 
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Art. 20. — PERFECCIONAMIENTO DEL CONTRATO. Los contratos quedarán perfeccionados en el 

momento de notificarse la orden de compra o de suscribirse el instrumento respectivo, en los plazos y con 

las modalidades que determine la reglamentación. 

Las jurisdicciones o entidades podrán dejar sin efecto el procedimiento de contratación en cual quier 

momento anterior al perfeccionamiento del contrato, sin lugar a indemnización alguna en favor de los 

interesados u oferentes. 

CAPITULO II 

CONTRATACIONES PUBLICAS ELECTRONICAS 

Art. 21. — CONTRATACIONES EN FORMATO DIGITAL Las contrataciones comprendidas en este 

régimen podrán realizarse en formato digital firmado digitalmente, utilizando los procedimientos de 

selección y las modalidades que correspondan. También podrán realizarse en formato digital firmado 

digitalmente los contratos previstos en el artículo 5° del presente. 

Las jurisdicciones y entidades comprendidas en el artículo 2° estarán obligadas a aceptar el envío de 

ofertas, la presentación de informes, documentos, comunicaciones, impugnaciones y recursos relativos a 

los procedimientos de contratación establecidos en este régimen, en formato digital firmado digitalmente, 

conforme lo establezca la reglamentación. 

Se considerarán válidas las notificaciones en formato digital firmado digitalmente, en los procedimientos 

regulados por el presente. 

Deberá considerarse que los actos realizados en formato digital firmados digitalmente cumplen con los 

requisitos del artículo 8° de la Ley N° 19.549, su modificatoria y normas reglamentarias, en los términos 

establecidos en las disposiciones referentes al empleo de la firma digital en el Sector Público Nacional, 

las que se aplicarán, en el caso de las contrataciones incluidas en los artículos 4° y 5° de este régimen, aun 

a aquellos actos que produzcan efectos individuales en forma directa. 

Los documentos digitales firmados digitalmente tendrán el mismo valor legal que los documentos en 

soporte papel con firma manuscrita, y serán considerados como medio de prueba de la información 

contenida en ellos. 

Art. 22. — REGULACION. La reglamentación establecerá la regulación integral de las contrataciones 

públicas electrónicas, en particular el régimen de publicidad y difusión, lo referente al proceso electrónico 

de gestión de las contrataciones, los procedimientos de pago por medios electrónicos, las notificaciones 

por vía electrónica, la automatización de los procedimientos, la digitalización de la documentación y el 

expediente digital. 

CAPITULO III 

ORGANIZACION DEL SISTEMA DE SELECCION DEL COCONTRATANTE 

(Por art. 11 del Decreto N° 666/2003 B.O. 25/3/2003 se incorpora el Capítulo III al Título I del cual 

forman parte los arts. 23 a 28 que anteriormente pertenecían al Capitulo I del Título II. Vigencia: desde el 

día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial, y será de aplicación a las contrataciones que, 

aunque autorizadas con anterioridad, tengan pendiente la convocatoria.) 

Art. 23. — ORGANOS DEL SISTEMA. El sistema de contrataciones se organizará en función del 

criterio de centralización de las políticas y de las normas y de descentralización de la gestión operativa. 
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Los órganos del sistema y sus respectivas funciones serán: 

a) El Organo Rector será la Oficina Nacional de Contrataciones o el organismo que en el futuro la 

reemplace, el que tendrá por función proponer políticas de contrataciones y de organización del sistema, 

proyectar normas legales y reglamentarias, dictar normas aclaratorias, interpretativas y complementarias, 

elaborar el pliego único de bases y condiciones generales, diseñar e implementar un sistema de 

información, ejercer la supervisión y la evaluación del diseño y operatividad del sistema de contrataciones 

y aplicar las sanciones previstas en el artículo 29, inciso b) del presente régimen; y 

b) Las unidades operativas de contrataciones funcionarán en las jurisdicciones y entidades aludidas en el 

artículo 2° del presente y tendrán a su cargo la gestión de las contrataciones. 

(Denominación del presente artículo "ORGANIZACION DEL SISTEMA" sustituida por "ORGANOS 

DEL SISTEMA" por art. 12 del Decreto N° 666/2003 B.O. 25/3/2003. Vigencia: desde el día siguiente al 

de su publicación en el Boletín Oficial, y será de aplicación a las contrataciones que, aunque autorizadas 

con anterioridad, tengan pendiente la convocatoria.) 

Art. 24. — SELECCION DEL COCONTRATANTE. La selección del cocontratante para la ejecución de 

los contratos contemplados en el artículo 4° de este régimen se hará por regla general mediante licitación 

pública o concurso público, según corresponda, por aplicación del inciso a) apartados 1. y 2. del artículo 

25. 

La selección del cocontratante mediante subasta pública, licitación o concursos privados, o contratación 

directa sólo será procedente en los casos expresamente previstos en los incisos b), c) y d) del artículo 25, 

respectivamente. 

Las contrataciones podrán realizarse con modalidades, conforme con su naturaleza y objeto, las que serán 

establecidas en la reglamentación. 

En todos los casos deberán cumplirse, en lo pertinente, las formalidades establecidas por el artículo 11 del 

presente régimen, bajo pena de nulidad. 

(Expresión "licitación o concursos abreviados" sustituida por "licitación o concursos privados" por art. 8° 

del Decreto N° 666/2003 B.O. 25/3/2003. Vigencia: desde el día siguiente al de su publicación en el 

Boletín Oficial, y será de aplicación a las contrataciones que, aunque autorizadas con anterioridad, tengan 

pendiente la convocatoria) 

Art. 25. — PROCEDIMIENTOS DE SELECCION. Los procedimientos de selección serán: 

a) LICITACION O CONCURSO PUBLICOS. La licitación o el concurso serán públicos cuando el 

llamado a participar esté dirigido a una cantidad indeterminada de posibles oferentes con capacidad para 

obligarse y será aplicable cuando el monto estimado de la contratación supere el mínimo que a tal efecto 

determine la reglamentación, sin perjuicio del cumplimiento de los demás requisitos que exijan los 

pliegos. 

1 . El procedimiento de licitación pública se realizará de acuerdo con el monto que fije la reglamentación 

y cuando el criterio de selección del cocontratante recaiga primordialmente en factores económicos. 

2. El procedimiento de concurso público se realizará de acuerdo con el monto que fije la reglamentación y 

cuando el criterio de selección del cocontratante recaiga primordialmente en factores no económicos, 

tales como la capacidad técnico-científica, artística u otras, según corresponda. 
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b) SUBASTA PÚBLICA. La subasta pública será aplicable cuando el llamado a participar esté dirigido a 

una cantidad indeterminada de posibles oferentes con capacidad para obligarse, y se busque obtener 

mediante un acto público presencial o electrónico en el que se invitará a los postores a una puja de 

precios, la adjudicación de la contratación al mejor postor. 

Este procedimiento será aplicado preferentemente al de contratación directa, previsto por el apartado 2. 

del inciso d) de este artículo, en los casos en que la subasta fuere viable, en las condiciones que fije la 

reglamentación. (Inciso sustituido por art. 148 del Decreto N° 27/2018 B.O. 11/1/2018. Vigencia: a partir 

del día siguiente al de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA) 

c) LICITACION O CONCURSO PRIVADOS. La licitación o el concurso serán privados cuando el 

llamado a participar esté dirigido exclusivamente a proveedores que se hallaren inscriptos en la base de 

datos que diseñará, implementará y administrará el Organo Rector, conforme lo determine la 

reglamentación, y serán aplicables cuando el monto estimado de la contratación no supere al que aquélla 

fije al efecto. También serán consideradas las ofertas de quienes no hubiesen sido invitados a participar. 

(Expresión "licitación o concursos abreviados" sustituida por "licitación o concursos privados" por art. 8° 

del Decreto N° 666/2003 B.O. 25/3/2003. Vigencia: desde el día siguiente al de su publicación en el 

Boletín Oficial, y será de aplicación a las contrataciones que, aunque autorizadas con anterioridad, tengan 

pendiente la convocatoria) 

d) CONTRATACION DIRECTA. La selección por contratación directa se utilizará en los siguientes 

casos: 

1. Cuando de acuerdo con la reglamentación no fuere posible aplicar otro procedimiento de selección y el 

monto presunto del contrato no supere el máximo que fije la reglamentación. 

2. La realización o adquisición de obras científicas, técnicas o artísticas cuya ejecución deba confiarse a 

empresas, artistas o especialistas que sean los únicos que puedan llevarlas a cabo. Se deberá fundar la 

necesidad de requerir específicamente los servicios de la persona física o jurídica respectiva. Estas 

contrataciones deberán establecer la responsabilidad propia y exclusiva del cocontratante, quien actuará 

inexcusablemente sin relación de dependencia con el Estado Nacional. 

3. La contratación de bienes o servicios cuya venta fuere exclusiva de quienes tengan privilegio para ello 

o que sólo posea una determinada persona física o jurídica, siempre y cuando no hubieren sustitutos 

convenientes. Cuando la contratación se fundamente en esta disposición deberá quedar documentada en 

las actuaciones la constancia de tal exclusividad mediante el informe técnico correspondiente que así lo 

acredite. Para el caso de bienes, el fabricante exclusivo deberá presentar la documentación que 

compruebe el privilegio de la venta del bien que elabora. 

La marca no constituye de por sí causal de exclusividad, salvo que técnicamente se demuestre la 

inexistencia de sustitutos convenientes. 

4. Cuando una licitación o concurso hayan resultado desiertos o fracasaren se deberá efectuar un segundo 

llamado, modificándose los Pliegos de Bases y Condiciones Particulares. Si éste también resultare 

desierto o fracasare, podrá utilizarse el procedimiento de contratación directa previsto en este inciso. 

(Apartado sustituido por art. 6° del Decreto N° 666/2003 B.O. 25/3/2003. Vigencia: desde el día siguiente 
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al de su publicación en el Boletín Oficial, y será de aplicación a las contrataciones que, aunque 

autorizadas con anterioridad, tengan pendiente la convocatoria.) 

5. Cuando probadas razones de urgencia o emergencia que respondan a circunstancias objetivas impidan 

la realización de otro procedimiento de selección en tiempo oportuno, lo cual deberá ser debidamente 

acreditado en las respectivas actuaciones, y deberá ser aprobado por la máxima autoridad de cada 

jurisdicción o entidad. 

6. Cuando el PODER EJECUTIVO NACIONAL haya declarado secreta la operación contractual por 

razones de seguridad o defensa nacional, facultad ésta excepcional e indelegable. 

7. Cuando se trate de reparaciones de maquinarias, vehículos, equipos o motores cuyo desarme, traslado o 

examen previo sea imprescindible para determinar la reparación necesaria y resultare más oneroso en 

caso de adoptarse otro procedimiento de contratación. No podrá utilizarse la contratación directa para las 

reparaciones comunes de mantenimiento de tales elementos. 

8. Los contratos que celebren las jurisdicciones y entidades del ESTADO NACIONAL entre sí o con 

organismos provinciales, municipales o del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, como así 

también con las empresas y sociedades en las que tenga participación mayoritaria el Estado, siempre que 

tengan por objeto la prestación de servicios de seguridad, logística o de salud. En estos casos, estará 

expresamente prohibida la subcontratación del objeto del contrato. (Apartado incorporado por art. 1° del 

Decreto N° 204/2004 B.O. 23/2/2004. Vigencia: a partir del día siguiente al de su publicación en el 

Boletín Oficial, para las contrataciones que se autoricen a partir de esa fecha) 

9. Los contratos que celebren las jurisdicciones y entidades del ESTADO NACIONAL con las 

Universidades Nacionales. Vigencia: a partir del día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial, 

para las contrataciones que se autoricen a partir de esa fecha. (Apartado incorporado por art. 1° del 

Decreto N° 204/2004 B.O. 23/2/2004. Vigencia: a partir del día siguiente al de su publicación en el 

Boletín Oficial, para las contrataciones que se autoricen a partir de esa fecha) 

10. Los contratos que previo informe al MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL, se celebren con 

personas físicas o jurídicas que se hallaren inscriptas en el Registro Nacional de Efectores de Desarrollo 

Local y Economía Social, reciban o no financiamiento estatal. Vigencia: a partir del día siguiente al de su 

publicación en el Boletín Oficial, para las contrataciones que se autoricen a partir de esa fecha. (Apartado 

incorporado por art. 1° del Decreto N° 204/2004 B.O. 23/2/2004. Vigencia: a partir del día siguiente al de 

su publicación en el Boletín Oficial, para las contrataciones que se autoricen a partir de esa fecha) 

11. La locación de inmuebles, en los casos en los que las jurisdicciones y entidades comprendidas en el 

inciso a) del artículo 8° de la ley 24.156 y sus modificaciones, actúen como locatarios. (Apartado 

incorporado por art. 83 de la Ley N° 27.431 B.O. 2/1/2018) 

En las contrataciones directas en las que corresponda efectuar invitaciones, de acuerdo con la 

reglamentación, también serán consideradas las ofertas de quienes no hubiesen sido invitados a participar. 

 

(Último párrafo derogado por art. 2° del Decreto N° 204/2004 B.O. 23/2/2003, que abroga el Decreto N° 

2508/2002) 
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Art. 26. — CLASES DE LICITACIONES Y CONCURSOS PUBLICOS PRIVADOS. Podrán efectuarse 

licitaciones y concursos públicos y privados de las siguientes clases: 

a) DE ETAPA UNICA O MULTIPLE. 

1. La licitación o el concurso públicos o privados serán de etapa única cuando la comparación de las 

ofertas y de las calidades de los oferentes se realice en un mismo acto. 

2. Cuando las características específicas de la prestación, tales como el alto grado de complejidad del 

objeto o la extensión del término del contrato lo justifiquen, la licitación o el concurso público o privado 

deberán instrumentarse bajo la modalidad de etapa múltiple. La licitación o el concurso público o privado 

serán de etapa múltiple cuando se realicen en DOS (2) o más fases la evaluación y comparación de las 

calidades de los oferentes, los antecedentes empresariales y técnicos, la capacidad económico-financiera, 

las garantías, las características de la prestación y el análisis de los componentes económicos de las 

ofertas, mediante preselecciones sucesivas. 

b) NACIONALES O INTERNACIONALES. 

1. La licitación o el concurso serán nacionales cuando la convocatoria esté dirigida a interesados y 

oferentes cuyo domicilio o sede principal de sus negocios se encuentre en el país, o tengan sucursal en el 

país, debidamente registrada en los organismos habilitados a tal efecto. 

2. La licitación o el concurso serán internacionales cuando, por las características del objeto o la 

complejidad de la prestación, la convocatoria se extienda a interesados y oferentes del exterior; 

revistiendo tal carácter aquéllos cuya sede principal principal de sus negocios se encuentre en el 

extranjero, y no tengan sucursal debidamente registrada en el país. 

(Artículo sustituido por art. 9° del Decreto N° 666/2003 B.O. 25/3/2003. Vigencia: desde el día siguiente 

al de su publicación en el Boletín Oficial, y será de aplicación a las contrataciones que, aunque 

autorizadas con anterioridad, tengan pendiente la convocatoria.) 

Art. 27. — PERSONAS HABILITADAS PARA CONTRATAR. Podrán contratar con la Administración 

Nacional las personas físicas o jurídicas con capacidad para obligarse que no se encuentren comprendidas 

en las previsiones del artículo 28 y que se encuentren incorporadas a la base de datos que diseñará, 

implementará y administrará el órgano Rector, en oportunidad del comienzo del período de evaluación de 

las ofertas, en las condiciones que fije la reglamentación. 

La inscripción previa no constituirá requisito exigible para presentar ofertas. 

Art. 28. — PERSONAS NO HABILITADAS. No podrán contratar con la Administración Nacional: 

a) Las personas físicas o jurídicas que se encontraren sancionadas en virtud de las disposiciones previstas 

en los apartados 2. y 3. del inciso b) del artículo 29 del presente. 

b) Los agentes y funcionarios del Sector Público Nacional y las empresas en las cuales aquéllos tuvieren 

una participación suficiente para formar la voluntad social, de conformidad con lo establecido en la Ley 

de Etica Pública, N° 25.188. 

c) (Inciso derogado por art. 19 de la Ley N° 25.563 B.O. 15/2/2002. Vigencia: a partir de su 

promulgación) 

d) Los condenados por delitos dolosos, por un lapso igual al doble de la condena. 
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e) Las personas que se encontraren procesadas por delitos contra la propiedad, o contra la Administración 

Pública Nacional, o contra la fe pública o por delitos comprendidos en la Convención Interamericana 

contra la Corrupción. 

f) Las personas físicas o jurídicas que no hubieran cumplido con sus obligaciones tributarias y 

previsionales, de acuerdo con lo que establezca la reglamentación. 

g) Las personas físicas o jurídicas que no hubieren cumplido en tiempo oportuno con las exigencias 

establecidas por el último párrafo del artículo 8° de la Ley N° 24.156. 

h) Los empleadores incluidos en el Registro Público de Empleadores con Sanciones Laborales (REPSAL) 

durante el tiempo que permanezcan en dicho registro. (Inciso incorporado por art. 44 de la Ley N° 26.940 

B.O. 2/6/2014) 

TITULO II 

DISPOSICIONES ESPECIALES 

CAPITULO I 

DISPOSICIONES APLICABLES A BIENES Y SEVICIOS 

(Título del Capítulo I sustituido por art. 11 del Decreto N° 666/2003 B.O. 25/3/2003. Vigencia: desde el 

día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial, y será de aplicación a las contrataciones que, 

aunque autorizadas con anterioridad, tengan pendiente la convocatoria.) 

Art. 29. — PENALIDADES Y SANCIONES. Los oferentes o cocontratantes podrán ser pasibles de las 

siguientes penalidades y sanciones: 

a) PENALIDADES. 

1. Pérdida de la garantía de mantenimiento de la oferta o de cumplimiento del contrato. 

2. Multa por mora en el cumplimiento de sus obligaciones. 

3. Rescisión por su culpa. 

b) SANCIONES. Sin perjuicio de las correspondientes penalidades los oferentes o cocontratantes podrán 

ser pasibles de las siguientes sanciones, en los supuestos de incumplimiento de sus obligaciones: 

1. Apercibimiento 

2. Suspensión. 

3. Inhabilitación. 

A los efectos de la aplicación de las sanciones antes mencionadas, los organismos deberán remitir al 

Organo Rector copia fiel de los actos administrativos firmes mediante los cuales hubieren aplicado 

penalidades a los oferentes o cocontratantes. 

Art. 30. — OBSERVACIONES E IMPUGNACIONES. La reglamentación deberá prever cuáles 

actuaciones podrán ser susceptibles de observaciones o impugnaciones, el trámite que se dará a ellas y los 

requisitos para su procedencia formal. Toda observación, impugnación, reclamo o presentación similar 

que se efectúe fuera de lo previsto en la reglamentación no tendrá efectos suspensivos y se tramitará de 

acuerdo a lo que determine dicha reglamentación. 

Art. 31. — GARANTIAS. Para garantizar el cumplimiento de sus obligaciones los oferentes y 

adjudicatarios deberán constituir garantías o contra-garantías por anticipos otorgados por la 
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Administración Nacional, en las formas y por los montos que establezca la reglamentación o los pliegos, 

con las excepciones que aquélla determine. 

Art. 32. — PUBLICIDAD Y DIFUSION. La convocatoria a presentar ofertas en las licitaciones y 

concursos públicos que no se realicen en formato digital, deberá efectuarse mediante la publicación de 

avisos en el órgano oficial de publicación de los actos de gobierno por el término de DOS (2) días, con un 

mínimo de VEINTE (20) días corridos de antelación a la fecha fijada para la apertura, computados a 

partir del día siguiente a la última publicación. 

En los casos de contrataciones que por su importancia, complejidad u otras características lo hicieran 

necesario, deberán ampliarse los plazos de antelación fijados, en las condiciones que determine la 

reglamentación. 

Cuando se trate de licitaciones o concursos internacionales, deberán disponerse las publicaciones 

pertinentes en países extranjeros, con una antelación que no será menor a CUARENTA (40) días corridos, 

en la forma y con las modalidades que establezca la reglamentación. 

La invitación a presentar ofertas en las licitaciones y concursos privados deberá efectuarse con un mínimo 

de SIETE (7) días corridos de antelación a la fecha fijada para la apertura, en las condiciones que fije la 

reglamentación, y complementarse mediante la exhibición de la convocatoria, el pliego de bases y 

condiciones particulares y las especificaciones técnicas en carteleras o carpetas ubicadas en lugares 

visibles del organismo contratante, cuyo ingreso sea irrestricto para los interesados en consultarlos. 

(Expresión "licitación o concursos abreviados" sustituida por "licitación o concursos privados" por art. 8° 

del Decreto N° 666/2003 B.O. 25/3/2003. Vigencia: desde el día siguiente al de su publicación en el 

Boletín Oficial, y será de aplicación a las contrataciones que, aunque autorizadas con anterioridad, tengan 

pendiente la convocatoria) 

Todas las convocatorias, cualquiera sea el procedimiento de selección que se utilice, se difundirán por 

INTERNET u otro medio electrónico de igual alcance que lo reemplace, en el sitio del Organo Rector, en 

forma simultánea, desde el día en que se les comience a dar publicidad por el medio específico que se 

establezca en el presente o en la reglamentación, o desde que se cursen invitaciones, hasta el día de la 

apertura, con el fin de garantizar el cumplimiento de los principios generales establecidos en el artículo 3° 

de este régimen. 

Con el fin de cumplir el principio de transparencia, se difundirán por INTERNET, en el sitio del Organo 

Rector, las convocatorias, los proyectos de pliegos correspondientes a contrataciones que la autoridad 

competente someta a consideración pública, los pliegos de bases y condiciones, el acta de apertura, las 

adjudicaciones, las órdenes de compra y toda otra información que la reglamentación determine. 

Quedan exceptuadas de la obligación de difusión en todas las etapas del procedimiento, las contrataciones 

directas encuadradas en el apartado 6 del inciso d) del artículo 25 y de difusión de la convocatoria las de 

los apartados 5, para los casos de emergencia, y 8. 

CAPITULO II 

OBRAS PUBLICAS 

Art. 33. — MODIFICACION DEL ARTICULO 9° DE LA LEY 13.064. Modificase el artículo 9° de la 

Ley Nacional de Obras Públicas N° 13.064, el que quedará redactado de la siguiente manera: 
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"Sólo podrán adjudicarse las obras públicas nacionales en licitación pública. Quedan exceptuadas de la 

solemnidad de la licitación pública y podrán ser licitadas privadamente o contratadas en forma directa, las 

obras comprendidas en los siguientes casos: 

a) Cuando el costo de la obra no exceda del monto que establezca el Poder Ejecutivo Nacional. 

b) Cuando los trabajos que resulten indispensables en una obra en curso de ejecución, no hubiesen sido 

previstos en el proyecto ni pudieran incluirse en el contrato respectivo. El importe de los trabajos 

complementarios antedichos no excederá de los límites que fije el Poder Ejecutivo Nacional. 

c) Cuando los trabajos de urgencia reconocida o circunstancias imprevistas demandaren una pronta 

ejecución que no dé lugar a los trámites de la licitación pública, o para la satisfacción de servicios de 

orden social de carácter impostergable; 

d) Cuando la seguridad del Estado exija garantía especial o gran reserva; 

e) Cuando para la adjudicación resulte determinante la capacidad artística o técnico científica, la destreza 

o habilidad o la experiencia particular del ejecutor del trabajo o cuando éste se halle amparado por patente 

o privilegios o los conocimientos para la ejecución sean poseídos por una sola persona o entidad; 

f) Cuando realizada una licitación pública, no haya habido proponente o no se hubiera hecho oferta 

admisible; 

g) Los demás casos previstos en el Capítulo I del Título II del régimen de contrataciones de la 

Administración Nacional, en tanto no se opongan a las disposiciones del presente. 

Art. 34. — MODIFICACION DE LOS ARTICULOS 4, 11 Y 17 DE LA LEY N° 13.064. Dispónese el 

reemplazo de los términos "remate" y "subasta" por la expresión "licitación pública" en los artículos 4, 11 

y 17 de la Ley N° 13.064. 

Art. 35. — APLICACION DEL TITULO I. Las disposiciones del Título I del presente régimen serán 

aplicables a los contratos de Obras Públicas regulados por la Ley N° 13.064, en tanto no se opongan a sus 

prescripciones. 

TITULO III 

DISPOSICIONES FINALES Y TRANSITORIAS 

Art. 36. — MODIFICACION DEL ARTICULO 7° DE LA LEY N° 19.549 Y SUS MODIFICATORIAS. 

Modifícase el último párrafo del artículo 7° de la Ley Nacional de Procedimientos Administrativos, el que 

quedará redactado de la siguiente forma: 

"Los contratos que celebren las jurisdicciones y entidades comprendidas en el Sector Público Nacional se 

regirán por sus respectivas leyes especiales, sin perjuicio de la aplicación directa de las normas del 

presente título, en cuanto fuere pertinente." 

Art. 37. — VIGENCIA. Este régimen entrará en vigencia a partir de los SESENTA (60) días corridos 

contados desde su publicación en el Boletín Oficial, para las contrataciones que se autoricen a partir de 

esa fecha. 

Art. 38. — DEROGACIONES. Deróganse los artículos 55 al 63 del Decreto Ley Nº 23.354 de fecha 31 

de diciembre de 1956, ratificado por la Ley Nº 14.467, la Ley Nº 19.900, la Ley Nº 20.124 en lo que 

respecta a los contratos comprendidos en este régimen, el artículo 12 de la Ley Nº 22.460 y todos 
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aquellos regímenes de contrataciones que se opongan al presente, con excepción de la Ley de Obras 

Públicas Nº 13.064 y sus modificatorias. 

(Artículo sustituido por art. 14 del Decreto N° 666/2003 B.O. 25/3/2003. Vigencia: desde el día siguiente 

al de su publicación en el Boletín Oficial, y será de aplicación a las contrataciones que, aunque 

autorizadas con anterioridad, tengan pendiente la convocatoria. Vigencia: desde el día siguiente al de su 

publicación en el Boletín Oficial, y será de aplicación a las contrataciones que, aunque autorizadas con 

anterioridad, tengan pendiente la convocatoria.) 

Art. 39. — REGLAMENTACION. Los Poderes Legislativo y Judicial y el Ministerio Público 

reglamentarán el presente Régimen para su aplicación en sus respectivas jurisdicciones y establecerán los 

funcionarios que autorizarán y aprobarán las contrataciones. El Poder Ejecutivo Nacional lo hará en un 

plazo máximo de SESENTA (60) días corridos contados desde su publicación en el Boletín Oficial. 

Invítase a los otros poderes y al Ministerio Público a efectuarla en un plazo similar. Hasta entonces 

regirán las reglamentaciones vigentes. 

(Plazo prorrogado por TRESCIENTOS SESENTA (360) días hábiles, contados a partir del 15 de octubre 

de 2001, por art. 10 del Decreto N° 666/2003 B.O. 25/3/2003. Vigencia: desde el día siguiente al de su 

publicación en el Boletín Oficial, y será de aplicación a las contrataciones que, aunque autorizadas con 

anterioridad, tengan pendiente la convocatoria.) 

Art. 40. — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese. — 

DE LA RUA. — Chrystian G. Colombo. — Carlos M. Bastos. — José H. Jaunarena. — Jorge E. De La 

Rúa. — Andrés G. Delich. 

—FE DE ERRATAS— 

Decreto 1023/2001 

En la edición del 16 de agosto de 2001, donde se publicó el citado Decreto, se deslizaron determinados 

errores de imprenta, tanto en el inciso d), Punto 5 del Artículo 25, como en el inciso g) del Artículo 28, 

los que se transcriben a continuación, en forma correcta: 

Artículo 25, inciso d) 

5. Cuando probadas razones de urgencia o emergencia que respondan a circunstancias objetivas impidan 

la realización de otro procedimiento de selección en tiempo oportuno, lo cual deberá ser debidamente 

acreditado en las respectivas actuaciones, y deberá ser aprobado por la máxima autoridad de cada 

jurisdicción o entidad. 

Artículo 28 

g) Las personas físicas o jurídicas que no hubieren cumplido en tiempo oportuno con las exigencias 

establecidas por el último párrafo del artículo 8° de la Ley N° 24.156. 

 

RÉGIMEN DE CONTRATACIONES DE LA ADMINISTRACIÓN NACIONAL 

Decreto 1030/2016 

Apruébase reglamentación. Decreto N° 1.023/2001. 

Buenos Aires, 15/09/2016 

Publicada en el Boletín Oficial del 16-sep-2016 
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VISTO, el EX-2016-109795-APN-ONC#MM, el Decreto Delegado N° 1.023 de fecha 13 de agosto de 

2001 y sus modificatorios y complementarios, y los Decretos Nros. 13 de fecha 10 de diciembre de 2015 

y 13 de fecha 5 de enero de 2016, y 

CONSIDERANDO: 

Que por el Decreto Delegado N° 1.023 de fecha 13 de agosto de 2001 y sus modificatorios y 

complementarios, el PODER EJECUTIVO NACIONAL instituyó el RÉGIMEN DE 

CONTRATACIONES DE LA ADMINISTRACIÓN NACIONAL, en ejercicio de facultades delegadas 

por la Ley N° 25.414 para determinadas materias de su ámbito de administración y resultantes de la 

emergencia pública, tendientes a fortalecer la competitividad de la economía o a mejorar la eficiencia de 

la Administración Nacional. 

Que por el Decreto N° 893 del 7 de junio de 2012 y sus modificatorios se aprobó la reglamentación del 

Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios, para los contratos comprendidos 

en el inciso a) del artículo 4° del Decreto aludido. 

Que por el Decreto N° 13 de fecha 10 de diciembre de 2015 se sustituyó el artículo 1° de la Ley de 

Ministerios N° 22.520, (texto ordenado por Decreto N° 438/92) y sus modificatorias y, en consecuencia, 

se creó el MINISTERIO DE MODERNIZACIÓN, para impulsar, entre otras políticas, el desarrollo de 

tecnologías aplicadas a la administración pública central y descentralizada que acerquen al ciudadano a la 

gestión del Gobierno Nacional. 

Que a través del artículo 23 octies, se le asignó a dicho Ministerio entre sus competencias, asistir al 

Presidente de la Nación y al Jefe de Gabinete de Ministros en “todo lo inherente (...) al régimen de 

compras...” y por el apartado 19 le corresponde “Entender en lo relativo a las políticas, normas y sistemas 

de compras del Sector Público Nacional”. 

Que, asimismo, entre los objetivos del MINISTERIO DE MODERNIZACIÓN se encuentra la 

formulación de políticas e implementación del proceso de desarrollo e innovación tecnológica para la 

transformación y modernización del Estado, destinado a fortalecer las capacidades institucionales de los 

organismos del Sector Público Nacional, elevando la calidad, eficacia y eficiencia de los organismos que 

la integran. 

Que entre los objetivos de las unidades organizativas dependientes del MINISTERIO DE 

MODERNIZACIÓN se encuentra el de entender en las propuestas e iniciativas de transformación, 

innovación, mejora continua e integración de los procesos transversales y sistemas centrales de soporte de 

gestión del Sector Público Nacional, a partir del desarrollo y coordinación de políticas, marcos 

normativos, capacidades, instrumentos de apoyo y plataformas tecnológicas. 

Que en ese marco, y a fin de impulsar el desarrollo tecnológico, incorporar tecnologías de la información 

y de las comunicaciones, aplicar los principios de solución registral y de ventanilla única, simplificar 

procedimientos con el objeto de facilitar y agilizar la interacción entre el Estado Nacional y los 

administrados, propiciar reingenierías de procesos, mejorar la eficiencia, eficacia, calidad y 

sustentabilidad, luchar contra la corrupción, promover la ética y la transparencia, resulta necesario 

modificar la normativa en materia de contrataciones públicas adecuándola a los nuevos desafíos y metas 

del Estado moderno. 
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Que la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES de la SECRETARÍA DE MODERNIZACIÓN 

ADMINISTRATIVA y la DIRECCIÓN GENERAL DE ASUNTOS JURÍDICOS de la 

SUBSECRETARÍA DE COORDINACIÓN ADMINISTRATIVA, ambas del MINISTERIO DE 

MODERNIZACIÓN, han tomado intervención en el ámbito de sus respectivas competencias. 

Que el presente se dicta en uso de las facultades emergentes del artículo 99, incisos 1 y 2 de la 

CONSTITUCIÓN NACIONAL. 

 

Por ello, 

EL PRESIDENTE DE LA NACIÓN ARGENTINA 

DECRETA: 

ARTÍCULO 1° — Apruébase la reglamentación del Decreto Delegado N° 1.023 de fecha 13 de agosto de 

2001 y sus modificatorios y complementarios, para los contratos comprendidos en el inciso a) del artículo 

4° del Decreto aludido, que como Anexo (IF-2016-01407372-APN-SECMA#MM), forma parte 

integrante del presente Decreto y constituye el “Reglamento del Régimen de Contrataciones de la 

Administración Nacional”. 

ARTÍCULO 2° — Establécese que todos los procedimientos llevados a cabo por las jurisdicciones y 

entidades del PODER EJECUTIVO NACIONAL comprendidas en el inciso a) del artículo 8° de la Ley 

N° 24.156 y sus modificaciones, integrado por la Administración Central, los organismos 

descentralizados, incluidas las universidades nacionales y las instituciones de seguridad social, siempre 

que tengan por objeto el perfeccionamiento de los contratos comprendidos en el inciso a) del artículo 4° 

del Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios, se regirán por ese Decreto, 

por el Reglamento que por el presente se aprueba, y por las normas que se dicten en su consecuencia. 

ARTÍCULO 3° — Dispónese que quedan excluidos de la aplicación del reglamento aprobado por la 

presente medida, los siguientes contratos: 

a) Los de empleo público. 

b) Las compras por el Régimen de Fondos Rotatorios y Cajas Chicas. 

c) Los que se celebren con estados extranjeros, con entidades de derecho público internacional, con 

instituciones multilaterales de crédito, los que se financien total o parcialmente con recursos provenientes 

de esos organismos, sin perjuicio de la aplicación de las disposiciones del Decreto Delegado N° 1.023/01 

y sus modificatorios y complementarios y del reglamento que por el presente se aprueba, cuando ello así 

se establezca de común acuerdo por las partes en el respectivo instrumento que acredite la relación 

contractual, y de las facultades de fiscalización sobre ese tipo de contratos que la Ley N° 24.156 y sus 

modificaciones confiere a los Organismos de Control. Asimismo, también quedarán excluidas las 

contrataciones en el extranjero realizadas por unidades operativas de contrataciones radicadas en el 

exterior. 

d) Los comprendidos en operaciones de crédito público. 

e) Los de obras públicas, concesiones de obras públicas, concesiones de servicios públicos y licencias, 

enumerados en el artículo 4° inciso b) del Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y 

complementarios. 
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f) Los actos, operaciones y contratos sobre bienes inmuebles que celebre la AGENCIA DE 

ADMINISTRACION DE BIENES DEL ESTADO, organismo descentralizado de la JEFATURA DE 

GABINETE DE MINISTROS, en ejercicio de las competencias específicas atribuidas por el Decreto N° 

1.382 de fecha 9 de agosto de 2012 y su modificatorio. 

ARTÍCULO 4° — Establécese que la AGENCIA DE ADMINISTRACIÓN DE BIENES DEL ESTADO, 

en su carácter de Órgano Rector de toda la actividad inmobiliaria del ESTADO NACIONAL, previa 

intervención de la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES, dictará el Reglamento de Gestión 

de Bienes Inmuebles del Estado, instituyendo los procedimientos para llevar adelante los actos, 

operaciones y contratos, a que se refiere el inciso f) del artículo 3° del presente Decreto. Dicho 

reglamento será aplicable al Sector Público Nacional conforme lo establecido en el artículo 8° de la Ley 

N° 24.156, y sus modificatorias, con el alcance dispuesto en el artículo 2° del Decreto N° 1.382/12 y su 

modificatorio. El reglamento que por el presente se aprueba será de aplicación supletoria. 

Asimismo, los sujetos alcanzados por el reglamento que se aprueba por el artículo 1° del presente, 

deberán abstenerse de actuar como locatarios y/o compradores de bienes inmuebles sin previa 

autorización de la AGENCIA DE ADMINISTRACIÓN DE BIENES DEL ESTADO, de conformidad 

con el procedimiento establecido en el artículo 32 y siguientes, del Decreto N° 2.670 de fecha 1° de 

diciembre de 2015. 

ARTÍCULO 5° — Dispónese que la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS 

pondrá a disposición de la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES la información sobre 

incumplimientos tributarios y/o previsionales de los proveedores inscriptos en el SISTEMA DE 

INFORMACIÓN DE PROVEEDORES, para que las jurisdicciones y entidades contratantes puedan 

verificar la habilidad para contratar en los términos del inciso f) del artículo 28 del Decreto Delegado N° 

1.023/01 y sus modificatorios y complementarios. 

ARTÍCULO 6° — Deróganse los Decretos Nros. 893 del 7 de junio de 2012 y sus modificatorios, 1.188 

de fecha 17 de julio de 2012, 1.190 de fecha 17 de julio de 2012 y los artículos 2° y 3° del Decreto N° 

690 del 15 de mayo de 2016. 

ARTÍCULO 7° — La presente medida comenzará a regir a los QUINCE (15) días corridos de su 

publicación en el Boletín Oficial, y será de aplicación a los procedimientos de selección que a partir de 

esa fecha se autoricen. 

ARTÍCULO 8° — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y 

archívese. — MACRI. — Marcos Peña. — Andrés H. Ibarra. 

 

ANEXO 

REGLAMENTO DEL RÉGIMEN DE CONTRATACIONES DE LA ADMINISTRACIÓN 

NACIONAL 

 

TÍTULO I 

DISPOSICIONES COMUNES 

CAPÍTULO I 
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NORMATIVA APLICABLE 

ARTÍCULO 1°.- RÉGIMEN JURÍDICO DE LOS CONTRATOS. Los contratos comprendidos en este 

reglamento se regirán en cuanto a su preparación, adjudicación, efectos y extinción por el Decreto 

Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios, por el presente reglamento y por las 

disposiciones que se dicten en consecuencia, por los pliegos de bases y condiciones, por el contrato, 

convenio, orden de compra o venta según corresponda, sin perjuicio de la aplicación directa de las normas 

del Título III de la Ley N° 19.549 y sus modificaciones en cuanto fuere pertinente. 

Supletoriamente se aplicarán las restantes normas de derecho administrativo y, en su defecto, se aplicarán 

las normas de derecho privado por analogía. 

ARTÍCULO 2°.- ORDEN DE PRELACIÓN. Todos los documentos que rijan el llamado, así como los 

que integren el contrato serán considerados como recíprocamente explicativos. En caso de existir 

discrepancias se seguirá el siguiente orden de prelación: 

a) Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios. 

b) Las disposiciones del presente reglamento. 

c) Las normas que se dicten en consecuencia del presente reglamento. 

d) El Manual de Procedimientos del Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional que dicte 

la Oficina Nacional de Contrataciones o las normas que dicte dicha Oficina Nacional en su carácter de 

órgano rector del presente régimen. 

e) El Pliego Único de Bases y Condiciones Generales. 

f) El pliego de bases y condiciones particulares aplicable. 

g) La oferta. 

h) Las muestras que se hubieran acompañado. 

i) La adjudicación. 

j) La orden de compra, de venta o el contrato, en su caso. 

CAPÍTULO II 

DISPOSICIONES GENERALES 

ARTÍCULO 3°.- CÓMPUTO DE PLAZOS. Todos los plazos establecidos en el presente reglamento se 

computarán en días hábiles administrativos, salvo que en el mismo se disponga expresamente lo 

contrario. 

ARTÍCULO 4°.- VISTA DE LAS ACTUACIONES. Toda persona que acredite algún interés podrá 

tomar vista del expediente por el que tramite un procedimiento de selección, con excepción de la 

documentación amparada por normas de confidencialidad o la declarada reservada o secreta por autoridad 

competente. 

No se concederá vista de las actuaciones, durante la etapa de evaluación de las ofertas, que se extiende 

desde el momento en que el expediente es remitido a la Comisión Evaluadora hasta la notificación del 

dictamen de evaluación. 

ARTÍCULO 5°.- TRÁMITE DE LAS PRESENTACIONES. Toda denuncia, observación, impugnación, 

reclamo o presentación similar que se efectúe sobre las actuaciones, fuera de las previstas en el presente 

reglamento, podrá ser tramitada fuera del expediente del procedimiento de selección, y en principio no 
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dará lugar a la suspensión de los trámites. Sin embargo, la jurisdicción o entidad contratante podrá, de 

oficio o a pedido de parte y mediante decisión fundada, suspender el trámite por razones de interés 

público, o para evitar perjuicios graves al interesado, o cuando se alegare fundadamente una nulidad 

absoluta. 

El trámite se realizará conforme con las disposiciones de la Ley N° 19.549, sus modificaciones y normas 

reglamentarias. 

ARTÍCULO 6°.- RECURSOS. Los recursos que se deduzcan contra los actos administrativos que se 

dicten en los procedimientos de selección se regirán por lo dispuesto en la Ley N° 19.549, sus 

modificaciones y normas reglamentarias. 

ARTÍCULO 7°.- NOTIFICACIONES. Todas las notificaciones entre la jurisdicción o entidad contratante 

y los interesados, oferentes, adjudicatarios o cocontratantes, podrán realizarse válidamente por cualquiera 

de los siguientes medios, indistintamente: 

a) por acceso directo de la parte interesada, su apoderado o representante legal al expediente, 

b) por presentación espontánea de la parte interesada, su apoderado o representante legal, de la que 

resulten estar en conocimiento del acto respectivo, 

c) por cédula, que se diligenciará en forma similar a la dispuesta por el artículo 138 del Código Procesal 

Civil y Comercial de la Nación, 

d) por carta documento, 

e) por otros medios habilitados por las empresas que brinden el servicio de correo postal, 

f) por correo electrónico, 

g) mediante la difusión en el sitio de internet de la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES. Si 

se pretendiera notificar por este medio se deberá ejar constancia de ello en los pliegos de bases y 

condiciones particulares, indicando la dirección de dicho sitio de internet, para que los interesados, 

oferentes, adjudicatarios o cocontratantes tomen las previsiones necesarias. 

h) mediante la difusión en el sitio de internet del sistema electrónico de contrataciones de la 

Administración Nacional que habilite la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES. 

CAPÍTULO III 

PROGRAMACIÓN DE LAS CONTRATACIONES 

ARTÍCULO 8°.- PLAN ANUAL DE CONTRATACIONES. Las unidades operativas de contrataciones 

elaborarán el plan anual de contrataciones, de conformidad con los créditos asignados en la respectiva 

Ley de Presupuesto, el que será aprobado por el titular de las mismas o autoridad superior competente. A 

tales fines las unidades requirentes deberán brindar la información que les requiera la unidad operativa de 

contrataciones. Cuando la naturaleza de las actividades, las condiciones de comercialización u otras 

circunstancias lo hicieren necesario, se efectuará la programación por períodos mayores a UN (1) año. En 

estos casos, los planes se ajustarán a las previsiones del artículo 15 de la Ley N° 24.156 y sus 

modificaciones. 

La OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES centralizará la información resultante de los planes 

anuales de contrataciones y los difundirá en su sitio de internet o en el sitio de internet del sistema 

electrónico de contrataciones. 
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CAPÍTULO IV 

COMPETENCIA 

ARTÍCULO 9°.- AUTORIDADES COMPETENTES. Las autoridades con competencia para dictar los 

siguientes actos administrativos: a) autorización de la convocatoria y elección del procedimiento de 

selección; b) aprobación de los pliegos de bases y condiciones particulares; c) aprobación de la 

preselección de los oferentes en los procedimientos con etapa múltiple; d) aprobación del procedimiento 

de selección; e) adjudicación; f) declaración de desierto; g) declarar fracasado; h) decisión de dejar sin 

efecto un procedimiento serán aquellas definidas según el ANEXO al presente artículo. 

En los procedimientos de selección que se realicen por la modalidad acuerdo marco la autoridad con 

competencia para dictar los actos administrativos enumerados en los incisos a), b), c), f) y h) del presente 

artículo será la máxima autoridad de la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES, y para dictar 

los actos administrativos enumerados en los incisos d), e) y g) será el señor Ministro de Modernización. 

En forma previa a la autorización de la convocatoria, las jurisdicciones o entidades contratantes podrán 

efectuar el registro preventivo del crédito legal para atender el gasto. 

A los fines de determinar la autoridad competente, el monto estimado a considerar, será el importe total 

en que se estimen las adjudicaciones, incluidas las opciones de prórroga previstas. 

La autoridad con competencia para dictar los actos administrativos de aprobación de ampliaciones, 

disminuciones, prórrogas, suspensión, resolución, rescisión, rescate y declaración de caducidad, será la 

que haya dictado el acto administrativo de adjudicación o la autoridad en la que se hubiese delegado tal 

facultad. 

La autoridad con competencia para revocar actos administrativos del procedimiento de contratación será 

la que haya dictado el acto que se revoca o la autoridad en la que se hubiese delegado tal facultad. 

La autoridad con competencia para la aplicación de penalidades a los oferentes, adjudicatarios o 

cocontratantes, será la que haya dictado el acto administrativo de conclusión del procedimiento o la 

autoridad en la que se hubiese delegado tal facultad. 

La máxima autoridad de la jurisdicción o entidad contratante será la competente para concluir el 

procedimiento de selección en las contrataciones encuadradas en el apartado 5 del inciso d) del artículo 

25 del Decreto Delegado N° 1.023 del 13 de agosto de 2001 y sus modificatorios y complementarios, 

cuando se invoquen razones de urgencia o emergencia. 

Los Ministerios que tengan a su cargo las Fuerzas Armadas y las Fuerzas de Seguridad fijarán las 

competencias, para el dictado de los actos administrativos enumerados en el primer párrafo del presente 

artículo, en el ámbito de sus respectivas jurisdicciones, dentro de los límites establecidos en el ANEXO al 

presente artículo. 

Las máximas autoridades de los organismos descentralizados del PODER EJECUTIVO NACIONAL, 

dentro de esas entidades, determinarán quiénes son los funcionarios de “nivel equivalente” referidos en el 

ANEXO al presente artículo. 

 

Los funcionarios que autoricen la convocatoria, los que elijan el procedimiento de selección aplicable y 

los que requieran la prestación, siempre que el procedimiento se lleve a cabo de acuerdo a sus 
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requerimientos, serán responsables de la razonabilidad del proyecto, en el sentido que las especificaciones 

y requisitos técnicos estipulados, cantidades, plazos de entrega o prestación, y demás condiciones fijadas 

en las contrataciones, sean las adecuadas para satisfacer las necesidades a ser atendidas, en tiempo y 

forma, y cumpliendo con los principios de eficiencia, eficacia, economía y ética. 

TÍTULO II 

PROCEDIMIENTOS DE SELECCIÓN 

CAPÍTULO I 

ELECCIÓN DEL PROCEDIMIENTO 

ARTÍCULO 10.- REGLA GENERAL. En virtud de la regla general consagrada en el artículo 24 del 

Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios, los procedimientos de licitación 

pública o concurso público, se podrán aplicar válidamente cualquiera fuere el monto presunto del contrato 

y estarán dirigidos a una cantidad indeterminada de posibles oferentes. 

El procedimiento de licitación pública se realizará cuando el criterio de selección del cocontratante 

recaiga primordialmente en factores económicos, mientras que el de concurso público cuando el criterio 

de selección del cocontratante recaiga primordialmente en factores no económicos, tales como la 

capacidad técnico-científica, artística u otras, según corresponda. 

No obstante la regla general, en todos los casos deberá aplicarse el procedimiento que mejor contribuya al 

logro del objeto establecido en el artículo 1° del Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y 

complementarios y el que por su economicidad, eficiencia y eficacia en la aplicación de los recursos 

públicos sea más apropiado para los intereses públicos. 

ARTÍCULO 11.- PROCEDENCIA DE LA SUBASTA PÚBLICA. La subasta pública, será procedente 

cualquiera fuere el monto estimado del contrato y podrá ser aplicada en los siguientes casos: 

a) Compra de bienes muebles, inmuebles, semovientes, incluyendo dentro de los primeros los objetos de 

arte o de interés histórico. 

b) Venta de bienes de propiedad del Estado Nacional. 

ARTÍCULO 12.- PROCEDENCIA DE LA LICITACIÓN O CONCURSO PRIVADOS. La licitación o el 

concurso serán privados cuando el llamado a participar esté dirigido exclusivamente a proveedores que se 

hallaren inscriptos en el Sistema de Información de Proveedores, y serán aplicables cuando el monto 

estimado de la contratación no supere al fijado en el artículo 27 del presente Reglamento. En dichos 

procedimientos, también serán consideradas las ofertas de quienes no hubiesen sido invitados a participar. 

El procedimiento de licitación privada se realizará cuando el criterio de selección del cocontratante 

recaiga primordialmente en factores económicos, mientras que el de concurso privado cuando el criterio 

de selección del cocontratante recaiga primordialmente en factores no económicos, tales como la 

capacidad técnico-científica, artística u otras, según corresponda. 

ARTÍCULO 13.- CLASES DE LICITACIONES Y CONCURSOS PÚBLICOS Y PRIVADOS. Las 

licitaciones públicas y privadas, así como los concursos públicos y privados podrán ser de etapa única o 

múltiple, según corresponda, por aplicación de los apartados 1 y 2 del inciso a) del artículo 26 del Decreto 

Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios, respectivamente. Por su parte las 

licitaciones públicas y privadas, así como los concursos públicos y privados podrán ser nacionales o 
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internacionales, según corresponda, por aplicación de los apartados 1 y 2 del inciso b) del artículo 26 del 

Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios, respectivamente. 

En las licitaciones o concursos nacionales solo se podrán presentar como oferentes quienes tengan 

domicilio en el país o la sede principal de sus negocios se encuentre en el país, o tengan sucursal en el 

país, debidamente registrada en los organismos habilitados a tal efecto. 

En las licitaciones o concursos internacionales se podrán presentar como oferentes quienes tengan 

domicilio en el país o la sede principal de sus negocios se encuentre en el país, o tengan sucursal en el 

país, debidamente registrada en los organismos habilitados a tal efecto, así como quienes tengan la sede 

principal de sus negocios en el extranjero, y no tengan sucursal debidamente registrada en el país. 

ARTÍCULO 14.- PROCEDENCIA DE LA CONTRATACIÓN DIRECTA. El procedimiento de 

contratación directa sólo será procedente en los casos expresamente previstos en los apartados del inciso 

d) del artículo 25 del Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios. Las 

contrataciones directas podrán ser por compulsa abreviada o por adjudicación simple. 

Las contrataciones por compulsa abreviada serán aquellas en que exista más de un potencial oferente con 

capacidad para satisfacer la prestación y la situación de hecho se encuadre en los apartados 1, 4, 5 —para 

los casos de urgencia— del inciso d) del artículo 25 del Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus 

modificatorios y complementarios. 

Las contrataciones por adjudicación simple serán aquellas en las que, ya sea por razones legales, por 

determinadas circunstancias de hecho, por causas vinculadas con el objeto del contrato o con el sujeto 

cocontratante, la Administración no pueda contratar sino con determinada persona o esté facultada para 

elegir un cocontratante de naturaleza pública y cuando la situación de hecho se encuadre en los apartados 

2, 3, 7, 8, o 9 del inciso d) del artículo 25 del Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y 

complementarios. 

Las contrataciones que se encuadren en el apartado 5 —para los casos de emergencia—, y en los 

apartados 6 y 10 del inciso d) del artículo 25 del Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y 

complementarios, podrán ser por compulsa abreviada o por adjudicación simple, según el caso. 

Las contrataciones que se encuadren en el apartado 10 del inciso d) del artículo 25 del Decreto Delegado 

N° 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios deberán sustanciarse por compulsa abreviada, con la 

excepción de aquellos procedimientos que bajo esta causal tramite el MINISTERIO DE DESARROLLO 

SOCIAL, los cuales podrán efectuarse por adjudicación simple. 

ARTÍCULO 15.- PROCEDENCIA DE LA COMPULSA ABREVIADA POR MONTO. A los fines de 

encuadrar a un procedimiento de selección en la causal prevista en el artículo 25, inciso d), apartado 1 del 

Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios, será suficiente que el monto 

presunto del contrato no supere el máximo fijado para tal tipo de procedimiento en la escala aprobada por 

el artículo 27 del presente reglamento. 

ARTÍCULO 16.- PROCEDENCIA DE LA ADJUDICACIÓN SIMPLE POR ESPECIALIDAD. Se 

considerará satisfecha la condición de único proveedor prevista en el apartado 2 del inciso d) del artículo 

25 del Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios, cuando su especialidad e 

idoneidad sean características determinantes para el cumplimiento de la prestación. Quedará acreditada la 
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condición de único proveedor cuando se fundamente la necesidad de la especialización y se acompañen 

los antecedentes que acrediten la notoria capacidad científica, técnica o artística de la empresa, persona o 

artista a quien se encomiende la ejecución de la obra. 

ARTÍCULO 17.- PROCEDENCIA DE LA ADJUDICACIÓN SIMPLE POR EXCLUSIVIDAD. Se 

incluye entre los casos previstos en el apartado 3 del inciso d) del artículo 25 del Decreto Delegado N° 

1.023/01 y sus modificatorios y complementarios, la adquisición de material bibliográfico en el país o en 

el exterior a editoriales o personas humanas o jurídicas especializadas en la materia. 

En aquellos casos en que la exclusividad surja de normas específicas, se entenderá acreditada y 

documentada con la sola cita de las normas pertinentes. 

El informe técnico al que se refiere el apartado 3 del inciso d) del artículo 25 del Decreto Delegado N° 

1.023/01 y sus modificatorios y complementarios, es con el que se debe acreditar la inexistencia de 

sustitutos convenientes. 

El privilegio sobre la venta del bien o servicio deberá acreditarse mediante la documentación que 

compruebe dicha exclusividad. 

ARTÍCULO 18.- PROCEDENCIA DE LA COMPULSA ABREVIADA POR LICITACIÓN O 

CONCURSO DESIERTO O FRACASADO. La modificación de los pliegos de bases y condiciones 

particulares del segundo llamado a licitación o concurso prevista en el apartado 4, del inciso d) del 

artículo 25 del Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios, se deberá efectuar 

en aquellos casos en que pueda presumirse razonablemente que la declaración de desierto o fracasado del 

primer llamado se hubiere producido por un defecto en los aludidos pliegos. Al utilizar el procedimiento 

de compulsa abreviada previsto en dicho apartado no podrán modificarse los pliegos del segundo llamado 

a licitación o concurso. 

ARTÍCULO 19.- PROCEDENCIA DEL PROCEDIMIENTO POR URGENCIA O EMERGENCIA. A 

los fines de encuadrar a un procedimiento de selección en la causal prevista en el artículo 25, inciso d), 

apartado 5, del Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios, deberá probarse 

la existencia de circunstancias objetivas que impidan la realización de otro procedimiento de selección en 

tiempo oportuno para satisfacer una necesidad pública. 

Serán razones de urgencia las necesidades apremiantes y objetivas que impidan el normal y oportuno 

cumplimiento de las actividades esenciales de la jurisdicción o entidad contratante. 

Se entenderá por casos de emergencia: los accidentes, fenómenos meteorológicos u otros sucesos que 

creen una situación de peligro o desastre que requiera una acción inmediata y que comprometan la vida, 

la integridad física, la salud, la seguridad de la población o funciones esenciales del Estado Nacional. 

En las contrataciones encuadradas en el apartado 5 del inciso d) del artículo 25 del Decreto Delegado N° 

1.023/01 y sus modificatorios y complementarias, cuando se invoquen razones de urgencia o emergencia 

y se tratare de una situación previsible, deberán establecerse, mediante el procedimiento pertinente de 

acuerdo al régimen disciplinario que corresponda aplicar, las responsabilidades emergentes de la falta de 

contratación mediante un procedimiento competitivo en tiempo oportuno. 

ARTÍCULO 20.- PROCEDENCIA DEL PROCEDIMIENTO POR RAZONES DE SEGURIDAD O 

DEFENSA NACIONAL. A los fines de encuadrar a un procedimiento de selección en la causal prevista 
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en el artículo 25, inciso d), apartado 6, del Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y 

complementarios, en forma previa a iniciar el procedimiento de selección el PODER EJECUTIVO 

NACIONAL deberá declarar el carácter secreto de la operación. Dicha facultad será excepcional e 

indelegable del PODER EJECUTIVO NACIONAL y sólo podrá fundarse en razones de seguridad o 

defensa nacional. 

ARTÍCULO 21.- PROCEDENCIA DE LA ADJUDICACIÓN SIMPLE POR DESARME, TRASLADO 

O EXAMEN PREVIO. A los fines de encuadrar a un procedimiento de selección en la causal prevista en 

el artículo 25, inciso d), apartado 7, del Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y 

complementarios, se deberá acreditar que es imprescindible el desarme, traslado o examen previo, para 

determinar la reparación necesaria. Asimismo, también deberá probarse que la elección de otro 

procedimiento de selección resultaría más oneroso para la jurisdicción o entidad contratante. 

ARTÍCULO 22.- PROCEDENCIA DE LA ADJUDICACIÓN SIMPLE INTERADMINISTRATIVA. A 

los fines de encuadrar a un procedimiento de selección en la causal prevista en el artículo 25, inciso d), 

apartado 8, del Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios, el cocontratante 

deberá ser una jurisdicción o entidad del Estado Nacional, o un organismo Provincial o Municipal o del 

Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, o bien una empresa o sociedad en la que tenga 

participación mayoritaria el Estado. La limitación del objeto a la prestación de servicios de seguridad, de 

logística o de salud a que hace referencia el citado apartado, solo será aplicable en los casos en que el 

cocontratante fuera una empresa o sociedad en la que tenga participación estatal mayoritaria el Estado. 

Por su parte, deberá entenderse por servicios de logística, al conjunto de medios y métodos que resultan 

indispensables para el efectivo desarrollo de una actividad, incluyéndose la organización y/o sistemas de 

que se vale el emprendimiento para alcanzar los objetivos indispensables para su sustentación. En estos 

casos estará expresamente prohibida la subcontratación del objeto del contrato. 

ARTÍCULO 23.- PROCEDENCIA DE LA ADJUDICACIÓN SIMPLE CON UNIVERSIDADES 

NACIONALES. A los fines de encuadrar a un procedimiento de selección en la causal prevista en el 

artículo 25, inciso d), apartado 9, del Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y 

complementarios, el cocontratante deberá tratarse de una Universidad Nacional o bien de una Facultad 

dependiente de una Universidad Nacional. 

ARTÍCULO 24.- PROCEDENCIA DE LA COMPULSA ABREVIADA CON EFECTORES DE 

DESARROLLO LOCAL Y ECONOMÍA SOCIAL. A los fines de encuadrar a un procedimiento de 

selección en la causal prevista en el artículo 25, inciso d), apartado 10, del Decreto Delegado N° 1.023/01 

y sus modificatorios y complementarios, el cocontratante deberá tratarse de una persona humana o 

jurídica inscripta en el Registro Nacional de Efectores de Desarrollo Local y Economía Social, reciban o 

no financiamiento estatal, considerándose cumplido de esta forma el requisito de previo informe al 

MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL. 

ARTÍCULO 25.- MODALIDADES. Las contrataciones podrán realizarse con las siguientes modalidades: 

a) Iniciativa privada: cuando una persona humana o jurídica presente una propuesta novedosa o que 

implique una innovación tecnológica o científica, que sea declarada de interés público por el Estado 

Nacional a través de la jurisdicción o entidad con competencia en razón de la materia. 
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b) Llave en mano: cuando se estime conveniente para los fines públicos concentrar en un único proveedor 

la responsabilidad de la realización integral de un proyecto. 

c) Orden de compra abierta: cuando en los pliegos de bases y condiciones particulares no se pudiere 

prefijar con suficiente precisión la cantidad de unidades de los bienes o servicios a adquirir o contratar o 

las fechas o plazos de entrega. 

d) Consolidada: cuando DOS (2) o más jurisdicciones o entidades contratantes requieran una misma 

prestación unificando la gestión del procedimiento de selección, con el fin de obtener mejores 

condiciones que las que obtendría cada uno individualmente. 

e) Precio máximo: cuando en los pliegos de bases y condiciones particulares se indique el precio más alto 

que puede pagarse por los bienes o servicios requeridos. 

f) Acuerdo marco: cuando la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES de oficio o a petición de 

uno o más organismos, seleccione a proveedores para procurar el suministro directo de bienes o servicios 

a las jurisdicciones o entidades contratantes. Existiendo un Acuerdo Marco vigente las unidades 

operativas de contrataciones deberán contratar a través del mismo. El Órgano Rector podrá suspender o 

eliminar algún producto o servicio de un adjudicatario en un Acuerdo Marco por razones debidamente 

fundadas. Asimismo, por razones de oportunidad, mérito o conveniencia, podrá eliminar algún producto o 

servicio incluido en el Acuerdo Marco, y podrá incorporar nuevos productos mediante la realización de 

un nuevo llamado. 

g) Concurso de proyectos integrales: cuando la jurisdicción o entidad contratante no pueda determinar 

detalladamente en el pliego de bases y condiciones particulares las especificaciones del objeto del 

contrato y se propicie obtener propuestas para obtener la solución más satisfactoria de sus necesidades. 

La OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES establecerá en los manuales de procedimiento la 

forma, plazo y demás condiciones en que se llevarán a cabo cada una de las modalidades. 

ARTÍCULO 26.- OBSERVACIONES AL PROYECTO DE PLIEGO DE BASES Y CONDICIONES 

PARTICULARES. Cuando la complejidad o el monto del procedimiento de selección lo justifiquen, o en 

procedimientos en que no fuere conveniente preparar por anticipado las especificaciones técnicas o las 

cláusulas particulares completas, corresponderá que el titular de la unidad operativa de contrataciones 

autorice la apertura de una etapa previa a la convocatoria, para recibir observaciones al proyecto de pliego 

de bases y condiciones particulares. 

ARTÍCULO 27.- MONTO ESTIMADO DE LOS CONTRATOS. Cuando el monto estimado del contrato 

sea el parámetro que se utilice para elegir el procedimiento de selección, se deberá considerar el importe 

total en que se estimen las adjudicaciones, incluidas las opciones de prórroga previstas, y se aplicará la 

siguiente escala: 

a) Compulsa abreviada del apartado 1 del inciso d) del artículo 25 del Decreto Delegado N° 1.023/01 y 

sus modificatorios y complementarios hasta UN MIL TRESCIENTOS MÓDULOS (M 1.300). 

b) Licitación privada o concurso privado hasta SEIS MIL MÓDULOS (M 6.000). 

c) Licitación pública o concurso público más de SEIS MIL MÓDULOS (M 6.000). 
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El procedimiento de selección elegido será válido cuando el total de las adjudicaciones, incluidas las 

opciones de prórroga previstas, no superen el monto máximo fijado para encuadrar a cada tipo de 

procedimiento de selección. 

ARTÍCULO 28.- VALOR DEL MÓDULO. A los efectos de lo dispuesto en el presente reglamento, el 

valor del módulo (M) será de PESOS UN MIL ($ 1.000). 

ARTÍCULO 29.- MODIFICACIÓN DEL VALOR DEL MÓDULO. El Jefe de Gabinete de Ministros 

mediante decisión administrativa, previa intervención del MINISTERIO DE MODERNIZACIÓN y de la 

SECRETARÍA DE HACIENDA del MINISTERIO DE HACIENDA Y FINANZAS PÚBLICAS, podrá 

modificar el valor del módulo establecido en el artículo anterior. 

ARTÍCULO 30.- PROHIBICIÓN DE DESDOBLAMIENTO. No se podrá fraccionar un procedimiento 

de selección con la finalidad de eludir la aplicación de los montos máximos fijados en el presente 

reglamento para encuadrarlos o de las competencias para autorizar o aprobar los procedimientos de 

selección. 

Se presumirá que existe desdoblamiento, del que serán responsables los funcionarios que hubieran 

autorizado y aprobado los respectivos procedimientos de selección, cuando dentro de un lapso de TRES 

(3) meses contados a partir del primer día de una convocatoria se realice otra o varias convocatorias para 

adquirir los mismos bienes o servicios, sin que previamente se documenten las razones que lo justifiquen. 

CAPÍTULO II 

CONTRATACIONES PÚBLICAS ELECTRÓNICAS 

ARTÍCULO 31.- PRINCIPIOS RECTORES. Las contrataciones públicas electrónicas se realizarán 

mediante medios tecnológicos que garanticen neutralidad, seguridad, confidencialidad e identidad de los 

usuarios, basándose en estándares públicos e interoperables que permitan el respaldo de la información y 

el registro de operaciones, permitiendo operar e integrar a otros sistemas de información. 

ARTÍCULO 32.- PROCEDIMIENTOS. La OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES habilitará 

los medios para efectuar en forma electrónica los procedimientos prescriptos en el presente reglamento y 

dictará los manuales de procedimiento en los que se podrán estipular condiciones específicas que se 

aparten de lo dispuesto en el mismo. 

A partir del momento en que un procedimiento deba realizarse mediante la utilización del medio 

electrónico se tendrán por no escritas las disposiciones relativas a actos materiales o presenciales cuya 

realización se traduzca en operaciones virtuales en el sistema electrónico. Las disposiciones referentes a 

actos que sólo sea posible efectuar en forma material, como la entrega de muestras, se cumplirán 

conforme con lo establecido en la presente reglamentación. 

ARTÍCULO 33.- EXCEPCIONES. La OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES será la 

encargada de autorizar las excepciones a la tramitación de los procedimientos de selección en forma 

electrónica. 

A tal efecto debe encontrarse acreditada la imposibilidad de tramitación de la contratación en forma 

electrónica o justificada la excepción por circunstancias objetivas. 

ARTÍCULO 34.- IDENTIFICACIÓN Y AUTENTICACIÓN DE USUARIOS. La OFICINA 

NACIONAL DE CONTRATACIONES dictará el respectivo manual de procedimientos, a efectos de 
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regular el registro y los sistemas de autenticación que permitan verificar la identidad de los usuarios en 

los medios tecnológicos que se utilicen para realizar las contrataciones públicas electrónicas, los que 

podrán admitir en la gestión de los procedimientos de selección la firma electrónica o digital a fin de 

otorgar mayores niveles de seguridad sobre la integridad de los documentos. 

CAPÍTULO III 

PLIEGOS 

ARTÍCULO 35.- PLIEGO ÚNICO DE BASES Y CONDICIONES GENERALES. El Pliego Único de 

Bases y Condiciones Generales será aprobado por la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES, 

y será de utilización obligatoria por parte de las jurisdicciones y entidades contratantes. 

ARTÍCULO 36.- PLIEGOS DE BASES Y CONDICIONES PARTICULARES. Los pliegos de bases y 

condiciones particulares serán elaborados para cada procedimiento de selección, por las respectivas 

unidades operativas de contrataciones de las jurisdicciones y entidades contratantes, sobre la base de los 

pedidos efectuados por las unidades requirentes, y deberán ser aprobados por la autoridad que fuera 

competente de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 9° del presente reglamento. Deberán contener las 

especificaciones técnicas, las cláusulas particulares y los requisitos mínimos que indicará el Pliego Único 

de Bases y Condiciones Generales. 

No obstante lo expuesto, la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES podrá elaborar modelos de 

pliegos de bases y condiciones particulares para determinados objetos contractuales específicos, los que 

serán de utilización obligatoria para las jurisdicciones y entidades contratantes que el Órgano Rector 

determine. 

Asimismo, podrá incluir en dichos modelos cláusulas con determinados criterios de sustentabilidad 

específicos, o exigir que en los pliegos de bases y condiciones particulares que los organismos 

contratantes aprueben, se incluyan cláusulas con determinados criterios de sustentabilidad específicos. 

ARTÍCULO 37.- ESPECIFICACIONES TÉCNICAS. Las especificaciones técnicas de los pliegos de 

bases y condiciones particulares deberán elaborarse de manera tal que permitan el acceso al 

procedimiento de selección en condiciones de igualdad de los oferentes y no tengan por efecto la creación 

de obstáculos injustificados a la competencia en las contrataciones públicas. 

Deberán consignar en forma clara y precisa: 

a) Las cantidades y características de los bienes o servicios a los que se refiera la prestación, con su 

número de catálogo correspondiente al Sistema de Identificación de Bienes y Servicios que administre la 

OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES o al que en el futuro se dicte. 

b) Si los elementos deben ser nuevos, usados, reacondicionados o reciclados. 

c) Las tolerancias aceptables. 

d) La calidad exigida y, en su caso, las normas de calidad y criterios de sustentabilidad que deberán 

cumplir los bienes o servicios o satisfacer los proveedores. 

Para la reparación de aparatos, máquinas o motores podrán solicitarse repuestos denominados legítimos. 

Salvo casos especiales originados en razones científicas, técnicas o de probada conveniencia para lograr 

un mejor resultado de la contratación, no podrá pedirse marca determinada. En los casos en que no se 

acrediten estas situaciones especiales e igualmente se mencionara una marca en particular en los pliegos, 
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será al solo efecto de señalar características generales del objeto pedido, sin que ello implique que no 

podrán proponerse artículos similares de otras marcas. 

Las especificaciones técnicas deberán ser lo suficientemente precisas para permitir a los oferentes 

determinar el objeto del contrato y formular una adecuada cotización y para permitir a las jurisdicciones y 

entidades contratantes evaluar la utilidad de los bienes o servicios ofertados para satisfacer sus 

necesidades y adjudicar el contrato. 

ARTÍCULO 38.- AGRUPAMIENTO. Los pliegos de bases y condiciones particulares deberán estar 

comprendidos por renglones afines y cada renglón por el mismo ítem del catálogo con su número de 

catálogo correspondiente al Sistema de Identificación de Bienes y Servicios que administre la OFICINA 

NACIONAL DE CONTRATACIONES o al que en el futuro se dicte. La afinidad de los renglones se 

determinará en función de las actividades comerciales de los proveedores que fabrican, venden o 

distribuyen los distintos grupos de bienes o servicios. En tal sentido, se considerarán afines los renglones 

que pertenezcan a un mismo grupo de bienes o servicios, con independencia del nivel de agregación que 

adopte la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES para la clasificación de los rubros 

comerciales a otros efectos. 

ARTÍCULO 39.- COSTO DE LOS PLIEGOS. En aquellos casos en que las jurisdicciones y entidades 

contratantes entreguen copias del Pliego Único de Bases y Condiciones Generales o de los pliegos de 

bases y condiciones particulares, podrán establecer para su entrega el pago de una suma equivalente al 

costo de reproducción de los mismos, la que deberá ser establecida en la convocatoria. La suma abonada 

en tal concepto no será devuelta bajo ningún concepto. 

CAPÍTULO IV 

TRANSPARENCIA, PUBLICIDAD Y DIFUSIÓN 

ARTÍCULO 40.- PUBLICIDAD DE LA LICITACIÓN PÚBLICA Y DEL CONCURSO PÚBLICO. La 

convocatoria a presentar ofertas en las licitaciones públicas y en los concursos públicos, deberá efectuarse 

mediante la publicación de avisos en el órgano oficial de publicación de los actos de gobierno, por el 

término de DOS (2) días. 

Las convocatorias que no se realicen en formato digital, con un mínimo de VEINTE (20) días corridos de 

antelación y las que se realicen en formato digital con un mínimo de SIETE (7) días corridos de 

antelación, computados en ambos casos, desde el día hábil inmediato siguiente al de la última 

publicación, hasta la fecha de apertura de las ofertas, o a la fecha de vencimiento del plazo establecido 

para la presentación de las ofertas inclusive, o para el retiro o compra del pliego inclusive, o para la 

presentación de muestras inclusive, la que operare primero, cuando esa fecha sea anterior a la fecha de 

apertura de las ofertas. 

Además, en todos los casos, se difundirá en el sitio de internet de la OFICINA NACIONAL DE 

CONTRATACIONES o en el sitio del sistema electrónico de contrataciones, desde el día en que se le 

comience a dar publicidad en el órgano oficial de publicación de los actos de gobierno, en la forma y por 

los medios que establezca el Órgano Rector. 

Durante el término de publicación de la convocatoria en el órgano oficial de publicación de los actos de 

gobierno, se deberán enviar comunicaciones a las asociaciones que nuclean a los proveedores, 
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productores, fabricantes y comerciantes del rubro, a las asociaciones del lugar donde deban efectuarse las 

provisiones, e invitaciones a por lo menos CINCO (5) proveedores del rubro. 

ARTÍCULO 41.- PUBLICIDAD DE LA LICITACIÓN PRIVADA Y DEL CONCURSO PRIVADO. La 

convocatoria a presentar ofertas en las licitaciones privadas y en los concursos privados deberá efectuarse 

mediante el envío de invitaciones a por lo menos CINCO (5) proveedores del rubro que se hallaren 

inscriptos en el Sistema de Información de Proveedores, con un mínimo de SIETE (7) días corridos de 

antelación a la fecha de apertura de las ofertas, o a la fecha de vencimiento del plazo establecido para la 

presentación de las ofertas inclusive, o para el retiro o compra del pliego inclusive, o para la presentación 

de muestras inclusive, la que operare primero, cuando esa fecha sea anterior a la fecha de apertura de las 

ofertas. 

En aquellos casos en que no fuera posible dirigir el llamado exclusivamente a proveedores inscriptos, 

bien sea por la inexistencia de proveedores incorporados en el rubro específico que se licita o por otros 

motivos, la jurisdicción o entidad contratante podrá extender la convocatoria a otros interesados que no se 

hallen inscriptos en el aludido sistema. 

Además se difundirá en el sitio de internet de la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES o en 

el sitio del sistema electrónico de contrataciones, desde el día en que se cursen las invitaciones, en la 

forma y por los medios que establezca el Órgano Rector. 

ARTÍCULO 42.- PUBLICIDAD DE LA LICITACIÓN INTERNACIONAL Y DEL CONCURSO 

INTERNACIONAL. La convocatoria a presentar ofertas en las licitaciones y concursos internacionales se 

deberá efectuar mediante la utilización de los medios de publicidad y difusión establecidos en los 

artículos precedentes según se trate de un procedimiento privado o público, pero con una antelación que 

no será menor a CUARENTA (40) días corridos, los que se contarán de la misma forma establecida en los 

artículos anteriores. 

Además la convocatoria a presentar ofertas deberá efectuarse mediante la publicación de UN (1) aviso en 

el sitio de internet de las Naciones Unidas denominado UN Development Business, o en el que en el 

futuro lo reemplace, o en el sitio de internet del Banco Mundial denominado DG Market, o en el que en el 

futuro lo reemplace, indistintamente, por el término de DOS (2) días, con un mínimo de CUARENTA 

(40) días corridos de antelación a la fecha fijada para la apertura. 

ARTÍCULO 43.- PUBLICIDAD DE LA SUBASTA PÚBLICA. La convocatoria a presentar ofertas en 

las subastas públicas deberá efectuarse mediante la difusión en el sitio de internet de la OFICINA 

NACIONAL DE CONTRATACIONES o en el sitio del sistema electrónico de contrataciones, con un 

mínimo de DIEZ (10) días corridos de antelación a la fecha fijada para la subasta, los que se contarán de 

la misma forma establecida en los artículos anteriores, en la forma y por los medios que establezca el 

Órgano Rector. 

ARTÍCULO 44.- PUBLICIDAD DE LA COMPULSA ABREVIADA Y DE LA ADJUDICACIÓN 

SIMPLE. La convocatoria a presentar ofertas en las compulsas abreviadas y adjudicaciones simples del 

inciso d) del artículo 25 del Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios, 

deberá efectuarse como mínimo a través de los siguientes medios: 
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a) las que se encuadren en los apartados 1 y 4: envío de invitaciones a por lo menos TRES (3) 

proveedores, con un mínimo de TRES (3) días hábiles de antelación a la fecha de apertura de las ofertas, 

o a la fecha de vencimiento del plazo establecido para la presentación de las ofertas inclusive, o para el 

retiro o compra del pliego inclusive, o para la presentación de muestras inclusive, la que operare primero, 

cuando esa fecha sea anterior a la fecha de apertura de las ofertas y difusión en el sitio de internet de la 

OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES o en el sitio del sistema electrónico de contrataciones, 

desde el día en que se cursen las respectivas invitaciones, en la forma y por los medios que establezca el 

Órgano Rector. 

b) las que se encuadren en el apartado 5 para los casos de urgencia: envío de invitaciones a por lo menos 

TRES (3) proveedores y difusión en el sitio de internet de la OFICINA NACIONAL DE 

CONTRATACIONES o en el sitio del sistema electrónico de contrataciones, desde el día en que se 

cursen las respectivas invitaciones, en la forma y por los medios que establezca el Órgano Rector. 

c) las que se encuadren en los apartados 2, 3, 7, 9 y 10 —en este último caso, para los procedimientos que 

efectúe el MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL por adjudicación simple—: difusión en el sitio de 

internet de la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES o en el sitio del sistema electrónico de 

contrataciones, desde el día en que se curse el pedido de cotización, en la forma y por los medios que 

establezca el Órgano Rector. 

d) quedan exceptuadas de la obligación de difusión en todas las etapas del procedimiento, las que se 

encuadren en el apartado 6 y de difusión de la convocatoria la de los apartados 5 —para los casos de 

emergencia—, y 8. 

e) las que se encuadren en el apartado 10: envío de invitaciones a por lo menos TRES (3) proveedores 

inscriptos en el Registro Nacional de Efectores de Desarrollo Local y Economía Social con un mínimo de 

TRES (3) días hábiles de antelación a la fecha de apertura de las ofertas, o a la fecha de vencimiento del 

plazo establecido para la presentación de las ofertas inclusive, o para el retiro o compra del pliego 

inclusive, o para la presentación de muestras inclusive, la que operare primero, cuando esa fecha sea 

anterior a la fecha de apertura de las ofertas y difusión en el sitio de internet de la OFICINA NACIONAL 

DE CONTRATACIONES o en el sitio del sistema electrónico de contrataciones, desde el día en que se 

cursen las respectivas invitaciones, en la forma y por los medios que establezca el Órgano Rector. 

ARTÍCULO 45.- PUBLICIDAD DE LA CONVOCATORIA PARA RECIBIR OBSERVACIONES AL 

PROYECTO DE PLIEGO DE BASES Y CONDICIONES PARTICULARES. La convocatoria para 

recibir observaciones al proyecto de pliego de bases y condiciones particulares, deberá efectuarse 

mediante la difusión en el sitio de internet de la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES o en 

el sitio del sistema electrónico de contrataciones, con DIEZ (10) días corridos, como mínimo, de 

antelación a la fecha de finalización del plazo para formular observaciones, en la forma y por los medios 

que establezca el Órgano Rector. Durante todo ese plazo cualquier persona podrá realizar observaciones 

al proyecto de pliego sometido a consulta pública. 

ARTÍCULO 46.- DISPOSICIONES GENERALES SOBRE PUBLICIDAD Y COMUNICACIONES. En 

cada uno de los procedimientos de selección previstos en el artículo 25 del Decreto Delegado N° 1.023/01 
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y sus modificatorios y complementarios, la publicidad de las actuaciones deberá ajustarse a las siguientes 

reglas: 

a) Los días de antelación a la fecha fijada para la apertura de las ofertas se computarán a partir del día 

hábil inmediato siguiente al de la última publicación de la convocatoria en el órgano oficial de publicidad 

de los actos de gobierno, o en aquellos casos en que no se realice tal publicidad, al del envío de las 

invitaciones pertinentes y sin contar dentro del plazo de antelación el día de apertura. 

b) El plazo de antelación se computará hasta el día corrido inmediato anterior a la fecha de vencimiento 

del plazo establecido para la presentación de las ofertas inclusive, o hasta la fecha establecida para el 

retiro o compra del pliego inclusive, o hasta el día fijado para la presentación de muestras inclusive, la 

que operare primero, cuando esa fecha sea anterior a la fecha de apertura de las ofertas. 

c) Los plazos de publicación y antelación fijados en el artículo 32 del Decreto Delegado N° 1.023/01 y 

sus modificatorios y complementarios y los previstos en este reglamento, son mínimos y deberán 

ampliarse en los casos de procedimientos de selección que por su importancia, complejidad u otras 

características lo hicieran necesario. 

d) En todos los procedimientos de selección del cocontratante en que la invitación a participar se realice a 

un determinado número de personas humanas o jurídicas, las jurisdicciones o entidades que realicen el 

llamado deberán considerar y evaluar las ofertas presentadas por quienes no fueron convocados. 

e) Cuando por inconvenientes técnicos u otras causas, exista la imposibilidad material de difundir las 

etapas de los procedimientos de selección en el sitio de internet del Órgano Rector se utilizará un 

procedimiento excepcional de difusión, el que será establecido por la OFICINA NACIONAL DE 

CONTRATACIONES. 

ARTÍCULO 47.- DIFUSIÓN. Las jurisdicciones o entidades contratantes, por intermedio de sus 

respectivas unidades operativas de contrataciones, deberán difundir en el sitio de internet de la OFICINA 

NACIONAL DE CONTRATACIONES o en el sitio del sistema electrónico de contrataciones, la 

siguiente información: 

a) La convocatoria para recibir observaciones de los proyectos de pliegos de bases y condiciones 

particulares, junto con el respectivo proyecto. 

b) La convocatoria a los procedimientos de selección, junto con el respectivo pliego de bases y 

condiciones particulares. 

c) Las circulares aclaratorias o modificatorias de dichos pliegos. 

d) Las actas de apertura de las ofertas. 

e) Los cuadros comparativos de ofertas. 

f) La preselección en los procedimientos de etapa múltiple. 

g) El dictamen de evaluación de las ofertas. 

h) Las impugnaciones planteadas por los oferentes contra el dictamen de evaluación de las ofertas. 

i) La aprobación del procedimiento de selección, adjudicación, la declaración de desierto o fracasado, o la 

decisión de dejar sin efecto un procedimiento de selección. 

j) Las órdenes de compra, venta o los contratos. 

k) Las solicitudes de provisión, en los casos de orden de compra abierta. 
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l) Los actos administrativos y las respectivas órdenes de compra por las que se aumente, disminuya o 

prorrogue el contrato. 

m) Los actos administrativos firmes por los cuales las jurisdicciones o entidades hubieran dispuesto la 

aplicación de penalidades a los oferentes o adjudicatarios. 

n) Las cesiones de los contratos. 

o) La revocación, suspensión, resolución, rescate o declaración de caducidad. 

La información de las etapas consignadas en este artículo deberá difundirse cualquiera fuera el tipo de 

procedimiento de selección elegido, salvo que expresamente se dispusiera lo contrario en el Decreto 

Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios o en el presente reglamento. 

CAPÍTULO V 

VISTA Y RETIRO DE PLIEGOS. CONSULTAS. CIRCULARES 

ARTÍCULO 48.- VISTA Y RETIRO DE PLIEGOS. Cualquier persona podrá tomar vista del Pliego 

Único de Bases y Condiciones Generales y de los pliegos de bases y condiciones particulares, en la 

jurisdicción o entidad contratante, en el sitio de internet de la OFICINA NACIONAL DE 

CONTRATACIONES o en el sitio del sistema electrónico de contrataciones. Asimismo podrán retirarlos 

o comprarlos en la jurisdicción o entidad contratante o bien descargados de internet. 

En oportunidad de retirar, comprar o descargar los pliegos, deberán suministrar obligatoriamente su 

nombre o razón social, domicilio, y dirección de correo electrónico en los que serán válidas las 

comunicaciones que deban cursarse hasta el día de apertura de las ofertas. 

No será requisito para presentar ofertas, ni para la admisibilidad de las mismas, ni para contratar, haber 

retirado o comprado pliegos en el organismo contratante o haberlos descargado del sitio de internet, no 

obstante quienes no los hubiesen retirado, comprado o descargado, no podrán alegar el desconocimiento 

de las actuaciones que se hubieren producido hasta el día de la apertura de las ofertas, quedando bajo su 

responsabilidad llevar adelante las gestiones necesarias para tomar conocimiento de aquellas. 

ARTÍCULO 49.- CONSULTAS AL PLIEGO DE BASES Y CONDICIONES PARTICULARES. Las 

consultas al pliego de bases y condiciones particulares deberán efectuarse por escrito en la jurisdicción o 

entidad contratante, o en el lugar que se indique en el citado pliego o en la dirección institucional de 

correo electrónico del organismo contratante difundida en el pertinente llamado. 

En oportunidad de realizar una consulta al pliego, los consultantes que no lo hubieran hecho con 

anterioridad, deberán suministrar obligatoriamente su nombre o razón social, domicilio y dirección de 

correo electrónico en los que serán válidas las comunicaciones que deban cursarse hasta el día de apertura 

de las ofertas. 

No se aceptarán consultas telefónicas y no serán contestadas aquéllas que se presenten fuera de término. 

Deberán ser efectuadas hasta TRES (3) días antes de la fecha fijada para la apertura como mínimo, salvo 

que el pliego de bases y condiciones particulares estableciera un plazo distinto, en el caso de los 

procedimientos de licitación o concurso público o privado y subasta pública. En los procedimientos de 

selección por compulsa abreviada o adjudicación simple, la jurisdicción o entidad contratante deberá 

establecer en el pliego de bases y condiciones particulares el plazo hasta el cual podrán realizarse las 
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consultas atendiendo al plazo de antelación establecido en el procedimiento en particular para la 

presentación de las ofertas o pedidos de cotización. 

ARTÍCULO 50.- CIRCULARES ACLARATORIAS Y MODIFICATORIAS AL PLIEGO DE BASES Y 

CONDICIONES PARTICULARES. La jurisdicción o entidad contratante podrá elaborar circulares 

aclaratorias o modificatorias al pliego de bases y condiciones particulares, de oficio o como respuesta a 

consultas. 

Las circulares aclaratorias, podrán ser emitidas por el titular de la unidad operativa de contrataciones y 

deberán ser comunicadas con DOS (2) días como mínimo de anticipación a la fecha fijada para la 

presentación de las ofertas en los procedimientos de licitación o concurso público o privado y subasta 

pública, a todas las personas que hubiesen retirado, comprado o descargado el pliego y al que hubiere 

efectuado la consulta si la circular se emitiera como consecuencia de ello e incluirlas como parte 

integrante del pliego y difundirlas en el sitio de internet de la OFICINA NACIONAL DE 

CONTRATACIONES o en el sitio del sistema electrónico de contrataciones. En los procedimientos de 

selección por compulsa abreviada o adjudicación simple, el plazo para comunicar las circulares 

aclaratorias se deberá establecer en el pliego de bases y condiciones particulares teniendo en cuenta el 

plazo hasta el cual podrán realizarse las consultas y atendiendo al plazo de antelación establecido en el 

procedimiento en particular para la presentación de las ofertas o pedidos de cotización. 

Las circulares modificatorias deberán ser emitidas por la misma autoridad que hubiere aprobado el pliego 

de bases y condiciones particulares o por aquel en quien se hubiese delegado expresamente tal facultad, 

con excepción de los casos en los cuales la modificación introducida supere el monto máximo para 

autorizar procedimientos, establecidos en el artículo 9° del presente conforme los niveles de funcionarios 

competentes, en cuyo supuesto, deberá ser autorizada por la autoridad competente por el monto global. 

Las circulares modificatorias deberán ser difundidas, publicadas y comunicadas por UN (1) día en los 

mismos medios en que hubiera sido difundido, publicado y comunicado el llamado original con UN (1) 

día como mínimo de anticipación a la fecha originaria fijada para la presentación de las ofertas. Asimismo 

deberán ser comunicadas, a todas las personas que hubiesen retirado, comprado o descargado el pliego y 

al que hubiere efectuado la consulta si la circular se emitiera como consecuencia de ello, con el mismo 

plazo mínimo de antelación. También deberán incluirse como parte integrante del pliego y difundirse en 

el sitio de internet de la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES o en el sitio del sistema 

electrónico de contrataciones. 

Entre la publicidad de la circular modificatoria y la fecha de apertura, deberán cumplirse los mismos 

plazos de antelación estipulados en la normativa vigente que deben mediar entre la convocatoria original 

y la fecha de apertura de acuerdo al procedimiento de selección de que se trate, por lo que deberá 

indicarse en la misma la nueva fecha para la presentación de las ofertas. 

Las circulares por las que únicamente se suspenda o se prorrogue la fecha de apertura o la de presentación 

de las ofertas podrán ser emitidas por el titular de la unidad operativa de contrataciones y deberán ser 

difundidas, publicadas y comunicadas por UN (1) día por los mismos medios en que hubiera sido 

difundido, publicado y comunicado el llamado original con UN (1) día como mínimo de anticipación a la 

fecha originaria fijada para la presentación de las ofertas. Asimismo deberán ser comunicadas, a todas las 
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personas que hubiesen retirado, comprado o descargado el pliego y al que hubiere efectuado la consulta si 

la circular se emitiera como consecuencia de ello, con el mismo plazo mínimo de antelación. También 

deberán incluirse como parte integrante del pliego y difundirse en el sitio de internet de la OFICINA 

NACIONAL DE CONTRATACIONES o en el sitio del sistema electrónico de contrataciones. 

CAPÍTULO VI 

OFERTAS 

ARTÍCULO 51.- PRESENTACIÓN DE LAS OFERTAS. Las ofertas se deberán presentar en el lugar y 

hasta el día y hora que determine la jurisdicción o entidad contratante en la convocatoria. 

La comprobación de que una oferta presentada en término y con las formalidades exigidas en este 

reglamento o en el Pliego Único de Bases y Condiciones Generales y en el respectivo pliego de bases y 

condiciones particulares, no estuvo disponible para ser abierta en el momento de celebrarse el acto de 

apertura, dará lugar a la revocación inmediata del procedimiento, cualquiera fuere el estado de trámite en 

que se encuentre, y a la iniciación de las actuaciones sumariales pertinentes. 

ARTÍCULO 52.- EFECTOS DE LA PRESENTACIÓN DE LA OFERTA. La presentación de la oferta 

significará de parte del oferente el pleno conocimiento y aceptación de las normas y cláusulas que rijan el 

procedimiento de selección al que se presente, por lo que no será necesaria la presentación de los pliegos 

firmados junto con la oferta. 

ARTÍCULO 53.- INMODIFICABILIDAD DE LA OFERTA. La posibilidad de modificar la oferta 

precluirá con el vencimiento del plazo para presentarla, sin que sea admisible alteración alguna en la 

esencia de las propuestas después de esa circunstancia. 

ARTÍCULO 54.- PLAZO DE MANTENIMIENTO DE LA OFERTA. Los oferentes deberán mantener 

las ofertas por el término de SESENTA (60) días corridos contados a partir de la fecha del acto de 

apertura, salvo que en el respectivo pliego de bases y condiciones particulares se fijara un plazo diferente. 

El plazo de SESENTA (60) días antes aludido o el que se establezca en el pertinente pliego particular se 

renovará en forma automática por un lapso igual al inicial o por el que se fije en el respectivo pliego 

particular, y así sucesivamente, salvo que el oferente manifestara en forma expresa su voluntad de no 

renovar el plazo de mantenimiento con una antelación mínima de DIEZ (10) días corridos al vencimiento 

de cada plazo. 

ARTÍCULO 55.- REQUISITOS DE LAS OFERTAS. Las ofertas deberán cumplir con los requisitos que 

establezca el Pliego Único de Bases y Condiciones Generales y los del pliego de bases y condiciones 

particulares. 

En los procedimientos de selección de etapa única sólo se podrá exigir en el pliego de bases y condiciones 

particulares, información y/o documentación distinta de la establecida en este reglamento o en Pliego 

Único de Bases y Condiciones Generales, cuando por razones de oportunidad, mérito o conveniencia se 

consideren de especial relevancia los antecedentes del proveedor, lo que deberá fundarse. 

ARTÍCULO 56.- OFERTAS ALTERNATIVAS. Se entiende por oferta alternativa a aquella que 

cumpliendo en un todo las especificaciones técnicas de la prestación previstas en el pliego de bases y 

condiciones particulares, ofrece distintas soluciones técnicas que hace que pueda haber distintos precios 

para el mismo producto o servicio. 
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La jurisdicción o entidad contratante podrá elegir cualquiera de las dos o más ofertas presentadas ya que 

todas compiten con la de los demás oferentes. 

ARTÍCULO 57.- OFERTAS VARIANTES. Se entiende por oferta variante a aquella que modificando las 

especificaciones técnicas de la prestación previstas en el pliego de bases y condiciones particulares, 

ofrece una solución con una mejora que no sería posible en caso de cumplimiento estricto del mismo. 

La jurisdicción o entidad contratante sólo podrá comparar la oferta base de los distintos proponentes y 

sólo podrá considerar la oferta variante del oferente que tuviera la oferta base más conveniente. 

Sólo se admitirán ofertas variantes cuando los pliegos de bases y condiciones particulares lo acepten 

expresamente. De presentarse una oferta variante sin que se encuentre previsto en los pliegos de bases y 

condiciones particulares, deberá desestimarse únicamente la variante siempre que pueda identificarse cuál 

es la oferta base. 

ARTÍCULO 58.- COTIZACIONES. La moneda de cotización de la oferta deberá fijarse en el respectivo 

pliego de bases y condiciones particulares y en principio deberá ser moneda nacional. Cuando se fije que 

la cotización debe ser efectuada en moneda extranjera deberá fundarse tal requerimiento en el expediente. 

En aquellos casos en que existan ofertas en diferentes monedas de cotización la comparación deberá 

efectuarse teniendo en cuenta el tipo de cambio vendedor del BANCO DE LA NACIÓN ARGENTINA 

vigente al cierre del día de apertura. En aquellos casos en que la cotización se hiciere en moneda 

extranjera y el pago en moneda nacional, deberá calcularse el monto del desembolso tomando en cuenta 

el tipo de cambio vendedor del BANCO DE LA NACIÓN ARGENTINA vigente al momento de liberar 

la orden de pago, o bien, al momento de la acreditación bancaria correspondiente, lo que deberá 

determinarse en el respectivo pliego de bases y condiciones particulares. 

ARTÍCULO 59.- APERTURA DE LAS OFERTAS. En el lugar, día y hora determinados para celebrar el 

acto, se procederá a abrir las ofertas, en acto público, en presencia de funcionarios de la jurisdicción o 

entidad contratante y de todos aquellos que desearen presenciarlo, quienes podrán verificar la existencia, 

número y procedencia de los sobres, cajas o paquetes dispuestos para ser abiertos. 

Si el día señalado para la apertura de las ofertas deviniera inhábil, el acto tendrá lugar el día hábil 

siguiente, en el mismo lugar y a la misma hora. 

Ninguna oferta presentada en término podrá ser desestimada en el acto de apertura. Si hubiere 

observaciones se dejará constancia en el acta de apertura para su posterior análisis por las autoridades 

competentes. 

ARTÍCULO 60.- VISTA DE LAS OFERTAS. Los originales de las ofertas serán exhibidos a los 

oferentes por el término de DOS (2) días, contados a partir del día siguiente al de la apertura. Los 

oferentes podrán solicitar copia a su costa. 

En el supuesto que exista un único oferente, se podrá prescindir del cumplimiento del término indicado en 

el párrafo anterior. 

CAPÍTULO VII 

EVALUACIÓN DE LAS OFERTAS 
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ARTÍCULO 61.- ETAPA DE EVALUACIÓN DE LAS OFERTAS. Se entenderá por etapa de evaluación 

de las ofertas al período que va desde el momento en que los actuados son remitidos a la Comisión 

Evaluadora, hasta la notificación del dictamen de evaluación. 

La etapa de evaluación de las ofertas es confidencial, por lo cual durante esa etapa no se concederá vista 

de las actuaciones. 

ARTÍCULO 62.- DESIGNACIÓN DE LAS COMISIONES EVALUADORAS. Los integrantes de las 

Comisiones Evaluadoras de las ofertas, así como los respectivos suplentes, deberán ser designados 

mediante un acto administrativo emanado de la máxima autoridad de la jurisdicción o entidad contratante 

o de la autoridad con competencia para autorizar la convocatoria, con la única limitación de que esa 

designación no deberá recaer en quienes tuvieran competencia para autorizar la convocatoria o para 

aprobar el procedimiento. Cuando se tratare de contrataciones para cuya apreciación se requieran 

conocimientos técnicos o especializados o bien para garantizar la correcta apreciación de criterios de 

sustentabilidad, las Comisiones Evaluadoras podrán requerir la intervención de peritos técnicos o solicitar 

informes a instituciones estatales o privadas con tales conocimientos específicos. 

ARTÍCULO 63.- INTEGRACIÓN DE LAS COMISIONES EVALUADORAS. Las Comisiones 

Evaluadoras deberán estar integradas por TRES (3) miembros y sus respectivos suplentes. 

ARTÍCULO 64.- SESIONES DE LAS COMISIONES EVALUADORAS. Para sesionar y emitir 

dictámenes, las Comisiones Evaluadoras se sujetarán a las siguientes reglas: 

a) El quórum para el funcionamiento de las Comisiones Evaluadoras, se dará con la totalidad de sus 

TRES (3) miembros titulares, completándose en caso de ausencia o de impedimento debidamente 

justificados, con los suplentes respectivos; 

b) Los acuerdos se tomarán por mayoría absoluta, calculada sobre el total de sus miembros. 

Durante el término que se otorgue para que los peritos o las instituciones estatales o privadas emitan sus 

informes, o para que los oferentes subsanen los errores u omisiones de las ofertas, se suspenderá el plazo 

que las Comisiones Evaluadoras tienen para expedirse. 

ARTÍCULO 65.- FUNCIONES DE LAS COMISIONES EVALUADORAS. Las Comisiones 

Evaluadoras emitirán su dictamen, el cual no tendrá carácter vinculante, que proporcionará a la autoridad 

competente los fundamentos para el dictado del acto administrativo con el cual concluirá el 

procedimiento. 

ARTÍCULO 66.- CAUSALES DE DESESTIMACIÓN NO SUBSANABLES. Será desestimada la oferta, 

sin posibilidad de subsanación, en los siguientes supuestos 

a) Si fuera formulada por personas humanas y/o jurídicas que no estuvieran incorporadas en el Sistema de 

Información de Proveedores a la fecha de comienzo del período de evaluación de las ofertas, o a la fecha 

de adjudicación en los casos que no se emita el dictamen de evaluación. 

b) Si fuere formulada por personas humanas o jurídicas no habilitadas para contratar con la 

ADMINISTRACIÓN NACIONAL de acuerdo a lo prescripto en el artículo 28 del Decreto Delegado N° 

1.023/01 y sus modificatorios y complementarios, al momento de la apertura de las ofertas o en la etapa 

de evaluación de aquellas o en la adjudicación. 
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c) Si el oferente fuera inelegible de conformidad con lo establecido en el artículo 68 del presente 

reglamento. 

d) Si las muestras no fueran acompañadas en el plazo fijado. 

e) Si el precio cotizado mereciera la calificación de vil o no serio. 

f) Si tuviere tachaduras, raspaduras, enmiendas o interlíneas sin salvar en las hojas que contengan la 

propuesta económica, la descripción del bien o servicio ofrecido, plazo de entrega, o alguna otra parte que 

hiciere a la esencia del contrato. 

g) Si estuviera escrita con lápiz o con un medio que permita el borrado y reescritura sin dejar rastros. 

h) Si contuviera condicionamientos. 

i) Si contuviera cláusulas en contraposición con las normas que rigen la contratación o que impidieran la 

exacta comparación con las demás ofertas. 

j) Cuando contuviera errores u omisiones esenciales. 

k) Si no se acompañare la garantía de mantenimiento de oferta o la constancia de haberla constituido. 

En los pliegos de bases y condiciones particulares no se podrán prever otras causales de desestimación no 

subsanables de ofertas. 

ARTÍCULO 67.- CAUSALES DE DESESTIMACIÓN SUBSANABLES. Cuando proceda la posibilidad 

de subsanar errores u omisiones se interpretará en todos los casos en el sentido de brindar a la jurisdicción 

o entidad contratante la posibilidad de contar con la mayor cantidad de ofertas válidas posibles y de evitar 

que, por cuestiones formales intrascendentes, se vea privada de optar por ofertas serias y convenientes 

desde el punto de vista del precio y la calidad. 

La subsanación de deficiencias se posibilitará en toda cuestión relacionada con la constatación de datos o 

información de tipo histórico obrante en bases de datos de organismos públicos, o que no afecten el 

principio de igualdad de tratamiento para interesados y oferentes. 

En estos casos las Comisiones Evaluadoras, por sí o a través de la unidad operativa de contrataciones 

deberán intimar al oferente a que subsane los errores u omisiones dentro del término de TRES (3) días, 

como mínimo, salvo que en el pliego de bases y condiciones particulares se fijara un plazo mayor. 

La corrección de errores u omisiones no podrá ser utilizada por el oferente para alterar la sustancia de la 

oferta o para mejorarla o para tomar ventaja respecto de los demás oferentes. 

ARTÍCULO 68.- PAUTAS PARA LA INELEGIBILIDAD. Deberá desestimarse la oferta, cuando de la 

información a la que se refiere el artículo 16 del Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y 

complementarios, o de otras fuentes, se configure, entre otros, alguno de los siguientes supuestos: 

a) Pueda presumirse que el oferente es una continuación, transformación, fusión o escisión de otras 

empresas no habilitadas para contratar con la ADMINISTRACIÓN NACIONAL, de acuerdo a lo 

prescripto por el artículo 28 del Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios, y 

de las controladas o controlantes de aquellas. 

b) Se trate de integrantes de empresas no habilitadas para contratar con la ADMINISTRACIÓN 

NACIONAL, de acuerdo a lo prescripto por el artículo 28 del Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus 

modificatorios y complementarios. 
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c) Cuando existan indicios que por su precisión y concordancia hicieran presumir que los oferentes han 

concertado o coordinado posturas en el procedimiento de selección. Se entenderá configurada esta causal 

de inelegibilidad, entre otros supuestos, en ofertas presentadas por cónyuges, convivientes o parientes de 

primer grado en línea recta ya sea por naturaleza, por técnicas de reproducción humana asistida o 

adopción, salvo que se pruebe lo contrario. 

d) Cuando existan indicios que por su precisión y concordancia hicieran presumir que media simulación 

de competencia o concurrencia. Se entenderá configurada esta causal, entre otros supuestos, cuando un 

oferente participe en más de una oferta como integrante de un grupo, asociación o persona jurídica, o bien 

cuando se presente en nombre propio y como integrante de un grupo, asociación o persona jurídica. 

e) Cuando existan indicios que por su precisión y concordancia hicieran presumir que media en el caso 

una simulación tendiente a eludir los efectos de las causales de inhabilidad para contratar con la 

ADMINISTRACIÓN NACIONAL, de acuerdo a lo prescripto por el artículo 28 del Decreto Delegado N° 

1.023/01 y sus modificatorios y complementarios. 

f) Cuando se haya dictado, dentro de los TRES (3) años calendario anteriores a su presentación, alguna 

sanción judicial o administrativa contra el oferente, por abuso de posición dominante o dumping, 

cualquier forma de competencia desleal o por concertar o coordinar posturas en los procedimientos de 

selección. 

g) Cuando exhiban incumplimientos en anteriores contratos, de acuerdo a lo que se disponga en los 

respectivos pliegos de bases y condiciones particulares. 

h) Cuando se trate de personas jurídicas condenadas, con sentencia firme recaída en el extranjero, por 

prácticas de soborno o cohecho transnacional en los términos de la Convención de la ORGANIZACIÓN 

DE COOPERACIÓN Y DE DESARROLLO ECONÓMICOS (OCDE) para Combatir el Cohecho a 

Funcionarios Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales Internacionales, serán inelegibles por 

un lapso igual al doble de la condena. 

i) Las personas humanas o jurídicas incluidas en las listas de inhabilitados del Banco Mundial y/o del 

Banco Interamericano de Desarrollo, a raíz de conductas o prácticas de corrupción contempladas en la 

Convención de la ORGANIZACIÓN DE COOPERACIÓN Y DE DESARROLLO ECONÓMICOS 

(OCDE) para Combatir el Cohecho a Funcionarios Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales 

Internacionales serán inelegibles mientras subsista dicha condición. 

ARTÍCULO 69.- PRECIO VIL O PRECIO NO SERIO. La Comisión Evaluadora, o la Unidad Operativa 

de Contrataciones en los procedimientos donde no sea obligatorio la emisión del dictamen de evaluación, 

podrá solicitar informes técnicos cuando presuma fundadamente que la propuesta no podrá ser cumplida 

en la forma debida por tratarse de precios excesivamente bajos de acuerdo con los criterios objetivos que 

surjan de los precios de mercado y de la evaluación de la capacidad del oferente. 

Cuando de los informes técnicos surja que la oferta no podrá ser cumplida, corresponderá la 

desestimación de la oferta en los renglones pertinentes. 

A tales fines se podrá solicitar a los oferentes precisiones sobre la composición de su oferta que no 

impliquen la alteración de la misma. 
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ARTÍCULO 70.- DESEMPATE DE OFERTAS. En caso de igualdad de precios y calidad se aplicarán en 

primer término las normas sobre preferencias que establezca la normativa vigente. 

De mantenerse la igualdad se invitará a los respectivos oferentes para que formulen la mejora de precios. 

Para ello se deberá fijar día, hora y lugar y comunicarse a los oferentes llamados a desempatar y se 

labrará el acta correspondiente. 

Si un oferente no se presentara, se considerará que mantiene su propuesta original. 

De subsistir el empate, se procederá al sorteo público de las ofertas empatadas. Para ello se deberá fijar 

día, hora y lugar del sorteo público y comunicarse a los oferentes llamados a desempatar. El sorteo se 

realizará en presencia de los interesados, si asistieran, y se labrará el acta correspondiente. 

ARTÍCULO 71.- PLAZO PARA EMITIR EL DICTAMEN DE EVALUACIÓN. El dictamen de 

evaluación de las ofertas deberá emitirse dentro del término de CINCO (5) días contados a partir del día 

hábil inmediato siguiente a la fecha de recepción de las actuaciones. 

Dicho plazo sólo podrá ser excedido por causas excepcionales, las que deberán ser debidamente fundadas 

por las Comisiones Evaluadoras en su dictamen. 

ARTÍCULO 72.- COMUNICACIÓN DEL DICTAMEN DE EVALUACIÓN. El dictamen de evaluación 

de las ofertas se comunicará, utilizando alguno de los medios enumerados en el artículo 7° del presente 

reglamento, a todos los oferentes dentro de los DOS (2) días de emitido. 

ARTÍCULO 73.- IMPUGNACIONES AL DICTAMEN DE EVALUACIÓN. Los oferentes podrán 

impugnar el dictamen de evaluación dentro de los TRES (3) días de su comunicación, quienes no revistan 

tal calidad podrán impugnarlo dentro de los TRES (3) días de su difusión en el sitio de internet de la 

OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES o en el sitio de internet del sistema electrónico de 

contrataciones, en ambos casos, previa integración de la garantía regulada en el artículo 78, inciso d) del 

presente reglamento. 

ARTÍCULO 74.- ADJUDICACIÓN. La adjudicación será notificada al adjudicatario o adjudicatarios y al 

resto de los oferentes, dentro de los TRES (3) días de dictado el acto respectivo. Si se hubieran formulado 

impugnaciones contra el dictamen de evaluación de las ofertas, éstas serán resueltas en el mismo acto que 

disponga la adjudicación. Podrá adjudicarse aun cuando se haya presentado una sola oferta. 

CAPÍTULO VIII 

CELEBRACIÓN DEL CONTRATO 

ARTÍCULO 75.- NOTIFICACIÓN DE LA ORDEN DE COMPRA O DE VENTA. La jurisdicción o 

entidad contratante, en forma previa a la notificación de la orden de compra o a la firma del respectivo 

contrato, o en los casos en que se utilice la modalidad orden de compra abierta en forma previa a la 

notificación de cada solicitud de provisión, deberá verificar la disponibilidad de crédito y cuota y realizar 

el correspondiente registro del compromiso presupuestario. Para aquellas contrataciones que involucren 

las liquidaciones imputables a los gastos en personal, la ejecución presupuestaria se regirá por las 

disposiciones establecidas por la SECRETARÍA DE HACIENDA del MINISTERIO DE HACIENDA Y 

FINANZAS PÚBLICAS. 

La notificación de la orden de compra o de venta al adjudicatario producirá el perfeccionamiento del 

contrato. 
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La orden de compra o de venta deberá contener las estipulaciones básicas del procedimiento y será 

autorizada por el funcionario competente que hubiere aprobado el procedimiento de selección de que se 

trate o por aquél en quien hubiese delegado expresamente tal facultad, debiendo notificarse dentro de los 

DIEZ (10) días de la fecha de notificación del acto administrativo de adjudicación. 

Para el caso en que vencido el plazo del párrafo anterior no se hubiera efectivizado la notificación de la 

orden de compra o venta por causas no imputables al adjudicatario, éste podrá desistir de su oferta sin que 

le sean aplicables ningún tipo de penalidades ni sanciones. 

ARTÍCULO 76.- FIRMA DEL CONTRATO. En los casos en que el acuerdo se perfeccionara mediante 

un contrato, el mismo se tendrá por perfeccionado en oportunidad de firmarse el instrumento respectivo. 

El contrato deberá contener las estipulaciones básicas del procedimiento y será suscripto por el oferente o 

su representante legal y por el funcionario competente que hubiere aprobado el procedimiento de 

selección de que se trate o por aquél en quien hubiese delegado expresamente tal facultad. A tal fin la 

unidad operativa de contrataciones deberá notificar al adjudicatario, dentro de los DIEZ (10) días de la 

fecha de notificación del acto administrativo de adjudicación, que el contrato se encuentra a disposición 

para su suscripción por el término de TRES (3) días. Si vencido ese plazo el proveedor no concurriera a 

suscribir el documento respectivo, la jurisdicción o entidad contratante lo notificará por los medios 

habilitados al efecto y en este caso la notificación producirá el perfeccionamiento del contrato. 

Para el caso en que vencido el plazo del párrafo anterior no se hubiera efectivizado la notificación 

comunicando que el contrato está a disposición para ser suscripto, el adjudicatario podrá desistir de su 

oferta sin que le sean aplicables ningún tipo de penalidades ni sanciones. 

ARTÍCULO 77.- GARANTÍA DE CUMPLIMIENTO DEL CONTRATO. El cocontratante deberá 

integrar la garantía de cumplimiento del contrato dentro del plazo de CINCO (5) días de recibida la orden 

de compra o de la firma del contrato. 

En los casos de licitaciones o concursos internacionales, el plazo será de hasta VEINTE (20) días como 

máximo. 

TÍTULO III 

CAPÍTULO ÚNICO 

GARANTÍAS 

ARTÍCULO 78.- CLASES DE GARANTÍAS. Los oferentes o los cocontratantes deberán constituir 

garantías: 

a) De mantenimiento de la oferta: CINCO POR CIENTO (5%) del monto total de la oferta. En el caso de 

cotizar con descuentos, alternativas o variantes, la garantía se calculará sobre el mayor monto propuesto. 

En los casos de licitaciones y concursos de etapa múltiple, la garantía de mantenimiento de la oferta será 

establecida en un monto fijo, por la jurisdicción o entidad contratante, en el pliego de bases y condiciones 

particulares. 

b) De cumplimiento del contrato: DIEZ POR CIENTO (10%) del monto total del contrato. 

c) Contragarantía: por el equivalente a los montos que reciba el cocontratante como adelanto. 

d) De impugnación al dictamen de evaluación de las ofertas: TRES POR CIENTO (3%) del monto de la 

oferta del renglón o los renglones en cuyo favor se hubiere aconsejado adjudicar el contrato. 
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e) De impugnación al dictamen de preselección: por el monto determinado por la jurisdicción o entidad 

contratante en el pliego de bases y condiciones particulares. 

Las formas en que podrán constituirse estas garantías será determinada en el Pliego Único de Bases y 

Condiciones Generales que dicte la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES. 

ARTÍCULO 79.- MONEDA DE LA GARANTÍA. La garantía se deberá constituir en la misma moneda 

en que se hubiere hecho la oferta. Cuando la cotización se hiciere en moneda extranjera y la garantía se 

constituya en efectivo o cheque, el importe de la garantía deberá consignarse en moneda nacional y su 

importe se calculará sobre la base del tipo de cambio vendedor del BANCO DE LA NACION 

ARGENTINA vigente al cierre del día anterior a la fecha de constitución de la garantía. 

ARTÍCULO 80.- EXCEPCIONES A LA OBLIGACIÓN DE PRESENTAR GARANTÍAS. No será 

necesario presentar garantías en los siguientes casos: 

a) Adquisición de publicaciones periódicas. 

b) Contrataciones de avisos publicitarios. 

c) Cuando el monto de la oferta no supere la cantidad que represente UN MIL TRESCIENTOS 

MÓDULOS (1.300 M). 

d) Cuando el monto de la orden de compra, venta o contrato no supere la cantidad que represente UN 

MIL TRESCIENTOS MÓDULOS (1.300 M). 

e) Contrataciones que tengan por objeto la locación de obra intelectual a título personal. 

f) Ejecución de la prestación dentro del plazo de integración de la garantía. En el caso de rechazo el plazo 

para la integración de la garantía se contará a partir de la comunicación del rechazo y no desde la 

notificación de la orden de compra o de la firma del respectivo contrato. Los elementos rechazados 

quedarán en caución y no podrán ser retirados sin, previamente, integrar la garantía que corresponda. 

g) Cuando el oferente sea una jurisdicción o entidad perteneciente al Sector Público Nacional en los 

términos del artículo 8° de la Ley N° 24.156 y sus modificaciones. 

h) Cuando el oferente sea un organismo provincial, municipal o del Gobierno de la Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires. 

i) Cuando así se establezca para cada procedimiento de selección en particular en el manual de 

procedimientos o en el Pliego Único de Bases y Condiciones Generales. 

No obstante lo dispuesto, todos los oferentes, adjudicatarios y cocontratantes quedan obligados a 

responder por el importe de la garantía no constituida, de acuerdo al orden de afectación de penalidades 

establecido en el presente reglamento, a requerimiento de la jurisdicción o entidad contratante, sin que 

puedan interponer reclamo alguno sino después de obtenido el cobro o de efectuado el pago. 

Las excepciones previstas en el presente artículo no incluyen a las contragarantías. 

ARTÍCULO 81.- RENUNCIA TÁCITA. Si los oferentes, adjudicatarios o cocontratantes, no retirasen las 

garantías dentro del plazo de SESENTA (60) días corridos a contar desde la fecha de la notificación, 

implicará la renuncia tácita a favor del Estado Nacional de lo que constituya la garantía y la tesorería 

jurisdiccional deberá: 

a) Realizar el ingreso patrimonial de lo que constituye la garantía, cuando la forma de la garantía permita 

tal ingreso. 
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b) Destruir aquellas garantías que hubiesen sido integradas mediante pagarés o aquellas que no puedan ser 

ingresadas patrimonialmente, como las pólizas de seguro de caución, el aval bancario u otra fianza. 

En el acto en que se destruyan las garantías deberá estar presente un representante de la tesorería 

jurisdiccional, uno de la unidad operativa de contrataciones y uno de la unidad de auditoría interna del 

organismo, quienes deberán firmar el acta de destrucción que se labre. La tesorería jurisdiccional deberá 

comunicar con DOS (2) días de antelación a la unidad operativa de contrataciones y a la unidad de 

auditoría interna, el día, lugar y hora en que se realizará el acto de destrucción de las garantías. 

ARTÍCULO 82.- ACRECENTAMIENTO DE VALORES. La ADMINISTRACIÓN NACIONAL no 

abonará intereses por los depósitos de valores otorgados en garantía, en tanto que los que devengaren los 

mismos pertenecerán a sus depositantes. 

TÍTULO IV 

EJECUCIÓN Y EXTINCIÓN DEL CONTRATO 

CAPÍTULO I 

CUMPLIMIENTO DEL CONTRATO 

ARTÍCULO 83.- ENTREGA. Los cocontratantes deberán cumplir la prestación en la forma, plazo o 

fecha, lugar y demás condiciones establecidas en los documentos que rijan el llamado, así como en los 

que integren la orden de compra, venta o contrato. 

CAPÍTULO II 

RECEPCIÓN 

ARTÍCULO 84.- DESIGNACIÓN DE LOS INTEGRANTES DE LAS COMISIONES DE 

RECEPCIÓN. Los integrantes de las Comisiones de Recepción, así como los respectivos suplentes, 

deberán ser designados mediante un acto administrativo emanado de la autoridad competente para 

autorizar la convocatoria o aprobar el procedimiento, con la única limitación de que esa designación no 

deberá recaer en quienes hubieran intervenido en el procedimiento de selección respectivo, pudiendo no 

obstante, requerirse su asesoramiento. 

ARTÍCULO 85.- INTEGRACIÓN DE LAS COMISIONES DE RECEPCIÓN. Las Comisiones de 

Recepción deberán estar integradas por TRES (3) miembros y sus respectivos suplentes. 

ARTÍCULO 86.- FUNCIONES DE LAS COMISIONES DE RECEPCIÓN. Las Comisiones de 

Recepción tendrán la responsabilidad de verificar si la prestación cumple o no las condiciones 

establecidas en los documentos del llamado, así como en los que integren el contrato. 

ARTÍCULO 87.- INSPECCIONES. Cuando la contratación tuviere por objeto la adquisición de bienes a 

manufacturar, los proveedores deberán facilitar a la jurisdicción o entidad contratante el libre acceso a sus 

locales de producción, almacenamiento o comercialización, así como proporcionarle los datos y 

antecedentes necesarios a fin de verificar si la fabricación se ajusta a las condiciones pactadas, sin 

perjuicio del examen a practicarse en oportunidad de la recepción. 

ARTÍCULO 88.- RECEPCIÓN. Las Comisiones de Recepción recibirán los bienes con carácter 

provisional y los recibos o remitos que se firmen quedarán sujetos a la conformidad de la recepción. 

El proveedor estará obligado a retirar los elementos rechazados dentro del plazo que le fije al efecto la 

jurisdicción o entidad contratante. Vencido el mismo, se considerará que existe renuncia tácita a favor del 
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organismo, pudiendo éste disponer de los elementos. Sin perjuicio de las penalidades que 

correspondieren, el proveedor cuyos bienes hubieran sido rechazados deberá hacerse cargo de los costos 

de traslado y, en su caso, de los que se derivaren de la destrucción de los mismos. 

ARTÍCULO 89.- PLAZO PARA LA CONFORMIDAD DE LA RECEPCIÓN. La conformidad de la 

recepción definitiva se otorgará dentro del plazo de DIEZ (10) días, a partir de la recepción de los bienes 

o servicios objeto del contrato, salvo que en el pliego de bases y condiciones particulares se fijara uno 

distinto. En caso de silencio, una vez vencido dicho plazo, el proveedor podrá intimar la recepción. Si la 

dependencia contratante no se expidiera dentro de los DIEZ (10) días siguientes al de la recepción de la 

intimación, los bienes o servicios se tendrán por recibidos de conformidad. 

CAPÍTULO III 

FACTURACIÓN Y PAGO 

ARTÍCULO 90.- FACTURACIÓN. Las facturas deberán ser presentadas una vez recibida la conformidad 

de la recepción definitiva, en la forma y en el lugar indicado en el respectivo pliego de bases y 

condiciones particulares, lo que dará comienzo al plazo fijado para el pago. Las oficinas encargadas de 

liquidar y pagar las facturas actuarán sobre la base de la documentación que se tramite internamente y los 

certificados expedidos con motivo de la conformidad de la recepción. 

ARTÍCULO 91.- PLAZO DE PAGO. El plazo para el pago de las facturas será de TREINTA (30) días 

corridos, salvo que en el pliego de bases y condiciones particulares se establezca uno distinto. 

Sin perjuicio de ello, los pagos se atenderán, considerando el programa mensual de caja y las prioridades 

de gastos contenidas en la normativa vigente. 

ARTÍCULO 92.- MONEDA DE PAGO. Los pagos se efectuarán en la moneda que corresponda de 

acuerdo a lo previsto en las disposiciones que a tales fines determine la SECRETARÍA DE HACIENDA 

del MINISTERIO DE HACIENDA Y FINANZAS PÚBLICAS. 

CAPÍTULO IV 

CIRCUNSTANCIAS ACCIDENTALES 

ARTÍCULO 93.- EXTENSIÓN DEL PLAZO DE CUMPLIMIENTO DE LA PRESTACIÓN. La 

extensión del plazo de cumplimiento de la prestación sólo será admisible cuando existieran causas 

debidamente justificadas y las necesidades de la jurisdicción o entidad contratante admitan la satisfacción 

de la prestación fuera de término. 

La solicitud deberá hacerse antes del vencimiento del plazo de cumplimiento de la prestación, exponiendo 

los motivos de la demora y de resultar admisible deberá ser aceptada por la correspondiente Comisión de 

Recepción. 

No obstante la aceptación corresponderá la aplicación de la multa por mora en la entrega, de acuerdo a lo 

previsto en el artículo 102, inciso c), apartado 1 del presente reglamento. 

En aquellos casos en que sin realizar el procedimiento establecido en el presente artículo el cocontratante 

realice la prestación fuera de plazo y la jurisdicción o entidad contratante la acepte por aplicación del 

principio de continuidad del contrato, también corresponderá la aplicación de la multa por mora en el 

cumplimiento, a los fines de preservar el principio de igualdad de tratamiento entre los interesados. 
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ARTÍCULO 94.- CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR. Las penalidades establecidas en este 

reglamento no serán aplicadas cuando el incumplimiento de la obligación provenga de caso fortuito o de 

fuerza mayor, debidamente documentado por el interesado y aceptado por la jurisdicción o entidad 

contratante o de actos o incumplimientos de autoridades públicas nacionales o de la contraparte pública, 

de tal gravedad que coloquen al cocontratante en una situación de razonable imposibilidad de 

cumplimiento de sus obligaciones. 

La existencia de caso fortuito o de fuerza mayor, deberá ser puesta en conocimiento de la jurisdicción o 

entidad contratante dentro de los DIEZ (10) días de producido o desde que cesaren sus efectos. 

Transcurrido dicho plazo no podrá invocarse el caso fortuito o la fuerza mayor. 

ARTÍCULO 95.- REVOCACIÓN, MODIFICACIÓN O SUSTITUCIÓN. La revocación, modificación o 

sustitución de los contratos por razones de oportunidad, mérito o conveniencia, no generará derecho a 

indemnización en concepto de lucro cesante, sino únicamente a la indemnización del daño emergente, que 

resulte debidamente acreditado. 

ARTÍCULO 96.- RENEGOCIACIÓN. En los contratos de suministros de cumplimiento sucesivo o de 

prestación de servicios se podrá solicitar la renegociación de los precios adjudicados cuando 

circunstancias externas y sobrevinientes afecten de modo decisivo el equilibrio contractual. 

ARTÍCULO 97.- RESCISIÓN DE COMÚN ACUERDO. La jurisdicción o entidad contratante podrá 

rescindir el contrato de común acuerdo con el proveedor cuando el interés público comprometido al 

momento de realizar la contratación hubiese variado y el cocontratante prestare su conformidad. Estos 

casos no darán derecho a indemnización alguna para las partes, sin perjuicio de los efectos cumplidos 

hasta la extinción del vínculo contractual. 

ARTÍCULO 98.- RESCISIÓN POR CULPA DEL PROVEEDOR. Si el cocontratante desistiere en forma 

expresa del contrato antes del plazo fijado para su cumplimiento, o si vencido el plazo de cumplimiento 

original del contrato, de su extensión, o vencido el plazo de las intimaciones que hubiera realizado la 

Comisión de Recepción, en todos los casos, sin que los bienes hubiesen sido entregados o prestados los 

servicios de conformidad, la jurisdicción o entidad contratante deberá declarar rescindido el contrato sin 

necesidad de interpelación judicial o extrajudicial, salvo en aquellos casos en que optara por la aceptación 

de la prestación en forma extemporánea de acuerdo a lo previsto en el artículo 93 del presente 

reglamento. 

Si el cocontratante no integrara la garantía de cumplimiento del contrato en el plazo fijado en el artículo 

77 del presente reglamento, la unidad operativa de contrataciones lo deberá intimar para que la presente, 

otorgándole un nuevo plazo igual que el original, y en caso en que no la integre en dicho plazo se 

rescindirá el contrato y se deberá intimar al pago del importe equivalente al valor de la mencionada 

garantía. 

Si el cocontratante no cumpliera con el contrato la jurisdicción o entidad podrá adjudicar el contrato al 

que le siga en orden de mérito, previa conformidad del respectivo oferente, y así sucesivamente. No 

corresponderá la aplicación de penalidades si el segundo o los subsiguientes en el orden de mérito no 

aceptan la propuesta de adjudicación que hiciera la jurisdicción o entidad contratante en estos casos. 
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ARTÍCULO 99.- GASTOS POR CUENTA DEL PROVEEDOR. Serán por cuenta del proveedor el pago 

de los siguientes conceptos, sin perjuicio de los que puedan establecerse en el pliego de bases y 

condiciones particulares: 

a) Tributos que correspondan; 

b) Costo del despacho, derechos y servicios aduaneros y demás gastos incurridos por cualquier concepto 

en el caso de rechazo de mercaderías importadas con cláusulas de entrega en el país; 

c) Reposición de las muestras destruidas, a fin de determinar si se ajustan en su composición o 

construcción a lo contratado, si por ese medio se comprobaren defectos o vicios en los materiales o en su 

estructura. 

d) Si el producto tuviere envase especial y éste debiere devolverse, el flete y acarreo respectivo, ida y 

vuelta, desde el mismo lugar y por los mismos medios de envío a emplear para la devolución, serán por 

cuenta del proveedor. En estos casos deberá especificar separadamente del producto, el valor de cada 

envase y además estipular el plazo de devolución de los mismos, si la jurisdicción o entidad contratante 

no lo hubiera establecido en las cláusulas particulares. De no producirse la devolución de los envases en 

los plazos establecidos por una u otra parte, el proveedor podrá facturarlos e iniciar el trámite de cobro de 

los mismos, a los precios consignados en la oferta, quedando este trámite sin efecto, si la devolución se 

produjera en el ínterin. 

ARTÍCULO 100.- OPCIONES A FAVOR DE LA ADMINISTRACIÓN. El derecho de la jurisdicción o 

entidad contratante respecto de la prórroga, aumento o disminución de los contratos, en los términos del 

artículo 12 del Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios, se sujetará a las 

siguientes pautas: 

a) Aumentos y Disminuciones: 

1. El aumento o la disminución del monto total del contrato será una facultad unilateral de la jurisdicción 

o entidad contratante, hasta el límite del VEINTE POR CIENTO (20%) establecido en el inciso b) del 

citado artículo 12. 

En los casos en que resulte imprescindible para la jurisdicción o entidad contratante, el aumento o la 

disminución podrán exceder el VEINTE POR CIENTO (20%), y se deberá requerir la conformidad del 

cocontratante, si ésta no fuera aceptada, no generará ningún tipo de responsabilidad al proveedor ni será 

pasible de ningún tipo de penalidad o sanción. En ningún caso las ampliaciones o disminuciones podrán 

exceder del TREINTA Y CINCO POR CIENTO (35%) del monto total del contrato, aún con 

consentimiento del cocontratante. 

2. Las modificaciones autorizadas en el inciso b) del artículo 12 del Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus 

modificatorios y complementarios, deberán realizarse sin variar las condiciones y los precios unitarios 

adjudicados y con la adecuación de los plazos respectivos. 

3. Los aumentos o las disminuciones podrán incidir sobre, uno, varios o el total de los renglones de la 

orden de compra o contrato. En ningún caso el aumento o la disminución podrá exceder los porcentajes 

antes citados del importe de los renglones sobre los cuales recaiga el aumento o la disminución. 
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4. El aumento o la disminución de la prestación podrá tener lugar en oportunidad de dictarse el acto de 

adjudicación o durante la ejecución del contrato, incluida la prórroga en su caso o, como máximo, hasta 

TRES (3) meses después de cumplido el plazo del contrato. 

5. Cuando por la naturaleza de la prestación exista imposibilidad de fraccionar las unidades para entregar 

la cantidad exacta contratada, las entregas podrán ser aceptadas en más o en menos, según lo permita el 

mínimo fraccionable. Estas diferencias serán aumentadas o disminuidas del monto de la facturación 

correspondiente, sin otro requisito. 

6. La prerrogativa de aumentar o disminuir el monto total del contrato no podrá en ningún caso ser 

utilizada para aumentar o disminuir el plazo de duración del mismo. 

b) Prórrogas: 

1. Los pliegos de bases y condiciones particulares podrán prever la opción de prórroga a favor de la 

ADMINISTRACIÓN NACIONAL, cuando se trate de contratos de suministros de cumplimiento 

sucesivo o de prestación de servicios. Los contratos de bienes en los que el cumplimiento de la prestación 

se agotara en una única entrega, no podrán prorrogarse. 

2. La limitación a ejercer la facultad de prorrogar el contrato a que hace referencia el artículo 12 del 

Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios será aplicable en los casos en que 

el uso de la prerrogativa de aumentar el contrato hubiese superado el límite del VEINTE POR CIENTO 

(20%) establecido en el citado artículo. 

3. En los casos en que se hubiese previsto la opción de prórroga, los contratos se podrán prorrogar por 

única vez y por un plazo igual o menor al del contrato inicial. 

Cuando el plazo original del contrato fuere plurianual, podrá prorrogarse como máximo hasta UN (1) año 

adicional. 

4. La prórroga deberá realizarse en las condiciones pactadas originariamente. Si los precios de mercado 

hubieren variado, la jurisdicción o entidad contratante realizará una propuesta al proveedor a los fines de 

adecuar los precios estipulados durante el plazo original del contrato. En caso de no llegar a un acuerdo, 

no podrá hacer uso de la opción de prórroga y no corresponderá la aplicación de penalidades. 

5. A los efectos del ejercicio de la facultad de prorrogar el contrato, la jurisdicción o entidad contratante 

deberá emitir la orden de compra antes del vencimiento del plazo originario del contrato. 

ARTÍCULO 101.- CESIÓN O SUBCONTRATACIÓN. Queda prohibida la subcontratación o cesión del 

contrato, en ambos casos, sin la previa autorización fundada de la misma autoridad que dispuso su 

adjudicación. El cocontratante cedente continuará obligado solidariamente con el cesionario por los 

compromisos emergentes del contrato. Se deberá verificar que el cesionario cumpla con todos los 

requisitos de la convocatoria a ese momento, como al momento de la cesión. En caso de cederse sin 

mediar dicha autorización, la jurisdicción o entidad contratante podrá rescindir de pleno derecho el 

contrato por culpa del cocontratante con pérdida de la garantía de cumplimiento del contrato. 

En ningún caso con la cesión se podrá alterar la moneda y la plaza de pago que correspondiera de acuerdo 

a las características del cocontratante original en virtud de lo establecido en las normas sobre pagos 

emitidas por la SECRETARÍA DE HACIENDA del MINISTERIO DE HACIENDA Y FINANZAS 

PÚBLICAS. 
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TÍTULO V 

PENALIDADES Y SANCIONES 

CAPÍTULO I 

PENALIDADES 

ARTÍCULO 102.- CLASES DE PENALIDADES. Los oferentes, adjudicatarios y cocontratantes serán 

pasibles de las penalidades establecidas en el artículo 29 del Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus 

modificatorios y complementarios, cuando incurran en las siguientes causales: 

a) Pérdida de la garantía de mantenimiento de oferta: 

1.- Si el oferente manifestara su voluntad de no mantener su oferta fuera del plazo fijado para realizar tal 

manifestación o retirara su oferta sin cumplir con los plazos de mantenimiento. 

b) Pérdida de la garantía de cumplimiento del contrato: 

1.- Por incumplimiento contractual, si el cocontratante desistiere en forma expresa del contrato antes de 

vencido el plazo fijado para su cumplimiento, o vencido el plazo de cumplimiento original del contrato o 

de su extensión, o vencido el plazo de las intimaciones que realizara la Comisión de Recepción, en todos 

los casos, sin que los bienes fueran entregados o prestados los servicios de conformidad. 

2.- Por ceder el contrato sin autorización de la jurisdicción o entidad contratante. 

c) Multa por mora en el cumplimiento de sus obligaciones: 

1.- Se aplicará una multa del CERO COMA CERO CINCO POR CIENTO (0,05%) del valor de lo 

satisfecho fuera de término por cada día hábil de atraso. 

2.- En el caso de los contratos de servicios o de tracto sucesivo, los pliegos de bases y condiciones 

particulares podrán prever la aplicación de multas por distintas faltas vinculadas a las prestaciones a cargo 

del proveedor. 

3.- En ningún caso las multas podrán superar el CIEN POR CIENTO (100%) del valor del contrato. 

d) Rescisión por su culpa: 

1.- Por incumplimiento contractual, si el cocontratante desistiere en forma expresa del contrato antes de 

vencido el plazo fijado para su cumplimiento, o vencido el plazo de cumplimiento original del contrato o 

de su extensión, o vencido el plazo de las intimaciones que realizara la Comisión de Recepción, en todos 

los casos, sin que los bienes fueran entregados o prestados los servicios de conformidad. 

2.- Por ceder el contrato sin autorización de la jurisdicción o entidad contratante. 

3.- En caso de no integrar la garantía de cumplimiento del contrato luego de la intimación cursada por la 

jurisdicción o entidad contratante, quedando obligado a responder por el importe de la garantía no 

constituida de acuerdo al orden de afectación de penalidades establecido en el presente reglamento. 

La rescisión del contrato y la consiguiente pérdida de la garantía de cumplimiento del contrato podrán ser 

totales o parciales, afectando en este último caso a la parte no cumplida de aquél. 

La jurisdicción o entidad contratante se abstendrá de aplicar penalidades cuando el procedimiento se deje 

sin efecto por causas no imputables al proveedor que fuera pasible de penalidad. 

ARTÍCULO 103.- PRESCRIPCIÓN. No podrán imponerse penalidades después de transcurrido el plazo 

de DOS (2) años contados desde la fecha en que se hubiere configurado el hecho que diere lugar a la 

aplicación de aquellas. 
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ARTÍCULO 104.- AFECTACIÓN DE PENALIDADES. Las penalidades que se apliquen se afectarán 

conforme el siguiente orden y modalidad: 

a) En primer lugar, se afectarán las facturas al cobro emergente del contrato o de otros contratos de la 

jurisdicción o entidad contratante. 

b) De no existir facturas al cobro, el oferente, adjudicatario o cocontratante quedará obligado a depositar 

el importe pertinente en la cuenta de la jurisdicción o entidad contratante, dentro de los DIEZ (10) días de 

notificado de la aplicación de la penalidad, salvo que se disponga un plazo mayor. 

c) En caso de no efectuarse el depósito, se afectará a la correspondiente garantía. 

ARTÍCULO 105.- RESARCIMIENTO INTEGRAL. La ejecución de las garantías o la iniciación de las 

acciones destinadas a obtener el cobro de las mismas, tendrán lugar sin perjuicio de la aplicación de las 

multas que correspondan o de las acciones judiciales que se ejerzan para obtener el resarcimiento integral 

de los daños que los incumplimientos de los oferentes, adjudicatarios o cocontratantes hubieran 

ocasionado. 

CAPÍTULO II 

SANCIONES 

ARTÍCULO 106.- CLASES DE SANCIONES. Los oferentes, adjudicatarios o cocontratantes serán 

pasibles de las sanciones establecidas en el artículo 29 del Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus 

modificatorios y complementarios, cuando incurran en las siguientes causales: 

a) Apercibimiento: 

1.- Si el oferente manifestara su voluntad de no mantener su oferta fuera del plazo fijado para realizar tal 

manifestación o retirara su oferta sin cumplir con los plazos de mantenimiento. 

2.- El oferente a quien se le hubiese desestimado la oferta, salvo en los casos en que se prevea una 

sanción mayor. 

b) Suspensión: 

1.- Se aplicará una suspensión para contratar por un plazo de hasta UN (1) año: 

1.1.- Al adjudicatario al que se le hubiere revocado la adjudicación por causas que le fueren imputables. 

1.2.- Al oferente, adjudicatario o cocontratante que, intimado para que deposite en la cuenta de la 

jurisdicción o entidad contratante el valor de la penalidad aplicada, no hubiese efectuado el pago en el 

plazo fijado al efecto. 

1.3.- Al proveedor a quien le fuere rescindido parcial o totalmente un contrato por causas que le fueren 

imputables. 

2.- Se aplicará una suspensión para contratar por un plazo mayor a UN (1) año y hasta DOS (2) años: 

2.1.- Cuando se constate fehacientemente que el oferente, adjudicatario o cocontratante hubieren 

incurrido en las conductas descriptas en el artículo 10 del Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus 

modificatorios y complementarios. 

2.2.- Cuando se constate que el interesado presentó documentación o información falsa o adulterada. En 

el caso de encontrarse pendiente una causa penal para la determinación de la falsedad o adulteración de la 

documentación, no empezará a correr —o en su caso se suspenderá— el plazo de prescripción establecido 

en este reglamento para la aplicación de sanciones, hasta la conclusión de la causa judicial. 
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2.3.- Al oferente a quien se le hubiese desestimado la oferta por resultar inelegible conforme las pautas de 

inelegibilidad establecidas en el presente reglamento. 

2.4.- Al oferente a quien se le hubiese desestimado la oferta por la causal enumerada en el inciso b) del 

artículo 66 del presente reglamento. 

Cuando concurriere más de una causal de suspensión, los plazos de suspensión que se apliquen de 

acuerdo a lo previsto en los incisos que anteceden, se cumplirán ininterrumpidamente en forma sucesiva. 

Los plazos comenzarán a computarse a partir del día en que se carguen las respectivas suspensiones en el 

Sistema de Información de Proveedores. 

c) Inhabilitación: 

1.- Serán inhabilitados para contratar por el tiempo que duren las causas de la inhabilitación, quienes se 

encuentran incursos en alguna de las causales de inhabilidad para contratar establecidas en los incisos b) a 

h) del artículo 28 del Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios. 

ARTÍCULO 107.- APLICACIÓN DE SANCIONES. Las sanciones serán aplicadas por la OFICINA 

NACIONAL DE CONTRATACIONES y se fijarán dentro de los límites de tiempo establecidos en el 

artículo anterior y de acuerdo con las circunstancias atenuantes o agravantes particulares a cada caso. A 

tales fines se podrá tener en cuenta, entre otras, la extensión del daño causado, los antecedentes previos 

del proveedor y los motivos que determinaron el incumplimiento. 

ARTÍCULO 108.- CONSECUENCIAS. Una vez aplicada una sanción de suspensión o inhabilitación, 

ella no impedirá el cumplimiento de los contratos que el proveedor tuviere adjudicados o en curso de 

ejecución, ni de sus posibles ampliaciones o prórrogas, pero no podrán adjudicársele nuevos contratos 

desde el inicio de la vigencia de la sanción y hasta la extinción de aquélla. 

ARTÍCULO 109.- PRESCRIPCIÓN. No podrán imponerse sanciones después de transcurrido el plazo de 

DOS (2) años contados desde la fecha en que el acto que diera lugar a la aplicación de aquellas quedara 

firme en sede administrativa. Cuando para la aplicación de una sanción sea necesario el resultado de una 

causa penal pendiente, el plazo de prescripción no comenzará a correr sino hasta la finalización de la 

causa judicial. 

ARTÍCULO 110.- ENVÍO DE INFORMACIÓN. Los titulares de las unidades operativas de 

contrataciones deberán remitir a la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES los antecedentes 

necesarios para la aplicación de las sanciones, a través del sistema o los medios y en el formato que ésta 

determine y dentro del plazo que establezca a tal fin. 

TÍTULO VI 

CAPÍTULO ÚNICO 

SISTEMA DE INFORMACIÓN DE PROVEEDORES 

ARTÍCULO 111.- SISTEMA. La base de datos que diseñará, implementará y administrará la OFICINA 

NACIONAL DE CONTRATACIONES referenciada en los artículos 25 y 27 del Decreto Delegado N° 

1.023/01 y sus modificatorios y complementarios será el Sistema de Información de Proveedores. 

ARTÍCULO 112.- INSCRIPCIÓN. En el Sistema de Información de Proveedores se inscribirá a quienes 

pretendan participar en los procedimientos de selección llevados a cabo por las jurisdicciones y entidades 

comprendidas dentro del ámbito de aplicación del Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y 



Página 112 de 204 

 

complementarios, salvo las excepciones que disponga la OFICINA NACIONAL DE 

CONTRATACIONES al regular cada procedimiento en particular. No constituye requisito exigible para 

presentar ofertas la inscripción previa en el Sistema de Información de Proveedores. 

ARTÍCULO 113.- OBJETO. El Sistema de Información de Proveedores tendrá por objeto registrar 

información relativa a los proveedores, sus antecedentes, historial de procedimientos de selección en los 

que se hubieren presentado como oferentes, historial de contratos, órdenes de compra o venta, 

incumplimientos contractuales y extra-contractuales, en ambos casos por causas imputables al proveedor, 

sanciones de apercibimiento, suspensión e inhabilitación y toda otra información que la OFICINA 

NACIONAL DE CONTRATACIONES considere de utilidad. 

ARTÍCULO 114.- La OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES establecerá el procedimiento 

que deberán cumplir los proveedores para incorporarse al Sistema de Información de Proveedores a través 

del manual de procedimientos que dicte al efecto. 

TÍTULO VII 

CAPÍTULO ÚNICO 

ÓRGANO RECTOR 

ARTÍCULO 115.- ÓRGANO RECTOR. El Órgano Rector será la OFICINA NACIONAL DE 

CONTRATACIONES el que tendrá por función, además de las competencias establecidas por el Decreto 

Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios y por otras disposiciones, las siguientes: 

a) Elaborar el procedimiento y determinar las condiciones para llevar adelante la renegociación de los 

precios adjudicados. 

b) Proponer políticas de contrataciones y de organización del sistema, especialmente a fin de promover el 

estricto cumplimiento de los principios generales a los que debe ajustarse la gestión de las contrataciones 

públicas. 

Al efecto tendrá amplias facultades, tales como: 

1. Desarrollar mecanismos que promuevan la adecuada y efectiva instrumentación de criterios de 

sustentabilidad ambientales, éticos, sociales y económicos en las contrataciones públicas. 

2. Promover el perfeccionamiento permanente del Sistema de Contrataciones de la Administración 

Nacional. 

3. Diseñar, implementar y administrar los sistemas que sirvan de apoyo a la gestión de las contrataciones, 

los que serán de utilización obligatoria por parte de las jurisdicciones y entidades contratantes. 

4. Diseñar, implementar y administrar un sistema de información en el que se difundirán las políticas, 

normas, sistemas, procedimientos, instrumentos y demás componentes del sistema de contrataciones de la 

Administración Nacional. 

5. Administrar la información que remitan las jurisdicciones o entidades contratantes en cumplimiento de 

las disposiciones del presente reglamento y de otras disposiciones que así lo establezcan. 

6. Administrar su sitio de internet donde se difundan las políticas, normas, sistemas, procedimientos, 

instrumentos y demás componentes del sistema de contrataciones de la Administración Nacional. 

7. Administrar el Sistema de Identificación de Bienes y Servicios. 

8. Administrar el Sistema de Información de Proveedores. 
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9. Administrar el Sistema electrónico de contrataciones. 

10. Organizar las estadísticas para lo cual requerirá y producirá la información necesaria a tales efectos. 

c) Proyectar las normas legales y reglamentarias en la materia. En los casos en que una norma en la 

materia que resulte aplicable a todas o algunas de las jurisdicciones y entidades comprendidas en el 

artículo 8°, inciso a) de la Ley N° 24.156 sea proyectada por otro organismo, se deberá dar intervención 

obligatoria y previa a su emisión a la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES. 

d) Asesorar y dictaminar en las cuestiones particulares, que en materia de contrataciones públicas, 

sometan las jurisdicciones y entidades a su consideración. 

e) Dictar normas aclaratorias, interpretativas y complementarias. 

f) Elaborar el Pliego Único de Bases y Condiciones Generales para las contrataciones de bienes y 

servicios y los manuales de procedimiento. 

g) Establecer la forma, plazo y demás condiciones en que se llevarán a cabo cada una de las modalidades 

previstas en el presente reglamento. 

h) Establecer la forma, plazo y demás condiciones para confeccionar e informar el plan anual de 

contrataciones. 

i) Aplicar las sanciones previstas en el Régimen de Contrataciones aprobado por el Decreto Delegado N° 

1.023/01 y sus modificatorios y complementarios. 

j) De oficio o a petición de uno o más jurisdicciones o entidades contratantes, podrá licitar bienes y 

servicios a través de la modalidad acuerdo marco. 

k) Capacitar a los agentes, funcionarios y proveedores respecto a los componentes del sistema de 

contrataciones. 

I) Establecer un mecanismo de solución de controversias entre las jurisdicciones y entidades contratantes 

y los proveedores para la resolución de los conflictos que surjan entre las partes durante el procedimiento 

de selección, la ejecución, interpretación, rescisión, inexistencia, ineficacia o invalidez del contrato. 

Anexo al artículo 9° 
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MINISTERIO DE MODERNIZACIÓN 

OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES 

Disposición 62 - E/2016 

Buenos Aires, 27/09/2016 

Publicada en el Boletín Oficial del 29-sep-2016   

 

VISTO, el Expediente Electrónico EX-2016-01284297-APN-ONC#MM, el Decreto Delegado N° 1.023 

de fecha 13 de agosto de 2001 y sus modificatorios y complementarios, el Reglamento del Régimen de 

Contrataciones de la Administración Nacional aprobado por el Decreto N° 1030 de fecha 15 de 

septiembre de 2016, y 

CONSIDERANDO: 

Que por el Decreto Delegado N° 1.023 de fecha 13 de agosto de 2001 y sus modificatorios y 

complementarios, el PODER EJECUTIVO NACIONAL instituyó el RÉGIMEN DE 

CONTRATACIONES DE LA ADMINISTRACIÓN NACIONAL, en ejercicio de facultades delegadas 

por la Ley N° 25.414 para determinadas materias de su ámbito de administración y resultantes de la 

emergencia pública, tendientes a fortalecer la competitividad de la economía o a mejorar la eficiencia de 

la Administración Nacional. 

Que por el Decreto N° 1030 de fecha 15 de septiembre de 2016, se aprobó la reglamentación del Decreto 

Delgado N° 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios, para los contratos comprendidos en el 

inciso a) del artículo 4° de la norma legal aludida. 

Que en el mencionado reglamento del Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional 

aprobado por el Decreto N° 1030/16 no se agotan todas las secuencias del procedimiento de selección del 

contratista, resultando necesario efectuar una explicación más didáctica y minuciosa del proceso de 

contratación. 

Que en consecuencia resulta conveniente detallar los pasos a seguir en la implementación práctica de los 

procedimientos de selección en general y en particular, a fin de facilitar la gestión por parte del personal 

de las unidades operativas de contrataciones y de todos los actores involucrados en la tramitación de 

dichos procesos. 

Que asimismo el artículo 25 del reglamento del Régimen de Contrataciones de la Administración 

Nacional aprobado por el Decreto N° 1030/16 dispone que la OFICINA NACIONAL DE 

CONTRATACIONES de la SECRETARÍA DE MODERNIZACIÓN ADMINISTRATIVA del 

MINISTERIO DE MODERNIZACIÓN establecerá en los manuales de procedimiento la forma, plazo y 

demás condiciones en que se llevarán a cabo cada una de las modalidades. 

Que por su parte el inciso f) del artículo 115 del reglamento del Régimen de Contrataciones de la 

Administración Nacional aprobado por el Decreto N° 1030/16 dispone que la OFICINA NACIONAL DE 

CONTRATACIONES tendrá entre sus competencias la de elaborar los manuales de procedimiento. 

Que en consecuencia resulta necesario aprobar las normas procedimentales a las que deberán ajustarse los 

procedimientos de selección que se gestionen al amparo del Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus 

modificatorios y complementarios y su reglamentación. 
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Que entre las normas que resulta pertinente derogar existen disposiciones dictadas por la ex - 

SUBSECRETARÍA DE TECNOLOGÍAS DE GESTIÓN de la entonces SECRETARÍA DE GABINETE 

Y COORDINACIÓN ADMINISTRATIVA de la JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS, por 

avocación de facultades de la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES conforme lo dispuesto 

en el artículo 3° de la Ley Nacional de Procedimientos Administrativos N° 19.549, razón por la cual ésta 

Oficina tiene competencia para su derogación. 

Que cabe poner de resalto, que las referidas facultades se encuentran actualmente en cabeza de esta 

Oficina Nacional hoy dependiente de la SECRETARÍA DE MODERNIZACIÓN ADMINISTRATIVA 

del MINISTERIO DE MODERNIZACIÓN. 

Que ha tomado la intervención de su competencia la DIRECCIÓN GENERAL DE ASUNTOS 

JURIDÍCOS de la SUBSECRETARÍA DE COORDINACIÓN ADMINISTRATIVA del MINISTERIO 

DE MODERNIZACIÓN. 

Que la presente medida se dicta en uso de las facultades emergentes del artículo 23, inciso a), del Decreto 

Delegado N° 1023/01 y sus modificatorios y complementarios y del artículo 115, inciso f) del 

Reglamento del Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional aprobado por el Decreto N° 

1030/16. 

 

Por ello, 

 

EL DIRECTOR NACIONAL DE LA OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES 

DISPONE: 

ARTÍCULO 1° — Apruébase el manual de procedimiento para las contrataciones que se gestionen 

aplicando el Decreto Delegado N° 1.023 de fecha 13 de agosto de 2001 y sus modificatorios y 

complementarios, y el Reglamento del Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional 

aprobado por el N° 1030 de fecha 15 de septiembre de 2016, que como Anexo registrado en el Módulo 

Generador de Documentos Electrónicos Oficiales bajo el número DI-2016-01712523-APN-ONC#MM, 

forma parte integrante de la presente Disposición y constituye el “Manual de procedimiento del Régimen 

de Contrataciones de la Administración Nacional”. 

ARTÍCULO 2° — La presente medida entrará en vigencia a partir del día hábil siguiente al de su 

publicación en el Boletín Oficial y será de aplicación a los procedimientos de selección que a partir de esa 

fecha se autoricen o a los que a partir de esa fecha se convoquen cuando no se requiera autorización 

previa y que se rijan por el Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional aprobado por el 

Decreto N° 1030/16. 

ARTÍCULO 3° — Deróganse las Disposiciones de la entonces SUBSECRETARÍA DE TECNOLOGÍAS 

DE GESTIÓN de la SECRETARÍA DE GABINETE Y COORDINACIÓN ADMINISTRATIVA de la 

JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS Nros. 7 de fecha 14 de agosto de 2012, 10 de fecha 21 de 

septiembre de 2012, 1 de fecha 10 de enero de 2013, 24 de fecha 3 de abril de 2013 y las Disposiciones 

de la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES entonces dependiente de la SUBSECRETARÍA 

DE TECNOLOGÍAS DE GESTIÓN de la SECRETARÍA DE GABINETE Y COORDINACIÓN 
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ADMINISTRATIVA de la JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS Nros. 64 de fecha 21 de 

agosto de 2014, 79 de fecha 29 de septiembre de 2014, 91 de fecha 19 de noviembre 2014, 21 de fecha 13 

de abril de 2015 y 45 de fecha 22 de septiembre de 2015 y las Comunicaciones Generales Nros. 1 de 

fecha 3 de enero de 2013, 2 de fecha 3 de enero de 2013, 3 de fecha 3 de enero de 2013, 4 de fecha 3 de 

enero de 2013, 5 de fecha 23 de enero de 2013, 6 de fecha 1 de agosto de 2013, 7 de fecha 17 de 

diciembre de 2013, 8 de fecha 11 de febrero de 2014, 9 de fecha 19 de febrero de 2014, 10 de fecha 20 de 

febrero de 2014, 11 de fecha 11 de marzo de 2014, 12 de fecha 16 de julio de 2014, 13 de fecha 18 de 

julio de 2014, 14 de fecha 1 de septiembre de 2014, 15 de fecha 3 de septiembre del 2014, 17 de fecha 20 

de noviembre de 2014, 18 de fecha 25 de noviembre de 2014, 20 de fecha 5 de enero de 2015, 22 de fecha 

20 de enero de 2015, 24 de fecha 23 de febrero de 2015, 27 de fecha 22 de mayo de 2015, 28 de fecha 12 

de junio de 2015, 29 de fecha 18 de junio de 2015, 30 de fecha 11 de agosto de 2015, 31 de fecha 19 de 

agosto de 2015, 32 de fecha 24 de septiembre de 2015, 33 de fecha 28 de septiembre de 2015, 34 de fecha 

30 de septiembre de 2015, 35 de fecha 16 de octubre de 2015, 36 de fecha 23 de noviembre de 2015, 38 

de fecha 10 de diciembre de 2015, 39 de fecha 6 de enero de 2016, 40 de fecha 12 de enero de 2016, 41 

de fecha 21 de enero de 2016, 42 de fecha 10 de febrero de 2016, 43 de fecha 2 de mayo de 2016, 44 de 

fecha 17 de mayo de 2016 y 45 de fecha 1 de junio de 2016. 

ARTÍCULO 4° — Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO 

OFICIAL y archívese. — NESTOR AURELIO DIAZ, Director Nacional, Oficina Nacional de 

Contrataciones. 

 

ANEXO I 

MANUAL DE PROCEDIMIENTO DEL RÉGIMEN DE CONTRATACIONES DE LA 

ADMINISTRACIÓN NACIONAL 

 

TÍTULO I 

DISPOSICIONES COMUNES 

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

ARTÍCULO 1°.- EXPEDIENTE.- En los expedientes por los que tramiten procedimientos de selección se 

deberá dejar constancia de todo lo actuado desde el inicio de las actuaciones hasta la finalización de la 

ejecución del contrato. En tal sentido se deberán agregar todos los documentos, actuaciones 

administrativas, informes, dictámenes y todo otro dato o antecedente relacionado con la cuestión tratada, 

originados a solicitud de parte interesada o de oficio y ordenados cronológicamente. 

ARTÍCULO 2°.- NOTIFICACIONES. La forma de llevar a cabo las notificaciones previstas en el 

artículo 7° del reglamento del Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional, será la 

siguiente: 

a) Acceso directo de la parte interesada, su apoderado o representante legal al expediente: se deberá dejar 

constancia de tal situación en las actuaciones indicando la fecha en que se tomó vista y se tendrá por 

notificado el día de acceso al expediente. 
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b) Presentación espontánea de la parte interesada, su apoderado o representante legal, de la que resulte 

estar en conocimiento de la actuación respectiva: se tendrá por notificado el día en que se realizó la 

presentación, salvo que de la misma resulte que haya tomado conocimiento en una fecha anterior. 

c) Cédula, carta documento u otros medios habilitados por las empresas que brinden el servicio de correo 

postal: deberá remitirse al domicilio constituido y se tendrá por notificada en la fecha indicada en el 

respectivo acuse de recibo o en la constancia en donde se informe el resultado de la diligencia. Los datos 

del seguimiento de envío que se obtengan desde el sitio de internet oficial de las empresas que brinden el 

servicio de correo postal serán válidos para acreditar la notificación. 

d) Correo electrónico: se tendrá por notificado el día en que fue enviado, sirviendo de prueba suficiente la 

constancia que el correo electrónico genere para el emisor, certificada por el titular de la Unidad 

Operativa de Contrataciones. 

e) Sitio de Internet de la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES: en los casos en que la 

jurisdicción o entidad contratante decida notificar por este medio, se deberá dejar constancia de ello en los 

pliegos de bases y condiciones particulares, indicando la dirección de dicho sitio de Internet. En esos 

casos, se tomará como fecha de notificación el día hábil siguiente al de la difusión. 

f) Sitio de internet del sistema electrónico de contrataciones de la Administración Nacional: la forma de 

realización de este tipo de notificación se encuentra regulada en el “Manual de Procedimiento del 

COMPR.AR”. 

Para que la notificación sea válida se deberá transcribir íntegramente el contenido de la actuación 

administrativa que se pretende notificar, resultando de aplicación lo dispuesto en los artículos 40, 43 y 44 

del “Reglamento de procedimientos administrativos. Decreto N° 1759/72 TO 1991” en lo pertinente. 

El domicilio físico especial o el domicilio electrónico especial declarados en el Sistema de Información 

de Proveedores (SIPRO), serán válidos para cursar las comunicaciones y notificaciones durante el 

procedimiento de selección del contratista, durante la etapa de ejecución contractual, durante los 

procedimientos para aplicar las sanciones establecidas en el artículo 29 del Decreto Delegado Nº 1.023/01 

y sus modificaciones y para cualquier trámite que se realice en el ámbito de la OFICINA NACIONAL 

DE CONTRATACIONES. (Último párrafo incorporado por art. 7° de la Disposición N° 6/2018 de la 

Oficina Nacional de Contrataciones B.O. 25/1/2018. Vigencia: a partir del día hábil siguiente al de su 

publicación en el Boletín Oficial) 

CAPÍTULO II 

PROGRAMACIÓN DE LAS CONTRATACIONES 

ARTÍCULO 3°.- PLAN ANUAL DE CONTRATACIONES. El plan anual de contrataciones, sus 

correcciones en base a ajustes originados en las modificaciones de crédito presupuestario, en la 

asignación de cuota presupuestaria u en otras razones, así como la ejecución de la programación, se 

deberán cargar en el formulario web habilitado al efecto en el Sistema Electrónico de Contrataciones de la 

Administración Nacional “COMPR.AR”. Los datos cargados serán difundidos en el sitio de internet del 

aludido sistema, cuando la autoridad competente los apruebe. 

(Artículo sustituido por art. 1° de la Disposición N° 5/2018 de la Oficina Nacional de Contrataciones 

B.O. 22/1/2018. Vigencia: a partir del día de su publicación en el Boletín Oficial) 
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ARTÍCULO 4°.- DIFUSIÓN DE INFORMACIÓN. La OFICINA NACIONAL DE 

CONTRATACIONES mediante comunicación general informará, cada año, el plazo que tendrán las 

jurisdicciones y entidades para difundir el plan anual de contrataciones, sus correcciones y la ejecución de 

la programación, en el sitio de internet del Sistema Electrónico de Contrataciones de la Administración 

Nacional “COMPR.AR”. 

(Artículo sustituido por art. 2° de la Disposición N° 5/2018 de la Oficina Nacional de Contrataciones 

B.O. 22/1/2018. Vigencia: a partir del día de su publicación en el Boletín Oficial) 

TÍTULO II 

PROCEDIMIENTOS DE SELECCIÓN EN GENERAL 

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

ARTÍCULO 5°.- PROCEDIMIENTO BÁSICO. El procedimiento establecido en este título será aplicable 

a todos los procedimientos de selección, cualquiera sea la clase o modalidad elegida, siempre que no se 

disponga de otra manera en las normas específicas contenidas en este Manual, para cada uno de ellos o 

para cada una de las modalidades de contratación. 

CAPÍTULO II 

ETAPA INICIAL 

ARTÍCULO 6°.- REQUISITOS DE LOS PEDIDOS. La Unidad Requirente deberá formular sus 

requerimientos de bienes o servicios a la respectiva Unidad Operativa de Contrataciones, con la debida 

antelación y cumpliendo con los siguientes requisitos: 

a) Indicar las cantidades y especificaciones técnicas de los bienes o servicios a los que se refiera la 

prestación, con su número de catálogo correspondiente al Sistema de Identificación de Bienes y Servicios 

que administra la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES y conforme lo dispuesto en el 

artículo 37 del Reglamento del Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional. 

b) Incluir bienes o servicios que pertenezcan a un mismo grupo en función de las actividades comerciales 

de los proveedores que fabrican, venden o distribuyen los distintos grupos de bienes o servicios. 

c) Determinar si los elementos deben ser nuevos, usados, reacondicionados o reciclados. 

d) Fijar las tolerancias aceptables. 

e) Establecer la calidad exigida y, en su caso, las normas de calidad y criterios de sustentabilidad que 

deberán cumplir los bienes o servicios o satisfacer los proveedores. 

f) Determinar la prioridad y justificar la necesidad del requerimiento de los bienes o servicios. 

g) En su caso, fundamentar la necesidad de hacer uso de procedimientos que impliquen restringir la 

concurrencia de oferentes. 

h) Estimar el costo de acuerdo a las cotizaciones de plaza o de otros elementos o datos que se estimen 

pertinentes a tal efecto. 

i) Suministrar todo otro antecedente que se estime de interés para la mejor apreciación de lo solicitado y 

el mejor resultado del procedimiento de selección. 

ARTÍCULO 7°.- DISPONIBILIDAD DE CRÉDITOS. En forma previa a la autorización de la 

convocatoria, las jurisdicciones o entidades contratantes podrán efectuar el registro preventivo del crédito 
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legal para atender el gasto, conforme lo dispuesto en el artículo 9° del Reglamento del Régimen de 

Contrataciones de la Administración Nacional. 

La Unidad Operativa de Contrataciones podrá verificar la existencia de crédito y cuota presupuestaria en 

la partida correspondiente, a través de la dependencia que corresponda dentro de la jurisdicción o entidad 

contratante efectuando las pertinentes reservas mediante el registro preventivo del crédito legal para 

atender el gasto. 

CAPÍTULO III 

ELECCIÓN DEL PROCEDIMIENTO, ELABORACIÓN Y APROBACIÓN DE LOS PLIEGOS Y 

AUTORIZACIÓN DE LA CONVOCATORIA 

ARTÍCULO 8°.- ELECCIÓN DEL PROCEDIMIENTO.- La Unidad Operativa de Contrataciones sobre 

la base de los pedidos efectuados por las Unidades Requirentes y de acuerdo a las disposiciones 

establecidas en el reglamento del Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional, elegirá el 

procedimiento de selección a utilizar junto con la clase y la modalidad, para luego proponerlo a la 

autoridad competente para seleccionar el procedimiento. 

ARTÍCULO 9°.- ELABORACIÓN DEL PROYECTO DE PLIEGO DE BASES Y CONDICIONES 

PARTICULARES. La Unidad Operativa de Contrataciones deberá verificar si para el objeto contractual 

específico existen modelos de pliegos de bases y condiciones particulares elaborados por la OFICINA 

NACIONAL DE CONTRATACIONES, en cuyo caso deberá utilizarlos. Asimismo, deberá verificar si 

para ese objeto hay un acuerdo marco vigente, en cuyo caso deberá contratar a través del mismo. Caso 

contrario, la Unidad Operativa de Contrataciones elaborará el proyecto de pliego de bases y condiciones 

particulares sobre la base de los pedidos efectuados por las Unidades Requirentes, considerando también 

el procedimiento de selección, la clase y modalidad que se utilizará y teniendo en cuenta las disposiciones 

establecidas en el Reglamento del Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional. 

El proyecto de pliego de bases y condiciones particulares deberá contener las especificaciones técnicas, 

las cláusulas particulares y los requisitos mínimos que indique el Pliego Único de Bases y Condiciones 

Generales. 

Sin perjuicio de que en todos los casos se dé cumplimiento a lo establecido en el artículo 37 del 

Reglamento del Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional, cuando resulte dificultosa la 

determinación de ciertas características del bien requerido, éstas podrán remitirse a las de una muestra 

patrón, en poder de la jurisdicción o entidad contratante. 

Podrá requerirse en el pliego de bases y condiciones particulares la presentación de muestras por parte del 

oferente indicándose el plazo para acompañar las mismas, que no deberá exceder del momento límite 

fijado en el llamado para la presentación de las ofertas. 

El proyecto de pliego de bases y condiciones particulares deberá estar comprendido por renglones afines, 

motivo por el cual la Unidad Operativa de Contrataciones podrá agrupar diferentes requerimientos para 

unificar en una única gestión, siempre que los mismos pertenezcan a un mismo grupo de bienes o 

servicios. 

Cada renglón del proyecto de pliego de bases y condiciones particulares deberá estar conformado por un 

único ítem del catálogo. Cuando resulte inconveniente la provisión o prestación por distintos 
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cocontratantes de diferentes ítems del catálogo se deberá estipular que la adjudicación se efectuará por 

grupo de renglones o bien deberá utilizarse la modalidad llave en mano. 

Cuando una misma convocatoria abarque un número importante de unidades pertenecientes al mismo 

ítem del catálogo podrá distribuirse la cantidad total en diferentes renglones. 

La autoridad competente para aprobar el pliego de bases y condiciones particulares podrá disponer 

fundadamente que las micro, pequeñas y medianas empresas y los oferentes que cumplan con los criterios 

de sustentabilidad, no poseen la posibilidad de presentar cotizaciones por parte del renglón, lo que deberá 

hacerse constar en el pertinente pliego. 

ARTÍCULO 10.- OBSERVACIONES AL PROYECTO DE PLIEGO. Cuando la complejidad o el monto 

del procedimiento de selección lo justifiquen, o en procedimientos en que no fuere conveniente preparar 

por anticipado las especificaciones técnicas o las cláusulas particulares completas, el titular de la Unidad 

Operativa de Contrataciones autorizará, la apertura de una etapa para recibir observaciones al proyecto de 

pliego de bases y condiciones particulares. 

ARTÍCULO 11.- PUBLICIDAD.- La Unidad Operativa de Contrataciones deberá dar a publicidad la 

convocatoria para recibir observaciones al proyecto de pliego de bases y condiciones particulares, por los 

medios establecidos en el Reglamento del Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional. 

Para los procedimientos que no se realicen por el sistema electrónico de contrataciones deberán remitir la 

información para la difusión en el sitio de internet de la OFICINA NACIONAL DE 

CONTRATACIONES con DOS (2) días de antelación al de la fecha en que corresponda efectuar su 

difusión. 

ARTÍCULO 12.- TRÁMITE DE LAS OBSERVACIONES AL PROYECTO DE PLIEGO. Durante el 

lapso previsto en la convocatoria para la formulación de las observaciones, la Unidad Operativa de 

Contrataciones podrá convocar a reuniones para recibir observaciones al proyecto de pliego de bases y 

condiciones particulares o promover el debate entre los interesados acerca del contenido del mismo. De 

los temas tratados en esas reuniones y con las propuestas recibidas, se labrará acta que firmarán los 

asistentes que quisieren hacerlo. 

No se realizará ninguna gestión, debate o intercambio de opiniones entre funcionarios de la jurisdicción o 

entidad contratante e interesados en participar en la contratación, fuera de estos mecanismos previstos, a 

los que tendrán igual acceso todos los interesados. 

Los criterios técnicos, económicos y jurídicos que surjan de las observaciones efectuadas por los 

interesados, en la medida en que se consideren pertinentes, serán utilizados por la Unidad Operativa de 

Contrataciones para incluir en el respectivo proyecto de pliego que someta a consideración de las 

autoridades competentes. 

ARTÍCULO 13.- ACTO ADMINISTRATIVO DE INICIO. La Unidad Operativa de Contrataciones 

proyectará el acto administrativo de autorización de la convocatoria, elección del procedimiento y 

aprobación del pliego de bases y condiciones particulares y lo remitirá a la autoridad competente para 

dictarlo, de acuerdo a las pautas sobre competencia establecidas en el artículo 9° del Reglamento del 

Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional. En el caso en que se hubiera realizado la 
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etapa de observaciones al proyecto de pliego, en el acto administrativo de inicio se deberá efectuar una 

evaluación concreta y razonada de cada una de las observaciones formuladas. 

ARTÍCULO 14.- INTERVENCIONES. En los casos en que corresponda deberá someterse el 

procedimiento al control de Precios Testigo, de conformidad con lo establecido en la Resolución de la 

SINDICATURA GENERAL DE LA NACIÓN N° 122/2016. Por su parte, en el caso de tratarse de 

proyectos informáticos deberá darse intervención a la OFICINA NACIONAL DE TECNOLOGÍAS DE 

LA INFORMACIÓN de acuerdo a lo que dispone la normativa vigente en la materia. 

CAPÍTULO IV 

PUBLICIDAD 

ARTÍCULO 15.- PUBLICIDAD DE LA CONVOCATORIA. La Unidad Operativa de Contrataciones 

deberá dar a publicidad la convocatoria de los procedimientos de selección por los medios establecidos en 

el Reglamento del Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional, según el tipo de 

procedimiento, clase y modalidad elegida. Para los procedimientos que no se realicen por el sistema 

electrónico de contrataciones deberán remitir la información para la difusión en el sitio de internet de la 

OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES con DOS (2) días de antelación al de la fecha en que 

corresponda efectuar su difusión. 

ARTÍCULO 16.- DIFUSIÓN. En todos los medios por los cuales se den a conocer las convocatorias de 

los procedimientos de selección y de sus respectivas circulares aclaratorias y modificatorias se deberá 

hacer constar que se podrá tomar vista o se podrá descargar o retirar el pliego de bases y condiciones 

particulares, así como el Pliego Único de Bases y Condiciones Generales, en el sitio de Internet de la 

OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES o en el sitio del sistema electrónico de contrataciones 

de la Administración Nacional, consignando la dirección del mismo. 

Para los procedimientos que no se realicen por el sistema electrónico de contrataciones, la información de 

las etapas consignadas en los incisos d) a o) del artículo 47 del Reglamento del Régimen de 

Contrataciones de la Administración Nacional, se deberán remitir para la difusión en el sitio de internet de 

la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES dentro de los DOS (2) días de ocurrido el acto o 

hecho a difundir. 

ARTÍCULO 17.- REQUISITOS DE LOS ANUNCIOS Y DE LAS INVITACIONES. Los anuncios de las 

convocatorias y las invitaciones a los procedimientos de selección, deberán mencionar como mínimo los 

siguientes datos: 

a) Nombre de la jurisdicción o entidad contratante. 

b) Tipo, clase, modalidad, objeto y número del procedimiento de selección. 

c) Número de expediente. 

d) Costo del pliego y base de la contratación si hubiere. 

e) Lugar, plazo y horario donde pueden retirarse, adquirirse o consultarse los pliegos. 

f) Lugar, día y hora de presentación de las ofertas y del acto de apertura. 

g) Dirección institucional de correo electrónico de la jurisdicción o entidad contratante. 

ARTÍCULO 18.- CONSTANCIA DE LAS INVITACIONES. Toda vez que corresponda cursar 

invitaciones por cualquier medio, deberá dejarse constancia en el expediente de la fecha y hora de la 
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realización de la diligencia, indicándose el nombre o razón social del destinatario, así como el domicilio o 

dirección de correo electrónico a la cual se hubiera remitido. 

CAPÍTULO V 

VISTA Y RETIRO DE PLIEGOS. CONSULTAS. CIRCULARES 

ARTÍCULO 19.- VISTA Y RETIRO DE PLIEGOS. En los casos en que los interesados opten por retirar 

el pliego de la jurisdicción o entidad contratante, la Unidad Operativa de Contrataciones deberá dejar 

constancia en el expediente del nombre o razón social, domicilio, y dirección de correo electrónico de los 

mismos. 

ARTÍCULO 20.- CONSULTAS AL PLIEGO DE BASES Y CONDICIONES PARTICULARES. En 

ningún caso la Unidad Operativa de Contrataciones responderá consultas telefónicas ni contestará 

aquéllas que se presenten fuera de término. 

ARTÍCULO 21.- CIRCULARES ACLARATORIAS Y MODIFICATORIAS AL PLIEGO DE BASES Y 

CONDICIONES PARTICULARES. El titular de la Unidad Operativa de Contrataciones podrá emitir 

circulares aclaratorias y aquellas por las cuales únicamente se suspenda o se prorrogue la fecha de 

apertura o la de presentación de las ofertas. Por su parte, la misma autoridad que hubiera aprobado el 

pliego de bases y condiciones particulares o bien en quien se hubiere delegado la facultad, será 

competente para dictar las circulares modificatorias. La Unidad Operativa de Contrataciones deberá 

comunicar y difundir las circulares que se emitan en los plazos, por los medios y a quienes se indica en el 

Reglamento del Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional. Para los procedimientos que 

no se realicen por el sistema electrónico de contrataciones deberán remitir la información para la difusión 

en el sitio de internet de la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES con DOS (2) días de 

antelación al de la fecha en que corresponda efectuar su difusión. 

La Unidad Operativa de Contrataciones deberá incluir a las circulares que se emitan como parte 

integrante del pliego de bases y condiciones particulares. 

CAPÍTULO VI 

OFERTAS 

ARTÍCULO 22.- RECEPCIÓN DE LAS OFERTAS. Se deberán recibir las ofertas que se presenten en el 

lugar y hasta el día y la hora determinados por la jurisdicción o entidad contratante en la convocatoria. 

La jurisdicción o entidad contratante deberá rechazar sin más trámite las ofertas que se pretendan 

presentar fuera del término fijado en la convocatoria para su recepción, aún si el acto de apertura no se 

hubiera iniciado. 

En los casos en que no fuera posible rechazar sin más trámite la oferta presentada fuera de término, la 

jurisdicción o entidad contratante deberá devolverla al presentante. 

En las ofertas que se reciban por correo postal la jurisdicción o entidad contratante deberá consignar fecha 

y hora de recepción y se considerarán presentadas en ese momento. 

La Unidad Operativa de Contrataciones, en forma previa a iniciar el acto de apertura, deberá verificar si 

se han recibido ofertas por correo para ese procedimiento de selección en particular y procurar los medios 

para que las recibidas dentro del plazo fijado para la presentación de ofertas se dispongan para ser abiertas 

en el momento en que corresponda realizar el acto de apertura. 
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Si la oferta no estuviera correctamente identificada y aún presentada en término no estuviere disponible 

para ser abierta en el momento de celebrarse el acto de apertura, se considerará como presentada fuera de 

término y la jurisdicción o entidad contratante deberá devolverla al presentante. 

La comprobación de que una oferta presentada en término y con las formalidades exigidas, no estuvo 

disponible para ser abierta en el momento de celebrarse el acto de apertura, dará lugar a la revocación 

inmediata del procedimiento, cualquiera fuere el estado de trámite en que se encuentre, y a la iniciación 

de las actuaciones sumariales pertinentes. 

ARTÍCULO 23.- ACTA DE APERTURA. El acta de apertura de las ofertas deberá contener: 

a) Nombre de la jurisdicción o entidad contratante; 

b) Tipo, clase y modalidad, objeto y número del procedimiento de selección; 

c) Número de expediente; 

d) Fecha y hora fijada para la apertura; 

e) Fecha y hora en que se labre el acta; 

f) Nombre de los oferentes; 

g) Montos de las ofertas, consignando los descuentos y el precio de las ofertas alternativas y variantes; 

h) Montos y formas de las garantías acompañadas; 

i) Las observaciones que se formulen; 

j) La firma de los funcionarios intervinientes y de los oferentes e interesados presentes que desearen 

hacerlo. 

ARTÍCULO 24.- VISTA. Los funcionarios de la jurisdicción o entidad contratante presentes en el acto de 

apertura deberán dar vista de los precios cotizados en las ofertas a los interesados que así lo requieran. 

Por el término de DOS (2) días, contados a partir del día siguiente al de la apertura, la Unidad Operativa 

de Contrataciones deberá dar vista de los originales de las ofertas a los oferentes que así lo requieran, 

salvo el caso en que exista un único oferente que se podrá prescindir del cumplimiento de ese término. 

ARTÍCULO 25.- VERIFICACIÓN DE LA INSCRIPCIÓN EN EL SISTEMA DE INFORMACIÓN DE 

PROVEEDORES. Dentro de los DOS (2) días siguientes al acto de apertura de las ofertas, la Unidad 

Operativa de Contrataciones deberá verificar en el Sistema de Información de Proveedores (SIPRO), el 

estado en que se encuentra cada uno de los oferentes y, en su caso, comunicarles que realicen las 

gestiones necesarias ante la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES para que se encuentren 

inscriptos y con los datos actualizados al momento de la emisión del dictamen de evaluación o bien al 

momento de la adjudicación en los procedimientos en que no se realice dicha etapa. 

En el caso de las personas que se hubieran presentado agrupadas asumiendo el compromiso, en caso de 

resultar adjudicatarias, de constituirse legalmente en una Unión Transitoria (UT), deberá verificarse en el 

Sistema de Información de Proveedores (SIPRO), el estado en que se encuentra quien hubiere suscripto la 

oferta, como así también el estado en que se encuentran cada una de las personas que integrarán la UT. 

En cualquier tipo de procedimiento los oferentes y adjudicatarios extranjeros estarán exceptuados de la 

obligación de inscripción en el Sistema de Información de Proveedores (SIPRO). 

(Artículo sustituido por art. 4° de la Disposición N° 6/2018 de la Oficina Nacional de Contrataciones 

B.O. 25/1/2018. Vigencia: a partir del día hábil siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial) 
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ARTÍCULO 26.- CUADRO COMPARATIVO DE LAS OFERTAS. La Unidad Operativa de 

Contrataciones confeccionará el cuadro comparativo de los precios de las ofertas, y remitirá las 

actuaciones a la Comisión Evaluadora el día siguiente de vencido el plazo que implique la realización del 

proceso establecido en el artículo anterior. 

El cuadro comparativo deberá reflejar los descuentos ofrecidos por los proponentes, las ofertas 

alternativas y las variantes. 

En el supuesto que exista un único oferente, no será necesaria la confección del cuadro comparativo. 

CAPÍTULO VII 

EVALUACIÓN DE LAS OFERTAS 

ARTÍCULO 27.- DICTAMEN DE EVALUACIÓN.- Las Comisiones Evaluadoras emitirán su dictamen, 

el cual no tendrá carácter vinculante, sesionando de acuerdo a las pautas establecidas en el Reglamento 

del Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional y conforme se detalla a continuación: 

1. Consultar el Sistema de Información de Proveedores (SIPRO). 

2. Verificar el cumplimiento de los requisitos que deben cumplir las ofertas y los oferentes. 

3. Consultar a la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS, por los medios que 

oportunamente determine la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES, el cumplimiento del 

requisito de habilidad para contratar en los términos del inciso f) del artículo 28 del Decreto Delegado N° 

1.023/2001 solicitando la información relativa a si determinado oferente ha cumplido con sus 

obligaciones previsionales o tributarias. 

4. Si existieren ofertas inadmisibles explicará los motivos fundándolos en las disposiciones pertinentes. 

Se entenderá por oferta inadmisible aquella que no cumpla con los requisitos que deben cumplir las 

ofertas y los oferentes. 

5. Si hubiera ofertas inconvenientes, deberá explicar los fundamentos para excluirlas del orden de mérito. 

Se entenderá que una oferta es inconveniente cuando por razones de precio, financiación u otras 

cuestiones no satisfaga adecuadamente los intereses de la entidad o jurisdicción contratante. 

6. Respecto de las ofertas que resulten admisibles y convenientes, deberá considerar los factores previstos 

por el pliego de bases y condiciones particulares para la comparación de las ofertas y la incidencia de 

cada uno de ellos, y determinar el orden de mérito. 

7. Recomendar la resolución a adoptar para concluir el procedimiento. 

En el caso de las personas que se hubieren presentado agrupadas asumiendo el compromiso, en caso de 

resultar adjudicatarias, de constituirse legalmente en una Unión Transitoria (UT), deberá verificarse el 

cumplimiento de los puntos 1 y 3 respecto de cada una de las personas que integrarán la UT. 

(Artículo sustituido por art. 5° de la Disposición N° 6/2018 de la Oficina Nacional de Contrataciones 

B.O. 25/1/2018. Vigencia: a partir del día hábil siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial) 

ARTÍCULO 28.- COMUNICACIÓN DEL DICTAMEN DE EVALUACIÓN. Una vez emitido, el 

dictamen de evaluación deberá ser remitido por la Comisión Evaluadora a la respectiva Unidad Operativa 

de Contrataciones quien lo comunicará a todos los oferentes dentro de los DOS (2) días de emitido. 

ARTÍCULO 29.- IMPUGNACIÓN DEL DICTAMEN DE EVALUACIÓN. Si se recibieran 

impugnaciones al dictamen de evaluación de las ofertas, la Unidad Operativa de Contrataciones deberá 
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verificar si se constituyó la pertinente garantía. Si la misma no se hubiese constituido, o no lo estuviera en 

la forma debida, cualquiera fuera la omisión o defecto, deberá intimar al impugnante a subsanarla dentro 

del término mínimo de DOS (2) días de notificado. Si dicha omisión o defecto no fuera subsanado en el 

plazo establecido, la impugnación será rechazada sin más trámite. 

ARTÍCULO 30.- TRÁMITE DE LAS IMPUGNACIONES. La Unidad Operativa de Contrataciones 

podrá remitir la impugnación, en el caso de versar sobre cuestiones técnicas, al área técnica de la 

jurisdicción o entidad contratante con competencia en la materia, a la unidad requirente de los bienes o 

servicios objeto del procedimiento o bien dar intervención nuevamente a la Comisión Evaluadora, para 

que se expidan sobre la impugnación presentada. La Comisión Evaluadora no volverá a emitir un 

dictamen de evaluación, sino que producirá un informe con su opinión. Por su parte, cuando la 

impugnación verse sobre cuestiones jurídicas podrá solicitar la intervención del servicio permanente de 

asesoramiento jurídico. 

ARTÍCULO 31.- ACTO ADMINISTRATIVO DE FINALIZACIÓN DEL PROCEDIMIENTO. La 

Unidad Operativa de Contrataciones proyectará el acto administrativo de finalización del procedimiento 

de selección, en el que se aprobará el procedimiento, y según el caso, se declarará desierto, cuando no se 

presentaren ofertas; y/o fracasado, cuando éstas resultaren inadmisibles o inconvenientes; y/o se dejará 

sin efecto el procedimiento o alguno de los renglones; o bien se adjudicará total o parcialmente. 

La adjudicación deberá recaer sobre la oferta más conveniente para la jurisdicción o entidad contratante. 

Podrá adjudicarse aun cuando se hubiera presentado una sola oferta. 

La adjudicación podrá realizarse por renglón o por grupo de renglones, de conformidad con lo que 

dispongan los pliegos de bases y condiciones particulares. 

En los casos en que se haya distribuido en varios renglones un mismo ítem del catálogo, las 

adjudicaciones se podrán realizar teniendo en cuenta el ítem cotizado independientemente del renglón en 

el que el proveedor hubiera ofertado. 

En los casos en que existan cotizaciones parciales, la adjudicación podrá ser parcial, aun cuando el 

oferente hubiere cotizado por el total de la cantidad solicitada para cada renglón. 

Si se hubieran formulado impugnaciones contra el dictamen de evaluación de las ofertas, éstas serán 

resueltas en el mismo acto que disponga la finalización del procedimiento. La Unidad Operativa de 

Contrataciones remitirá dicho acto administrativo a la autoridad competente para emitirlo, de acuerdo a 

las pautas sobre competencia establecidas en el artículo 9° del Reglamento del Régimen de 

Contrataciones de la Administración Nacional. 

ARTÍCULO 32.- NOTIFICACIÓN. El acto administrativo de finalización del procedimiento deberá ser 

notificado por la Unidad Operativa de Contrataciones a todos los oferentes dentro de los TRES (3) días de 

dictado. 

ARTÍCULO 33.- DEVOLUCIÓN DE MUESTRAS. Las muestras correspondientes a los renglones 

adjudicados, quedarán en poder de la jurisdicción o entidad contratante para ser cotejadas con los que 

entregue oportunamente el cocontratante. Cumplido el contrato, quedarán a disposición del cocontratante 

por el plazo de DOS (2) meses a contar desde la última conformidad de recepción. De no procederse a su 
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retiro, vencido el plazo estipulado precedentemente, las muestras pasarán a ser propiedad de la 

jurisdicción o entidad contratante, sin cargo. 

Las muestras presentadas por aquellos oferentes que no hubiesen resultado adjudicatarios quedarán a su 

disposición para el retiro hasta DOS (2) meses después de comunicado el acto administrativo de 

finalización del procedimiento. En el caso en que no pasaran a retirarlas en el plazo fijado las muestras 

pasarán a ser propiedad de la jurisdicción o entidad contratante, sin cargo. 

En todos los casos en que las muestras pasen a ser propiedad de la jurisdicción o entidad contratante, sin 

cargo, ésta queda facultada para resolver sobre el destino de las mismas. 

Cuando el oferente no tenga intención de retirar las muestras que presente lo hará constar en la oferta 

manifestando que las muestras son sin cargo. En tales casos las mismas pasarán a ser propiedad del 

Estado Nacional sin necesidad de que se cumplan los plazos definidos en el presente artículo. 

CAPÍTULO VIII 

CELEBRACIÓN DEL CONTRATO 

ARTÍCULO 34.- EMISIÓN DE LA ORDEN DE COMPRA O VENTA.- La Unidad Operativa de 

Contrataciones deberá emitir la correspondiente orden de compra o de venta, la que deberá contener las 

estipulaciones básicas del procedimiento y será autorizada por el funcionario competente que hubiere 

aprobado el procedimiento de selección de que se trate o por aquél en quien se hubiese delegado 

expresamente tal facultad. 

ARTÍCULO 35.- REGISTRO DE COMPROMISO. La Unidad Operativa de Contrataciones, en forma 

previa a la notificación de la orden de compra deberá remitir a la dependencia que corresponda, las 

actuaciones a los fines de verificar la disponibilidad de crédito y cuota y realizar el correspondiente 

registro del compromiso presupuestario. 

ARTÍCULO 36.- NOTIFICACIÓN. Una vez realizado el correspondiente registro de compromiso 

presupuestario, la Unidad Operativa de Contrataciones deberá notificar la orden de compra o venta dentro 

de los DIEZ (10) días de la fecha de notificación del acto administrativo de adjudicación. 

ARTÍCULO 37.- EMISIÓN DEL CONTRATO. En los casos en que corresponda, la Unidad Operativa de 

Contrataciones deberá emitir el correspondiente contrato, el que deberá contener las estipulaciones 

básicas del procedimiento. 

ARTÍCULO 38.- REGISTRO DE COMPROMISO. La Unidad Operativa de Contrataciones, en forma 

previa a la firma del contrato deberá remitir a la dependencia que corresponda, las actuaciones a los fines 

de verificar la disponibilidad de crédito y cuota y realizar el correspondiente registro del compromiso 

presupuestario. 

ARTÍCULO 39.- NOTIFICACIÓN. Una vez efectuado el correspondiente registro de compromiso 

presupuestario, la Unidad Operativa de Contrataciones deberá notificar al adjudicatario, dentro de los 

DIEZ (10) días de la fecha de notificación del acto administrativo de adjudicación, que el contrato se 

encuentra a disposición para su suscripción por el término de TRES (3) días. 

ARTÍCULO 40.- FIRMA. El contrato será suscripto por el adjudicatario o su representante legal y por el 

funcionario competente que hubiere aprobado el procedimiento de selección de que se trate o por aquél en 

quien hubiese delegado expresamente tal facultad. Si vencido el plazo para la firma del contrato el 
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adjudicatario o su representante legal no concurrieran a suscribirlo, la jurisdicción o entidad contratante 

podrá notificarlo por los medios habilitados al efecto y en este caso la notificación producirá el 

perfeccionamiento del contrato. 

ARTÍCULO 41.- GARANTÍA DE CUMPLIMIENTO DEL CONTRATO. La Unidad Operativa de 

Contrataciones recibirá la garantía de cumplimiento del contrato que integren los cocontratantes. Si el 

cocontratante no integrara la garantía de cumplimiento del contrato en el plazo fijado en el artículo 77 del 

Reglamento del Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional, la Unidad Operativa de 

Contrataciones lo deberá intimar para que la presente, otorgándole un nuevo plazo igual que el original, y 

en caso en que no la integre en dicho plazo se rescindirá el contrato y se deberá intimar al pago del 

importe equivalente al valor de la mencionada garantía. 

CAPÍTULO IX 

GARANTÍAS 

ARTÍCULO 42.- CUSTODIA DE LAS GARANTÍAS. Los originales de las garantías presentadas 

deberán ser remitidos para su custodia a la pertinente tesorería jurisdiccional y se deberá adjuntar al 

expediente del procedimiento de selección una copia de las mismas. 

ARTÍCULO 43.- DEVOLUCIÓN DE GARANTÍAS. La Unidad Operativa de Contrataciones, deberá 

notificar a los oferentes, adjudicatarios o cocontratantes, dentro de los plazos fijados, para que retiren las 

garantías que se detallan a continuación: 

a) Las garantías de mantenimiento de la oferta a todos aquellos que no hubiesen resultado adjudicatarios, 

dentro de los DIEZ (10) días de notificado el acto administrativo de finalización del procedimiento de 

selección. 

En el caso de los adjudicatarios la garantía de mantenimiento de oferta se devolverá al momento de la 

integración de la garantía de cumplimiento del contrato. 

b) En los procedimientos de etapa múltiple se devolverá la garantía de mantenimiento de la oferta, a los 

oferentes que no resulten preseleccionados, en oportunidad de la apertura del sobre que contiene la oferta 

económica. 

c) Las garantías de cumplimiento del contrato o las contragarantías, dentro de los DIEZ (10) días de 

cumplido el contrato a satisfacción de la jurisdicción o entidad contratante, cuando no quede pendiente la 

aplicación de multa o penalidad alguna. 

d) Las garantías de impugnación al dictamen de evaluación de las ofertas o a la precalificación, dentro de 

los DIEZ (10) días de dictado el acto administrativo que haga lugar a la impugnación presentada. Si la 

impugnación fuera rechazada se afectará el monto de la garantía en el orden establecido en el artículo 104 

del Reglamento del Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional. 

La Unidad Operativa de Contrataciones deberá remitir a la tesorería jurisdiccional una copia de la 

notificación cursada a los oferentes, adjudicatarios o cocontratantes para que retiren allí las garantías, 

indicando la fecha de comienzo y finalización del plazo con que cuentan los interesados para retirarlas. 

ARTÍCULO 44.- DEVOLUCIÓN DE GARANTÍAS A PEDIDO DE PARTE. Las garantías podrán ser 

reintegradas a solicitud de los interesados y salvo el caso de los pagarés a la vista y de los títulos públicos, 
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deberá procederse a la devolución parcial de las garantías en proporción a la parte ya cumplida del 

contrato, para lo cual se aceptará la sustitución de la garantía para cubrir los valores resultantes. 

En estos casos la Unidad Operativa de Contrataciones comunicará tal circunstancia a la tesorería 

jurisdiccional para que proceda a la devolución. 

TÍTULO III 

EJECUCIÓN DEL CONTRATO 

CAPÍTULO ÚNICO 

COMISIÓN DE RECEPCIÓN 

ARTÍCULO 45.- FUNCIONES. Las Comisiones de Recepción deberán verificar si la prestación cumple 

o no las condiciones establecidas en los documentos del llamado, así como en los que integren el contrato. 

En principio recibirán los bienes con carácter provisional y los recibos o remitos que se firmen quedarán 

sujetos a la conformidad de la recepción. 

A los efectos de la conformidad de la recepción, la Comisión deberá proceder previamente a la 

confrontación de la prestación con las especificaciones técnicas del pliego de bases y condiciones 

particulares, y en su caso con la muestra patrón o la presentada por el adjudicatario en su oferta o con los 

resultados de los análisis, ensayos, pericias u otras pruebas que hubiese sido necesario realizar, además de 

lo que dispongan las cláusulas particulares y si hubiese realizado inspecciones en los términos 

establecidos en el artículo 87 del Reglamento del Régimen de Contrataciones de la Administración 

Nacional, teniendo en cuenta el resultado de las mismas. 

ARTÍCULO 46.- ANÁLISIS DE LAS PRESTACIONES. En los casos en que la Comisión de Recepción 

deba practicar análisis, ensayos, pericias u otras pruebas para verificar si los bienes o servicios provistos 

se ajustan a lo requerido, deberá proceder de la siguiente manera: 

a) Productos perecederos: Se efectuará con las muestras que se extraerán en el momento de la entrega, en 

presencia del cocontratante o de su representante legal. En ese mismo acto se comunicará la hora en que 

se practicará el análisis. La incomparecencia del proveedor o de quien lo represente no será obstáculo 

para la realización del análisis, cuyo resultado se tendrá por firme y definitivo. 

b) Productos no perecederos: Se arbitrarán los medios para facilitar la participación del proveedor o de su 

representante legal en el control de los resultados de los análisis, pericias, ensayos u otras pruebas que se 

practiquen. 

c) Servicios: Se podrán realizar las actividades que fueran necesarias para verificar si la prestación 

cumple con lo solicitado, así como requerir la opinión de los destinatarios del servicio. 

Si de la verificación realizada se comprobara que la prestación es la requerida en el pliego de bases y 

condiciones particulares, el costo de la diligencia correrá por cuenta de la jurisdicción o entidad 

contratante. En caso contrario correrán por cuenta del proveedor. Los peritos que designare el interesado 

serán en todos los casos a su costo. 

Cuando del resultado de la verificación efectuada surja el incumplimiento de lo pactado y, por la 

naturaleza de la prestación, no fuere posible su devolución, la jurisdicción o entidad contratante no 

procederá al pago de las muestras utilizadas, sin perjuicio de las penalidades o sanciones que 

correspondieren. 
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Cuando la Comisión de Recepción no contare con el personal o los instrumentos necesarios, podrá 

requerir la intervención de peritos técnicos o solicitar informes a instituciones estatales o privadas o bien 

encomendar la realización de análisis, ensayos, pericias u otras pruebas a organismos públicos o a 

instituciones privadas técnicamente competentes. 

ARTÍCULO 47.- CONFORMIDAD DE LA RECEPCIÓN. En el caso en que la Comisión de Recepción 

verificara: 

a) que la prestación cumple con las condiciones establecidas en los documentos que rigieron el llamado, 

así como en los que integran el contrato: procederá a otorgar la conformidad de la recepción. 

b) la existencia de cantidades o servicios faltantes: deberá intimar al proveedor para que proceda a la 

entrega en el plazo que fije al efecto. 

c) que los bienes no cumplen con lo solicitado: deberá rechazar los elementos e intimar al proveedor a 

reemplazarlos por otros que cumplan con el pliego de bases y condiciones particulares, dentro del plazo 

que fije al efecto. 

d) que los servicios no cumplen con lo solicitado: deberá intimar al proveedor a que realice las acciones 

que fueran necesarias para prestar los servicios conforme a pliego dentro del plazo que fije al efecto. 

La Comisión deberá realizar en forma obligatoria las intimaciones previstas en los incisos b), c) y d) si el 

cumplimiento de la prestación, a pesar de dichas intimaciones, aún pudiera efectuarse dentro del plazo 

fijado en el pliego de bases y condiciones particulares. 

En aquellos casos en que ello no fuera posible, la Comisión también deberá realizar las intimaciones 

previstas en los incisos b), c) y d), salvo cuando las necesidades de la Administración no admitieran la 

satisfacción de la prestación fuera de término o cuando no fuera posible ajustar la prestación. En estos 

casos, o bien cuando una vez intimado el cocontratante no hubiera cumplido dentro del plazo fijado al 

efecto, la Comisión deberá rechazar las prestaciones e informar los incumplimientos para que se inicien 

los trámites para aplicar las penalidades que correspondieran. 

Si la entrega de las cantidades o servicios faltantes o el cumplimiento de la prestación conforme a pliego, 

luego de la intimación, se realizara fuera de los plazos de cumplimiento originalmente pactados, también 

corresponderá la aplicación de la multa por mora en el cumplimiento de la obligación. 

En el caso en que los elementos fueran rechazados y el cocontratante no hubiera integrado la garantía de 

cumplimiento, se procederá de acuerdo a lo previsto en el artículo 80, inciso f) del Reglamento del 

Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional. 

Corresponderá a la Comisión de Recepción, remitir a la oficina ante la cual tramitaren los pagos, la 

conformidad de la recepción correspondiente. 

Asimismo, deberá remitir a la Unidad Operativa de Contrataciones todo lo actuado durante la recepción a 

los fines de su incorporación en el expediente por el cual tramitó el respectivo procedimiento de 

selección. 

En los casos de entrega de bienes importados, podrá estarse a lo dispuesto en los términos de las “Reglas 

Oficiales de la Cámara de Comercio Internacional para la Interpretación de Términos Comerciales - 

INCOTERMS”. 
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ARTÍCULO 48.- PLAZO PARA LA CONFORMIDAD DE LA RECEPCIÓN. La conformidad de la 

recepción se otorgará dentro del plazo de DIEZ (10) días, a partir de la recepción de los bienes o servicios 

objeto del contrato, salvo que en el pliego de bases y condiciones particulares se fijara uno distinto. En 

caso de silencio, una vez vencido dicho plazo, el proveedor podrá intimar la recepción. Si la dependencia 

contratante no se expidiera dentro de los DIEZ (10) días siguientes al de la recepción de la intimación, los 

bienes o servicios se tendrán por recibidos de conformidad. 

En los casos en que la Comisión de Recepción intime la presentación de elementos faltantes o bien 

cuando solicite el reemplazo de elementos o la adaptación de servicios por no adecuarse al pliego de 

bases y condiciones particulares, el plazo para otorgar la conformidad de la recepción de estas nuevas 

prestaciones comenzará a correr a partir de su entrega o cumplimiento. 

TÍTULO IV 

PROCEDIMIENTOS DE SELECCIÓN EN PARTICULAR 

CAPÍTULO I 

ADJUDICACIÓN SIMPLE O COMPULSA ABREVIADA 

ARTÍCULO 49.- DISPOSICIONES GENERALES. En este capítulo se consignan las normas específicas 

para los procedimientos por adjudicación simple o por compulsa abreviada. Todo lo que no se encuentre 

previsto en dichos procedimientos específicos se regirá por lo establecido en las restantes disposiciones 

del presente Manual, por el Reglamento del Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional, y 

por otros Manuales que la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES dicte en consecuencia para 

los procedimientos en general. 

ARTÍCULO 50.- TRÁMITE DE LA COMPULSA ABREVIADA POR MONTO. En las contrataciones 

que encuadren en el artículo 25, inciso d), apartado 1 del Decreto Delegado N° 1023/01 y sus 

modificatorios y complementarios, se deberá seguir el siguiente procedimiento: 

a) La Unidad Requirente deberá formular el pedido a la Unidad Operativa de Contrataciones. 

b) La autoridad competente emitirá el acto administrativo de inicio del procedimiento. 

c) La Unidad Operativa de Contrataciones enviará invitaciones a por lo menos TRES (3) proveedores, 

con un mínimo de TRES (3) días de antelación a la fecha fijada para la apertura o a la fecha de 

vencimiento del plazo establecido para la presentación de las ofertas inclusive, o para el retiro o compra 

del pliego inclusive, o para la presentación de muestras inclusive, la que operare primero, cuando esa 

fecha sea anterior a la fecha de apertura de las ofertas. 

d) La Unidad Operativa de Contrataciones difundirá la convocatoria junto con el pliego de bases y 

condiciones particulares en el sitio de Internet de la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES o 

en el sitio del sistema electrónico de contrataciones, desde el día en que se cursen las respectivas 

invitaciones. 

e) En el lugar, día y hora determinados en la convocatoria se procederá a la apertura de las ofertas, 

labrándose el acta correspondiente. 

f) La Unidad Operativa de Contrataciones elaborará el cuadro comparativo de ofertas. 

g) Podrá prescindirse de la intervención de la Comisión Evaluadora. En ese caso, la Unidad Operativa de 

Contrataciones, deberá verificar que las ofertas cumplan con los requisitos exigidos en el pliego de bases 
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y condiciones particulares, y en caso de corresponder intimará a los oferentes a subsanar los defectos de 

las ofertas y emitirá un informe en el cual recomendará la resolución a adoptar para concluir el 

procedimiento. 

h) La autoridad competente emitirá el acto administrativo de finalización del procedimiento. 

i) El procedimiento continuará de acuerdo con el procedimiento básico. 

ARTÍCULO 51.- TRÁMITE DE LA ADJUDICACIÓN SIMPLE POR ESPECIALIDAD. En las 

contrataciones que se encuadren en el artículo 25, inciso d), apartado 2 del Decreto Delegado N° 1.023/01 

y sus modificatorios y complementarios, se deberá seguir el siguiente procedimiento: 

a) La Unidad Requirente deberá formular el pedido a la Unidad Operativa de Contrataciones, fundando la 

necesidad de requerir específicamente los servicios de la persona humana o jurídica respectiva. Asimismo 

deberá acreditar en la solicitud que la empresa, artista o especialista que se proponga para la realización 

de la obra científica, técnica o artística pertinente es el único que puede llevarla a cabo. A tales fines 

deberá acreditar que la especialidad e idoneidad son características determinantes para el cumplimiento de 

la prestación y acompañar los antecedentes que acrediten la notoria capacidad científica, técnica o 

artística de las empresas, personas o artistas a quienes se encomiende la ejecución de la obra. 

b) No será obligatorio cumplir con las instancias previstas en los incisos a) y b) del artículo 11 del 

Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios. 

c) La Unidad Operativa de Contrataciones efectuará el pedido de cotización fijando una fecha límite para 

recibir la propuesta y acompañará el pliego de bases y condiciones particulares en el que deberá 

establecer la responsabilidad propia y exclusiva del cocontratante, quién actuará inexcusablemente sin 

relación de dependencia con el Estado Nacional. 

d) La Unidad Operativa de Contrataciones difundirá la convocatoria junto con el pliego de bases y 

condiciones particulares en el sitio de Internet de la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES o 

en el sitio del sistema electrónico de contrataciones, desde el día en que se curse el pedido de cotización. 

e) Podrá prescindirse del período de vista, de la confección del cuadro comparativo y de la intervención 

de la Comisión Evaluadora. En ese caso, la Unidad Operativa de Contrataciones, deberá verificar que la 

oferta cumpla con los requisitos exigidos en el pliego de bases y condiciones particulares, y en caso de 

corresponder intimará al oferente a subsanar los defectos de la oferta, aún cuando aquellos encuadren en 

los incisos d), e), f), g), h), i) y j) del artículo 66 del Reglamento del Régimen de Contrataciones de la 

Administración Nacional, y emitirá un informe, en el cual recomendará la resolución a adoptar para 

concluir el procedimiento. 

f) La autoridad competente emitirá el acto administrativo de finalización del procedimiento, debiendo 

además pronunciarse en el caso de haberse prescindido de la etapa indicada en el inciso b) del presente 

artículo, sobre el procedimiento elegido y el pliego de bases y condiciones particulares aplicable. 

g) En este tipo de procedimiento los oferentes y adjudicatarios estarán exceptuados de la obligación de 

presentar garantías y de la inscripción en el Sistema de Información de Proveedores. 

h) El procedimiento continuará de acuerdo con el procedimiento básico. 
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ARTÍCULO 52.- TRÁMITE DE LA ADJUDICACIÓN SIMPLE POR EXCLUSIVIDAD. En las 

contrataciones que encuadren en el artículo 25, inciso d), apartado 3 del Decreto Delegado N° 1.023/01 y 

sus modificatorios y complementarios, se deberá seguir el siguiente procedimiento: 

a) La Unidad Requirente deberá formular el pedido a la Unidad Operativa de Contrataciones, con la 

fundamentación de la procedencia del encuadre legal de la contratación, y adjuntándose un informe 

técnico sobre la inexistencia de sustitutos convenientes, así como, la documentación con la que se acredite 

la exclusividad que detente la persona humana o jurídica pertinente sobre el bien o servicio objeto de la 

contratación. En su caso, deberá hacer mención a las normas específicas cuando la exclusividad surja de 

tales disposiciones. Cuando se trate de la adquisición de material bibliográfico en el país o en el exterior, 

la exclusividad quedará acreditada si la compra se realizara a editoriales o personas humanas o jurídicas 

especializadas en la materia, no obstante en estos casos deberá igualmente acompañarse el informe 

técnico que acredite la inexistencia de sustitutos convenientes. 

b) No será obligatorio cumplir con las instancias previstas en los incisos a) y b) del artículo 11 del 

Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios. 

c) La Unidad Operativa de Contrataciones efectuará el pedido de cotización fijando una fecha límite para 

recibir la propuesta y acompañará el pliego de bases y condiciones particulares. 

d) La Unidad Operativa de Contrataciones difundirá la convocatoria junto con el pliego de bases y 

condiciones particulares en el sitio de Internet de la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES o 

en el sitio del sistema electrónico de contrataciones, desde el día en que se curse el pedido de cotización. 

e) Podrá prescindirse del período de vista, de la confección del cuadro comparativo y de la intervención 

de la Comisión Evaluadora. En ese caso, la Unidad Operativa de Contrataciones deberá verificar que la 

oferta cumpla con los requisitos exigidos en el pliego de bases y condiciones particulares, y en caso de 

corresponder intimará al oferente a subsanar los defectos de la oferta, aun cuando aquellos encuadren en 

los incisos d),  

e), f), g), h), i) y j) del artículo 66 del Reglamento del Régimen de Contrataciones de la Administración 

Nacional, y emitirá un informe, en el cual recomendará la resolución a adoptar para concluir el 

procedimiento. 

f) La autoridad competente emitirá el acto administrativo de finalización del procedimiento, debiendo 

además pronunciarse en el caso de haberse prescindido de la etapa indicada en el inciso b) del presente 

artículo, sobre el procedimiento elegido y el pliego de bases y condiciones particulares aplicable. 

g) En este tipo de procedimiento los oferentes y adjudicatarios estarán exceptuados de la obligación de 

presentar garantías y de la inscripción en el Sistema de Información de Proveedores. 

h) El procedimiento continuará de acuerdo con el procedimiento básico. 

ARTÍCULO 53.- TRÁMITE DE LA COMPULSA ABREVIADA POR LICITACIÓN O CONCURSO 

DESIERTO O FRACASADO. En las contrataciones que se encuadren en el artículo 25, inciso d), 

apartado 4 del Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios, se deberá seguir el 

siguiente procedimiento: 
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a) La Unidad Operativa de Contrataciones efectuará una consulta a la Unidad Requirente sobre la 

persistencia de la necesidad ante el segundo procedimiento de licitación o concurso declarado desierto o 

fracasado. 

b) En el caso en que persista la necesidad, la autoridad competente emitirá el acto administrativo de inicio 

del procedimiento, debiendo utilizarse el mismo pliego de bases y condiciones particulares que rigió el 

segundo llamado a licitación o concurso. 

c) La Unidad Operativa de Contrataciones enviará invitaciones a por lo menos TRES (3) proveedores, 

con un mínimo de TRES (3) días de antelación a la fecha fijada para la apertura o a la fecha de 

vencimiento del plazo establecido para la presentación de las ofertas inclusive, o para el retiro o compra 

del pliego inclusive, o para la presentación de muestras inclusive, la que operare primero, cuando esa 

fecha sea anterior a la fecha de apertura de las ofertas. 

d) La Unidad Operativa de Contrataciones difundirá la convocatoria junto con el pliego de bases y 

condiciones particulares en el sitio de Internet de la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES o 

en el sitio del sistema electrónico de contrataciones, desde el día en que se cursen las respectivas 

invitaciones. 

e) El procedimiento continuará de acuerdo al procedimiento básico. 

ARTÍCULO 54.- TRÁMITE DE LA COMPULSA ABREVIADA POR URGENCIA. En las 

contrataciones que se encuadren en el artículo 25, inciso d), apartado 5 del Decreto Delegado N° 1.023/01 

y sus modificatorios y complementarios, se deberá seguir el siguiente procedimiento: 

a) La Unidad Requirente deberá formular el pedido a la Unidad Operativa de Contrataciones, acreditando 

la existencia de necesidades apremiantes y objetivas que impidan el normal y oportuno cumplimiento de 

las actividades esenciales de la jurisdicción o entidad contratante y que no resulta posible realizar otro 

procedimiento de selección en tiempo oportuno para satisfacer la necesidad pública. 

b) No será obligatorio cumplir con las instancias previstas en los incisos a) y b) del artículo 11 del 

Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios. 

c) La Unidad Operativa de Contrataciones enviará invitaciones a por lo menos TRES (3) proveedores. En 

dichas invitaciones se fijará una fecha y hora límite para recibir las propuestas y se acompañará el pliego 

de bases y condiciones particulares. 

d) La Unidad Operativa de Contrataciones difundirá la convocatoria junto con el pliego de bases y 

condiciones particulares en el sitio de Internet de la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES o 

en el sitio del sistema electrónico de contrataciones, desde el día en que se cursen las respectivas 

invitaciones. 

e) Podrá prescindirse del período de vista, de la confección del cuadro comparativo y de la intervención 

de la Comisión Evaluadora. En ese caso la Unidad Operativa de Contrataciones deberá verificar que la 

oferta cumpla con los requisitos exigidos en el pliego de bases y condiciones particulares, y en caso de 

corresponder intimará a los oferentes a subsanar los defectos de las ofertas y emitirá un informe en el cual 

recomendará la resolución a adoptar para concluir el procedimiento. 

f) La máxima autoridad de la jurisdicción o entidad contratante emitirá el acto administrativo de 

finalización del procedimiento, debiendo además pronunciarse en el caso de haberse prescindido de la 
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etapa indicada en el inciso b) del presente artículo, sobre el procedimiento elegido y el pliego de bases y 

condiciones particulares aplicable. 

g) En este tipo de procedimiento los oferentes y adjudicatarios estarán exceptuados de la obligación de 

presentar garantías y de la inscripción en el Sistema de Información de Proveedores. 

h) El procedimiento continuará de acuerdo al procedimiento básico. 

ARTÍCULO 55.- TRÁMITE DE LA ADJUDICACIÓN SIMPLE O COMPULSA ABREVIADA POR 

EMERGENCIA. En las contrataciones que se encuadren en el artículo 25, inciso d), apartado 5 del 

Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios, se deberá seguir el siguiente 

procedimiento: 

a) La Unidad Requirente deberá formular el pedido a la Unidad Operativa de Contrataciones, acreditando 

la existencia de accidentes, fenómenos meteorológicos u otros sucesos que hubieren creado una situación 

de peligro o desastre que requiera una acción inmediata y que comprometan la vida, la integridad física, la 

salud, la seguridad de la población o funciones esenciales del Estado Nacional. 

b) No será obligatorio cumplir con las instancias previstas en los incisos a) y b) del artículo 11 del 

Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios. 

c) La Unidad Operativa de Contrataciones enviará invitaciones a UNO (1) o la cantidad de proveedores 

que determine. En dichas invitaciones se fijará una fecha y hora límite para recibir las propuestas y se 

acompañará el pliego de bases y condiciones particulares, en el que se podrán establecer requisitos para la 

presentación de ofertas que se aparten de lo dispuesto en el Reglamento del Régimen de Contrataciones 

de la Administración Nacional, en este Manual y en el Pliego Único de Bases y Condiciones Generales, 

para los procedimientos en general. 

d) Una vez seleccionados el o los proveedores, sin más trámite, la máxima autoridad de la jurisdicción o 

entidad contratante emitirá el acto administrativo de finalización del procedimiento, debiendo 

pronunciarse además en el caso de haberse prescindido de la etapa indicada en el inciso b) del presente 

artículo, sobre el procedimiento elegido y el pliego de bases y condiciones particulares aplicable. 

e) En este tipo de procedimiento los oferentes y adjudicatarios estarán exceptuados de la obligación de 

presentar garantías y de la inscripción en el Sistema de Información de Proveedores. 

f) El procedimiento continuará de acuerdo al procedimiento básico. 

ARTÍCULO 56.- TRÁMITE DE LA ADJUDICACIÓN SIMPLE O COMPULSA ABREVIADA POR 

RAZONES DE SEGURIDAD O DEFENSA NACIONAL. En las contrataciones directas que se 

encuadren en el artículo 25, inciso d), apartado 6 del Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios 

y complementarios, una vez declarada la operación como secreta por parte del PODER EJECUTIVO 

NACIONAL, el organismo contratante deberá seguir en la medida que resulte pertinente el procedimiento 

básico, estando exceptuado del cumplimiento de las disposiciones relativas a publicidad y difusión de 

todas las actuaciones del proceso. 

ARTÍCULO 57.- TRÁMITE DE LA ADJUDICACIÓN SIMPLE POR DESARME, TRASLADO O 

EXAMEN PREVIO. En las contrataciones directas que se encuadren en el artículo 25, inciso d), apartado 

7 del Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios, se deberá seguir el 

siguiente procedimiento: 
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a) La Unidad Requirente deberá formular el pedido a la Unidad Operativa de Contrataciones, fundando 

técnicamente la procedencia de la contratación, justificando que para la reparación necesaria de la 

maquinaria, vehículo, equipo o motor respectivo, resulta imprescindible su desarme, traslado o examen 

previo. La Unidad Requirente propondrá el proveedor al que se le pedirá cotización, acreditando que si se 

adopta otro procedimiento resultaría más oneroso para la jurisdicción o entidad contratante. 

b) No será obligatorio cumplir con las instancias previstas en los incisos a) y b) del artículo 11 del 

Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios. 

c) La Unidad Operativa de Contrataciones deberá comunicar al proveedor propuesto por la Unidad 

Requirente la intención de solicitar cotización sobre la reparación y le requerirá para tales fines, fijando 

una fecha límite, que presente la información y documentación que fueran necesarias para evaluar la 

oferta. 

d) La Unidad Operativa de Contrataciones deberá verificar la información y documentación presentada y 

en caso de corresponder intimará al oferente a subsanar los defectos de la oferta, aun cuando aquellos 

encuadren en los incisos d), e), f), g), h), i) y j) del artículo 66 del Reglamento del Régimen de 

Contrataciones de la Administración Nacional. 

e) Si la evaluación resultara favorable pondrá a disposición del proveedor propuesto, el bien y difundirá la 

convocatoria en el sitio de Internet de la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES o en el sitio 

del sistema electrónico de contrataciones, a partir del día en que se curse el pedido de cotización sobre la 

reparación, fijándose una fecha límite para recibir la propuesta. 

f) Podrá prescindirse del período de vista, de la confección del cuadro comparativo y de la intervención 

de la Comisión Evaluadora. 

g) La Unidad Requirente deberá emitir opinión sobre la conveniencia de la cotización presentada y 

efectuará una recomendación. 

h) La autoridad competente emitirá el acto administrativo de finalización del procedimiento, debiendo 

además pronunciarse en el caso de haberse prescindido de la etapa indicada en el inciso b) del presente 

artículo, sobre el procedimiento elegido y el pliego de bases y condiciones particulares aplicable. 

i) En este tipo de procedimiento los oferentes y adjudicatarios estarán exceptuados de la obligación de 

presentar garantías. 

j) El procedimiento continuará de acuerdo al procedimiento básico. 

ARTÍCULO 58.- TRÁMITE DE LA ADJUDICACIÓN SIMPLE INTERADMINISTRATIVA. En las 

contrataciones que se encuadren en el artículo 25, inciso d), apartado 8 del Decreto Delegado N° 1.023/01 

y sus modificatorios y complementarios, se deberá seguir el siguiente procedimiento: 

a) La Unidad Requirente deberá formular el pedido a la Unidad Operativa de Contrataciones, acreditando 

que el cocontratante se trata de una jurisdicción o entidad del Estado Nacional, Provincial o Municipal o 

del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, o de una empresa o sociedad en la que tenga participación 

mayoritaria el Estado. Sólo en el caso en que se pretenda perfeccionar el contrato con una empresa o 

sociedad en la que tenga participación mayoritaria el Estado, el objeto de la prestación estará limitado a 

servicios de seguridad, logística o salud. 
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b) Podrá prescindirse del período de vista, de la confección del cuadro comparativo y de la intervención 

de la Comisión Evaluadora. 

c) La jurisdicción o entidad contratante elaborará un convenio el que someterá a consideración de la otra 

parte y efectuará el pedido de cotización 

d) Una vez consensuado el texto del convenio el mismo será suscripto por la autoridad competente para 

adjudicar y por la autoridad que fuera competente de la contraparte que reviste naturaleza pública. 

e) La Unidad Operativa de Contrataciones difundirá el convenio en el sitio de Internet de la OFICINA 

NACIONAL DE CONTRATACIONES o en el sitio del sistema electrónico de contrataciones, dentro de 

los CINCO (5) días de su suscripción. 

f) En este tipo de procedimiento los oferentes y adjudicatarios estarán exceptuados de la obligación de 

presentar garantías y de la inscripción en el Sistema de Información de Proveedores. 

ARTÍCULO 59.- TRÁMITE DE LA ADJUDICACIÓN SIMPLE CON UNIVERSIDADES 

NACIONALES. En las contrataciones que se encuadren en el artículo 25, inciso d), apartado 9 del 

Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios, se deberá seguir el siguiente 

procedimiento: 

a) La Unidad Requirente deberá formular el pedido a la Unidad Operativa de Contrataciones acreditando 

que el cocontratante se trata de una Universidad Nacional o bien de una facultad dependiente de una 

Universidad Nacional. 

b) La Unidad Operativa de Contrataciones difundirá la convocatoria en el sitio de Internet de la OFICINA 

NACIONAL DE CONTRATACIONES o en el sito del sistema electrónico de contrataciones, desde el 

día en que se curse el pedido de cotización. 

c) Podrá prescindirse del período de vista, de la confección del cuadro comparativo y de la intervención 

de la Comisión Evaluadora. 

d) La Unidad Operativa de Contrataciones elaborará un convenio el que someterá a consideración de la 

otra parte y efectuará el pedido de cotización. 

e) Una vez consensuado el texto del convenio el mismo será suscripto por la autoridad competente para 

adjudicar y por la autoridad que fuera competente de la contraparte que reviste naturaleza pública. 

f) La Unidad Operativa de Contrataciones difundirá el convenio en el sitio de Internet de la OFICINA 

NACIONAL DE CONTRATACIONES o en el sitio del sistema electrónico de contrataciones, dentro de 

los CINCO (5) días de su suscripción. 

g) En este tipo de procedimiento los oferentes y adjudicatarios estarán exceptuados de la obligación de 

presentar garantías y de la inscripción en el Sistema de Información de Proveedores. 

ARTÍCULO 60.- TRÁMITE DE LA COMPULSA ABREVIADA O ADJUDICACIÓN SIMPLE CON 

EFECTORES DE DESARROLLO LOCAL Y ECONOMÍA SOCIAL. En las contrataciones directas que 

se encuadren en el artículo 25, inciso d), apartado 10 del Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus 

modificatorios y complementarios, se deberá seguir el siguiente procedimiento: 

a) La Unidad Requirente deberá formular el pedido a la Unidad Operativa de Contrataciones solicitando 

que las invitaciones sean enviadas a personas humanas o jurídicas inscriptas en el Registro Nacional de 

Efectores de Desarrollo Local y Economía Social. 
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b) No será obligatorio cumplir con las instancias previstas en los incisos a) y b) del artículo 11 del 

Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios. 

c) La Unidad Operativa de Contrataciones enviará invitaciones a por lo menos TRES (3) efectores; en el 

caso del MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL podrá efectuar el pedido de cotización a UN (1) 

efector. Se fijará una fecha y hora límite para recibir las ofertas y se acompañará el pliego de bases y 

condiciones particulares. 

d) La Unidad Operativa de Contrataciones difundirá la convocatoria en el sitio de Internet de la OFICINA 

NACIONAL DE CONTRATACIONES o en el sitio del sistema electrónico de contrataciones, desde el 

día en que se cursen las invitaciones o el pedido de cotización. 

e) Podrá prescindirse del período de vista, de la confección del cuadro comparativo y de la intervención 

de la Comisión Evaluadora. En ese caso la Unidad Operativa de Contrataciones deberá verificar que la 

oferta cumpla con los requisitos exigidos en el pliego de bases y condiciones particulares y en caso de 

corresponder intimará a los oferentes a subsanar los defectos de las ofertas, emitiendo un informe en el 

cual recomendará la resolución a adoptar para concluir el procedimiento. 

f) La autoridad competente emitirá el acto administrativo de finalización del procedimiento, debiendo 

además pronunciarse en el caso de haberse prescindido de la etapa indicada en el inciso b) del presente 

artículo, sobre el procedimiento elegido y el pliego de bases y condiciones particulares aplicable. 

g) En este tipo de procedimiento los oferentes y adjudicatarios estarán exceptuados de la obligación de 

presentar garantías. 

h) El procedimiento continuará de acuerdo al procedimiento básico. 

CAPÍTULO II 

ETAPA MÚLTIPLE 

ARTÍCULO 61.- DISPOSICIONES GENERALES. En este capítulo se consignan las normas específicas 

para los procedimientos de selección de etapa múltiple. Todo lo que no se encuentre previsto en dichos 

procedimientos específicos se regirá por lo establecido en las restantes disposiciones del presente Manual, 

por el Reglamento del Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional, y por otros Manuales 

que la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES dicte en consecuencia para los procedimientos 

en general. 

ARTÍCULO 62.- LICITACIÓN O CONCURSO DE ETAPA MÚLTIPLE. En la licitación o concurso de 

etapa múltiple, la presentación de las propuestas técnicas y las ofertas económicas, deberán hacerse en 

forma simultánea y en distintos sobres, cajas o paquetes perfectamente cerrados indicando en su cubierta 

la identificación del procedimiento de selección a que corresponden, precisándose el lugar, día y hora 

límite para la presentación de ofertas, el lugar, día y hora del acto de apertura de la oferta técnica, los 

datos que identifiquen al oferente y consignándose “Propuesta Técnica” u “Oferta Económica”, según 

corresponda. 

Los sobres tendrán el siguiente contenido: 

a) Propuesta Técnica: 

I. La información y documentación requerida para los procedimientos en general, así como aquella que se 

solicite en el respectivo pliego de bases y condiciones particulares. 
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II. Planes, programas o proyectos diseñados para el cumplimiento de la prestación específica que 

constituya el objeto de la contratación. 

III. Garantía de mantenimiento de la oferta, que será establecida en el pliego de bases y condiciones 

particulares en un monto fijo. 

b) Oferta Económica: 

I. Precio. 

II. Demás componentes económicos. 

ARTÍCULO 63.- ACTA DE APERTURA DE LAS PROPUESTAS TÉCNICAS. En el lugar, día y hora 

determinados para celebrar el acto, se procederá a abrir los sobres, cajas o paquetes con las propuestas 

técnicas en presencia de funcionarios de la jurisdicción o entidad contratante y de todos aquellos 

interesados que desearan presenciarlo, labrándose el acta correspondiente. 

ARTÍCULO 64.- OBSERVACIONES A LAS PROPUESTAS TÉCNICAS. Los oferentes podrán tomar 

vista de las propuestas técnicas presentadas, durante DOS (2) días contados a partir del día hábil 

inmediato siguiente al de la fecha de apertura y formular las observaciones que estimen pertinentes dentro 

de los DOS (2) días posteriores a la finalización del plazo para la vista. La Unidad Operativa de 

Contrataciones deberá notificar las observaciones a los oferentes observados, los que podrán contestarlas 

dentro de los DOS (2) días siguientes. Con las observaciones y, en su caso, las contestaciones respectivas, 

deberán acompañarse las pruebas correspondientes. 

ARTÍCULO 65.- EVALUACIÓN DEL CONTENIDO DE LAS PROPUESTAS TÉCNICAS. La 

Comisión Evaluadora analizará los aspectos de las propuestas técnicas presentadas, y emitirá el dictamen 

de preselección, dentro del término de CINCO (5) días contados a partir del día hábil inmediato siguiente 

a la fecha de recepción de las actuaciones, el que será notificado a todos los oferentes dentro de los DOS 

(2) días de emitido. En caso de haberse presentado observaciones emitirá en dicho dictamen su opinión 

fundada sobre las mismas. 

ARTÍCULO 66.- IMPUGNACIONES A LA PRESELECCIÓN. Los oferentes e interesados podrán 

impugnar el dictamen de preselección dentro de los DOS (2) días de notificados, previa integración de la 

garantía correspondiente. 

Todas las impugnaciones planteadas serán resueltas por la autoridad competente en el acto administrativo 

que resuelva la preselección. La Unidad Operativa de Contrataciones deberá notificar a todos los 

oferentes el acto administrativo que resuelva la preselección dentro de los TRES (3) días de emitido. 

ARTÍCULO 67.- APERTURA DE LA OFERTA ECONÓMICA. El sobre conteniendo las ofertas 

económicas de quienes hubieran sido preseleccionados, se abrirá en acto público al que serán 

debidamente invitados todos los oferentes. La apertura de la ofertas económicas deberá efectuarse dentro 

de los DIEZ (10) días de notificado el acto administrativo de preselección. En este acto se devolverán 

cerrados los sobres, cajas o paquetes que contengan las ofertas económicas de los oferentes no 

preseleccionados, juntamente con las respectivas garantías de mantenimiento de ofertas. De lo actuado se 

labrará la correspondiente acta. 

ARTÍCULO 68.- DICTAMEN DE EVALUACIÓN DE LAS OFERTAS. La Comisión Evaluadora 

tomará en cuenta los parámetros de evaluación para las ofertas económicas contenidos en el pliego de 
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bases y condiciones particulares, establecerá el orden de mérito y recomendará sobre la resolución a 

adoptar para concluir el procedimiento. En caso de haberse previsto en el referido pliego la combinación 

de los puntajes obtenidos en ambas propuestas, se ponderarán los puntajes de la manera preestablecida, a 

los efectos de la obtención del puntaje final. Este dictamen será elevado sin más trámite a la autoridad 

competente para concluir el procedimiento de selección. 

ARTÍCULO 69.- ADJUDICACIÓN. El criterio de selección para determinar la oferta más conveniente 

deberá fijarse en el pliego de bases y condiciones particulares, y allí podrá optarse por alguno de los 

siguientes sistemas o bien por otro que elija la autoridad competente al aprobar el respectivo pliego: 

a) Adjudicar el contrato al oferente que presente la mejor oferta económica de entre los que hubieran 

resultado preseleccionados. 

b) Adjudicar el contrato al oferente que haya alcanzado el mayor puntaje final, sobre la base de la 

ponderación de los puntajes obtenidos en cada una de las propuestas. 

ARTÍCULO 70.- ETAPAS. El procedimiento que antecede será aplicable en lo pertinente y con las 

modificaciones que en cada caso correspondan, a las licitaciones y concursos que comprendan más de 

DOS (2) etapas. 

CAPÍTULO III 

SUBASTA PÚBLICA PARA LA VENTA. 

ARTÍCULO 71.- CONTRATOS COMPRENDIDOS. La subasta pública para la venta podrá ser aplicada 

en los casos previstos en el inciso b) del artículo 11 del Reglamento del Régimen de Contrataciones de la 

Administración Nacional. La venta de bienes inmuebles propiedad del ESTADO NACIONAL será 

centralizada por la AGENCIA DE ADMINISTRACIÓN DE BIENES DEL ESTADO. 

ARTÍCULO 72.- PROCEDIMIENTO. En los casos en que la jurisdicción o entidad contratante no se 

encuentre obligada a utilizar el Sistema Electrónico de Contrataciones de la Administración Nacional, 

“COMPR.AR”, podrá disponer que la venta de bienes muebles se realice por intermedio de entidades 

bancarias oficiales, a las cuales podrá delegar la celebración de los actos jurídicos necesarios para la 

realización de las transferencias. En forma previa a efectuar un procedimiento para la venta de bienes de 

propiedad del ESTADO NACIONAL se deberá contar con las autorizaciones especiales y seguir los 

procesos que correspondan de acuerdo a las normas sobre gestión de bienes del ESTADO NACIONAL. 

(Artículo sustituido por art. 8° de la Disposición N° 6/2018 de la Oficina Nacional de Contrataciones 

B.O. 25/1/2018. Vigencia: a partir del día hábil siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial) 

ARTÍCULO 73.- PARTICULARIDADES. En el caso en que la jurisdicción o entidad contratante opte 

por llevar adelante la subasta, la formalizará cumpliendo, en la medida en que fuera pertinente, lo 

establecido para los procedimientos de licitación pública, con las salvedades dispuestas en el Reglamento 

del Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional y en el presente Manual para éste 

procedimiento específico: 

a) Los postores deberán cumplir con los requisitos que se fijen en el pliego de bases y condiciones 

particulares, los que podrán apartarse de lo dispuesto en el Reglamento del Régimen de Contrataciones de 

la Administración Nacional y en el presente Manual y en el Pliego Único de Bases y Condiciones 

Generales, para los procedimientos de selección en general. 
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b) No será requisito exigible para los postores en pública subasta la inscripción en el Sistema de 

Información de Proveedores. 

c) A los postores que cumplan con los requerimientos del pliego, se los deberá invitar para que formulen 

una mejora en la oferta económica realizada. Para ello se deberá fijar día, hora y lugar de la puja y 

comunicarse a todos los oferentes y se labrará el acta correspondiente. 

ARTÍCULO 74.- BASE. La base del monto del procedimiento que se realice para la venta de un bien 

mueble de propiedad del Estado será determinada mediante tasación que al efecto practique el 

TRIBUNAL DE TASACIONES DE LA NACIÓN o por un banco o repartición oficial o por las entidades 

bancarias a las que se les encomiende llevar adelante una subasta pública. 

CAPÍTULO IV 

SUBASTA PARA LA COMPRA O SUBASTA INVERSA 

ARTÍCULO 75.- CONTRATOS COMPRENDIDOS. La subasta pública para la compra o subasta inversa 

podrá ser aplicada en los casos previstos en el inciso a) del artículo 11 del Reglamento del Régimen de 

Contrataciones de la Administración Nacional. 

ARTÍCULO 76.- PROCEDIMIENTO. La jurisdicción o entidad contratante llevará adelante la subasta 

utilizando el sistema electrónico de contrataciones públicas de la Administración Nacional y cumpliendo, 

en la medida en que fuera pertinente, lo establecido para los procedimientos de licitación pública, con las 

salvedades dispuestas en el Reglamento del Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional y 

en el presente Manual para éste procedimiento específico: 

a) En los pliegos de bases y condiciones particulares deberá establecerse el decremento del precio o nivel 

mínimo de reducción que los oferentes deberán realizar cada vez que participen, expresado como un 

porcentaje (%) del monto total ofertado, el cual podrá variar desde CERO COMA UNO POR CIENTO 

(0,1%) hasta DOS POR CIENTO (2%), siempre empleando valores de cómo máximo un decimal. 

También se establecerá la duración de la subasta, que no podrá ser superior a DOS (2) horas. 

b) El monto inicial de la subasta inversa será el menor de todas las ofertas presentadas. 

c) Una vez recibidas las ofertas se preselecciona a quienes cumplan con el pliego de bases y condiciones 

particulares, tanto con los requisitos que deben cumplir las ofertas y los oferentes, como con las 

especificaciones técnicas del pliego. 

d) La fecha y hora de inicio de la subasta deberá quedar definida en el pliego de bases y condiciones 

particulares y siempre deberá realizarse en un día hábil. No obstante podrá ser modificada en función del 

resultado de la preselección, lo que deberá comunicarse a todos los oferentes. 

e) Si durante el curso de la subasta dos o más oferentes presentan un mismo precio, tendrá prioridad el 

que hubiera ofertado cronológicamente primero. 

ARTÍCULO 77.- INSCRIPCIÓN. Para participar de la subasta inversa los oferentes deberán encontrarse 

inscriptos en el Sistema de Información de Proveedores al momento de iniciarse la puja de precios. Este 

será un requisito para ser preseleccionado de conformidad con lo dispuesto en el inciso c) del artículo 

anterior. 

ARTÍCULO 78.- OFERTAS.- Cada oferente deberá cotizar por el monto total, incluyendo todos los 

renglones del pliego de bases y condiciones particulares. 
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ARTÍCULO 79.- FINALIZACIÓN DE LA PUJA. Una vez finalizada la puja de precios se dejará 

asentado el orden de prelación de los precios ofertados con la correspondiente identificación de los 

oferentes y se publicará dicho resultado en el sitio del sistema electrónico de contrataciones. 

ARTÍCULO 80.- DICTAMEN DE EVALUACIÓN. El oferente que resultó primero en orden de mérito, 

deberá enviar el detalle y desagregación de todos y cada uno de los precios unitarios de los ítems que 

conformaron su oferta, en un plazo no mayor a UN (1) día de finalizada la subasta. Caso contrario, se 

considerará que desistió de su oferta, siendo pasible de las penalidades que correspondan, pudiendo 

adjudicarse al segundo en orden de mérito. 

La Comisión Evaluadora emitirá el correspondiente dictamen de evaluación y elevará las actuaciones a la 

autoridad competente para su adjudicación. 

El trámite continuará conforme lo establecido en el Reglamento del Régimen de Contrataciones de la 

Administración Nacional y en este Manual para los procedimientos en general. 

CAPÍTULO V 

LOCACIÓN DE INMUEBLES 

ARTÍCULO 81.- NORMAS DE APLICACIÓN. La locación de inmuebles se regirá por el Reglamento 

del Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional, por el presente Manual, por las cláusulas 

del Pliego Único de Bases y Condiciones Generales, del pliego de bases y condiciones particulares y por 

las estipulaciones del respectivo contrato de locación. En todo lo que no se halle previsto expresamente 

por la documentación contractual, se aplicarán supletoriamente las normas de derecho privado y los usos 

y costumbres del mercado inmobiliario. 

ARTÍCULO 82.- CONTRATOS COMPRENDIDOS. Las jurisdicciones y entidades contratantes no 

podrán actuar como locadores de inmuebles propiedad del ESTADO NACIONAL. 

Asimismo, deberán abstenerse de actuar como locatarios de inmuebles sin previa consulta a la AGENCIA 

DE ADMINISTRACIÓN DE BIENES DEL ESTADO sobre la existencia y disponibilidad de bienes 

inmuebles propiedad del ESTADO NACIONAL de características similares a las requeridas. Esta 

consulta deberá ser efectuada por la Unidad Operativa de Contrataciones en forma previa a la 

convocatoria. Adicionalmente, para celebrar contratos de locación deberán contar con la autorización 

expresa de dicha AGENCIA. Esta autorización deberá requerirla la Unidad Operativa de Contrataciones 

en forma previa a la adjudicación. 

ARTÍCULO 83.- VALOR LOCATIVO. En todos los casos en que se sustancie la locación de un 

inmueble deberá agregarse al expediente, como elemento de juicio, un informe referente al valor locativo 

de aquél, elaborado por el TRIBUNAL DE TASACIONES DE LA NACIÓN o por un banco o 

repartición oficial que cumpla similares funciones. 

ARTÍCULO 84.- EXCEPCIONES. No será exigible el requisito de incorporación al Sistema de 

Información de Proveedores para los locadores que arrienden bienes al Estado, salvo en los casos que 

dicha actividad sea regular y/o habitual. 

Los oferentes, en todos los casos, se encontrarán exceptuados de constituir la garantía de mantenimiento 

de oferta y la de cumplimiento de contrato. 
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ARTÍCULO 85.- PAGOS. En los casos en que en los pliegos de bases y condiciones se estipule el pago 

por adelantado de la locación no resultará necesario que el locador constituya una contragarantía, 

prevaleciendo en este aspecto las normas de derecho privado y los usos y costumbres. 

La jurisdicción o entidad contratante deberá dejar establecido en el pliego de bases y condiciones 

particulares si la oferta del proveedor debe incluir o no en su precio final el concepto por expensas. 

ARTÍCULO 86.- RENOVACIÓN DE LOCACIONES. Si la jurisdicción o entidad contratante 

demostrara que la oferta del actual locador no es superior en más del VEINTE POR CIENTO (20 %) a los 

valores de mercado y la existencia de razones de funcionamiento que tornaran inconveniente el 

desplazamiento de los servicios, se podrá decidir la adjudicación a su favor utilizando el procedimiento de 

contratación directa previsto en el apartado 3 del inciso d) del artículo 25 del Decreto Delegado N° 

1.023/01 y sus modificatorios y complementarios. 

CAPÍTULO VI 

COMPRA DE BIENES INMUEBLES 

ARTÍCULO 87.- REQUISITOS PARA LA COMPRA DE BIENES INMUEBLES. En forma previa a 

efectuar un procedimiento de selección para la compra de bienes inmuebles se deberá contar con la 

autorización de la AGENCIA DE ADMINISTRACIÓN DE BIENES DEL ESTADO, la que deberá ser 

solicitada por la Unidad Operativa de Contrataciones en forma previa a efectuar la convocatoria. 

ARTÍCULO 88.- VALOR DE COMPRA. El monto para la compra será determinado mediante tasación 

del TRIBUNAL DE TASACIONES DE LA NACIÓN, de un banco público o repartición oficial, ambos 

del ESTADO NACIONAL. Para el supuesto que la oferta preseleccionada supere los valores informados 

por encima del DIEZ POR CIENTO (10%), deberá propulsarse un mecanismo formal de mejora de 

precios a los efectos de alinear la mejor oferta con los valores de mercado que se informan. En caso que la 

autoridad competente decida la adjudicación, deberá incluir en el acto administrativo correspondiente, los 

motivos que, fundados en razones de mérito, oportunidad y conveniencia, aconsejan continuar con el 

trámite, no obstante el mayor precio. 

CAPÍTULO VII 

CONCESIÓN DE USO DE LOS BIENES MUEBLES DEL DOMINIO PÚBLICO Y PRIVADO DEL 

ESTADO NACIONAL. 

ARTÍCULO 89.- CARACTERES. Se regirán por las disposiciones de este Título los contratos por los 

que los administrados, actuando a su propia costa y riesgo, ocupen, usen o exploten, por tiempo 

determinado, bienes muebles pertenecientes al dominio público o privado del ESTADO NACIONAL, al 

que pagarán un canon por dicho uso, explotación u ocupación de los bienes puestos a su disposición en 

forma periódica y de acuerdo a las pautas que establezcan los pliegos de bases y condiciones particulares. 

La concesión de uso de los bienes inmuebles del dominio público y privado del ESTADO NACIONAL 

será centralizada por la AGENCIA DE ADMINISTRACIÓN DE BIENES DEL ESTADO. 

ARTÍCULO 90.- CLÁUSULAS PARTICULARES. Los pliegos de bases y condiciones particulares 

establecerán, siempre que sea pertinente: 

a) Plazo de vigencia del contrato. 
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b) Plazos y formas de pago del canon a abonar por el concesionario, definición de las bases y 

procedimiento a seguir para su fijación y su eventual reajuste. 

c) Presentación de certificado de visita al lugar en que se encuentre el bien objeto de la concesión, por 

parte del oferente. 

d) Condiciones y plazos relativos a entrega de los bienes y al procedimiento para su habilitación para el 

inicio de las actividades por parte del concesionario. 

e) Cronograma y descripción de los trabajos de mantenimiento o mejoras que deba introducir el 

concesionario en los bienes afectados a la concesión. 

f) Garantías adicionales que podrán ser exigidas por los bienes de la Administración Nacional afectados a 

la concesión, por las obras a realizar a que obligue el contrato y/o por los daños que pudieran ocasionarse 

al Concedente o a terceros o, en su caso, fondo que se deberá integrar para reparaciones o reposiciones, 

con retenciones porcentuales sobre los pagos pertinentes. Tales garantías deberán comprender todo el 

lapso de duración del contrato y sus eventuales prórrogas. 

g) Idoneidad técnica y/o experiencia requerida al concesionario y, en su caso, a sus reemplazantes, para la 

atención de la concesión. 

h) Definición de los bienes afectados a la concesión, incluyendo los datos de la ubicación de las mejoras 

si las hubiere. 

i) Limitación o acumulación de adjudicaciones similares a un mismo oferente, cuando existan razones 

previamente fundadas por autoridad competente. 

j) Condiciones que obliguen al adjudicatario a hacerse cargo transitoriamente de otra concesión similar 

que por cualquier motivo se hubiera extinguido. 

k) Si se otorga o no exclusividad. 

l) Una clara definición de la reserva de derechos que son los que describen los alcances del servicio. 

m) Patrimonio mínimo a exigir al oferente. 

ARTÍCULO 91.- FALTA DE ENTREGA DE LOS BIENES POR LA ADMINISTRACIÓN. Si por 

razones de caso fortuito o fuerza mayor, no pudiera hacerse entrega de los bienes en el plazo estipulado, 

el concesionario podrá desistir del contrato y obtener la devolución del total de la garantía aportada. Esta 

situación no generará derecho a indemnización en concepto de lucro cesante, sino únicamente a la 

indemnización del daño emergente, que resulte debidamente acreditado. 

ARTÍCULO 92.- PRECIO BASE. Las convocatorias para el otorgamiento de concesiones se efectuarán 

con canon base, salvo que la autoridad competente acredite su inconveniencia. 

ARTÍCULO 93.- CRITERIO DE SELECCIÓN. La adjudicación deberá recaer en la propuesta que 

ofrezca el mayor canon, salvo que en los respectivos pliegos de bases y condiciones particulares se 

estableciera otro criterio de selección. 

ARTÍCULO 94.- RESPONSABILIDAD POR DAÑOS. El concesionario será responsable en todos los 

casos de los deterioros ocasionados a los bienes de propiedad de la Administración Nacional afectados a 

la concesión, que no obedezcan al uso normal de los mismos. Si en el momento de recibir los bienes el 

adjudicatario no formulara observación, se entenderá que los recibe en perfectas condiciones. 
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ARTÍCULO 95.- PROPIEDAD DE LAS MEJORAS. Todas las mejoras permanentes, tecnológicas, o de 

cualquier tipo que el concesionario introduzca en los bienes de la Administración Nacional afectados al 

cumplimiento del contrato, quedarán incorporadas al patrimonio estatal y no darán lugar a compensación 

alguna. 

ARTÍCULO 96.- OBLIGACIONES DEL CONCESIONARIO. Sin perjuicio del cumplimiento de las 

cláusulas del Pliego de Bases y Condiciones Particulares, el concesionario estará obligado a: 

a) Cumplimentar estrictamente las disposiciones legales que sean de aplicación, de acuerdo con la 

naturaleza de la concesión, y al pago de los impuestos, tasas, contribuciones, patentes y demás 

obligaciones que graven a los bienes por su explotación o actividad. 

b) Satisfacer en todos los casos las indemnizaciones por despido, accidentes y demás pagos originados 

por la concesión. 

c) No destinar los bienes a otro uso o goce que el estipulado o hacer uso indebido de los mismos. 

d) Mantener los bienes en perfectas condiciones de conservación, uso y goce y, en su caso, efectuar con la 

periodicidad establecida en las cláusulas particulares los trabajos de mantenimiento o mejoras que 

correspondan. 

e) Facilitar el acceso de inspectores autorizados a todas las instalaciones, libros de contabilidad y 

documentación vinculada con el cumplimiento del contrato y firmar las actas de infracción que se labren. 

f) No introducir modificaciones ni efectuar obras de cualquier naturaleza sin consentimiento escrito de la 

dependencia contratante. 

g) Proponer con anticipación a la dependencia contratante los representantes o reemplazantes con facultad 

para obligarlo. 

h) Entregar los bienes dentro de los DIEZ (10) días corridos de vencido el contrato o de comunicada su 

rescisión. 

i) Satisfacer las multas por infracciones dentro del plazo fijado al efecto. 

j) No crear condiciones motivadas por el modo de prestación, que generen riesgos a los usuarios de los 

servicios, mayores a las previsibles y normales de la actividad. 

ARTÍCULO 97.- CAUSALES DE RESCISIÓN. Serán causales de rescisión por culpa del concesionario, 

sin perjuicio de las establecidas en la normativa general: 

a) Falta de pago del canon acordado en el plazo establecido. 

b) Falta de concurrencia al acto de entrega de los bienes o negativa a su habilitación, salvo causas 

justificadas a juicio de la dependencia contratante. 

c) Destinar los bienes a un uso o goce distinto del estipulado. 

d) Interrupciones reiteradas de las obligaciones emergentes de la concesión. 

e) Cuando el contrato sea transferido en todo o parte, sin que la misma haya sido autorizada previamente 

por el organismo contratante. 

ARTÍCULO 98.- MULTAS. El incumplimiento de las obligaciones contraídas por el concesionario dará 

lugar a la aplicación de multas las que serán graduadas en los respectivos pliegos de bases y condiciones 

particulares. 
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ARTÍCULO 99.- FALTA DE RESTITUCIÓN DE LOS BIENES POR PARTE DEL 

CONCESIONARIO. Si el concesionario no hubiese restituido los bienes en el plazo fijado al efecto o no 

los hubiere desalojado, se lo intimará para ello. De persistir el incumplimiento, una vez vencido el 

término para proceder al desalojo, se efectuará la desocupación administrativa, trasladándose los efectos 

que sean de propiedad de aquél al sitio que se designe, quedando establecido que en tal caso la 

Administración Nacional no será responsable por los deterioros o pérdidas que sufran los mismos, 

quedando a cargo del concesionario los correspondientes gastos de traslado y depósito. 

ARTÍCULO 100.- SUBASTA DE EFECTOS. Transcurridos TRES (3) meses contados desde la 

desocupación administrativa, sin que el concesionario gestione la devolución de los efectos a que se 

refiere el artículo anterior, los mismos pasarán a ser propiedad de la jurisdicción o entidad contratante sin 

cargo, quien quedará facultada para resolver sobre el destino de las mismas. 

ARTÍCULO 101.- PÉRDIDA PROPORCIONAL DE LA GARANTÍA. La rescisión del contrato por 

culpa del concesionario importará la pérdida de la garantía de cumplimiento del contrato en proporción al 

período que reste para su cumplimiento, sin perjuicio de la aplicación, en su caso, de las multas y 

sanciones que correspondieren, quedando obligado a indemnizar los perjuicios ocasionados, que sean 

consecuencia de circunstancias imputables al concesionario. 

ARTÍCULO 102.- CONTINUIDAD DE LA CONCESIÓN POR SUCESIÓN O CURATELA. En caso de 

fallecimiento o incapacidad del concesionario, si lo hubiera en razón de la naturaleza de la concesión, la 

entidad contratante tendrá la facultad de aceptar la continuación de la concesión, siempre que los 

derechohabientes o el curador unifiquen la personería y ofrezcan garantías suficientes. Si la sustitución no 

fuera aceptada, el contrato quedará rescindido sin aplicación de penalidades. 

TÍTULO V 

MODALIDADES 

CAPÍTULO I 

INICIATIVA PRIVADA 

ARTÍCULO 103.- INICIATIVA PRIVADA. Los procedimientos de selección con modalidad iniciativa 

privada se podrán efectuar cuando una persona humana o jurídica presente una propuesta novedosa o que 

implique una innovación tecnológica o científica, que sea declarada de interés público por el Estado 

Nacional a través de la jurisdicción o entidad con competencia en razón de la materia. 

ARTÍCULO 104.- PROCEDIMIENTO. Las personas humanas o jurídicas podrán presentar propuestas a 

las jurisdicciones o entidades contratantes para la realización de los objetos contractuales que puedan 

llevarse adelante mediante el perfeccionamiento de los contratos comprendidos en el Reglamento del 

Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional. Tales propuestas deberán ser novedosas u 

originales o implicar una innovación tecnológica o científica, y deberán contener los antecedentes del 

autor de la iniciativa, el plazo de ejecución, el monto estimado de la inversión, la fuente de recursos y 

financiamiento, los lineamientos que permitan su identificación y comprensión, así como los elementos 

que permitan demostrar su viabilidad jurídica, técnica y económica. 

ARTÍCULO 105.- EVALUACIÓN DE LA INICIATIVA. El área que corresponda de la jurisdicción o 

entidad con competencia en razón de la materia de la propuesta incluida en la iniciativa privada, una vez 
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verificados los requisitos de admisibilidad enumerados en el artículo anterior, realizará la evaluación de la 

presentación efectuada, debiendo emitir un informe circunstanciado en el que recomiende la declaración 

de interés público o la desestimación de la propuesta, en el plazo de TREINTA (30) días, prorrogable por 

otros TREINTA (30) días, si la complejidad del proyecto lo exigiese, y lo elevará a la máxima autoridad. 

La máxima autoridad de la jurisdicción o entidad, en un plazo de TREINTA (30) días, prorrogable por 

otros TREINTA (30) días, si la complejidad del proyecto lo exigiese, deberá declarar de interés público la 

iniciativa reconociendo al proponente como autor de la iniciativa o bien desestimar la propuesta, 

considerando en la evaluación que realice el informe al que hace referencia el párrafo anterior el que no 

tendrá carácter vinculante. En caso de desestimarse el proyecto, el autor de la iniciativa no tendrá derecho 

a percibir ningún tipo de compensación por gastos, honorarios u otros conceptos. 

ARTÍCULO 106.- CONVOCATORIA. Dentro del plazo de SESENTA (60) días de efectuada la 

declaración de interés público, la jurisdicción o entidad que la hubiese declarado deberá convocar a 

licitación o concurso público para la ejecución del proyecto, utilizando preferentemente la modalidad 

concurso de proyectos integrales y confeccionar el pliego de bases y condiciones particulares, conforme 

los criterios técnicos, económicos y jurídicos del proyecto de Iniciativa Privada. 

ARTÍCULO 107.- SEGUNDA VUELTA. Si la diferencia entre la oferta mejor calificada y la del 

iniciador, fuese de hasta en un VEINTE POR CIENTO (20%), el oferente mejor calificado y el autor de 

la iniciativa serán invitados a mejorar sus ofertas. Para ello se deberá fijar día, hora y lugar y comunicarse 

a los oferentes llamados a mejorar y se labrará el acta correspondiente. En los casos en que, recibidas 

dichas mejoras, las ofertas fueran de conveniencia equivalente, será preferida la del autor de la iniciativa. 

ARTÍCULO 108.- REEMBOLSO. El autor de la Iniciativa Privada, en el supuesto de no ser 

seleccionado, tendrá derecho a percibir de quien resultare adjudicatario, en calidad de honorarios y gastos 

reembolsables, un porcentaje del UNO POR CIENTO (1%) del monto de la oferta que resulta finalmente 

adjudicada. 

El ESTADO NACIONAL, en ningún caso, estará obligado a reembolsar gastos ni honorarios al autor del 

proyecto por su calidad de tal. 

ARTÍCULO 109.- GARANTÍA DE LOS BENEFICIOS. El autor de la iniciativa privada conservará los 

derechos contemplados en el presente manual, por el plazo máximo de DOS (2) años a partir del primer 

día de la primera convocatoria efectuada para la ejecución del proyecto. 

CAPÍTULO II 

LLAVE EN MANO 

ARTÍCULO 110.- LLAVE EN MANO. Los procedimientos de selección con modalidad llave en mano se 

podrán efectuar cuando se estime conveniente para los fines públicos concentrar en un único proveedor la 

responsabilidad de la realización integral de un proyecto. 

Se aplicará esta modalidad cuando la contratación tenga por objeto la provisión de servicios, elementos o 

sistemas complejos a entregar instalados; o cuando comprenda, además de la provisión, la prestación de 

servicios vinculados con la puesta en marcha, operación, coordinación o funcionamiento de dichos bienes 

o sistemas entre sí o con otros existentes. 



Página 147 de 204 

 

Los pliegos de bases y condiciones particulares podrán prever que los oferentes se hagan cargo de la 

provisión de repuestos, ofrezcan garantías de calidad y vigencia apropiadas, detallen los trabajos de 

mantenimiento a realizar y todo otro requisito conducente al buen resultado de la contratación. 

CAPÍTULO III 

ORDEN DE COMPRA ABIERTA 

ARTÍCULO 111.- ORDEN DE COMPRA ABIERTA. Los procedimientos de selección con modalidad 

orden de compra abierta se podrán efectuar cuando no se pudiere prefijar en el pliego de bases y 

condiciones particulares con suficiente precisión la cantidad de unidades de los bienes o servicios a 

adquirir o contratar o las fechas o plazos de entrega, de manera tal que la jurisdicción o entidad 

contratante pueda realizar los requerimientos de acuerdo con sus necesidades durante el lapso de duración 

del contrato. 

ARTÍCULO 112.- MÁXIMO DE UNIDADES DEL BIEN O SERVICIO. La jurisdicción o entidad 

contratante determinará, para cada renglón del pliego de bases y condiciones particulares, el número 

máximo de unidades que podrán requerirse durante el lapso de vigencia del contrato y la frecuencia 

aproximada con que se realizarán las solicitudes de provisión. 

El cocontratante estará obligado a proveer hasta el máximo de unidades determinadas en dicho pliego. 

ARTÍCULO 113.- GARANTÍAS. No se exigirá al cocontratante la garantía de cumplimiento del 

contrato. 

El monto de la garantía de mantenimiento de la oferta se calculará aplicando el CINCO POR ClENTO 

(5%) sobre el importe que surja de la multiplicación entre la cantidad ofertada y el precio unitario 

cotizado. 

Las garantías de mantenimiento de la oferta serán devueltas a los oferentes que no resulten adjudicatarios, 

dentro de los DIEZ (10) días de aprobada la respectiva adjudicación. Al adjudicatario se le devolverá 

dicha garantía en forma proporcional al valor de cada solicitud de provisión recibida de conformidad, 

dentro de los CINCO (5) días de la fecha de la conformidad de la recepción. Vencido el período de 

vigencia del contrato se le reintegrará la parte restante de la garantía. 

ARTÍCULO 114.- REGISTRO DEL COMPROMISO. En forma previa a la notificación de cada solicitud 

de provisión se deberá verificar la disponibilidad de crédito y cuota y realizar el correspondiente registro 

del compromiso presupuestario por el importe de la misma. 

ARTÍCULO 115.- SOLICITUD DE PROVISIÓN. PROCEDIMIENTO. La solicitud de provisión será 

autorizada por el responsable de la Unidad Operativa de Contrataciones y su notificación al cocontratante 

dará comienzo al plazo para el cumplimiento de la prestación. La no emisión de solicitudes de provisión 

durante el lapso de vigencia del contrato, o la emisión de dichas solicitudes por una cantidad inferior a la 

establecida como máxima en la orden de compra, no generará ninguna responsabilidad para la 

jurisdicción o entidad contratante ni dará lugar a reclamo o indemnización alguna a favor de los 

cocontratantes. 

ARTÍCULO 116.- DESARROLLO DEL CONTRATO. Durante el lapso de vigencia del contrato, el que 

deberá estipularse en los pliegos de bases y condiciones particulares, la jurisdicción o entidad no podrá 
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contratar con terceros la provisión de los bienes o la prestación de los servicios que hubieran sido el 

objeto de aquél. 

CAPÍTULO IV 

CONSOLIDADA 

ARTÍCULO 117.- CONSOLIDADA. Los procedimientos de selección con modalidad consolidada se 

podrán efectuar cuando DOS (2) o más jurisdicciones o entidades contratantes requieran una misma 

prestación unificando la gestión del procedimiento de selección, con el fin de obtener mejores 

condiciones que las que obtendría cada uno individualmente. 

ARTÍCULO 118.- DETERMINACIÓN DE BIENES Y SERVICIOS A CONTRATAR. La OFICINA 

NACIONAL DE CONTRATACIONES sobre la base de la programación anual de las contrataciones 

efectuada por los organismos, demás información obrante en las bases de datos que administra, o bien 

teniendo en cuenta los requerimientos que recibiera de las jurisdicciones o entidades, podrá determinar 

qué bienes y servicios resulta conveniente contratar por esta modalidad y las jurisdicciones y entidades 

participantes. 

ARTÍCULO 119.- DETERMINACIÓN DE LA JURISDICCIÓN O ENTIDAD CONTRATANTE PARA 

CONDUCIR EL PROCEDIMIENTO. La gestión del procedimiento de selección quedará a cargo de la 

OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES o bien de una de las jurisdicciones o entidades 

contratantes que requieran la misma prestación. Para ello podrán tener en cuenta la especialidad de los 

organismos respecto de la especificidad de las prestaciones y/o el volumen de las mismas. 

ARTÍCULO 120.- TRÁMITE DEL PROCEDIMIENTO. La aprobación de los actos administrativos del 

procedimiento de selección será realizada por la autoridad competente de la jurisdicción o entidad 

contratante que tenga a su cargo la gestión del mismo. 

ARTÍCULO 121.- REGISTRO DE COMPROMISO. El organismo que hubiera tenido a su cargo la 

gestión del procedimiento emitirá la correspondiente orden de compra, indicando las cantidades y detalles 

de entrega de cada jurisdicción o entidad involucrada y en forma previa a la notificación de la misma, 

deberá verificar la disponibilidad del crédito y cuota y realizar el correspondiente registro de compromiso 

presupuestario. 

CAPÍTULO V 

PRECIO MÁXIMO 

ARTÍCULO 122.- PROCEDIMIENTO. Los procedimientos de selección con modalidad precio máximo 

se podrán efectuar cuando en el pliego de bases y condiciones particulares se indique el precio más alto 

que podrá pagarse por los bienes o servicios requeridos. 

Se deberá dejar constancia en el expediente de la fuente utilizada para la determinación del precio 

máximo. 

ARTÍCULO 123.- ADJUDICACIÓN. La jurisdicción o entidad contratante no podrá adjudicar por 

encima del precio máximo establecido. En su caso, podrá solicitar una mejora de precio al oferente 

primero en el orden de mérito a fin de que adecúe su propuesta. 

CAPÍTULO VI 

ACUERDO MARCO 
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ARTÍCULO 124.- ACUERDO MARCO. Los procedimientos de selección con modalidad acuerdo marco 

se podrán efectuar cuando la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES de oficio o a petición de 

uno o más organismos, seleccione a proveedores para procurar el suministro directo de bienes o servicios 

a las jurisdicciones o entidades contratantes. 

ARTÍCULO 125.- PROCEDIMIENTO. La OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES 

establecerá en cada Acuerdo Marco la forma, plazo y demás condiciones en que se llevará a cabo el 

suministro directo de bienes y servicios a las jurisdicciones o entidades contratantes. Existiendo un 

Acuerdo Marco vigente las unidades operativas de contrataciones deberán contratar a través del mismo. 

ARTÍCULO 126.- EXCEPCIONES. Las jurisdicciones o entidades contratantes solo podrán llevar a cabo 

procedimientos de selección para la adquisición de bienes o servicios comprendidos dentro del objeto de 

contratación de un Acuerdo Marco vigente, cuando justifiquen que los productos y/o servicios incluidos 

en el mismo, no se ajustan al objeto o finalidad que con su contratación se procura satisfacer o bien que 

pudieran obtener condiciones más ventajosas por su propia cuenta respecto de los objetos sobre los cuales 

hubiera acuerdos marco vigente. En esos casos se deberá dar previa intervención al Órgano Rector. 

ARTÍCULO 127.- PROCEDIMIENTO DE SELECCIÓN. La realización y ejecución de los Acuerdos 

Marco se sujetará a las siguientes reglas: 

a) Los procedimientos de selección por la modalidad Acuerdo Marco serán llevados a cabo por la 

OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES de oficio o a pedido de una o más jurisdicciones o 

entidades contratantes. 

b) Los procedimientos de selección por la modalidad Acuerdo Marco serán determinados por la 

OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES pudiendo encuadrarse en cualquiera de los previstos 

en el Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios. 

c) Los oferentes deberán indicar en sus ofertas, como mínimo, el precio unitario y las características del 

bien y/o servicio a contratar. 

d) Podrá adjudicarse un mismo renglón a varios proveedores. 

e) Los proveedores que suscriban un Acuerdo Marco no podrán ofrecer a los organismos los bienes y/o 

servicios objeto del Acuerdo por fuera del mismo. 

f) La Comisión Evaluadora será en todos los casos la designada por la OFICINA NACIONAL DE 

CONTRATACIONES. 

g) Los proveedores adjudicatarios sólo adquieren el derecho a ofrecer sus bienes y servicios a través del 

Acuerdo Marco, por lo que la no emisión de órdenes de compra durante el lapso de vigencia del Acuerdo, 

no generará ninguna responsabilidad para la Administración Pública Nacional, ni dará lugar a reclamo o 

indemnización alguna a favor de los adjudicatarios. 

(Artículo sustituido por art. 1° de la Disposición N° 47/2017 de la Oficina Nacional de Contrataciones 

B.O. 11/4/2017. Vigencia: a partir del día hábil siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial.) 

ARTÍCULO 128.- ADQUISICIÓN DE BIENES O SERVICIOS POR ACUERDO MARCO. Las 

jurisdicciones y entidades contratantes en forma previa a iniciar un procedimiento de selección deberán 

consultar en la página de Internet de la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES, o en el sitio de 

internet del sistema electrónico de contrataciones, la existencia de Acuerdos Marco que contemplen el 
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objeto de la contratación, en cuyo caso estarán obligadas a adquirir los bienes o servicios a través del 

mismo. 

En el caso de contratar a través del Acuerdo Marco la autoridad competente del organismo contratante 

deberá fundamentar los motivos de su elección, verificar la disponibilidad de crédito y cuota y realizar la 

afectación preventiva y el correspondiente registro del compromiso presupuestario en forma conjunta y 

emitir la correspondiente orden de compra. 

A los fines de determinar la autoridad competente para emitir la orden de compra será aplicable la escala 

prevista para aprobar procedimientos y adjudicar en el Anexo al artículo 9 del Reglamento aprobado por 

el Decreto N° 1030/2016. 

(Artículo sustituido por art. 2° de la Disposición N° 47/2017 de la Oficina Nacional de Contrataciones 

B.O. 11/4/2017. Vigencia: a partir del día hábil siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial.) 

ARTÍCULO 129.- VIGENCIA. La vigencia de los Acuerdos Marco será estipulada en los pliegos de 

bases y condiciones particulares. 

ARTÍCULO 130.- MEJORA. Los proveedores que hayan suscripto el Acuerdo Marco podrán mejorar los 

precios, las condiciones de entrega y aumentar su stock durante la vigencia del mismo. 

ARTÍCULO 131.- EJECUCIÓN. El Órgano Rector podrá suspender o eliminar algún producto o servicio 

de un adjudicatario por razones debidamente fundadas. Asimismo, por razones de oportunidad, mérito o 

conveniencia, podrá eliminar algún producto o servicio incluido en el Acuerdo Marco, y podrá incorporar 

nuevos productos mediante la realización de un nuevo llamado. 

ARTÍCULO 132.- INCUMPLIMIENTO. Ante incumplimientos de las obligaciones contractuales por 

parte de un proveedor, las jurisdicciones o entidades contratantes deberán informar a la OFICINA 

NACIONAL DE CONTRATACIONES a fin de que ésta evalúe su exclusión del Acuerdo Marco, sin 

perjuicio de las penalidades y sanciones que además le correspondan. 

CAPÍTULO VII 

CONCURSO DE PROYECTOS INTEGRALES 

ARTÍCULO 133.- CONCURSO DE PROYECTOS INTEGRALES. Los procedimientos de selección con 

modalidad concurso de proyectos integrales se podrán efectuar cuando la jurisdicción o entidad 

contratante no pueda determinar detalladamente en el pliego de bases y condiciones particulares las 

especificaciones del objeto del contrato y se propicie obtener propuestas para obtener la solución más 

satisfactoria de sus necesidades. 

ARTÍCULO 134.- PROCEDIMIENTO. En los casos de procedimientos de selección en los que la 

modalidad sea la de concurso de proyectos integrales se deberá cumplir con los siguientes requisitos: 

a) Consignar previamente los factores que se considerarán para la evaluación de las propuestas y 

determinar el coeficiente de ponderación relativa que se asignará a cada factor y la manera de 

considerarlo. 

b) Efectuar la selección del cocontratante tanto en función de la conveniencia técnica de la propuesta 

como de su precio. 

ARTÍCULO 135.- ELECCIÓN DEL PROCEDIMIENTO DE SELECCIÓN. El procedimiento de 

selección para estos casos deberá ser siempre el de concurso o licitación pública. 
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DI-2016-01712523-APN-ONC#MM 

 

MINISTERIO DE MODERNIZACIÓN 

OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES 

Disposición 63 - E/2016 

Buenos Aires, 27/09/2016 

Publicada en el Boletín Oficial del 29-sep-2016   

 

VISTO, el Expediente Electrónico EX-2016-01362545-APN-ONC#MM, el Decreto Delegado N° 1.023 

de fecha 13 de agosto de 2001 y sus modificatorios y complementarios, el reglamento del Régimen de 

Contrataciones de la Administración Nacional aprobado por el Decreto N° 1030 de fecha 15 de 

septiembre de 2016, y 

CONSIDERANDO: 

Que por el Decreto Delegado N° 1.023 de fecha 13 de agosto de 2001 y sus modificatorios y 

complementarios, el PODER EJECUTIVO NACIONAL instituyó el RÉGIMEN DE 

CONTRATACIONES DE LA ADMINISTRACIÓN NACIONAL, en ejercicio de facultades delegadas 

por la Ley N° 25.414 para determinadas materias de su ámbito de administración y resultantes de la 

emergencia pública, tendientes a fortalecer la competitividad de la economía o a mejorar la eficiencia de 

la Administración Nacional. 

Que por el Decreto N° 1030 de fecha 15 de septiembre de 2016 se aprobó la reglamentación del Decreto 

N° 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios, para los contratos comprendidos en el inciso a) del 

artículo 4° de la norma legal aludida. 

Que por el artículo 35 del reglamento del Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional 

aprobado por el Decreto N° 1030/16 se estableció que el pliego único de bases y condiciones generales 

será aprobado por la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES de la SECRETARÍA DE 

MODERNIZACIÓN ADMINISTRATIVA del MINISTERIO DE MODERNIZACIÓN, y será de 

utilización obligatoria por parte de las jurisdicciones y entidades contratantes. 

Que en orden a lo mencionado precedentemente corresponde aprobar el pliego único de bases y 

condiciones generales y derogar la Disposición de la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES 

entonces dependiente de la SUBSECRETARÍA DE TECNOLOGÍAS DE GESTIÓN de la 

SECRETARÍA DE GABINETE Y COORDINACIÓN ADMINISTRATIVA de la JEFATURA DE 

GABINETE DE MINISTROS N° 58 de fecha 12 de agosto de 2014. 

Que ha tomado la intervención de su competencia la DIRECCIÓN GENERAL DE ASUNTOS 

JURIDÍCOS de la SUBSECRETARÍA DE COORDINACIÓN ADMINISTRATIVA del MINISTERIO 

DE MODERNIZACIÓN. 

Que la presente medida se dicta en uso de las facultades emergentes de los artículos 35 y 115 inciso f) del 

reglamento del Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional aprobado por el Decreto N° 

1030/16. 
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Por ello, 

 

EL DIRECTOR NACIONAL DE LA OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES 

DISPONE: 

ARTÍCULO 1° — Apruébase el Pliego Único de Bases y Condiciones Generales que como Anexo 

registrado en el Módulo Generador de Documentos Electrónicos Oficiales bajo el número DI-2016-

01712506-APN- ONC#MM, forma parte integrante de la presente Disposición y constituye el “Pliego 

Único de Bases y Condiciones Generales del Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional”. 

ARTÍCULO 2° — El pliego aprobado por el artículo anterior deberá ser utilizado en forma obligatoria en 

los procedimientos de selección que lleven a cabo las jurisdicciones y entidades del PODER 

EJECUTIVO NACIONAL comprendidas en el inciso a) del artículo 8° de la Ley N° 24.156, y que se 

rijan por el reglamento del Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional aprobado por el 

Decreto N° 1030 de fecha 15 de septiembre de 2016, a excepción de las contrataciones que se realicen 

por la modalidad de acuerdo marco. 

ARTÍCULO 3° — Apruébase el Anexo registrado en el Módulo Generador de Documentos Electrónicos 

Oficiales bajo el número DI-2016-01712855-APN-ONC#MM que contiene los requisitos mínimos de los 

pliegos de bases y condiciones particulares de los procedimientos de selección a los que les resulte 

aplicable el Pliego Único aprobado por el artículo 1° de la presente medida. 

ARTÍCULO 4° — Derógase la Disposición de la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES 

entonces dependiente de la SUBSECRETARÍA DE TECNOLOGÍAS DE GESTIÓN de la 

SECRETARÍA DE GABINETE Y COORDINACIÓN ADMINISTRATIVA de la JEFATURA DE 

GABINETE DE MINISTROS N° 58 de fecha 12 de agosto de 2014. 

ARTÍCULO 5° — La presente disposición comenzará a regir a partir del día hábil siguiente al de su 

publicación en el Boletín Oficial y será de aplicación a los procedimientos de selección que a partir de esa 

fecha se autoricen o a los que a partir de esa fecha se convoquen cuando no se requiera autorización 

previa y que se rijan por el Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional aprobado por el 

Decreto N° 1030/16. 

ARTÍCULO 6° — Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO 

OFICIAL y archívese. — NESTOR AURELIO DIAZ, Director Nacional, Oficina Nacional de 

Contrataciones. 

 

ANEXO I 

PLIEGO ÚNICO DE BASES Y CONDICIONES GENERALES DEL RÉGIMEN DE 

CONTRATACIONES DE LA ADMINISTRACIÓN NACIONAL 

 

ARTÍCULO 1°.- RÉGIMEN JURÍDICO DE LOS CONTRATOS. Los contratos comprendidos en el 

reglamento aprobado por el Decreto N° 1030/16 se regirán en cuanto a su preparación, adjudicación, 

efectos y extinción por el Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios, por el 

citado reglamento y por las disposiciones que se dicten en consecuencia, por los pliegos de bases y 
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condiciones, por el contrato, convenio, orden de compra o venta según corresponda, sin perjuicio de la 

aplicación directa de las normas del Título III de la Ley N° 19.549 y sus modificaciones en cuanto fuere 

pertinente. 

Supletoriamente se aplicarán las restantes normas de derecho administrativo y, en su defecto, se aplicarán 

las normas de derecho privado por analogía. 

ARTÍCULO 2°.- ORDEN DE PRELACIÓN. Todos los documentos que rijan el llamado, así como los 

que integren el contrato serán considerados como recíprocamente explicativos. En caso de existir 

discrepancias se seguirá el siguiente orden de prelación: 

a) Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios. 

b) Las disposiciones del reglamento aprobado por el Decreto N° 1030/16. 

c) Las normas que se dicten en consecuencia del citado reglamento. 

d) El manual de procedimiento del Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional que dicte la 

OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES o las normas que dicte dicha Oficina Nacional en su 

carácter de órgano rector. 

e) El Pliego Único de Bases y Condiciones Generales. 

f) El pliego de bases y condiciones particulares aplicable. 

g) La oferta. 

h) Las muestras que se hubieran acompañado. 

i) La adjudicación. 

j) La orden de compra, de venta o el contrato, en su caso. 

ARTÍCULO 3°.- CÓMPUTO DE PLAZOS. Todos los plazos establecidos en el presente pliego se 

computarán en días hábiles administrativos, salvo que en el mismo se disponga expresamente lo 

contrario. 

ARTÍCULO 4°.- VISTA DE LAS ACTUACIONES. Toda persona que acredite algún interés podrá 

tomar vista del expediente por el que tramite el procedimiento de selección, con excepción de la 

documentación amparada por normas de confidencialidad o la declarada reservada o secreta por autoridad 

competente. 

No se concederá vista de las actuaciones, durante la etapa de evaluación de las ofertas, que se extiende 

desde el momento en que el expediente es remitido a la Comisión Evaluadora hasta la notificación del 

dictamen de evaluación. 

ARTÍCULO 5°.- RECURSOS. Los recursos que se deduzcan contra los actos administrativos que se 

dicten en los procedimientos de selección se regirán por lo dispuesto en la Ley N° 19.549, sus 

modificaciones y normas reglamentarias. 

ARTÍCULO 6°.- NOTIFICACIONES. Todas las notificaciones entre la jurisdicción o entidad contratante 

y los interesados, oferentes, adjudicatarios o cocontratantes, se realizarán válidamente por cualquiera de 

los siguientes medios, indistintamente: 

a) por acceso directo de la parte interesada, su apoderado o representante legal al expediente, 

b) por presentación espontánea de la parte interesada, su apoderado o representante legal, de la que 

resulten estar en conocimiento del acto respectivo, 
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c) por cédula, que se diligenciará en forma similar a la dispuesta por el artículo 138 del Código Procesal 

Civil y Comercial de la Nación, 

d) por carta documento, 

e) por otros medios habilitados por las empresas que brinden el servicio de correo postal, 

f) por correo electrónico, 

g) mediante la difusión en el sitio de internet de la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES, si 

se dejara constancia de ello en los pliegos de bases y condiciones particulares. 

h) mediante la difusión en el sitio de internet del sistema electrónico de contrataciones de la 

Administración Nacional que habilite la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES. 

El domicilio físico especial o el domicilio electrónico especial declarados en el Sistema de Información 

de Proveedores (SIPRO), serán válidos para cursar las comunicaciones y notificaciones durante el 

procedimiento de selección del contratista, durante la etapa de ejecución contractual, durante los 

procedimientos para aplicar las sanciones establecidas en el artículo 29 del Decreto Delegado Nº 1.023/01 

y sus modificaciones y para cualquier trámite que se realice en el ámbito de la OFICINA NACIONAL 

DE CONTRATACIONES. (Párrafo incorporado por art. 7° de la Disposición N°  6/2018 de la Dirección 

Nacional de la Oficina Nacional de Contrataciones B.O. 25/01/2018. Vigencia: a partir del día hábil 

siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial) 

ARTÍCULO 7°.- VISTA Y RETIRO DE PLIEGOS. Cualquier persona podrá tomar vista del Pliego 

Único de Bases y Condiciones Generales y de los pliegos de bases y condiciones particulares, en la 

jurisdicción o entidad contratante, en el sitio de internet de la OFICINA NACIONAL DE 

CONTRATACIONES o en el sitio del sistema electrónico de contrataciones. Asimismo podrán retirarlos 

o comprarlos en la jurisdicción o entidad contratante o bien descargarlos de internet. 

En el caso en que el pliego tuviera costo la suma abonada no será devuelta bajo ningún concepto. 

En oportunidad de retirar, comprar o descargar los pliegos, deberán suministrar obligatoriamente su 

nombre o razón social, domicilio, y dirección de correo electrónico en los que serán válidas las 

comunicaciones que deban cursarse hasta el día de apertura de las ofertas. 

No será requisito para presentar ofertas, ni para la admisibilidad de las mismas, ni para contratar, haber 

retirado o comprado pliegos en el organismo contratante o haberlos descargado del sitio de internet, no 

obstante quienes no los hubiesen retirado, comprado o descargado, no podrán alegar el desconocimiento 

de las actuaciones que se hubieren producido hasta el día de la apertura de las ofertas, quedando bajo su 

responsabilidad llevar adelante las gestiones necesarias para tomar conocimiento de aquellas. 

ARTÍCULO 8°.- CONSULTAS AL PLIEGO DE BASES Y CONDICIONES PARTICULARES. Las 

consultas al pliego de bases y condiciones particulares deberán efectuarse por escrito en la jurisdicción o 

entidad contratante, o en el lugar que se indique en el citado pliego o en la dirección institucional de 

correo electrónico del organismo contratante difundida en el pertinente llamado. 

En oportunidad de realizar una consulta al pliego, los consultantes que no lo hubieran hecho con 

anterioridad, deberán suministrar obligatoriamente su nombre o razón social, domicilio y dirección de 

correo electrónico en los que serán válidas las comunicaciones que deban cursarse hasta el día de apertura 

de las ofertas. 
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No se aceptarán consultas telefónicas y no serán contestadas aquéllas que se presenten fuera de término. 

Deberán ser efectuadas hasta TRES (3) días antes de la fecha fijada para la apertura como mínimo, salvo 

que el pliego de bases y condiciones particulares estableciera un plazo distinto, en el caso de los 

procedimientos de licitación o concurso público o privado y subasta pública. En los procedimientos de 

selección por compulsa abreviada o adjudicación simple, la jurisdicción o entidad contratante deberá 

establecer en el pliego de bases y condiciones particulares el plazo hasta el cual podrán realizarse las 

consultas atendiendo al plazo de antelación establecido en el procedimiento en particular para la 

presentación de las ofertas o pedidos de cotización. 

ARTÍCULO 9°- PRESENTACIÓN DE LAS OFERTAS. Las ofertas se deberán presentar en el lugar y 

hasta el día y hora que determine la jurisdicción o entidad contratante en la convocatoria. 

ARTÍCULO 10 - EFECTOS DE LA PRESENTACIÓN DE LA OFERTA. La presentación de la oferta 

significará de parte del oferente el pleno conocimiento y aceptación de las normas y cláusulas que rijan el 

procedimiento de selección al que se presente, por lo que no será necesaria la presentación de los pliegos 

firmados junto con la oferta. 

ARTÍCULO 11- INMODIFICABILIDAD DE LA OFERTA. La posibilidad de modificar la oferta 

precluirá con el vencimiento del plazo para presentarla, sin que sea admisible alteración alguna en la 

esencia de las propuestas después de esa circunstancia. 

Si en forma previa al vencimiento del plazo para presentar ofertas, un oferente quisiera corregir, 

completar o reemplazar una oferta ya presentada en un mismo procedimiento de selección, se considerará 

como válida la última propuesta presentada en término. Si no se pudiera determinar cuál es la última 

oferta presentada en término, deberán desestimarse todas las presentadas por ese oferente. 

ARTÍCULO 12 - PLAZO DE MANTENIMIENTO DE LA OFERTA. Los oferentes deberán mantener 

las ofertas por el término de SESENTA (60) días corridos contados a partir de la fecha del acto de 

apertura, salvo que en el respectivo pliego de bases y condiciones particulares se fijara un plazo diferente. 

El plazo de SESENTA (60) días antes aludido o el que se establezca en el pertinente pliego particular se 

renovará en forma automática por un lapso igual al inicial o por el que se fije en el respectivo pliego 

particular, y así sucesivamente, salvo que el oferente manifestara en forma expresa su voluntad de no 

renovar el plazo de mantenimiento con una antelación mínima de DIEZ (10) días corridos al vencimiento 

de cada plazo. 

La prórroga automática del plazo de mantenimiento de oferta no podrá exceder de UN (1) año contado a 

partir de la fecha del acto de apertura. 

El oferente podrá manifestar en su oferta que no renueva el plazo de mantenimiento al segundo período o 

que la mantiene por una determinada cantidad de períodos, y en ese caso, la jurisdicción o entidad 

contratante la tendrá por retirada a la finalización del período indicado. 

Si el oferente, en la nota por la cual manifestara que no mantendrá su oferta, indicara expresamente desde 

qué fecha retira la oferta, la Administración la tendrá por retirada en la fecha por él expresada. Si no 

indicara fecha, se considerará que retira la oferta a partir de la fecha de vencimiento del plazo de 

mantenimiento de la oferta en curso. 



Página 156 de 204 

 

El oferente que manifestara que no mantendrá su oferta quedará excluido del procedimiento de selección 

a partir de la fecha indicada en el párrafo anterior. 

Si el oferente manifestara su negativa a prorrogar el mantenimiento de su oferta dentro del plazo fijado a 

tal efecto, quedará excluido del procedimiento de selección, sin pérdida de la garantía de mantenimiento 

de la oferta. Si por el contrario, el oferente manifestara su voluntad de no mantener su oferta fuera del 

plazo fijado para realizar tal manifestación o retirara su oferta sin cumplir con los plazos de 

mantenimiento, corresponderá excluirlo del procedimiento y ejecutar la garantía de mantenimiento de la 

oferta. 

Con posterioridad a la notificación del acto de adjudicación, el plazo de mantenimiento de oferta se 

renovará por DIEZ (10) días hábiles. Vencido éste plazo sin que se hubiese notificado la orden de compra 

o venta por causas no imputables al adjudicatario, éste podrá desistir de su oferta sin que le sea aplicable 

ningún tipo de penalidad ni sanción. 

ARTÍCULO 13 - REQUISITOS DE LAS OFERTAS. Las ofertas deberán cumplir con los siguientes 

requisitos: 

a) Deberán ser redactadas en idioma nacional. 

b) El original deberá estar firmado, en todas y cada una de sus hojas, por el oferente o su representante 

legal. 

c) Las testaduras, enmiendas, raspaduras o interlíneas, si las hubiere, deberán estar debidamente salvadas 

por el firmante de la oferta. 

d) Los sobres, cajas o paquetes que las contengan se deberán presentar perfectamente cerrados y 

consignarán en su cubierta la identificación del procedimiento de selección a que corresponden, 

precisándose el lugar, día y hora límite para la presentación de las ofertas y el lugar, día y hora del acto de 

apertura. 

e) Los oferentes que no se encuentren preinscriptos en el Sistema de Información de Proveedores 

(SIPRO), deberán constituir un domicilio físico especial en la respectiva oferta. El domicilio especial 

podrá constituirse en cualquier parte del territorio nacional o extranjero. En éste último caso, siempre que 

no cuente con domicilio o representación legal en el país, situación que deberá acreditarse mediante 

declaración jurada. 

f) Los oferentes que no se encuentren preinscriptos en el Sistema de Información de Proveedores 

(SIPRO), deberán constituir un domicilio electrónico especial en la respectiva oferta. 

g) La cotización de conformidad con lo estipulado en los artículos siguientes del presente pliego. 

h) Deberán indicar claramente, en los casos en que se efectúen ofertas alternativas y/o variantes, cual es la 

oferta base y cuales las alternativas o variantes. En todos los casos deberá existir una oferta base. 

i) Asimismo, deberán ser acompañadas por: 

1.- La garantía de mantenimiento de la oferta o la constancia de haberla constituido, salvo los casos en 

que no correspondiere su presentación. En los casos en que correspondiera su presentación, la garantía de 

mantenimiento de oferta será del CINCO POR CIENTO (5%) del monto total de la oferta. En el caso de 

cotizar con descuentos, alternativas o variantes, la garantía se calculará sobre el mayor monto propuesto. 

En los casos de licitaciones y concursos de etapa múltiple, o cuando se previera que las cotizaciones a 
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recibir pudieran contemplar la gratuidad de la prestación, o bien implicar un ingreso, la garantía de 

mantenimiento de la oferta será establecida en un monto fijo por la jurisdicción o entidad contratante, en 

el pliego de bases y condiciones particulares. 

2.- Las muestras, si así lo requiriera el pliego de bases y condiciones particulares. 

3.- Declaración jurada de oferta nacional, mediante la cual se acredite el cumplimiento de las condiciones 

requeridas para ser considerada como tal, de acuerdo a la normativa vigente sobre la materia, en los casos 

en que se oferten bienes de origen nacional. 

4.- Declaración jurada en la cual se manifieste que de resultar adjudicatario se obliga a ocupar a personas 

con discapacidad, en una proporción no inferior al CUATRO POR CIENTO (4%) de la totalidad del 

personal afectado a la prestación del servicio, en los procedimientos de selección que tengan por objeto la 

tercerización de servicios, a los fines de cumplir con la obligación establecida en el artículo 7° del 

Decreto N° 312 de fecha 2 de marzo de 2010. 

5. La restante información y documentación requeridas en los respectivos pliegos de bases y condiciones 

particulares. 

j) Las personas que se presenten agrupadas asumiendo, en caso de resultar adjudicatarias, el compromiso 

de constituirse en una Unión Transitoria (UT), además de presentar la documentación que corresponda de 

la previamente señalada, deberán acompañar junto con la oferta lo siguiente: 

1. Poder emitido por las personas que conformarán la UT o sus representantes legales en favor de uno de 

ellos, mediante el cual se acrediten sus facultades para suscribir la oferta y actuar en su representación 

desde el momento de la presentación de la propuesta hasta el dictado del acto de finalización del 

procedimiento. 

2. Declaración jurada suscripta por las personas que conformarán la UT o sus representantes legales, en la 

que conste lo siguiente: 

2.1. El compromiso de constituirse legalmente como tal, en caso de resultar adjudicatarias, y de modo 

previo a la notificación de la orden de compra o firma del contrato respectivo. 

2.2. El compromiso expreso de responsabilidad principal, solidaria e ilimitada de todas y cada una de las 

personas agrupadas, por el cumplimiento de todas las obligaciones emergentes del procedimiento de 

selección y del contrato. 

2.3. El compromiso de mantener la vigencia de la UT por un plazo no menor al fijado para el 

cumplimiento de todas las obligaciones emergentes del contrato. 

2.4. El compromiso de no introducir modificaciones en el estatuto de la UT, ni en el de las personas 

jurídicas que la integraren, que importe una alteración de la responsabilidad, sin la aprobación previa del 

organismo contratante. 

2.5. El compromiso de actuar exclusivamente bajo la representación unificada en todos los aspectos 

concernientes al contrato. 

3. Documentación que acredite el cumplimiento de los requisitos específicos previstos en los pliegos de 

bases y condiciones particulares. En dichos pliegos se determinará si tales requisitos deben ser cumplidos 

individualmente por cada uno de los integrantes o en conjunto por todos ellos. 
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Una vez presentada la oferta, las UT no podrán modificar su integración, es decir, cambiar, aumentar y/o 

disminuir el número de personas que las compondrán, y en caso de ser contratadas no podrán hacerlo 

hasta el cumplimiento total de las obligaciones emergentes del contrato, excepto conformidad expresa del 

organismo contratante. 

Las personas que se presentasen en los términos previstos en el presente apartado no podrán presentarse 

como parte de otra oferta, ni constituirse como oferentes individuales, bajo apercibimiento de 

desestimarse la totalidad de las ofertas. 

k) Los oferentes extranjeros además de presentar la documentación que corresponda de la previamente 

señalada, deberán acompañar junto con la oferta la siguiente documentación: 

1.- Las personas humanas: 

1.1 Copia fiel del pasaporte o documento de identificación del país de origen en caso de no poseer 

pasaporte. 

1.2. Copia fiel del formulario de inscripción en el ente tributario del país de origen o constancia 

equivalente. 

2.- Las personas jurídicas: 

2.1 Documentación que acredite la constitución de la persona jurídica conforme a las normas que rijan la 

creación de dichas instituciones. 

2.2 Documentación que acredite la personería (mandato, acta de asamblea en el que se lo designe como 

representante de la entidad respectiva, etc.) del apoderado o mandatario que actúe en representación de la 

entidad respectiva. 

2.3 Copia fiel del formulario de inscripción en el ente tributario del país de origen o constancia 

equivalente. 

(Artículo sustituido por art. 1° de la Disposición N°  6/2018 de la Dirección Nacional de la Oficina 

Nacional de Contrataciones B.O. 25/01/2018. Vigencia: a partir del día hábil siguiente al de su 

publicación en el Boletín Oficial) 

ARTÍCULO 14.- OFERTAS ALTERNATIVAS. Además de la oferta base los oferentes podrán presentar 

en cualquier caso ofertas alternativas en los términos del artículo 56 del reglamento aprobado por el 

Decreto N° 1030/16. 

ARTÍCULO 15.- OFERTAS VARIANTES. Además de la oferta base, los oferentes podrán presentar 

ofertas variantes sólo cuando los pliegos de bases y condiciones particulares lo acepten expresamente en 

los términos del artículo 57 del reglamento aprobado por el Decreto N° 1030/16. 

ARTÍCULO 16 - COTIZACIÓN. La cotización deberá contener: 

1. Precio unitario y cierto, en números, con referencia a la unidad de medida establecida en el pliego de 

bases y condiciones particulares, el precio total del renglón, en números, las cantidades ofrecidas y el total 

general de la cotización, expresado en letras y números, determinados en la moneda de cotización fijada 

en el pliego de bases y condiciones particulares. 

2.- El precio cotizado será el precio final que deba pagar la jurisdicción o entidad contratante por todo 

concepto. 

3.- El proponente podrá cotizar por uno, varios o todos los renglones. 
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Después de haber cotizado por renglón, podrá efectuar un descuento en el precio, por el total de los 

renglones o por grupo de renglones, sobre la base de su adjudicación íntegra. 

Cuando se trate de procedimientos bajo la modalidad llave en mano o en el pliego de bases y condiciones 

particulares se hubiere establecido que la adjudicación se efectuará por grupo de renglones, deberán 

cotizar todos los renglones que integren el pliego de bases y condiciones particulares o el grupo de 

renglones respectivamente. 

4.- Salvo que en el pliego de bases y condiciones particulares se dispusiera lo contrario, las micro, 

pequeñas y medianas empresas y los oferentes que cumplan con los criterios de sustentabilidad fijados en 

los respectivos pliegos de bases y condiciones particulares, podrán presentar cotización por parte del 

renglón, en el porcentaje que se fije en el respectivo pliego de bases y condiciones particulares que no 

podrá ser inferior al VEINTE POR CIENTO (20%) ni superior al TREINTA Y CINCO POR CIENTO 

(35%) del total del renglón. Si en el pliego de bases y condiciones particulares no se fijara dicho 

porcentaje, se entenderá que podrán cotizar el VEINTE POR CIENTO (20%) de cada renglón. 

Cuando se admita la presentación de cotizaciones parciales para las micro, pequeñas y medianas empresas 

y para quienes cumplan con los criterios de sustentabilidad, el resto de los interesados podrá cotizar 

diferentes precios considerando los diferentes porcentajes de adjudicación posibles, sin perjuicio de que 

deberán presentar la cotización pertinente por la cantidad total indicada para cada renglón. 

En los casos en que el porcentaje de cotización parcial permitido no arrojara una cantidad exacta y por la 

naturaleza de la prestación exista imposibilidad de entregar dicha cantidad, las cotizaciones deberán ser 

efectuadas por la cantidad exacta en más o en menos más cercana a la cantidad que resulte de aplicar el 

porcentaje dispuesto en el pliego de bases y condiciones particulares. 

En los casos donde no se permita la presentación de cotizaciones parciales, todos los oferentes deberán 

únicamente cotizar por la cantidad total indicada para cada renglón. 

ARTÍCULO 17.- MONEDA DE COTIZACIÓN. La moneda de cotización de la oferta se fijará en el 

respectivo pliego de bases y condiciones particulares y en principio será moneda nacional. En aquellos 

casos en que la cotización se hiciere en moneda extranjera y el pago en moneda nacional, se calculará el 

monto del desembolso tomando en cuenta el tipo de cambio vendedor del BANCO DE LA NACIÓN 

ARGENTINA vigente al momento de liberar la orden de pago, o bien, al momento de la acreditación 

bancaria correspondiente, lo que deberá determinarse en el respectivo pliego de bases y condiciones 

particulares. 

ARTÍCULO 18 - COTIZACIONES POR PRODUCTOS A IMPORTAR. Las cotizaciones por productos 

a importar deberán hacerse bajo las siguientes condiciones: 

a) En moneda extranjera, cuando así se hubiera previsto en las cláusulas particulares, correspondiente al 

país de origen del bien ofrecido u otra usual en el momento de la importación. 

b) Los pliegos de bases y condiciones particulares deberán ajustarse a los términos comerciales de uso 

habitual en el comercio internacional, tal como, entre otras, las "Reglas Oficiales de la Cámara de 

Comercio Internacional para la Interpretación de Términos Comerciales - INCOTERMS". La selección 

del término aplicable dependerá de las necesidades de la jurisdicción o entidad y de las características del 

bien objeto del contrato. 
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c) De no estipularse lo contrario las cotizaciones se establecerán en condición C.I.F. 

d) En las cotizaciones en condición C.I.F., deberá indicarse la moneda de cotización de los seguros y 

fletes, los que deberán cotizarse como se disponga en el respectivo pliego de bases y condiciones 

particulares. 

e) En aquellos casos especiales en que se establezca la condición F.O.B. para las cotizaciones, el 

organismo o entidad contratante deberá calcular el costo de los seguros y fletes a los fines de realizar la 

comparación de las ofertas. 

f) Salvo convención en contrario, los plazos de entrega se entenderán cumplidos cuando el organismo 

contratante reciba los bienes en el lugar que indique el pliego de bases y condiciones particulares. 

g) Cuando se estipulare que la nacionalización o desaduanamiento del bien adjudicado debe estar a cargo 

de la jurisdicción o entidad contratante, aquélla deberá ser tramitada y obtenida en todos los casos 

después de la apertura de la carta de crédito o instrumentación bancaria que corresponda. 

ARTÍCULO 19.- MUESTRAS. Podrá requerirse en el pliego de bases y condiciones particulares la 

presentación de muestras por parte del oferente indicándose el plazo para acompañar las mismas, que no 

deberá exceder del momento límite fijado en el llamado para la presentación de las ofertas. 

El oferente podrá, para mejor ilustrar su oferta, presentar muestras, pero no podrá reemplazar con éstas las 

especificaciones técnicas. 

Las muestras deberán indicar en forma visible los datos del procedimiento de selección al que 

correspondan y la fecha y hora de apertura de las ofertas. En el interior del sobre, caja o paquete que las 

contenga el oferente deberá consignar su nombre o razón social. 

ARTÍCULO 20- PERSONAS HABILITADAS PARA CONTRATAR. Podrán contratar con la 

Administración Nacional las personas humanas o jurídicas con capacidad para obligarse que no se 

encuentren comprendidas en las previsiones del artículo siguiente y que se encuentren incorporadas como 

preinscriptas al Sistema de Información de Proveedores (SIPRO) en oportunidad del comienzo del 

período de evaluación de las ofertas. La inscripción previa no constituirá requisito exigible para presentar 

ofertas. 

Cada una de las personas que se presenten agrupadas asumiendo, en caso de resultar adjudicatarias, el 

compromiso de constituirse en una Unión Transitoria (UT), deberá cumplir en forma individual con los 

requisitos de habilidad para contratar establecidos en este artículo. 

(Artículo sustituido por art. 2° de la Disposición N°  6/2018 de la Dirección Nacional de la Oficina 

Nacional de Contrataciones B.O. 25/01/2018. Vigencia: a partir del día hábil siguiente al de su 

publicación en el Boletín Oficial) 

ARTÍCULO 21.- PERSONAS NO HABILITADAS. No podrán contratar con la Administración 

Nacional: 

a) Las personas humanas o jurídicas que se encontraren sancionadas en virtud de las disposiciones 

previstas en los apartados 2. y 3. del inciso b) del artículo 29 del Decreto Delegado N° 1023/01 y sus 

modificatorios y complementarios. 
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b) Los agentes y funcionarios del Sector Público Nacional y las empresas en las cuales aquéllos tuvieren 

una participación suficiente para formar la voluntad social, de conformidad con lo establecido en la Ley 

de Ética Pública, N° 25.188. 

c) Los fallidos, concursados e interdictos, mientras no sean rehabilitados. 

d) Los condenados por delitos dolosos, por un lapso igual al doble de la condena. 

e) Las personas que se encontraren procesadas por delitos contra la propiedad, o contra la Administración 

Pública Nacional, o contra la fe pública o por delitos comprendidos en la Convención Interamericana 

contra la Corrupción. 

f) Las personas humanas o jurídicas que no hubieran cumplido con sus obligaciones tributarias y 

previsionales, de acuerdo con lo que establezca la reglamentación. 

g) Las personas humanas o jurídicas que no hubieren cumplido en tiempo oportuno con las exigencias 

establecidas por el último párrafo del artículo 8° de la Ley N° 24.156. 

h) Los empleadores incluidos en el Registro Público de Empleadores con Sanciones Laborales (REPSAL) 

durante el tiempo que permanezcan en dicho registro. 

ARTÍCULO 22.- APERTURA DE LAS OFERTAS. En el lugar, día y hora determinados para celebrar el 

acto, se procederá a abrir las ofertas, en acto público, en presencia de funcionarios de la jurisdicción o 

entidad contratante y de todos aquellos que desearen presenciarlo, quienes podrán verificar la existencia, 

número y procedencia de los sobres, cajas o paquetes dispuestos para ser abiertos. 

Si el día señalado para la apertura de las ofertas deviniera inhábil, el acto tendrá lugar el día hábil 

siguiente, en el mismo lugar y a la misma hora. 

Ninguna oferta presentada en término podrá ser desestimada en el acto de apertura. Si hubiere 

observaciones se dejará constancia en el acta de apertura para su posterior análisis por las autoridades 

competentes. 

ARTÍCULO 23.- VISTA DE LAS OFERTAS. Los interesados que así lo requieran podrán tomar vista de 

los precios cotizados en las ofertas durante la apertura. Los originales de las ofertas serán exhibidos a los 

oferentes por el término de DOS (2) días, contados a partir del día siguiente al de la apertura. Los 

oferentes podrán solicitar copia a su costa. 

En el supuesto que exista un único oferente, se podrá prescindir del cumplimiento del término indicado en 

el párrafo anterior. 

ARTÍCULO 24 - ETAPA DE EVALUACIÓN DE LAS OFERTAS. Se entenderá por etapa de evaluación 

de las ofertas al período que va desde el momento en que los actuados son remitidos a la comisión 

evaluadora, hasta la notificación del dictamen de evaluación. 

La etapa de evaluación de las ofertas es confidencial, por lo cual durante esa etapa no se concederá vista 

de las actuaciones. 

ARTÍCULO 25 - CAUSALES DE DESESTIMACIÓN NO SUBSANABLES. Será desestimada la oferta, 

sin posibilidad de subsanación, en los siguientes supuestos: 

a) Si fuera formulada por personas humanas y/o jurídicas que no estuvieran incorporadas en el Sistema de 

Información de Proveedores a la fecha de comienzo del período de evaluación de las ofertas, o a la fecha 

de adjudicación en los casos que no se emita el dictamen de evaluación. 
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b) Si fuere formulada por personas humanas o jurídicas no habilitadas para contratar con la 

ADMINISTRACIÓN NACIONAL de acuerdo a lo prescripto en el artículo 28 del Decreto Delegado N° 

1.023/01 y sus modificatorios y complementarios, al momento de la apertura de las ofertas o en la etapa 

de evaluación de aquellas o en la adjudicación. 

c) Si el oferente fuera inelegible de conformidad con lo establecido en el artículo 68 del reglamento 

aprobado por Decreto N°1030/16. 

d) Si las muestras no fueran acompañadas en el plazo fijado. 

e) Si el precio cotizado mereciera la calificación de vil o no serio. 

f) Si tuviere tachaduras, raspaduras, enmiendas o interlíneas sin salvar en las hojas que contengan la 

propuesta económica, la descripción del bien o servicio ofrecido, plazo de entrega, o alguna otra parte que 

hiciere a la esencia del contrato. 

g) Si estuviera escrita con lápiz o con un medio que permita el borrado y reescritura sin dejar rastros. 

h) Si contuviera condicionamientos. 

i) Si contuviera cláusulas en contraposición con las normas que rigen la contratación o que impidieran la 

exacta comparación con las demás ofertas. 

j) Cuando contuviera errores u omisiones esenciales. 

k) Si no se acompañare la garantía de mantenimiento de oferta o la constancia de haberla constituido. 

En los pliegos de bases y condiciones particulares no se podrán prever otras causales de desestimación no 

subsanables de ofertas. 

ARTÍCULO 26 - CAUSALES DE DESESTIMACIÓN SUBSANABLES. Cuando proceda la posibilidad 

de subsanar errores u omisiones se interpretará en todos los casos en el sentido de brindar a la jurisdicción 

o entidad contratante la posibilidad de contar con la mayor cantidad de ofertas válidas posibles y de evitar 

que, por cuestiones formales intrascendentes, se vea privada de optar por ofertas serias y convenientes 

desde el punto de vista del precio y la calidad. 

La subsanación de deficiencias se posibilitará en toda cuestión relacionada con la constatación de datos o 

información de tipo histórico obrante en bases de datos de organismos públicos, o que no afecten el 

principio de igualdad de tratamiento para interesados y oferentes. 

En estos casos las Comisiones Evaluadoras, por sí o a través de la Unidad Operativa de Contrataciones 

deberán intimar al oferente a que subsane los errores u omisiones dentro del término de TRES (3) días, 

como mínimo, salvo que en el pliego de bases y condiciones particulares se fijara un plazo mayor. 

La corrección de errores u omisiones no podrá ser utilizada por el oferente para alterar la sustancia de la 

oferta o para mejorarla o para tomar ventaja respecto de los demás oferentes. 

ARTÍCULO 27 - PAUTAS PARA LA INELEGIBILIDAD. Deberá desestimarse la oferta, cuando de la 

información a la que se refiere el artículo 16 del Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y 

complementarios, o de otras fuentes, se configure, entre otros, alguno de los siguientes supuestos: 

a) Pueda presumirse que el oferente es una continuación, transformación, fusión o escisión de otras 

empresas no habilitadas para contratar con la ADMINISTRACIÓN NACIONAL, de acuerdo a lo 

prescripto por el artículo 28 del Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios, y 

de las controladas o controlantes de aquellas. 
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b) Se trate de integrantes de empresas no habilitadas para contratar con la ADMINISTRACIÓN 

NACIONAL, de acuerdo a lo prescripto por el artículo 28 del Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus 

modificatorios y complementarios. 

c) Cuando existan indicios que por su precisión y concordancia hicieran presumir que los oferentes han 

concertado o coordinado posturas en el procedimiento de selección. Se entenderá configurada esta causal 

de inelegibilidad, entre otros supuestos, en ofertas presentadas por cónyuges, convivientes o parientes de 

primer grado en línea recta ya sea por naturaleza, por técnicas de reproducción humana asistida o 

adopción, salvo que se pruebe lo contrario. 

d) Cuando existan indicios que por su precisión y concordancia hicieran presumir que media simulación 

de competencia o concurrencia. Se entenderá configurada esta causal, entre otros supuestos, cuando un 

oferente participe en más de una oferta como integrante de un grupo, asociación o persona jurídica, o bien 

cuando se presente en nombre propio y como integrante de un grupo, asociación o persona jurídica. 

e) Cuando existan indicios que por su precisión y concordancia hicieran presumir que media en el caso 

una simulación tendiente a eludir los efectos de las causales de inhabilidad para contratar con la 

ADMINISTRACIÓN NACIONAL, de acuerdo a lo prescripto por el artículo 28 del Decreto Delegado N° 

1.023/01 y sus modificatorios y complementarios. 

f) Cuando se haya dictado, dentro de los TRES (3) años calendario anteriores a su presentación, alguna 

sanción judicial o administrativa contra el oferente, por abuso de posición dominante o dumping, 

cualquier forma de competencia desleal o por concertar o coordinar posturas en los procedimientos de 

selección. 

g) Cuando exhiban incumplimientos en anteriores contratos, de acuerdo a lo que se disponga en los 

respectivos pliegos de bases y condiciones particulares. 

h) Cuando se trate de personas jurídicas condenadas, con sentencia firme recaída en el extranjero, por 

prácticas de soborno o cohecho transnacional en los términos de la Convención de la ORGANIZACIÓN 

DE COOPERACIÓN Y DE DESARROLLO ECONÓMICOS (OCDE) para Combatir el Cohecho a 

Funcionarios Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales Internacionales, serán inelegibles por 

un lapso igual al doble de la condena. 

i) Las personas humanas o jurídicas incluidas en las listas de inhabilitados del Banco Mundial y/o del 

Banco Interamericano de Desarrollo, a raíz de conductas o prácticas de corrupción contempladas en la 

Convención de la ORGANIZACIÓN DE COOPERACIÓN Y DE DESARROLLO ECONÓMICOS 

(OCDE) para Combatir el Cohecho a Funcionarios Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales 

Internacionales serán inelegibles mientras subsista dicha condición. 

ARTÍCULO 28 - PRECIO VIL O PRECIO NO SERIO. La Comisión Evaluadora, o la Unidad Operativa 

de Contrataciones en los procedimientos donde no sea obligatorio la emisión del dictamen de evaluación, 

podrá solicitar informes técnicos cuando presuma fundadamente que la propuesta no podrá ser cumplida 

en la forma debida por tratarse de precios excesivamente bajos de acuerdo con los criterios objetivos que 

surjan de los precios de mercado y de la evaluación de la capacidad del oferente. 

Cuando de los informes técnicos surja que la oferta no podrá ser cumplida, corresponderá la 

desestimación de la oferta en los renglones pertinentes. 
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A tales fines se podrá solicitar a los oferentes precisiones sobre la composición de su oferta que no 

impliquen la alteración de la misma. 

ARTÍCULO 29.- DESEMPATE DE OFERTAS. En caso de igualdad de precios y calidad se aplicarán en 

primer término las normas sobre preferencias que establezca la normativa vigente. 

De mantenerse la igualdad se invitará a los respectivos oferentes para que formulen la mejora de precios. 

Para ello se fijará día, hora y lugar y comunicarse a los oferentes llamados a desempatar y se labrará el 

acta correspondiente. 

Si un oferente no se presentara, se considerará que mantiene su propuesta original. 

De subsistir el empate, se procederá al sorteo público de las ofertas empatadas. Para ello se deberá fijar 

día, hora y lugar del sorteo público y comunicarse a los oferentes llamados a desempatar. El sorteo se 

realizará en presencia de los interesados, si asistieran, y se labrará el acta correspondiente. 

ARTÍCULO 30 - COMUNICACIÓN DEL DICTAMEN DE EVALUACIÓN. El dictamen de evaluación 

de las ofertas se comunicará, a todos los oferentes dentro de los DOS (2) días de emitido. 

ARTÍCULO 31- IMPUGNACIONES AL DICTAMEN DE EVALUACIÓN. Los oferentes podrán 

impugnar el dictamen de evaluación dentro de los TRES (3) días de su comunicación, quienes no revistan 

tal calidad podrán impugnarlo dentro de los TRES (3) días de su difusión en el sitio de internet de la 

OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES o en el sitio de internet del sistema electrónico de 

contrataciones, en ambos casos, previa integración de la garantía de impugnación. 

ARTÍCULO 32.- GARANTIA DE IMPUGNACIÓN. La garantía de impugnación se constituirá de la 

siguiente forma: 

a) De impugnación al dictamen de evaluación de las ofertas: TRES POR CIENTO (3%) del monto de la 

oferta del renglón o los renglones en cuyo favor se hubiere aconsejado adjudicar el contrato. 

Si el dictamen de evaluación para el renglón o renglones que se impugnen no aconsejare la adjudicación a 

ninguna oferta, el importe de la garantía de impugnación se calculará sobre la base del monto de la oferta 

del renglón o renglones del impugnante. 

Si el impugnante fuera alguien que no reviste la calidad de oferente en ese procedimiento o para el 

renglón o los renglones en discusión y el dictamen de evaluación para el renglón o renglones que se 

impugnen no aconsejare la adjudicación a ninguna oferta, el importe de la garantía de impugnación será 

equivalente al monto fijo que se estipule en el respectivo pliego de bases y condiciones particulares. 

Cuando lo que se impugnare no fuere uno o varios renglones específicos, sino cuestiones generales o 

particulares del dictamen de evaluación, el importe de la garantía de impugnación será equivalente al 

monto fijo que se estipule en el pliego de bases y condiciones particulares. 

Cuando se impugne la recomendación efectuada sobre uno o varios renglones específicos y, además, 

cuestiones generales o particulares del dictamen de evaluación, el importe de la garantía de impugnación 

se calculará acumulando los importes que surjan de aplicar los criterios estipulados con anterioridad. 

b) De impugnación al dictamen de preselección: en los casos de impugnaciones contra la preselección, en 

las licitaciones o concursos de etapa múltiple, la garantía será por el monto determinado en el pliego de 

bases y condiciones particulares. 
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c) En aquellos procedimientos de selección en los que se previera que las cotizaciones pudieran 

contemplar la gratuidad de la prestación, o bien implicar un ingreso para la jurisdicción o entidad 

contratante, las garantías de impugnación al dictamen de evaluación será establecida en un monto fijo en 

los respectivos pliegos de bases y condiciones particulares. 

Las garantías de impugnación serán reintegradas al impugnante sólo en caso de que la impugnación sea 

resuelta favorablemente. 

ARTÍCULO 33 - ALTA EN EL PADRON ÚNICO DE ENTES. Para resultar adjudicatario el oferente 

deberá estar dado de alta en el Padrón Único de Entes del SISTEMA DE INFORMACIÓN 

FINANCIERA que administra el MINISTERIO DE HACIENDA Y FINANZAS PUBLICAS, de 

conformidad con lo dispuesto por la Disposición N° 40 de la CONTADURÍA GENERAL DE LA 

NACIÓN y N° 19 de la TESORERÍA GENERAL DE LA NACIÓN de fecha 8 de julio de 2010, ambas 

de la citada cartera de Estado, o las que en el futuro las reemplacen. 

ARTÍCULO 34 - FINALIZACIÓN DEL PROCEDIMIENTO. El acto administrativo de finalización del 

procedimiento, será notificado al adjudicatario o adjudicatarios y al resto de los oferentes, dentro de los 

TRES (3) días de dictado el acto respectivo. 

La adjudicación recaerá sobre la oferta más conveniente para la jurisdicción o entidad contratante. Podrá 

adjudicarse aun cuando se hubiera presentado una sola oferta. 

La adjudicación podrá realizarse por renglón o por grupo de renglones, de conformidad con lo que 

dispongan los pliegos de bases y condiciones particulares. 

En los casos en que se haya distribuido en varios renglones un mismo ítem, las adjudicaciones se 

realizarán teniendo en cuenta el ítem cotizado independientemente del renglón en el que el proveedor 

hubiera ofertado. 

En los casos en que se permita la cotización parcial, la adjudicación podrá ser parcial, aun cuando el 

oferente hubiere cotizado por el total de la cantidad solicitada para cada renglón. 

En los casos en los que resulte adjudicada la oferta presentada por las personas que hubieren asumido el 

compromiso de constituir una Unión Transitoria (UT), deberán realizar - como requisito previo a la 

notificación de la orden de compra o firma del contrato - el trámite de inscripción de la misma en el 

Sistema de Información de Proveedores (SIPRO). La falta de cumplimiento del presente requisito 

determinará la revocación de la adjudicación por causa imputable al adjudicatario. 

(Artículo sustituido por art. 3° de la Disposición N°  6/2018 de la Dirección Nacional de la Oficina 

Nacional de Contrataciones B.O. 25/01/2018. Vigencia: a partir del día hábil siguiente al de su 

publicación en el Boletín Oficial) 

ARTÍCULO 35 - NOTIFICACIÓN DE LA ORDEN DE COMPRA O DE VENTA. La notificación de la 

orden de compra o de venta al adjudicatario producirá el perfeccionamiento del contrato y será notificada 

dentro de los DIEZ (10) días de la fecha de notificación del acto administrativo de adjudicación. 

Para el caso en que vencido el plazo del párrafo anterior no se hubiera efectivizado la notificación de la 

orden de compra o venta por causas no imputables al adjudicatario, éste podrá desistir de su oferta sin que 

le sean aplicables ningún tipo de penalidades ni sanciones. 
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ARTÍCULO 36.- FIRMA DEL CONTRATO. En los casos en que el acuerdo se perfeccionara mediante 

un contrato, el mismo se tendrá por perfeccionado en oportunidad de firmarse el instrumento respectivo y 

se deberá notificar al adjudicatario, dentro de los DIEZ (10) días de la fecha de notificación del acto 

administrativo de adjudicación, que el contrato se encuentra a disposición para su suscripción por el 

término de TRES (3) días. Si vencido ese plazo el proveedor no concurriera a suscribir el documento 

respectivo, la jurisdicción o entidad contratante lo notificará por los medios habilitados al efecto y en este 

caso la notificación producirá el perfeccionamiento del contrato. 

Para el caso en que vencido el plazo del párrafo anterior no se hubiera efectivizado la notificación 

comunicando que el contrato está a disposición para ser suscripto, el adjudicatario podrá desistir de su 

oferta sin que le sean aplicables ningún tipo de penalidades ni sanciones. 

ARTÍCULO 37 - GARANTÍA DE CUMPLIMIENTO DEL CONTRATO. El cocontratante deberá 

integrar la garantía de cumplimiento del contrato dentro del plazo de CINCO (5) días de recibida la orden 

de compra o de la firma del contrato. 

En los casos de licitaciones o concursos internacionales, el plazo será de hasta VEINTE (20) días como 

máximo. 

La garantía de cumplimiento del contrato será del DIEZ POR CIENTO (10%) del monto total del 

contrato. 

ARTÍCULO 38.- MONEDA DE LA GARANTÍA. La garantía se deberá constituir en la misma moneda 

en que se hubiere hecho la oferta. Cuando la cotización se hiciere en moneda extranjera y la garantía se 

constituya en efectivo o cheque, el importe de la garantía deberá consignarse en moneda nacional y su 

importe se calculará sobre la base del tipo de cambio vendedor del BANCO DE LA NACIÓN 

ARGENTINA vigente al cierre del día anterior a la fecha de constitución de la garantía. 

ARTÍCULO 39.- FORMAS DE GARANTÍA. Las garantías a que se refiere el artículo 78 del Reglamento 

aprobado por Decreto N° 1030/16 podrán constituirse de las siguientes formas, o mediante combinaciones 

de ellas: 

a) En efectivo, mediante depósito bancario en la cuenta de la jurisdicción o entidad contratante, o giro 

postal o bancario. 

b) Con cheque certificado contra una entidad bancaria, con preferencia del lugar donde se realice el 

procedimiento de selección o del domicilio de la jurisdicción o entidad contratante. La jurisdicción o 

entidad deberá depositar el cheque dentro de los plazos que rijan para estas operaciones. 

c) Con títulos públicos emitidos por el ESTADO NACIONAL con posterioridad al 31 de diciembre de 

2001. Los mismos deberán ser depositados en el BANCO DE LA NACIÓN ARGENTINA a la orden de 

la jurisdicción o entidad contratante, identificándose el procedimiento de selección de que se trate. El 

monto se calculará tomando en cuenta la cotización de los títulos al cierre del penúltimo día hábil anterior 

a la constitución de la garantía en la Bolsa o Mercado correspondiente. Se formulará cargo por los gastos 

que ocasione la ejecución de la garantía. El eventual excedente quedará sujeto a las disposiciones que 

rigen la devolución de garantías. 

d) Con aval bancario u otra fianza a satisfacción de la jurisdicción o entidad contratante, constituyéndose 

el fiador en deudor solidario, liso y llano y principal pagador con renuncia a los beneficios de división y 
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excusión, así como al beneficio de interpelación judicial previa, en los términos de lo dispuesto en el 

Código Civil y Comercial de la Nación. 

e) Con seguro de caución, mediante pólizas aprobadas por la SUPERINTENDENCIA DE SEGUROS DE 

LA NACIÓN, extendidas a favor de la jurisdicción o entidad contratante y cuyas cláusulas se conformen 

con el modelo y reglamentación que a tal efecto dicte la Autoridad de Aplicación. Se podrán establecer 

los requisitos de solvencia que deberán reunir las compañías aseguradoras, con el fin de preservar el 

eventual cobro del seguro de caución. La jurisdicción o entidad contratante deberá solicitar al oferente o 

adjudicatario la sustitución de la compañía de seguros, cuando durante el transcurso del procedimiento o 

la ejecución del contrato la aseguradora originaria deje de cumplir los requisitos que se hubieran 

requerido. 

f) Mediante la afectación de créditos líquidos y exigibles que el proponente o adjudicatario tenga en 

entidades de la ADMINISTRACIÓN NACIONAL, a cuyo efecto el interesado deberá presentar, en la 

fecha de la constitución de la garantía, la certificación pertinente y simultáneamente la cesión de los 

mismos al organismo contratante. 

g) Con pagarés a la vista, cuando el importe que resulte de aplicar el porcentaje que corresponda, según se 

trate de la garantía de mantenimiento de oferta, de cumplimiento de contrato o de impugnación, o bien el 

monto fijo que se hubiere establecido en el pliego, no supere la suma de DOSCIENTOS SESENTA 

MÓDULOS (260 M). Esta forma de garantía no es combinable con las restantes enumeradas en el 

presente artículo. 

La elección de la forma de garantía, en principio, queda a opción del oferente o cocontratante. 

La jurisdicción o entidad contratante, por razones debidamente fundadas, podrá elegir la forma de la 

garantía en el pliego de bases y condiciones particulares. 

Las garantías de mantenimiento de la oferta serán constituidas por el plazo inicial y sus eventuales 

renovaciones. Todas las garantías deberán cubrir el total cumplimiento de las obligaciones contraídas, 

debiendo constituirse en forma independiente para cada procedimiento de selección. 

ARTÍCULO 40 - EXCEPCIONES A LA OBLIGACIÓN DE PRESENTAR GARANTÍAS. No será 

necesario presentar garantías en los siguientes casos: 

a) Adquisición de publicaciones periódicas. 

b) Contrataciones de avisos publicitarios. 

c) Cuando el monto de la oferta no supere la cantidad que represente UN MIL 

TRESCIENTOS MÓDULOS (1.300 M). 

d) Cuando el monto de la orden de compra, venta o contrato no supere la cantidad que represente UN 

MIL TRESCIENTOS MÓDULOS (1.300 M). 

e) Contrataciones que tengan por objeto la locación de obra intelectual a título personal. 

f) Ejecución de la prestación dentro del plazo de integración de la garantía. En el caso de rechazo el plazo 

para la integración de la garantía se contará a partir de la comunicación del rechazo y no desde la 

notificación de la orden de compra o de la firma del respectivo contrato. Los elementos rechazados 

quedarán en caución y no podrán ser retirados sin, previamente, integrar la garantía que corresponda. 
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g) Cuando el oferente sea una jurisdicción o entidad perteneciente al Sector Público Nacional en los 

términos del artículo 8° de la Ley N° 24.156 y sus modificaciones. 

h) Cuando el oferente sea un organismo provincial, municipal o del Gobierno de la Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires. 

i) Cuando así se establezca para cada procedimiento de selección en particular en el manual de 

procedimientos o en el Pliego Único de Bases y Condiciones Generales. 

No obstante lo dispuesto, todos los oferentes, adjudicatarios y cocontratantes quedan obligados a 

responder por el importe de la garantía no constituida, de acuerdo al orden de afectación de penalidades 

establecido en el artículo 104 del reglamento aprobado por el Decreto N° 1030/16, a requerimiento de la 

jurisdicción o entidad contratante, sin que puedan interponer reclamo alguno sino después de obtenido el 

cobro o de efectuado el pago. 

Las excepciones previstas en el presente artículo no incluyen a las contragarantías. 

ARTÍCULO 41.- RENUNCIA TÁCITA. Si los oferentes, adjudicatarios o cocontratantes, no retirasen las 

garantías dentro del plazo de SESENTA (60) días corridos a contar desde la fecha de la notificación, 

implicará la renuncia tácita a favor del Estado Nacional de lo que constituya la garantía. 

ARTÍCULO 42 - ACRECENTAMIENTO DE VALORES. La ADMINISTRACIÓN NACIONAL no 

abonará intereses por los depósitos de valores otorgados en garantía, en tanto que los que devengaren los 

mismos pertenecerán a sus depositantes. 

ARTÍCULO 43.- ENTREGA. Los cocontratantes deberán cumplir la prestación en la forma, plazo o 

fecha, lugar y demás condiciones establecidas en los documentos que rijan el llamado, así como en los 

que integren la orden de compra, venta o contrato. 

ARTÍCULO 44 - PAUTAS PARA LA RECEPCIÓN. Las Comisiones de Recepción recibirán los bienes 

con carácter provisional y los recibos o remitos que se firmen quedarán sujetos a la conformidad de la 

recepción. 

El proveedor estará obligado a retirar los elementos rechazados dentro del plazo que le fije al efecto la 

jurisdicción o entidad contratante. Vencido el mismo, se considerará que existe renuncia tácita a favor del 

organismo, pudiendo éste disponer de los elementos. Sin perjuicio de las penalidades que 

correspondieren, el proveedor cuyos bienes hubieran sido rechazados deberá hacerse cargo de los costos 

de traslado y, en su caso, de los que se derivaren de la destrucción de los mismos. 

La conformidad de la recepción definitiva se otorgará dentro del plazo de DIEZ (10) días, a partir de la 

recepción de los bienes o servicios objeto del contrato, salvo que en el pliego de bases y condiciones 

particulares se fijara uno distinto. En caso de silencio, una vez vencido dicho plazo, el proveedor podrá 

intimar la recepción. Si la dependencia contratante no se expidiera dentro de los DIEZ (10) días siguientes 

al de la recepción de la intimación, los bienes o servicios se tendrán por recibidos de conformidad. 

A los fines del otorgamiento de la conformidad de la recepción, la Comisión interviniente actuará de 

conformidad con lo dispuesto en el Título III, Capítulo Único del Manual de Procedimiento del Régimen 

de Contrataciones de la Administración Nacional. 

ARTÍCULO 45 - EXTENSIÓN DEL PLAZO DE CUMPLIMIENTO DE LA PRESTACIÓN. La 

extensión del plazo de cumplimiento de la prestación sólo será admisible cuando existieran causas 
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debidamente justificadas y las necesidades de la jurisdicción o entidad contratante admitan la satisfacción 

de la prestación fuera de término. 

La solicitud deberá hacerse antes del vencimiento del plazo de cumplimiento de la prestación, exponiendo 

los motivos de la demora y de resultar admisible deberá ser aceptada por la correspondiente Comisión de 

Recepción. 

No obstante la aceptación corresponderá la aplicación de la multa por mora en la entrega, de acuerdo a lo 

previsto en el artículo 102, inciso c), apartado 1 del reglamento aprobado por el Decreto N°1030/16 

En aquellos casos en que sin realizar el procedimiento establecido en el presente artículo el cocontratante 

realice la prestación fuera de plazo y la jurisdicción o entidad contratante la acepte por aplicación del 

principio de continuidad del contrato, también corresponderá la aplicación de la multa por mora en el 

cumplimiento, a los fines de preservar el principio de igualdad de tratamiento entre los interesados. 

ARTÍCULO 46.- FACTURACIÓN. Las facturas deberán ser presentadas una vez recibida la conformidad 

de la recepción definitiva, en la forma y en el lugar indicado en el respectivo pliego de bases y 

condiciones particulares, lo que dará comienzo al plazo fijado para el pago. 

ARTÍCULO 47.- PLAZO DE PAGO. El plazo para el pago de las facturas será de TREINTA (30) días 

corridos, salvo que en el pliego de bases y condiciones particulares se establezca uno distinto. 

Sin perjuicio de ello, los pagos se atenderán, considerando el programa mensual de caja y las prioridades 

de gastos contenidas en la normativa vigente. 

Si se estableciera el pago por adelantado, el cocontratante deberá constituir una contragarantía por el 

equivalente a los montos que reciba como adelanto. 

ARTÍCULO 48.- MONEDA DE PAGO. Los pagos se efectuarán en la moneda que corresponda de 

acuerdo a lo previsto en las disposiciones que a tales fines determine la SECRETARIA DE HACIENDA 

del MINISTERIO DE HACIENDA Y FINANZAS PÚBLICAS. 

ARTÍCULO 49 - GASTOS POR CUENTA DEL PROVEEDOR. Serán por cuenta del proveedor el pago 

de los siguientes conceptos, sin perjuicio de los que puedan establecerse en el pliego de bases y 

condiciones particulares: 

a) Tributos que correspondan; 

b) Costo del despacho, derechos y servicios aduaneros y demás gastos incurridos por cualquier concepto 

en el caso de rechazo de mercaderías importadas con cláusulas de entrega en el país; 

c) Reposición de las muestras destruidas, a fin de determinar si se ajustan en su composición o 

construcción a lo contratado, si por ese medio se comprobaren defectos o vicios en los materiales o en su 

estructura. 

d) Si el producto tuviere envase especial y éste debiere devolverse, el flete y acarreo respectivo, ida y 

vuelta, desde el mismo lugar y por los mismos medios de envío a emplear para la devolución, serán por 

cuenta del proveedor. En estos casos deberá especificar separadamente del producto, el valor de cada 

envase y además estipular el plazo de devolución de los mismos, si la jurisdicción o entidad contratante 

no lo hubiera establecido en las cláusulas particulares. De no producirse la devolución de los envases en 

los plazos establecidos por una u otra parte, el proveedor podrá facturarlos e iniciar el trámite de cobro de 
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los mismos, a los precios consignados en la oferta, quedando este trámite sin efecto, si la devolución se 

produjera en el ínterin. 

ARTÍCULO 50.- AUMENTOS O DISMINUCIONES. El aumento o la disminución del monto total del 

contrato será una facultad unilateral de la jurisdicción o entidad contratante, hasta el límite del VEINTE 

POR CIENTO (20%). 

En los casos en que resulte imprescindible para la jurisdicción o entidad contratante, el aumento o la 

disminución podrán exceder el VEINTE POR CIENTO (20%), y se deberá requerir la conformidad del 

cocontratante, si ésta no fuera aceptada, no generará ningún tipo de responsabilidad al proveedor ni será 

pasible de ningún tipo de penalidad o sanción. En ningún caso las ampliaciones o disminuciones podrán 

exceder del TREINTA Y CINCO POR CIENTO (35%) del monto total del contrato, aún con 

consentimiento del cocontratante. 

ARTÍCULO 51.- CESIÓN O SUBCONTRATACIÓN. Queda prohibida la sub contratación o cesión del 

contrato, en ambos casos, sin la previa autorización fundada de la misma autoridad que dispuso su 

adjudicación. El cocontratante cedente continuará obligado solidariamente con el cesionario por los 

compromisos emergentes del contrato. Se deberá verificar que el cesionario cumpla con todos los 

requisitos de la convocatoria a ese momento, como al momento de la cesión. En caso de cederse sin 

mediar dicha autorización, la jurisdicción o entidad contratante podrá rescindir de pleno derecho el 

contrato por culpa del cocontratante con pérdida de la garantía de cumplimiento del contrato. 

En ningún caso con la cesión se podrá alterar la moneda y la plaza de pago que correspondiera de acuerdo 

a las características del cocontratante original en virtud de lo establecido en las normas sobre pagos 

emitidas por la SECRETARÍA DE HACIENDA del MINISTERIO DE HACIENDA Y FINANZAS 

PÚBLICAS. 

ARTÍCULO 52.- CLASES DE PENALIDADES. Los oferentes, adjudicatarios y cocontratantes serán 

pasibles de las penalidades establecidas en el artículo 29 del Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus 

modificatorios y complementarios, cuando incurran en las causales reguladas en el reglamento aprobado 

por el Decreto N°1030/16 

ARTÍCULO 53 - CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR. Las penalidades no serán aplicadas cuando 

el incumplimiento de la obligación provenga de caso fortuito o de fuerza mayor, debidamente 

documentado por el interesado y aceptado por la jurisdicción o entidad contratante o de actos o 

incumplimientos de autoridades públicas nacionales o de la contraparte pública, de tal gravedad que 

coloquen al cocontratante en una situación de razonable imposibilidad de cumplimiento de sus 

obligaciones. 

La existencia de caso fortuito o de fuerza mayor, deberá ser puesta en conocimiento de la jurisdicción o 

entidad contratante dentro de los DIEZ (10) días de producido o desde que cesaren sus efectos. 

Transcurrido dicho plazo no podrá invocarse el caso fortuito o la fuerza mayor. 

ARTÍCULO 54 - REVOCACIÓN, MODIFICACIÓN O SUSTITUCIÓN. La revocación, modificación o 

sustitución de los contratos por razones de oportunidad, mérito o conveniencia, no generará derecho a 

indemnización en concepto de lucro cesante, sino únicamente a la indemnización del daño emergente, que 

resulte debidamente acreditado. 
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ARTÍCULO 55.- RENEGOCIACIÓN. En los contratos de suministros de cumplimiento sucesivo o de 

prestación de servicios se podrá solicitar la renegociación de los precios adjudicados cuando 

circunstancias externas y sobrevinientes afecten de modo decisivo el equilibrio contractual. 

ARTÍCULO 56.- CLASES DE SANCIONES. Los oferentes, adjudicatarios o cocontratantes serán 

pasibles de las sanciones establecidas en el artículo 29 del Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus 

modificatorios y complementarios, cuando incurran en las causales reguladas en el reglamento aprobado 

por el Decreto N° 1030/16. 

ARTÍCULO 57.- CONSECUENCIAS. Una vez aplicada una sanción de suspensión o inhabilitación, ella 

no impedirá el cumplimiento de los contratos que el proveedor tuviere adjudicados o en curso de 

ejecución, ni de sus posibles ampliaciones o prórrogas, pero no podrán adjudicársele nuevos contratos 

desde el inicio de la vigencia de la sanción y hasta la extinción de aquélla. 

 

ANEXO II 

REQUISITOS MÍNIMOS QUE DEBEN CONTENER LOS PLIEGOS DE BASES Y 

CONDICIONES PARTICULARES 

 

Los pliegos de bases y condiciones particulares deberán contener los siguientes requisitos mínimos: 

1. Nombre de la jurisdicción o entidad contratante. 

2. Denominación de la Unidad Operativa de Contrataciones que gestiona el procedimiento. 

3. Identificación del expediente administrativo por el que tramita el procedimiento. 

4. Tipo, número y ejercicio, clase o causal y modalidad del procedimiento de selección. 

5. Rubro y objeto del procedimiento. 

6. Costo del pliego, cuando corresponda. 

7. Domicilio y dirección institucional de correo electrónico en los que serán válidas las comunicaciones e 

impugnaciones que los interesados, oferentes, adjudicatarios o cocontratantes realicen en ellos. 

8. En los casos en que se pretenda notificar mediante el sitio de internet de la OFICINA NACIONAL DE 

CONTRATACIONES, dejar constancia de ello e indicar la dirección de dicho sitio de internet. 

9. Indicar el lugar en que podrán realizarse las consultas al pliego de bases y condiciones particulares y 

establecer el plazo para efectuarlas en el caso en que se fijara uno distinto al del reglamento aprobado por 

el Decreto N° 1030/16. 

10. Para compulsa abreviada o adjudicación simple, establecer el plazo hasta el cual podrán realizarse las 

consultas atendiendo al plazo de antelación establecido en el procedimiento en particular para la 

presentación de las ofertas o pedidos de cotización. 

11. En los procedimientos de selección por compulsa abreviada o adjudicación simple, establecer el plazo 

para comunicar las circulares aclaratorias teniendo en cuenta el plazo hasta el cual podrán realizarse las 

consultas y atendiendo al plazo de antelación establecido en el procedimiento en particular para la 

presentación de las ofertas o pedidos de cotización. 

12. Especificaciones técnicas, de conformidad con lo establecido en el artículo 37 del reglamento 

aprobado por el Decreto N° 1030/16 
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13. Cláusulas particulares. 

14. Plazo de duración del contrato, cuando corresponda. 

15. Prever la opción a prórroga, cuando corresponda. 

16. Estar comprendidos por renglones afines y cada renglón por el mismo ítem del catálogo con su 

número de catálogo correspondiente al Sistema de Identificación de Bienes y Servicios que administre la 

OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES o al que en el futuro se dicte. 

17. Dividir la cantidad de unidades pertenecientes al mismo ítem del catálogo cuando una misma 

convocatoria abarque un número importante de unidades, salvo que la autoridad con competencia para 

aprobar el pliego de bases y condiciones particulares, por motivos debidamente justificados, decida 

apartarse de lo dispuesto precedentemente. 

18. En los casos en que se permitan ofertas parciales, fijar el porcentaje fijo en el que las micro, pequeñas 

y medianas empresas o los oferentes que cumplan con los criterios de sustentabilidad, podrán presentar 

ofertas por parte del renglón, que no podrá ser inferior al VEINTE POR CIENTO (20%) ni superior al 

TREINTA Y CINCO POR CIENTO (35%) del total del renglón. 

19. Lugar, plazo y horario en que las muestras patrón podrán ser examinadas por los interesados, en caso 

de corresponder. 

20. Lugar, plazo y horario para presentar muestras en caso de corresponder. 

21. Moneda de cotización. 

22. En aquellos casos en que la cotización se hiciere en moneda extranjera y el pago en moneda nacional, 

determinar el momento en el que deberá calcularse el monto del desembolso (al liberar la orden de pago o 

al momento de la acreditación bancaria correspondiente). 

23. Cuando se trate de productos a importar indicar la condición en que deberá realizarse la cotización, 

cuando se utilice la condición CIF la forma y moneda de cotización de los seguros y fletes. Establecer a 

cargo de quien estará la nacionalización o desaduanamiento. 

24. Indicar si se admitirán ofertas variantes. 

25. Cuando existan razones fundadas, elegir la forma de garantía. 

26. En los casos en que se entienda pertinente, se podrán establecer los requisitos de solvencia que 

deberán reunir las compañías aseguradoras, con el fin de preservar el eventual cobro del seguro de 

caución. 

27. Cuando se previera que las cotizaciones a recibir pudieran contemplar la gratuidad de la prestación, o 

bien implicar un ingreso para la jurisdicción o entidad contratante, establecer el monto fijo para constituir 

las garantías de mantenimiento de la oferta, de cumplimiento del contrato y de impugnación. 

28. Establecer los montos fijos para la constitución de la garantía de impugnación al dictamen de 

evaluación, cuando corresponda. 

29. Fijar el plazo de mantenimiento de la oferta, en el caso de querer establecer uno distinto al fijado en el 

reglamento aprobado por el Decreto N° 1030/16 y el de su renovación. 

30. Establecer los requisitos que deben cumplir las ofertas, en los casos en que resultara procedente. 

31. Criterio de evaluación y selección de las ofertas, ya sea mediante la inclusión de fórmulas 

polinómicas o la clara determinación de los parámetros que se tendrán en cuenta para la comparación de 
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las ofertas y la incidencia de cada uno de ellos para determinar el orden de mérito, tomando en 

consideración el grado de complejidad, el monto y el tipo de contratación a realizar. 

32. Si se pretendiera considerar incumplimientos en anteriores contratos a los fines de evaluar las ofertas 

se deberán establecer la forma de evaluar dichos antecedentes. 

33. Fijar el plazo que la comisión evaluadora o la unidad operativa de contrataciones otorgará para 

subsanar los errores u omisiones cuando se pretenda que sea mayor al establecido en el reglamento 

aprobado por el Decreto N° 1030/16. 

34. Establecer si la adjudicación se efectuará por renglón o grupo de renglones. 

35. Plazo o fecha de entrega de los bienes o de prestación de los servicios. Para ello, el organismo 

contratante deberá considerar la normativa impositiva, aduanera o cualquier otra disposición que pudiera 

incidir en dichos plazos. 

36. Forma de entrega de los bienes o de prestación de los servicios. 

37. Lugar de entrega de los bienes o de prestación de los servicios. 

38. Plazo en que se va a otorgar la recepción definitiva, si se fijara un plazo distinto al previsto en el 

reglamento aprobado por el Decreto N° 1030/16. 

39. Si se quisiera establecer algo particular además de lo previsto en las normas generales, establecer la 

forma en que se va a realizar la recepción definitiva. 

40. Forma, plazo, lugar y horario de presentación de las facturas. 

41. Forma y moneda de pago. 

42. Plazo de pago si se fijara uno distinto al previsto en el reglamento aprobado por el Decreto N° 

1030/16. 

43. Gastos por cuenta del proveedor si existieran otros además de los previstos en las normas generales Si 

el producto tuviere envase especial y éste debiere devolverse, establecer el plazo de devolución en el caso 

en que no se determine que lo fije el proveedor. 

44. En su caso, establecer las causas y los porcentajes de multas en los contratos de servicios o de tracto 

sucesivo, dentro de los límites establecidos por el reglamento aprobado por Decreto N° 1030/16. 

45. En las contrataciones que se encuadren en el apartado 2 del inciso d) del artículo 25 del Decreto N° 

1.023/01 los requisitos mínimos serán, en lo pertinente, los estipulados en el presente Anexo y en especial 

se deberá establecer en las bases del llamado que el cocontratante actuará bajo su propia y exclusiva 

responsabilidad y sin relación de dependencia con el Estado Nacional. 

46. Cuando se tratare de procedimientos de etapa múltiple los requisitos mínimos serán, en lo pertinente, 

los estipulados en el presente Anexo y en especial se deberá determinar la cantidad de etapas e indicarse 

los parámetros que serán tenidos en cuenta para la evaluación de la propuesta técnica y de la oferta 

económica, fijando para éste último caso el sistema que se aplicará para la determinación de la oferta más 

conveniente. El monto fijo de la garantía de mantenimiento de la oferta y de impugnación al dictamen de 

preselección. 

47. Cuando se trate de subasta pública para la venta, los requisitos mínimos serán, en lo pertinente, los 

estipulados en el presente Anexo y en especial fijar los requisitos que deben cumplir los postores. 
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48. Cuando se trate de la subasta inversa, establecerse el decremento del precio o nivel mínimo de 

reducción que los oferentes deberán realizar cada vez que participen expresado como un porcentaje (%) 

del monto total ofertado. También se establecerá la duración de la subasta, que no podrá ser superior a 

DOS (2) horas. La fecha y hora de inicio de la subasta. 

49. En los procedimientos en los que se sustancien locaciones dejar establecido si la oferta del proveedor 

debe incluir o no en su precio final el concepto por expensas. 

50. Cuando se trate de la concesión de uso de los bienes muebles del dominio público y privado del 

Estado Nacional, establecer las condiciones en que se llevarán a cabo las mismas y lo establecido en el 

artículo pertinente del manual de procedimientos, causales de rescisión si hubiera otras diferentes a las del 

manual, regular las multas que se aplicarán. 

51. Cuando se utilice la modalidad llave en mano los requisitos mínimos serán, en lo pertinente, los 

estipulados en el presente Anexo y en especial se podrá prever que los oferentes acompañen información 

acerca del financiamiento del proyecto, que se hagan cargo de la provisión de repuestos, ofrezcan 

garantías de calidad y vigencia apropiadas, detallen los trabajos de mantenimiento a realizar y todo otro 

requisito conducente al buen resultado de la contratación. 

52. Cuando se utilice la modalidad orden de compra abierta los requisitos mínimos serán, en lo pertinente, 

los estipulados en el presente Anexo y en especial deberá indicarse para cada renglón, el número máximo 

de unidades que podrán requerirse durante el lapso de vigencia del contrato, el plazo de vigencia del 

contrato y la frecuencia aproximada con que se realizarán las solicitudes de provisión y opcionalmente la 

cantidad mínima que la jurisdicción o entidad contratante se obliga a contratar. 

53. Cuando se utilice la modalidad precio máximo indicar el precio más alto que puede pagarse por los 

bienes o servicios requeridos. 

54. Fijar la jurisdicción de los tribunales competentes en caso de conflicto. 

 

MINISTERIO DE MODERNIZACIÓN 

OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES 

Disposición 64 - E/2016 

Buenos Aires, 27/09/2016 

Publicada en el Boletín Oficial del 29-sep-2016   

 

VISTO, el Expediente Electrónico EX-2016-01362795-APN-ONC#MM, el Decreto Delegado N° 1.023 

de fecha 13 de agosto de 2001 y sus modificatorios y complementarios, el Reglamento del Régimen de 

Contrataciones de la Administración Nacional aprobado por el Decreto N° 1030 de fecha 15 de 

septiembre de 2016, y 

CONSIDERANDO: 

Que por el Decreto Delegado Nº 1.023 de fecha 13 de agosto de 2001 y sus modificatorios y 

complementarios, el PODER EJECUTIVO NACIONAL instituyó el RÉGIMEN DE 

CONTRATACIONES DE LA ADMINISTRACIÓN NACIONAL, en ejercicio de facultades delegadas 

por la Ley Nº 25.414 para determinadas materias de su ámbito de administración y resultantes de la 
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emergencia pública, tendientes a fortalecer la competitividad de la economía o a mejorar la eficiencia de 

la Administración Nacional. 

Que por el Decreto N° 1030 de fecha 15 de septiembre de 2016, se aprobó la reglamentación del Decreto 

Delgado Nº 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios, para los contratos comprendidos en el 

inciso a) del artículo 4º de la norma legal aludida. 

Que en el reglamento citado en el considerando precedente se dispuso que la base de datos que diseñará, 

implementará y administrará la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES de la SECRETARIA 

DE MODERNIZACIÓN ADMINISTRATIVA del MINISTERIO DE MODERNIZACIÓN, referenciada 

en los artículos 25 y 27 del Decreto Delegado Nº 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios será el 

Sistema de Información de Proveedores (SIPRO). 

Que asimismo se dispuso que en el SIPRO se inscribirá a quienes pretendan participar en los 

procedimientos de selección llevados a cabo por las jurisdicciones y entidades comprendidas dentro del 

ámbito de aplicación del Decreto Delegado Nº 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios, salvo 

las excepciones que disponga la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES al regular cada 

procedimiento en particular. 

Que por su parte el citado reglamento estableció que no constituye requisito exigible para presentar 

ofertas la inscripción previa en el SIPRO. 

Que en tal sentido en el reglamento aprobado por Decreto Nº 1030/16 se determina que el mencionado 

sistema tiene por objeto registrar información relativa a los proveedores, sus antecedentes, historial de 

procedimientos de selección en los que se hubieren presentado como oferentes, historial de contratos, 

órdenes de compra o venta, incumplimientos contractuales y extra-contractuales, en ambos casos por 

causas imputables al proveedor, sanciones de apercibimiento, suspensión e inhabilitación y toda otra 

información que la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES considere de utilidad. 

Que el reglamento aprobado por el Decreto Nº 1030/16 dispuso que la OFICINA NACIONAL DE 

CONTRATACIONES establecerá el procedimiento que deberán cumplir los proveedores para 

incorporarse al SIPRO a través del manual de procedimiento que dicte al efecto. 

Que en consecuencia corresponde dictar el aludido manual de procedimiento a los fines de regular el 

funcionamiento de dicho sistema fijando las disposiciones a las que deberá ajustarse. 

Que corresponde derogar la Disposición de la ex - SUBSECRETARÍA DE TECNOLOGÍAS DE 

GESTIÓN de la entonces SECRETARÍA DE GABINETE Y COORDINACIÓN ADMINISTRATIVA de 

la JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS N° 6 de fecha 14 de agosto de 2012 por la cual se 

aprobó el procedimiento para la incorporación, actualización de datos y renovación de la vigencia de la 

inscripción en el SIPRO que los oferentes debían cumplir en procedimientos de selección efectuados 

conforme normativa que se encuentra actualmente derogada. 

Que la referida disposición fue dictada por la ex - Subsecretaría de Tecnologías de Gestión por avocación 

de facultades de la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES conforme lo dispuesto en el 

artículo 3° de la Ley Nacional de Procedimientos Administrativos Nº 19.549, razón por la cual ésta 

Oficina tiene competencia para su derogación. 
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Que cabe poner de resalto, que las referidas facultades se encuentran actualmente en cabeza de esta 

Oficina Nacional hoy dependiente de la SECRETARÍA DE MODERNIZACIÓN ADMINISTRATIVA 

del MINISTERIO DE MODERNIZACIÓN. 

Que ha tomado la intervención de su competencia la DIRECCIÓN GENERAL DE ASUNTOS 

JURÍDICOS de la SUBSECRETARÍA DE COORDINACIÓN ADMINISTRATIVA del MINISTERIO 

DE MODERNIZACIÓN. 

Que la presente medida se dicta en uso de las facultades emergentes del artículo 23, inciso a), del Decreto 

Nº 1023/01 y sus modificatorios y complementarios y el artículo 114 del reglamento aprobado por el 

Decreto Nº 1030/16. 

 

Por ello, 

EL DIRECTOR NACIONAL DE LA OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES 

DISPONE: 

ARTÍCULO 1º — Apruébase el procedimiento que los interesados deberán realizar para la incorporación 

y actualización de datos en el Sistema de Información de Proveedores (SIPRO) que administra la 

OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES de la SECRETARÍA DE MODERNIZACIÓN 

ADMINISTRATIVA del MINISTERIO DE MODERNIZACIÓN, que como Anexo registrado en el 

Módulo Generador de Documentos Electrónicos Oficiales bajo el número DI-2016-01712783-APN-

ONC#MM, forma parte integrante de la presente Disposición y constituye el “Manual de procedimiento 

para la incorporación y actualización de datos en SIPRO”. 

ARTÍCULO 2º — Las inscripciones de los proveedores que a la fecha de vigencia de la presente medida 

estuvieran incorporados en SIPRO serán válidas hasta el momento en que deban actualizar datos o bien 

por un plazo de SEIS (6) MESES, lo que ocurra primero, momento a partir del cual deberán incorporarse 

con la nueva metodología utilizando el procedimiento aprobado por la presente Disposición. 

ARTÍCULO 3º — Las inscripciones de los proveedores que pretendan participar en procedimientos 

gestionados a través del sistema electrónico de contrataciones deberán efectuarse, en todos los casos, a 

través de la metodología que por el presente se aprueba. 

ARTÍCULO 4º — Derógase la Disposición de la ex - SUBSECRETARÍA DE TECNOLOGÍAS DE 

GESTIÓN de la entonces SECRETARÍA DE GABINETE Y COORDINACIÓN ADMINISTRATIVA de 

la JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS N° 6 de fecha 14 de agosto de 2012. 

ARTÍCULO 5º — La presente medida entrará en vigencia a partir del día hábil siguiente al de su 

publicación en el Boletín Oficial. 

ARTÍCULO 6º — Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO 

OFICIAL y archívese. — NESTOR AURELIO DIAZ, Director Nacional, Oficina Nacional de 

Contrataciones. 

 

ANEXO 

MANUAL DE PROCEDIMIENTO PARA LA INCORPORACIÓN Y ACTUALIZACIÓN DE 

DATOS EN EL SIPRO 
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ARTÍCULO 1°.-PRE-INSCRIPCIÓN. Los interesados deberán realizar la preinscripción al Sistema de 

Información de Proveedores accediendo al sitio de Internet de COMPR.AR, donde completarán la 

información requerida en los formularios de pre-inscripción. Quienes estén exceptuados de estar 

incorporados en el SIPRO, deberán igualmente realizar la preinscripción. 

ARTÍCULO 2°- INFORMACIÓN A SUMINISTRAR. Al momento de realizar la pre-inscripción los 

interesados deberán suministrar la información que se detalla en los formularios de pre-inscripción 

disponibles en COMPR.AR de acuerdo al tipo de personería que corresponda. 

ARTÍCULO 3°.- INSCRIPCIÓN. Quienes hayan realizado la pre-inscripción suministrando la 

información correspondiente según el tipo de personería, a los fines de la incorporación en el SIPRO, 

deberán acompañar la documentación respaldatoria que acredite dicha información conforme lo 

estipulado en el artículo 9° del presente Anexo. 

ARTÍCULO 4°.- FORMA DE PRESENTACIÓN DE LA DOCUMENTACIÓN. El Administrador 

Legitimado del proveedor o bien quien tuviera poder para actuar en su representación, deberá ingresar a la 

plataforma de Tramitación a Distancia (TAD) con su Clave Fiscal. Allí deberá ingresar en formato digital 

toda la documentación detallada en el artículo 9° del presente Anexo, la que deberá ser legible y 

completa, y escaneada de su original. 

ARTÍCULO 5°.- La OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES cotejará los datos ingresados por 

los interesados en los formularios de pre-inscripción con la documentación aportada por aquéllos. Si los 

datos se corresponden incorporará al proveedor al SIPRO. Caso contrario, podrá requerir enmiendas, 

subsanaciones o modificaciones durante el proceso de evaluación según lo considere. 

ARTÍCULO 6°.- ACTUALIZACIÓN. Los proveedores inscriptos interesados en participar en 

procedimientos de selección, deberán mantener actualizada la información modificando los datos que 

hubieren variado. 

ARTÍCULO 7°.- ACTUALIZACIÓN DE DATOS SIN RESPALDO DE DOCUMENTACIÓN. La 

actualización del domicilio especial, el número de teléfono, el correo electrónico institucional, alternativo 

y/o del administrador legitimado y nombre de fantasía, podrán realizarla modificando el formulario de 

preinscripción sin más trámite, con el usuario y contraseña obtenido en la preinscripción. 

ARTÍCULO 8°.- ACTUALIZACIÓN DE DATOS CON RESPALDO DE DOCUMENTACIÓN O 

ACTUALIZACIÓN DE DOCUMENTOS VENCIDOS. El Administrador Legitimado deberá ingresar en 

el portal de Tramitación a Distancia (TAD), seleccionar el trámite correspondiente a la Actualización y 

cargar la documentación respaldatoria de las modificaciones realizadas o que deba renovar a partir de su 

vencimiento. A los fines de actualizar esta información, la OFICINA NACIONAL DE 

CONTRATACIONES tomará intervención de la misma forma que en el proceso de incorporación de 

proveedores. 

ARTÍCULO 9°.- DOCUMENTACIÓN A PRESENTAR PARA LA INCORPORACIÓN AL SISTEMA 

DE INFORMACION DE PROVEEDORES. Para la incorporación, según el tipo de personería deberá 

presentarse la siguiente documentación: 

a) Personas humanas: 
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I) Documento Nacional de Identidad o Pasaporte del titular. 

II) En caso de acreditar apoderado, poder suficiente vigente y Documento Nacional de Identidad o 

Pasaporte del Apoderado. 

III) Declaración jurada de habilidad para contratar con la ADMINISTRACIÓN PÚBLICA NACIONAL. 

IV) Declaración jurada de elegibilidad. 

b) Personas jurídicas 

I) Contrato social o estatuto, inscripto en la Inspección General de Justicia o Registro Público pertinente. 

II) Ampliaciones estatutarias y/o actualizaciones, en caso de corresponder, inscriptos en la Inspección 

General de Justicia o Registro Público correspondiente. Se acepta inicio de trámite, siempre que no 

exceda los SEIS (6) meses desde la fecha de la presentación ante el organismo pertinente. 

III) Última acta de designación de autoridades y distribución de cargos y/o designación de gerente de 

SRL, inscripta en la Inspección General de Justicia o Registro Público correspondiente. Se acepta inicio 

de trámite, siempre que no exceda los SEIS (6) meses desde la fecha de la presentación ante el organismo 

pertinente. 

IV) Documento donde conste el último domicilio real inscripto en la Inspección General de Justicia o 

Registro Público correspondiente. Se acepta inicio de trámite, siempre que no exceda los SEIS (6) meses 

desde la fecha de la presentación ante el organismo pertinente. 

V) En caso de acreditar apoderados, poder suficiente vigente y Documento Nacional de Identidad o 

Pasaporte del Apoderado. 

VI) Declaración jurada de habilidad para contratar con la ADMINISTRACIÓN PÚBLICA NACIONAL. 

VII) Declaración jurada de elegibilidad. 

c) Cooperativas, mutuales y otros 

I) Acta de asamblea constitutiva, estatutos u otros y sus actualizaciones. 

II) Documento Nacional de Identidad o Pasaporte de los socios. 

III) En caso de acreditar apoderados, poder suficiente vigente y Documento Nacional de Identidad o 

Pasaporte del Apoderado. 

IV) Declaración jurada de habilidad para contratar con la ADMINISTRACIÓN PÚBLICA NACIONAL. 

V) Declaración jurada de elegibilidad. d) Uniones transitorias de empresas 

I) Contrato constitutivo de la UTE inscripto en la Inspección General de Justicia o Registro Público 

correspondiente. 

II) Instrumento donde conste la designación de representantes legales de la UTE, inscripto en la 

Inspección General de Justicia o Registro Público correspondiente. 

III) Documento Nacional de Identidad o Pasaporte de los administradores. 

IV) En caso de acreditar apoderados, poder suficiente vigente y Documento Nacional de Identidad o 

Pasaporte del Apoderado. 

V) Declaración jurada de habilidad para contratar con la ADMINISTRACIÓN PÚBLICA NACIONAL. 

VI) Declaración jurada de elegibilidad. 

d) Uniones Transitorias (UT): 
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I) Contrato de constitución de la UT debidamente inscripto en la Inspección General de Justicia o 

Registro Público correspondiente. 

II) Instrumento donde conste la designación de representantes legales de la UT, inscripto en la Inspección 

General de Justicia o Registro Público correspondiente. 

III) En caso de acreditar apoderados, poder suficiente vigente y Documento Nacional de Identidad o 

Pasaporte del Apoderado. 

IV) Declaración jurada de habilidad para contratar con la ADMINISTRACIÓN PÚBLICA NACIONAL. 

V) Declaración jurada de elegibilidad. 

(Inciso d) incorporado por art. 6° de la Disposición N°  6/2018 de la Dirección Nacional de la Oficina 

Nacional de Contrataciones B.O. 25/01/2018. Vigencia: a partir del día hábil siguiente al de su 

publicación en el Boletín Oficial) 

ARTÍCULO 10 - DOCUMENTACION A PRESENTAR PARA LA ACTUALIZACIÓN DE DATOS. 

Para la actualización de datos, según el tipo de personería, se deberá presentar la siguiente 

documentación: 

a) Personas humanas 

 

 

b) Personas jurídicas 

 

c) Cooperativas, mutuales y otros 
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d) Uniones transitorias de empresas 

 

 

MINISTERIO DE MODERNIZACIÓN 

OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES 

Disposición 65 - E/2016 

Buenos Aires, 27/09/2016 

Publicada en el Boletín Oficial del 29-sep-2016    

 

VISTO, el Expediente Electrónico EX-2016-01362731-APN-ONC#MM, el Decreto Delegado N° 1.023 

de fecha 13 de agosto de 2001 y sus modificatorios y complementarios, el Reglamento del Régimen de 

Contrataciones de la Administración Nacional aprobado por el Decreto N° 1030 de fecha 15 de 

septiembre de 2016, y 

CONSIDERANDO: 

Que por el Decreto Delegado Nº 1.023 de fecha 13 de agosto de 2001 y sus modificatorios y 

complementarios, el PODER EJECUTIVO NACIONAL instituyó el RÉGIMEN DE 

CONTRATACIONES DE LA ADMINISTRACIÓN NACIONAL, en ejercicio de facultades delegadas 

por la Ley Nº 25.414 para determinadas materias de su ámbito de administración y resultantes de la 

emergencia pública, tendientes a fortalecer la competitividad de la economía o a mejorar la eficiencia de 

la Administración Nacional. 

Que el artículo 21 del Decreto Delegado Nº 1023/01 y sus modificatorios y complementarios, establece 

que las contrataciones podrán realizarse en formato digital firmado digitalmente, utilizando los 

procedimientos de selección y las modalidades que correspondan. 

Que asimismo dispone que las jurisdicciones y entidades comprendidas en su ámbito de aplicación 

estarán obligadas a aceptar el envío de ofertas, la presentación de informes, documentos, comunicaciones, 

impugnaciones y recursos relativos a los procedimientos de contratación, en formato digital firmado 

digitalmente, conforme lo establezca la reglamentación. 
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Que además, prevé que serán válidas las notificaciones en formato digital firmado digitalmente y que 

deberá considerarse que los actos realizados en formato digital firmados digitalmente cumplen con los 

requisitos del artículo 8º de la Ley 19.549, su modificatoria y normas reglamentarias. 

Que asimismo dispone que los documentos digitales firmados digitalmente tendrán el mismo valor legal 

que los documentos en soporte papel con firma manuscrita, y serán considerados como medio de prueba 

de la información contenida en ellos. 

Que por el Decreto N° 1030 de fecha 15 de septiembre de 2016, se aprobó la reglamentación del Decreto 

Delgado Nº 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios, para los contratos comprendidos en el 

inciso a) del artículo 4º de la norma legal aludida. 

Que el artículo 32 del reglamento del Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional 

aprobado por Decreto Nº 1030/16 dispone que la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES de la 

SECRETARÍA DE MODERNIZACIÓN ADMINISTRATIVA del MINISTERIO DE 

MODERNIZACIÓN habilitará los medios para efectuar en forma electrónica los procedimientos 

prescriptos en dicho reglamento. 

Que en virtud de lo expuesto, resulta necesario que la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES 

habilite el Sistema Electrónico de Contrataciones de la Administración Nacional y disponga la forma en 

que se llevará a cabo su implementación. 

Que el Sistema Electrónico de Contrataciones de la Administración Nacional, es una aplicación que 

permite efectuar la gestión de las contrataciones públicas íntegramente a través de Internet, posibilitando 

el seguimiento del estado de avance de los procedimientos en tiempo real. 

Que a través del mismo se verán reflejadas las necesidades de las jurisdicciones y entidades contratantes, 

podrán presentar ofertas todos aquellos que deseen ser proveedores y cualquier interesado podrá conocer 

los detalles de las contrataciones que realicen las jurisdicciones y entidades de la Administración Pública 

Nacional. 

Que de acuerdo a lo establecido en el artículo 32 del reglamento aprobado por Decreto Nº 1030/16 a 

partir del momento en que un procedimiento deba realizarse mediante la utilización del medio electrónico 

se tendrán por no escritas las disposiciones relativas a actos materiales o presenciales cuya realización se 

traduzca en operaciones virtuales en el sistema electrónico. 

Que por su parte, el citado artículo dispone que la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES 

dictará los manuales de procedimiento en los que se podrán estipular condiciones específicas que se 

aparten de lo dispuesto en el mismo. 

Que en consecuencia resulta necesario aprobar las normas procedimentales a las que deberán ajustarse los 

procedimientos de selección que se gestionen en el Sistema Electrónico de Contrataciones de la 

Administración Nacional, así como sus políticas, términos y condiciones de uso y el procedimiento de 

registro y autenticación de los usuarios. 

Que el Sistema Electrónico de Contrataciones de la Administración Nacional, utiliza medios tecnológicos 

que garantizan neutralidad, seguridad, confidencialidad e identidad de los usuarios, basándose en 

estándares públicos e interoperables que permiten el respaldo de la información y el registro de 

operaciones, permitiendo operar e integrar a otros sistemas de información. 
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Que resulta necesario establecer que las jurisdicciones y entidades contratantes, deberán arbitrar los 

medios necesarios para proveerse de las herramientas adecuadas a los fines de implementar el sistema y 

para que cada una de las autoridades que lo utilicen puedan ejecutar las acciones pertinentes de acuerdo a 

los requisitos que resulten aplicables para su operación. 

Que asimismo resulta necesario determinar la forma de tramitar los procedimientos de selección que a la 

fecha en que se implemente el Sistema Electrónico de Contrataciones de la Administración Nacional en 

cada jurisdicción o entidad contratante ya estuvieran autorizados o con la convocatoria realizada, cuando 

no se requiera autorización previa. 

Que corresponde derogar las Disposiciones de la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES 

Nros. 69 de fecha 28 de agosto de 2014, 57 de fecha 23 de noviembre de 2015 y 29 de fecha 18 de julio 

de 2016 por las cuales se habilitaron los sistemas electrónicos para la gestión de procedimientos previstos 

en normativa actualmente derogada y las Comunicaciones Generales Nros. 19 de fecha 12 de diciembre 

de 2014, 21 de fecha 16 de enero de 2015, 23 de fecha 26 de enero de 2015, 25 de fecha 27 de febrero de 

2015, 26 de fecha 3 de marzo de 2015 y 37 de fecha 3 de diciembre de 2015 que se dictaron en su 

consecuencia. 

Que ha tomado la intervención de su competencia la DIRECCIÓN GENERAL DE ASUNTOS 

JURIDÍCOS de la SUBSECRETARÍA DE COORDINACIÓN ADMINISTRATIVA del MINISTERIO 

DE MODERNIZACION. 

Que la presente medida se dicta en uso de las facultades emergentes del artículo 23, inciso a), del Decreto 

Nº 1023/01 y sus modificatorios y del artículo 32 del Reglamento aprobado por el Decreto Nº 1030/16. 

 

Por ello, 

EL DIRECTOR NACIONAL DE LA OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES 

DISPONE: 

ARTÍCULO 1º — Habilítase el Sistema Electrónico de Contrataciones de la Administración Nacional, en 

adelante denominado “COMPR.AR” y cuyo sitio de internet es https://www.comprar.gob.ar, como medio 

para efectuar en forma electrónica todos los procedimientos prescriptos en el reglamento del Régimen de 

Contrataciones de la Administración Nacional, aprobado por el Decreto Nº 1030 de fecha 15 de 

septiembre de 2016, el que se implementará según el cronograma gradual que establezca la OFICINA 

NACIONAL DE CONTRATACIONES. 

ARTÍCULO 2º — Los procedimientos de selección, cualquiera sea la clase o modalidad elegida, que se 

realicen por “COMPR.AR”, deberán cumplir con las disposiciones del Decreto Delegado Nº 1023 de 

fecha 13 de agosto de 2001 y sus modificaciones, del reglamento del Régimen de Contrataciones de la 

Administración Nacional aprobado por el Decreto Nº 1030/16, y con las del Manual que por la presente 

se aprueba. 

ARTÍCULO 3° — Apruébase el manual de procedimiento para las contrataciones que se gestionen en 

“COMPR.AR” que como Anexo registrado en el Módulo Generador de Documentos Electrónicos 

Oficiales bajo el número DI-2016-01712731-APN-ONC#MM forma parte integrante de la presente 

Disposición y constituye el “Manual de procedimiento del COMPR.AR”. 
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ARTÍCULO 4° — Apruébanse las políticas, términos y condiciones de uso del “COMPR.AR” a las 

cuales deberán sujetarse los usuarios en la utilización del sistema como en el desarrollo de todos los 

procedimientos de selección electrónicos, que como Anexo registrado en el Módulo Generador de 

Documentos Electrónicos Oficiales bajo el número DI-2016-01712714-APN-ONC#MM forma parte 

integrante de la presente Disposición. 

ARTÍCULO 5º — Apruébase el procedimiento de registro y autenticación de los usuarios de los 

proveedores, que como Anexo registrado en el Módulo Generador de Documentos Electrónicos Oficiales 

bajo el número DI-2016-01712696-APN-ONC#MM forma parte integrante de la presente Disposición. 

ARTÍCULO 6º — Apruébase el procedimiento de registro y autenticación de los usuarios de la 

Administración y la matriz de asignación de perfiles, que como Anexos registrados en el Módulo 

Generador de Documentos Electrónicos Oficiales bajo los números DI-2016-01712644-APN-ONC#MM 

y DI-2016-01712617-APN-ONC#MM, respectivamente, forman parte integrante de la presente 

Disposición. 

ARTÍCULO 7º — Las jurisdicciones y entidades contratantes deberán arbitrar los medios necesarios para 

proveerse del software y hardware adecuado a los fines de implementar el “COMPR.AR” y para 

cumplimentar los requisitos de los usuarios en cada uno de los roles de operación del aludido sistema. 

ARTÍCULO 8º — Todos los procedimientos de selección que a la fecha en que se implemente el 

“COMPR.AR” en cada jurisdicción o entidad contratante ya estuvieran autorizados o con la convocatoria 

realizada, cuando no se requiera autorización previa, seguirán su trámite mediante los medios por los 

cuales fueron iniciados. 

ARTÍCULO 9º — Deróganse las Disposiciones de la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES 

de la SECRETARÍA DE MODERNIZACIÓN ADMINISTRATIVA del MINISTERIO DE 

MODERNIZACIÓN Nros. 69 de fecha 28 de agosto de 2014, 57 de fecha 23 de noviembre de 2015 y 29 

de fecha 18 de julio de 2016, y las Comunicaciones Generales de la OFICINA NACIONAL DE 

CONTRATACIONES Nros. 19 de fecha 12 de diciembre de 2014, 21 de fecha 16 de enero de 2015, 23 

de fecha 26 de enero de 2015, 25 de fecha 27 de febrero de 2015, 26 de fecha 3 de marzo de 2015 y 37 de 

fecha 3 de diciembre de 2015 que se dictaron en su consecuencia. 

ARTÍCULO 10. — Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO 

OFICIAL y archívese. — NESTOR AURELIO DIAZ, Director Nacional, Oficina Nacional de 

Contrataciones. 

 

ANEXO I 

“MANUAL DE PROCEDIMIENTO DEL COMPR.AR” 

 

ARTÍCULO 1º.- Los procedimientos de selección, cualquiera sea la clase o modalidad elegida, que se 

realicen por COMPR.AR, deberán cumplir con las disposiciones del Decreto Delegado Nº 1023 de fecha 

13 de agosto de 2001 y sus modificatorios y complementarios, del Reglamento del Régimen de 

Contrataciones de la Administración Nacional aprobado por el Decreto Nº 1030 de fecha 15 de 
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septiembre de 2016, siempre que no se disponga de otra manera en las normas específicas contenidas en 

el presente Manual. 

ARTÍCULO 2º.- A partir del momento en que un procedimiento deba realizarse mediante COMPR.AR se 

tendrán por no escritas las disposiciones relativas a actos materiales o presenciales cuya realización se 

traduzca en operaciones virtuales en el mismo. Las disposiciones referentes a actos que sólo sea posible 

efectuar en forma material, como la entrega de muestras, se cumplirán conforme con lo establecido en 

reglamento aprobado por el Decreto Nº 1030/16, salvo que en las presentes disposiciones específicas se 

disponga algo distinto. 

ARTÍCULO 3º.- CÓMPUTO DE PLAZOS. Todos los plazos establecidos en el presente manual se 

computarán en días hábiles administrativos, salvo que en el mismo se disponga expresamente lo 

contrario. 

El cómputo de los plazos se regirá por la fecha y hora oficial del sitio https://comprar.gob.ar o el que en 

un futuro lo reemplace. A los efectos del cómputo de plazos fijados en días hábiles, la presentación en un 

día inhábil se entiende realizada en la primera hora del día hábil siguiente. 

ARTÍCULO 4º.- NOTIFICACIONES ELECTRÓNICAS. Todas las notificaciones entre la jurisdicción o 

entidad contratante y los interesados, oferentes, adjudicatarios o cocontratantes, se realizarán válidamente 

a través de la difusión en el sitio de internet de COMPR.AR, cuya dirección es https://comprar.gob.ar o la 

que en un futuro la reemplace y se entenderán realizadas el día hábil siguiente al de su difusión. El envío 

de mensajería mediante COMPR.AR en forma automática, sólo constituye un medio de aviso. 

ARTÍCULO 5º.- ETAPA INICIAL. El pedido por parte de la Unidad Requirente deberá formularse a 

través de COMPR.AR, teniendo en cuenta los requisitos que establece la normativa vigente para la 

formulación de los requerimientos. La solicitud de contratación será asociada al procedimiento de 

selección al que corresponda. 

ARTÍCULO 6º.- PLIEGOS. El Pliego Único de Bases y Condiciones Generales y los pliegos de bases y 

condiciones particulares se encontrarán disponibles en el portal https://comprar.gob.ar. 

La Unidad Operativa de Contrataciones ingresará en COMPR.AR el pliego de bases y condiciones 

particulares sobre la base de los pedidos efectuados por la Unidad Requirente. El mismo deberá ajustarse, 

en sus recaudos y exigencias, a lo normado en el reglamento aprobado por el Decreto Nº 1030/16. 

Una vez aprobado, por la autoridad competente, será difundido en COMPR.AR. 

ARTÍCULO 7º.- CONSULTAS. Para efectuar consultas al pliego de bases y condiciones particulares, el 

proveedor deberá haber cumplido con el procedimiento de registración y autenticación como usuario 

externo de COMPR.AR. Las consultas, deben efectuarse a través de COMPR.AR. 

La Unidad Operativa de Contrataciones, además de la publicidad que corresponda según la normativa 

general, difundirá en el COMPR.AR las circulares aclaratorias y las modificatorias que se emitan de 

oficio o como respuesta a consultas, en este último caso sin indicar el autor de la consulta. 

ARTÍCULO 8º.- PUBLICIDAD Y DIFUSIÓN. Con la difusión de la convocatoria en COMPR.AR, éste 

enviará automáticamente correos electrónicos a los proveedores inscriptos en el Sistema de Información 

de Proveedores según su rubro, clase u objeto de la contratación, si los hubiera. Con esto se dará por 

cumplido el requisito de publicidad de la convocatoria referente al envío de invitaciones. 



Página 185 de 204 

 

ARTÍCULO 9º.- OFERTAS: Las ofertas se deberán presentar hasta el día y hora que determine la 

jurisdicción o entidad contratante en la convocatoria, a través del COMPR.AR utilizando el formulario 

electrónico que suministre el sistema, y cumpliendo todos los requerimientos de los pliegos aplicables, 

acompañando la documentación que la integre en soporte electrónico. Para el caso en que en los pliegos 

se solicite algún requisito que sólo sea posible efectuar en forma material, como la entrega de muestras, o 

la presentación de documentos que por sus características deban ser presentados en soporte papel, estos 

serán individualizados en la oferta y serán presentados en la Unidad Operativa de Contrataciones en la 

fecha, hora y lugar que se indique en los respectivos pliegos de bases y condiciones particulares. 

A fin de garantizar su validez, la oferta electrónicamente cargada deberá ser confirmada por el oferente, 

quien podrá realizarlo únicamente a través de un usuario habilitado para ello, conforme lo normado con el 

procedimiento de registración y autenticación de los usuarios de los proveedores. 

ARTÍCULO 10.- GARANTÍA DE MANTENIMIENTO DE OFERTA: En la oferta presentada a través 

del COMPR.AR se deberá individualizar la garantía de mantenimiento de la oferta utilizando el 

formulario electrónico que suministre el sistema a tales efectos. Al propio tiempo, el original o el 

certificado pertinente de la garantía constituida deberá ser entregada a la Unidad Operativa de 

Contrataciones dentro del plazo de VEINTICUATRO (24) horas, contado a partir del acto de apertura, en 

el lugar que se indique en el respectivo pliego de bases y condiciones particulares. Caso contrario la 

oferta será desestimada. 

ARTÍCULO 11- APERTURA DE OFERTAS.- La apertura de ofertas se efectuará por acto público a 

través de COMPR.AR en la hora y fecha establecida en el llamado. En forma electrónica y automática se 

generará  el acta de apertura de ofertas correspondiente. 

ARTÍCULO 12.- COMUNICACIÓN DEL DICTAMEN DE EVALUACIÓN. El dictamen de evaluación 

de las ofertas se notificará a todos los oferentes mediante la difusión en el sitio https://comprar.gob.ar o en 

el que en un futuro lo reemplace y se enviarán avisos mediante mensajería del COMPR.AR. 

ARTÍCULO 13.- IMPUGNACIONES AL DICTAMEN DE EVALUACIÓN. Se podrá impugnar el 

dictamen de evaluación dentro de los TRES (3) días de su difusión en el sitio https://comprar.gob.ar o en 

el que en un futuro lo reemplace, previa integración de la garantía regulada en el artículo 78 del 

reglamento aprobado por el Decreto Nº 1030/2016. 

La documentación que acredite la constitución de la garantía de impugnación deberá presentarse ante la 

Unidad Operativa de Contrataciones en forma previa a formalizar la impugnación, dentro del plazo 

establecido al efecto en el respectivo pliego de bases y condiciones particulares. 

ARTÍCULO 14.- ADJUDICACIÓN. La adjudicación será notificada al adjudicatario o adjudicatarios y al 

resto de los oferentes, dentro de los TRES (3) días de dictado el acto respectivo, mediante la difusión en 

el sitio https://comprar.gob.ar o en el que en un futuro lo reemplace y se enviarán avisos mediante 

mensajería del COMPR.AR. 

ARTÍCULO 15.- PERFECCIONAMIENTO DEL CONTRATO.- La notificación de la orden de compra, 

venta o del respectivo contrato al adjudicatario se realizará mediante la difusión en el sitio 

https://comprar.gob.ar o en el que en un futuro lo reemplace y se enviarán avisos mediante mensajería del 

COMPR.AR. 



Página 186 de 204 

 

ARTÍCULO 16.- GARANTÍA DE CUMPLIMIENTO DEL CONTRATO. El cocontratante deberá 

integrar la garantía de cumplimiento del contrato dentro del plazo de CINCO (5) días de notificada la 

orden de compra o suscripción el contrato. En los casos de licitaciones o concursos internacionales, el 

plazo será de hasta VEINTE (20) días como máximo. La garantía deberá ser entregada a la Unidad 

Operativa de Contrataciones, en el lugar que se indique en el respectivo pliego de bases y condiciones 

particulares. 

 

ANEXO II 

POLÍTICAS, TÉRMINOS Y CONDICIONES DE USO DEL SISTEMA (PTCUS) COMUNES A 

TODOS LOS USUARIOS 

 

ARTÍCULO 1°.- ENCUADRE JURÍDICO. El acceso y/o uso al Sistema Electrónico de Contrataciones 

de la Administración Nacional denominado COMPR.AR., se efectúa en el marco de lo normado por los 

artículos 21 y 22 del Decreto Delegado Nº 1023/01 y sus modificatorios y complementarios, el artículo 32 

del Reglamento del Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional aprobado por el Decreto 

Nº 1030/16, las Políticas, Términos y Condiciones de Uso del Sistema y las Condiciones Particulares que 

en el futuro puedan complementarlas, sustituirlas o modificarlas. 

ARTÍCULO 2°.- ACEPTACIÓN. Desde el momento de acceso y/o uso del COMPR.AR, se considera 

que el usuario acepta plenamente y sin reserva alguna, las Políticas, Términos y Condiciones así como las 

Condiciones Particulares de uso del sistema que pudieran dictarse, adhiriendo en forma inmediata a todas 

y cada de una ellas. 

ARTÍCULO 3°.- ACCESO. El acceso a COMPR.AR es público y gratuito, y se realiza a través de 

Internet, en el sitio cuya página principal se encuentra ubicada en https://comprar.gob.ar o aquella que en 

un futuro la reemplace. El Usuario deberá contar con un equipo y programas informáticos que cumplan 

con los requisitos mínimos de compatibilidad con el sistema (acceso por internet; navegadores Internet 

Explorer; Mozilla Firefox o Google Chrome). El Usuario toma conocimiento que cuando su equipo o 

programas de computación no reúnan tales requisitos mínimos, no podrá tener acceso al sistema y/o se 

podrá bloquear su acceso. 

ARTÍCULO 4°.- TÉRMINOS. A los efectos de las presentes Políticas, Términos y Condiciones, se 

entenderá que:  

COMPR.AR: Constituye el Sistema Electrónico de Contrataciones de la Administración Nacional a través 

del cual las jurisdicciones y entidades de la Administración Pública Nacional comprendidas en el artículo 

2º del Decreto Delegado Nº 1023/01 y sus modificatorios y complementarios, efectuarán en forma 

electrónica todos los procedimientos prescriptos en el Reglamento del Régimen de Contrataciones de la 

Administración Nacional, aprobado por el Decreto Nº 1030/16. 

https://comprar.gob.ar: Es el portal sobre el que se gestiona el COMPR.AR y a través del cual se difunden 

las convocatorias y las restantes etapas de los procedimientos de selección. El acceso a este portal es 

público y gratuito. Asimismo, es medio válido de todas las notificaciones entre la jurisdicción o entidad 
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contratante y los interesados, oferentes, adjudicatarios o cocontratantes que deban realizarse durante los 

procedimientos de selección. 

USUARIOS DEL PROVEEDOR: Es la persona humana que utiliza el COMPR.AR en representación de 

la persona humana o jurídica inscripta en el Sistema de Información de Proveedores que administra la 

OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES, conforme el procedimiento de registro y 

autenticación de los usuarios de los proveedores. 

USUARIOS COMPRADORES: Es la persona humana designada por la Unidad Operativa de 

Contrataciones, en adelante UOC, como responsable de la utilización del COMPR.AR, de acuerdo a los 

roles otorgados conforme al procedimiento de Administradores de Perfiles y Usuarios de la 

Administración. 

SISTEMA DE INFORMACION DE PROVEEDORES: El Sistema de Información de Proveedores  

(SIPRO) que administra la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES se incorpora también al 

sistema COMPR.AR. Este sistema tiene por objeto registrar información relativa a los proveedores, sus 

antecedentes, historial de procedimientos de selección en los que se hubieren presentado como oferentes,  

historial de contratos, órdenes de compra o venta, incumplimientos contractuales y extra-contractuales, en 

ambos casos por causas imputables al proveedor, sanciones de apercibimiento, suspensión e 

inhabilitación y toda otra información que la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES 

considere de utilidad. 

PROTECCIÓN DE LA INFORMACIÓN CONTENIDA EN EL PORTAL: Toda la información 

elaborada o disponible en, o a través del COMPR.AR, se encuentra protegida como propiedad intelectual. 

Está prohibido a todos los usuarios modificar, copiar, transmitir, vender, distribuir, exhibir, publicar, 

licenciar, crear trabajos derivados, o usar, en general, el contenido disponible en o a través del 

COMPR.AR para fines comerciales y otros. 

USO ADECUADO DE COMPR.AR: El usuario que ingresa al COMPR.AR, se compromete a utilizar el 

mismo en forma lícita y de acuerdo a las presentes PTCUS. Se encuentra prohibido a los usuarios, la 

realización de actos maliciosos o que atenten contra el sitio, o que de alguna manera puedan dañar, 

inutilizar, sobrecargar, deteriorar, impedir o limitar la utilización de todas o algunas de las 

funcionalidades del mismo. 

RESPONSABILIDAD POR CLAVES DE USUARIO: Los usuarios de COMPR.AR no pueden ceder, 

transferir o comunicar bajo ninguna circunstancia sus claves y nombres de usuarios, haciéndose 

plenamente responsables por los actos, documentos, anexos, ofertas, y demás antecedentes que bajo esas 

claves y nombres de usuario, ingresen al COMPR.AR. Además, los usuarios asumen la obligación de 

cambiar sus claves frecuentemente, las que se debe evitar que sean evidentes y/o simples. 

RESPONSABILIDAD: El Gobierno Nacional no se responsabiliza por los daños y/o perjuicios derivados 

del acceso y/o uso de los contenidos publicados en el sitio https://comprar.gob.ar o en el que en un futuro 

lo reemplace. El Gobierno Nacional no se responsabiliza por las interrupciones de este servicio, ni por 

cualquier inconveniente originado en causas ajenas que impidan el acceso. La veracidad e integridad de la 
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totalidad de la información y contenido de los documentos publicados son de exclusiva responsabilidad 

de los usuarios que los publican y envían, de acuerdo a las claves de acceso bajo las cuales actúen. El 

Gobierno Nacional no es responsable por la interrupción en la recepción de correos electrónicos por parte 

del usuario-proveedor. El Gobierno Nacional no es responsable de los virus que puedan contener los 

documentos que adjuntan los usuarios del sitio. Es responsabilidad de cada usuario velar por que los 

archivos que sube al sitio no tengan virus de ninguna especie. 

Las estadísticas e informes disponibles en el COMPR.AR son meramente referenciales y no 

comprometen a la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES, ni al Gobierno Nacional. 

SUSPENSIÓN O ELIMINACIÓN DE USUARIOS: La OFICINA NACIONAL DE 

CONTRATACIONES se reserva el derecho de suspender y/o eliminar unilateral y automáticamente del 

COMPR.AR a los usuarios que incumplan las PTCUS. 

CENTRO DE CONTACTO. MESA DE AYUDA TELEFÓNICA: La OFICINA NACIONAL DE 

CONTRATACIONES establecerá para todos los usuarios del COMPR.AR un centro de contacto que 

contará con una mesa de ayuda telefónica y vía correo electrónico. Esta mesa de ayuda atenderá las 

consultas de los usuarios sobre el funcionamiento del COMPR.AR. 

ARTÍCULO 5°.- USUARIOS DE LOS PROVEEDORES. 

CORREOS ELECTRÓNICOS ENVIADOS POR COMPR.AR. A PROVEEDORES: Los usuarios 

proveedores aceptan recibir permanentemente correos electrónicos relativos a procedimientos de 

selección y demás información relevante, a la dirección de correo informada por ellos en el SIPRO. El 

sitio https://comprar.gob.ar o el que en un futuro lo reemplace es el medio obligatorio de difusión de las 

convocatorias y de las restantes etapas de los procedimientos de selección, sin perjuicio de las demás 

formas de difusión y publicidad que la reglamentación vigente determina. Los correos electrónicos 

enviados por el COMPR.AR solo constituyen un medio de aviso. Se recomienda a los proveedores, 

revisar periódicamente el COMPR.AR –en particular Escritorio del Proveedor– para informarse de las 

novedades vinculadas a las etapas, desarrollo del proceso de contratación electrónica y demás 

información relevante, como así también consultar las demás formas de difusión y publicidad que la 

reglamentación vigente determina. 

LIBERACIÓN DE RESPONSABILIDAD: Los usuarios proveedores deben velar por la seriedad de las 

ofertas ingresadas al COMPR.AR, siendo plenamente responsables por las mismas. Los usuarios 

proveedores deberán aceptar que el Gobierno Nacional carece de toda responsabilidad por los resultados 

que obtengan en cada uno de los procedimientos de selección electrónicos en que participen. Los usuarios 

proveedores liberan al Gobierno Nacional de cualquier responsabilidad derivada de la dilación o no envío 

oportuno de correos electrónicos de alerta, declarando conocer que el medio de notificación es la difusión 

que cada Usuario Comprador efectúa en el portal https://comprar.gob.ar o en el que en un futuro lo 

reemplace. La no recepción oportuna de correos electrónicos de alerta que envía el COMPR.AR, no 

justificará, ni se considerará como causal suficiente para eximir a los proponentes de sus cargas y 

responsabilidades. 

POLÍTICAS DE PRIVACIDAD: Los usuarios de COMPR.AR aceptan, por el sólo hecho de su 

inscripción o registro en el sitio, que los datos, antecedentes e información aportados en las diversas 
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etapas de los procedimientos en que participan, sean de público conocimiento en el ámbito de las 

transacciones que se efectúan en él y que sólo están disponibles públicamente para esos efectos. 

Asimismo, los usuarios de COMPR.AR, por el sólo hecho de su inscripción otorgan su conformidad para 

que los resultados de los procedimientos de selección en que participen y las respectivas contrataciones, 

formen parte de las estadísticas e informes, se procesen y se publiquen por parte del Gobierno Nacional. 

Cuando se solicite por parte de terceros acceso a información que pudiese afectar derechos de los usuarios 

proveedores, tales como los relacionados con su vida privada o derechos de carácter económico o 

comercial, se procederá en un todo conforme a la Ley Nº 25.326 de “Protección de Datos Personales” 

modificada por la Ley Nº 26.343 y reglamentada por el Decreto Nº 1558/2001 modificado por el Decreto 

N° 1160/2010, el Decreto Nº 1172/2003 de “Acceso a la Información Pública” y el Decreto N° 117/2016 

“Plan de Apertura de Datos”. 

DECLARACIÓN: Los usuarios de COMPR.AR declaran conocer y aceptar la circunstancia relativa a que 

la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES, puede en cualquier momento modificar todo o 

parte de las presentes PTCUS, que serán oportunamente publicadas en el portal de COMPR.AR. 

USUARIOS COMPRADORES: El usuario-comprador es responsable de la información que se difunda y 

debe procurar que su contenido se adapte a las previsiones contempladas por la normativa vigente. Queda 

estrictamente prohibido a los usuarios compradores realizar cualquier uso de COMPR.AR ajeno al marco 

del proceso de contrataciones públicas electrónicas. Los Organismos de Control están autorizados a 

utilizar el COMPR.AR con el objeto de asegurar el correcto desempeño de los distintos procesos y velar 

por su transparencia. 

LÍMITE DE RESPONSABILIDAD DEL COMPR.AR SOBRE EL PROCESO DE SELECCIÓN: El 

COMPR.AR es un medio que facilita la realización de los procedimientos de selección sin garantizar la 

seriedad e idoneidad de las ofertas recibidas, las que deben ser evaluadas por cada usuario comprador, y 

en su caso, por la Comisión Evaluadora de Ofertas. 

 

ANEXO III 

PROCEDIMIENTO DE REGISTRO Y AUTENTICACIÓN DE LOS USUARIOS DE LOS 

PROVEEDORES 

 

ARTÍCULO 1º.- USUARIOS DE LOS PROVEEDORES. TERMINOLOGÍA. El COMPR.AR, permite 

la configuración de usuarios a los proveedores, a quienes se les reconoce funcionalidades diversas a los 

efectos de la más ágil, segura y transparente utilización del sistema. Las personas que quieran contratar 

con la Administración Pública Nacional, a los fines de utilizar y/o interactuar con COMPR.AR, deberán 

hacerlo a través de sus usuarios. 

A los fines de COMPR.AR se entenderá por: 

a. PROVEEDOR: Es la persona humana o jurídica a la que se hace referencia en el Artículo 27 del 

Decreto Delegado Nº 1023/01 sus modificatorios y complementarios. 

b. USUARIO: Es la persona humana que utiliza el COMPR.AR en representación del proveedor. El 

usuario, según los permisos que se le otorguen puede ser: 
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c. USUARIO LECTOR: Es la persona humana que puede leer toda la información incluida en el 

COMPR.AR referente al proveedor sin posibilidad de modificar su contenido. 

d. USUARIO EDITOR: Es la persona humana que puede leer, ingresar y/o modificar la información del 

proveedor contenida en el COMPR.AR. 

e. USUARIO ADMINISTRADOR: Es la persona humana que utiliza el COMPR.AR en representación 

del proveedor y está facultado para administrar, crear o dar de baja a los diferentes usuarios que puede 

tener el mismo, a excepción de los administradores legitimados que se encuentren habilitados por el 

Sistema de Información de Proveedores. 

f. ADMINISTRADOR LEGITIMADO: Es la persona humana que utiliza el COMPR.AR en 

representación del proveedor, encargada de interactuar jurídicamente con el Gobierno Nacional por este 

medio. Es el único usuario facultado para realizar ofertas en nombre del proveedor. 

ARTÍCULO 2º.- PROCEDIMIENTO DE CREACIÓN DEL ADMINISTRADOR LEGITIMADO. El 

procedimiento que deberán observar quienes deseen ingresar como Administradores Legitimados del 

proveedor en el COMPR.AR es el siguiente: 

1º) Ingresar al sitio https://comprar.gob.ar, dentro del ambiente del proveedor al que corresponda o, de ser 

un nuevo proveedor, dentro del formulario de pre-inscripción, e ingresar los datos requeridos por el 

sistema. 

2º) El sistema envía un correo electrónico a las cuentas declaradas en él que informa una palabra clave 

(contraseña o password) de acceso al portal. La clave que otorga COMPR.AR a cualquiera de los 

usuarios, deberá ser reemplazada a partir de su primera utilización. 

3º) El Administrador Legitimado deberá acreditar su identidad, la personería invocada y las facultades 

para actuar en representación del proveedor, mediante la presentación de la documentación en forma 

electrónica a través de la plataforma de Tramitación a Distancia (TAD). 

4º) Ingresando con su clave fiscal, el Administrador legitimado o quien puede representar al oferente, 

presentará toda la documentación respaldatoria de su actuación. El SIPRO verificará que la 

documentación presentada sea fidedigna y se corresponda con quien la está presentando, y en su caso, 

habilitará al Administrador Legitimado para actuar como tal en COMPR.AR en representación del 

proveedor conforme el poder otorgado. 

ARTÍCULO 3º.- PROCEDIMIENTO DE CREACIÓN DE OTROS USUARIOS. El procedimiento que 

deberán observar quienes deseen ingresar como Usuario Administrador en el COMPR.AR y, previa 

conformidad de aquel en el caso del Usuario Lector y Editor, es el siguiente: 

1º) Ingresar a la página web https://comprar.gob.ar, dentro del ambiente del proveedor al que corresponda 

o, de ser un nuevo proveedor, dentro del formulario de pre-inscripción, e ingresar los datos requeridos por 

el sistema. 

2º) El sistema envía un correo electrónico a las cuentas declaradas en la que informa una palabra clave 

(contraseña o password) de acceso al portal. La clave que otorga COMPR.AR a cualquiera de los 

usuarios, deberá ser reemplazada a partir de su primera utilización. 



Página 191 de 204 

 

ARTÍCULO 4º.- RESPONSABILIDAD DEL PROVEEDOR. La utilización de los usuarios y contraseñas 

en el COMPR.AR su resguardo y protección, son de exclusiva autoría y responsabilidad del proveedor. 

La operación del sistema, la información a él transmitida, como toda consecuencia jurídica que de ellas se 

derive, serán de exclusiva responsabilidad de la persona humana o jurídica en cuyo nombre y 

representación actúe el usuario, sin perjuicio de las responsabilidades que conforme la normativa vigente 

le competan a este último a título personal. 

A los ….. días del mes de …………………. de 20…., el Administrador Legitimado Sr./a. 

……………………………………………………………………………….D.N.I. …………………….., 

nacionalidad ……………………………, con domicilio en la calle 

………………………………………………………… de la ciudad de 

………………………………………………………………………. presenta en forma electrónica la 

documentación requerida por esta Autoridad, consistente en 

……………………………………………………………………………………………… con el objeto 

de acreditar su identidad, la personería invocada en representación de 

…………………………………………………………………. C.U.I.T. ……………………………….. y 

su relación con ella conforme el poder respectivo. 

En el acto se deja constancia que la documentación aquí adunada se corresponde con la identidad del 

presentante. …………………………… Administrador Legitimado. 

 

ANEXO IV 

PROCEDIMIENTO DE REGISTRO Y AUTENTICACIÓN DE LOS USUARIOS DE LA 

ADMINISTRACIÓN 

 

1.1. Matriz de asignación de Perfiles de Usuarios del Ambiente Comprador.  

La OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES tiene la facultad de administración, definición y 

modificación de la Matriz de Asignación de Perfiles de Usuarios Ambiente Comprador, la cual obra en 

Anexo V. La modificación de la Matriz se efectuará sin más trámite que su comunicación a los 

interesados. 

1.2. Alta, Baja, Rehabilitación de Usuarios. Modificación, adecuación de Perfiles. 

El requirente deberá confeccionar una nota por el módulo de Comunicaciones Oficiales del Sistema de 

Gestión Documental Electrónica (GDE), suscripta por un funcionario con rango no inferior a Director o 

su equivalente o por el Administrador Local, la cual será dirigida al Director Nacional de la OFICINA 

NACIONAL DE CONTRATACIONES, solicitando, según corresponda: la creación de un nuevo usuario, 

la baja de un usuario, la rehabilitación de usuarios bloqueados, la modificación o adecuación de perfiles. 

1.3. Información requerida para el alta de usuarios 

a. En todos los casos se deberá completar el “Formulario Alta de Usuarios COMPR.AR”, el cual se 

acompañará como archivo adjunto a la Nota aludida en el punto precedente. 

b. El formulario se encuentra disponible en la página de COMPR.AR, https://comprar.gob.ar. 
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c. Los perfiles se deben solicitar de acuerdo con la información que surge del Anexo V “Matriz de 

Asignación de Perfiles de Usuarios Ambiente Comprador”. Los perfiles solicitados deben adecuarse al 

cargo o nivel jerárquico que el usuario posea en el respectivo organismo y tomando en cuenta los perfiles 

que debe utilizar el sector respectivo. En este sentido, el perfil “Autorizador” sólo será asignado a los 

Directores, equivalentes o superiores; y el perfil de analista SAF a los usuarios que se desempeñen en 

tales áreas y cumpliendo las correspondientes funciones. 

d. La Unidad Operativa de Contrataciones solicitante deberá estar habilitada e incorporada en el sistema 

COMPR.AR. 

e. La OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES podrá modificar la información a ser requerida 

para el alta de usuarios, sin más trámite que su comunicación a los interesados. 

1.4. Correo electrónico oficial de contacto del usuario 

El requerimiento será procesado por el sistema el cual generará el usuario y su contraseña la cual será 

informada automáticamente por correo electrónico dirigido a la dirección de correo oficial de contacto del 

usuario especificado en el Formulario de Alta de Usuarios. 

2. Política de Seguridad del Sistema 

2.1 Contraseña 

Por razones de seguridad del sistema, la administración de las contraseñas se efectuará respetando los 

siguientes parámetros, a saber: La clave que otorga COMPR.AR a cualquiera de los usuarios debe ser 

reemplazada a partir de su primera utilización. Longitud mínima de la contraseña: OCHO (8) caracteres. 

Tipo de caracteres obligatorios: alfanuméricos. Frecuencia de cambio mínima solicitada automáticamente 

por el sistema: cada SEIS (6) meses. Cantidad de contraseñas previas que no se pueden repetir: hasta 

DOS (2). Diferencia mínima con alguna de las anteriores, DOS (2) caracteres. Cantidad de intentos 

fallidos para bloquear un usuario: CUATRO (4). 

3. Competencia OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES 

Es atribución de la OFICINA NACIONAL DE CONTRATACIONES la creación de nuevos usuarios 

COMPR.AR, la baja de un usuario, la modificación o adecuación de perfiles de usuarios COMPR.AR, la 

rehabilitación de usuarios bloqueados. A estos fines, la OFICINA NACIONAL DE 

CONTRATACIONES actuará de acuerdo con criterios de razonabilidad, en este sentido, la OFICINA 

NACIONAL DE CONTRATACIONES podrá adecuar, modificar y armonizar los perfiles solicitados por 

las jurisdicciones. 

 

ANEXO V 

MATRIZ DE ASIGNACIÓN DE PERFILES DE USUARIOS AMBIENTE COMPRADOR 

 

PERFIL 
TIPO DE 

REPARTICIÓN 
ETAPA FUNCIONES 

Solicitante SG  
Solicitud de 

Contratación/ Prórroga 

• Ingresar Solicitud de 

Contratación 
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y Ampliación • Ingresar Solicitud de 

Contratación 

Acuerdo Marco 

• Ingresar Ampliación y 

Prórroga 

Analista UOC 

Solicitud de Contratación 

/ Adjudicación / Prórroga 

y Ampliación 

• Ingresar Partidas 

Presupuestarias 

• Confirmar Afectación 

Preventiva 

Autorizador SG  

Solicitud de Contratación 

/ Orden de Compra 

Acuerdo Marco 

• Autoriza / Rechaza la 

Solicitud de Contratación 

• Autoriza / Rechaza la 

Orden de Compra de 

Acuerdo Marco 

• Autoriza / Rechaza la 

Solicitud de Provisión 

Gestor de Compras   

• Crear Proceso de Compra 

• Carga de Pliegos y 

Circulares 

• Preparar Adjudicación y 

Documentos Contractuales 

Supervisor UOCs 

Proceso de Compra / 

Adjudicación / Orden de 

Compra / Ampliación y 

Prórroga 

• Modifica el Proceso de 

Compra y carga el 

Cronograma 

• Ingresa los Actos 

Administrativos 

Autorizador   

• Adjudica y Autoriza los 

Procesos de Compra. 

• Autoriza / Rechaza las 

Circulares. 

Gestor de Compras 

Acuerdo Marco 
ONC 

Proceso de Compra 

Acuerdo Marco / 

Adjudicación Acuerdo 

Marco / Ejecución 

Acuerdo Marco 

• Crear Proceso de Compra 

de los Acuerdos Marco 

• Carga de Pliegos y 

Circulares de los Acuerdos 

Marco 

• Preparar Adjudicación y 

Acuerdo Marco 

• Cargar Prórroga Acuerdo 

Marco 

Supervisor Acuerdo 

Marco 
  

• Modifica el Proceso de 

Compra y carga el 

Cronograma de los Acuerdos 
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Marco 

• Ingresa los Actos 

Administrativos 

• Gestiona las 

Actualizaciones de Stock y 

Precio 

Coordinador de Subasta UOCs Subasta Inversa 

• Visualización de 

Proveedores en Procesos de 

Subasta Inversa 

Analista SAF SAF 
Adjudicación / 

Ampliación y Prórroga 

• Pausar Subasta Inversa 

•Modifica las Partidas 

Presupuestarias 

• Confirmar Afectación 

Definitiva 

Evaluador UOCs 
Evaluación de Ofertas / 

Pre-Adjudicación 

• Realizar evaluación 

técnica, administrativa y 

económica 

• Generar y Autorizar 

Dictamen de 

PreAdjudicación 

• Desempate de Ofertas 

Recepcionista Físico UOCs 

Garantías Apertura de 

Ofertas / Dictamen de Pre-

Adjudicación / 

Documento Contractual 

• Gestionar las Garantías 

presentadas por los 

Proveedores 

Consulta Comprador UOC Consulta 

• Permite realizar consultas 

de los procesos de compra y 

documentos asociados de su 

jurisdicción. 
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-VI - 

POSDATA 

 

1. ABREVIATURAS UTILIZADAS 

 

RCAN: Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional. 

RRCAN: Reglamento del Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional. 

ONC: Oficina Nacional de Contrataciones. 

PTN: Procuración del Tesoro de la Nación. 

PG C.A.B.A.: Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.  

CSJN: Corte Suprema de Justicia de la Nación. 

Cám. Nac. Apel. CAF: Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso 

Administrativo Federal. 

CN Com.: Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial.  
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2. NORMATIVA, BIBLIOGRAFÌA Y JURISPRUDENCIA CONSULTADA 

 

2.1. NORMATIVA CONSULTADA: 

 DECRETO DELEGADO Nº 1023/2001 - RÉGIMEN DE CONTRATACIONES DE 

LA ADMINISTRACIÓN NACIONAL. 

 DECRETO Nº 1030/2016 - REGLAMENTO DEL RÉGIMEN DE 

CONTRATACIONES DE LA ADMINISTRACIÓN NACIONAL. 

 DISPOSICIÓN ONC 62/2016 

 ANEXO I - MANUAL DE PROCEDIMIENTO DEL RÉGIMEN DE 

CONTRATACIONES DE LA ADMINISTRACIÓN NACIONAL. 

 DISPOSICIÓN ONC 63/2016  

 ANEXO I - PLIEGO ÚNICO DE BASES Y CONDICIONES 

GENERALES DEL RÉGIMEN DE CONTRATACIONES DE LA 

ADMINISTRACIÓN NACIONAL.  

 ANEXO II - REQUISITOS MÍNIMOS QUE DEBEN CONTENER LOS 

PLIEGOS DE BASES Y CONDICIONES PARTICULARES.  

 DISPOSICIÓN ONC 64/2016  

 ANEXO I - MANUAL DE PROCEDIMIENTO PARA LA 

INCORPORACIÓN Y ACTUALIZACIÓN DE DATOS EN EL SIPRO.  

 DISPOSICIÓN ONC 65/2016 

 ANEXO I - MANUAL DE PROCEDIMIENTO DEL COMPR.AR.  

 ANEXO II - POLÍTICAS, TÉRMINOS Y CONDICIONES DE USO 

DEL SISTEMA (PTCUS) COMUNES A TODOS LOS USUARIOS. 

 ANEXO III - PROCEDIMIENTO DE REGISTRO Y 

AUTENTICACIÓN DE LOS USUARIOS DE LOS PROVEEDORES.  

 ANEXO IV - PROCEDIMIENTO DE REGISTRO Y 

AUTENTICACIÓN DE LOS USUARIOS DE LA 

ADMINISTRACIÓN.  

 ANEXO V - MATRIZ DE ASIGNACIÓN DE PERFILES DE 

USUARIOS AMBIENTE COMPRADOR.  
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 “Compendio Normativo sobre el régimen de contrataciones de la Administración 

Nacional” elaborado por la ONC, Año 2015 en 

https://www.argentinacompra.gov.ar/prod/onc/sitio/Paginas/Contenido/FrontEnd/docu

mentos/Compendio_Normativo_2015.pdf 

 

2.2. BIBLIOGRAFÌA CONSULTADA (EN ORDEN ALFABÉTICO): 

 BALBÍN, Carlos F., Curso de Derecho Administrativo, Tomo I, 1ª ed. 1ª reimp., La 

Ley, Buenos Aires, 2008. 

 CASSAGNE, Juan Carlos, Los grandes principios del Derecho Público. Constitucional 

y Administrativo, 1ª ed., La Ley, Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 2015. 

 CASSAGNE, Juan Carlos, “La igualdad en la contratación administrativa”, Cuestiones 

de Derecho Administrativo, Depalma, Buenos Aires, 1987 

 CLUSELLAS, Pablo – MARTELLI, Eduardo – MARTELO, María José, “Nueva realidad , 

nuevos desafíos” en CLUSELLAS, Pablo – MARTELLI, Eduardo – MARTELO, María 

José, GESTIÓN DOCUMENTAL ELECTRÓNICA: Una transformación de raíz hacia 

el gobierno electrónico en la ciudad de Buenos Aires 2009-2014, Capitulo 8, 1ª ed., 

Secretaría de Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, Ciudad Autónoma de Buenos 

Aires, 2014 en http://www.buenosaires.gob.ar/noticias/gestion-documental-electronica 

(disponible al 20/11/2017). 

 COMADIRA, Julio, La licitación pública, Nociones, principios, cuestiones, LexisNexis, 

Buenos Aires, 2006. 

 COMADIRA, Julio R. - ESCOLA, Héctor J. - COMADIRA, Julio P, Curso de Derecho 

Administrativo, Título primero, Capitulo I El Estado en el orden constitucional y 

administrativo (Realidad, normatividad y justicia), Ed. Abeledo Perrot, Buenos Aires, 

2012.  

 COMADIRA, Julio Pablo, “Reflexiones sobre la teoría del sometimiento voluntario a un 

régimen jurídico como límite al control judicial de constitucionalidad o juridicidad”, 

en AA. VV., Cuestiones de control de la Administración pública, Jornadas 

organizadas por la Universidad Austral, Facultad de Derecho, Ediciones Rap, Buenos 

Aires, 2010.  

https://www.argentinacompra.gov.ar/prod/onc/sitio/Paginas/Contenido/FrontEnd/documentos/Compendio_Normativo_2015.pdf
https://www.argentinacompra.gov.ar/prod/onc/sitio/Paginas/Contenido/FrontEnd/documentos/Compendio_Normativo_2015.pdf
http://www.buenosaires.gob.ar/noticias/gestion-documental-electronica
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 COMADIRA, Julio Rodolfo, “Algunos aspectos de la licitación pública”, en AA.VV., 

Contratos Administrativos, Jornadas organizadas por la Universidad Austral, Facultad 

de Derecho, Ciencias de la Administración, Buenos Aires, 2000. 

 DRUETTA, Ricarto T., “Garantía de impugnación en los procesos de selección del 

cocontratante. Su incompatibilidad con los principios fundamentales del 

procedimiento administrativo”, en AA.VV., Procedimiento Administrativo, Jornadas 

organizadas por la Universidad Austral, Facultad de Derecho, Ciencias de la 

Administración, Buenos Aires, 1998. 

 GARCIA DE ENTERRÍA, Eduardo – FERNANDEZ, Tomas R., Curso de Derecho 

Administrativo, t.I, con notas de Agustin Gordillo, 1ª ed. Argentina, Thomson – 

Civitas – La Ley, Madrid – Buenos Aires, 2006. 

 GORDILLO, Agustín A., Tratado de derecho administrativo y obras selectas, t. 2, 1ª 

ed., F.D.A., Buenos Aires, 2014 en http://www.gordillo.com/tomo2.php (disponible al 

20/11/2017). 

 GORDILLO, Agustín, Tratado de Derecho Administrativo, Tomo I, Fundación de 

Derecho Administrativo, Buenos Aires, 2000, págs. IX-16-IX-46. 

 PEREZ HUALDE,  Alejandro, “El llamado a Licitación”, en AA.VV., FARRANDO (h), 

Ismael (dir.), Contratos Administrativos, Cap. VII, 1ª ed., Lexis Nexis - Abeledo 

Perrot, Buenos Aires, 2002. 

 FIORINI, Bartolomé - MATA, Ismael, Licitación Pública, Selección del Contratista 

Estatal, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1972.  

 GARCÍA PULLÉS, Fernando, Tratado de lo Contencioso Administrativo, Tomo I, Ed. 

Hammurabi, Buenos Aires, 2004.  

 HUTCHINSON, Tomás, Régimen de Procedimientos Administrativos, 9ª ed. actualizada 

y ampliada, 2ª reimpresión, Ed. Astrea, Buenos Aires, 2014. 

 MARIENHOFF, Miguel S., Tratado de derecho administrativo, T. III-A, AbeledoPerrot, 

Buenos Aires, 1998.  

 PONTORIERO, María Paula (dir.) - MERTEHIKIAN, Eduardo (coord..) – SALVATELLI, Ana 

(coord.), Reglamento del Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional, 

2da. Edición, Infojus, Editorial Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la 

Nación, Dirección Nacional del Sistema Argentino de Información Jurídica, Ciudad 

http://www.gordillo.com/tomo2.php


Página 199 de 204 

 

Autónoma de Buenos Aires, 2014 en http://www.saij.gob.ar/docs-

f/ediciones/libros/Reglamento_del_Regimen_2da_ed.pdf (disponible al 20/11/2017). 

 REJTMAN FARAH, Mario – SANTORO, Silvana Marisa, “Régimen de Contrataciones de 

la Administración Nacional”, en CICERO, Nidia Karina (Directora) ,  Legislación usual 

comentada. Derecho Administrativo, Tomo III, 1ª ed., La  Ley, Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires, 2015. 

 REJTMAN FARAH, Mario, Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional, 

1ª ed., Ed. Abeledo Perrot, Buenos Aires, 2010. 

 RODRÍGUEZ, María José, Reglamento de contrataciones de la Administración 

Nacional. Aprobado por el decreto 893/12. Comentado y armonizado con el marco 

legal y la jurisprudencia administrativa de la Procuracion del Tesoro de la Nacion, 1ª 

ed., Editorial Ábaco de Rodolfo Depalma, Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 2013. 

 RODRIGUEZ, María José, “La aplicación de la LNPA a los contratos administrativos”, 

en POZO GOWLAND, Héctor (Director), Ley Nacional de Procedimientos 

Administrativos, Comentada, La Ley, Buenos Aires, 2012, T II, Capítulo III. 

 SAMMARTINO, Patricio Marcelo E., Amparo y Administración. En el Estado 

Constitucional Social de Derecho, Tomo I, 1a. ed., Abeledo Perrot, Buenos Aires, 

2012.  

 USLENGHI, Alejandro Juan, “Régimen jurídico de la potestad reglamentaria” en Acto 

administrativo y reglamentario, Ediciones RAP. Buenos Aires, 2002..  

 VILLAR PALASÍ, José Luis, Apuntes de Derecho Administrativo. Parte General, Tomo 

I, Madrid, 1997. 

 

2.3. ARTÌCULOS CONSULTADOS (EN ORDEN ALFABÉTICO):  

 BARRA, Rodolfo C., “Reglamentos administrativos”,  La Ley (1999-F). 

 BIANCHI, Alberto B., “Constitución y  Administración (una relación tensa y 

compleja)”, El Derecho (2004) 208-990. 

 CASSAGNE, Juan Carlos, “La caracterización legal de las contrataciones de la 

Administración nacional”, Revista Derecho Administrativo ed. Lexis Nexis 49 (2004) 

pág. 701. 

http://www.saij.gob.ar/docs-f/ediciones/libros/Reglamento_del_Regimen_2da_ed.pdf
http://www.saij.gob.ar/docs-f/ediciones/libros/Reglamento_del_Regimen_2da_ed.pdf
http://www.cassagne.com.ar/publicaciones/La_caracterizacion_legal_de_las_contrataciones_de_la_Administracion_nacional.pdf
http://www.cassagne.com.ar/publicaciones/La_caracterizacion_legal_de_las_contrataciones_de_la_Administracion_nacional.pdf
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 COMADIRA, Fernando G., “Apuntes sobre la función administrativa y los criterios para 

delimitarla”,  El Derecho Administrativo (08/06/2016). 

 COVIELLO, Pedro José Jorge, “El criterio de contrato administrativo en la 

jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación”, ED (1984) 111-845. 

 COVIELLO, Pedro José Jorge, “El criterio determinante del carácter administrativo de 

los Contratos”, en A.A.V.V., “La contratación administrativa en España e 

Iberoamérica”, Junta de Castilla y León, Londres, 2008.  

 IVANEGA, Miriam, “Reglamento de Contratos Administrativos. Alcance de la potestad 

modificatoria”, La Ley (14/8/2013). 

 LAPIERRE, José Augusto, “Los reglamentos ejecutivos”, en obra colectiva  Acto 

administrativo y reglamento, Jornadas organizadas por la Universidad Austral, 30-31 

de mayo y 1º de junio de 2001, Ediciones RAP, Buenos Aires, 2002. 

 LYALL, Douglas H., “La potestad reglamentaria de la Administración”, La Ley-
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